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EDUIRORLAL 


Teoría y estilo 


Gráficamente, explicaba un profesor que la teoría dimana del techo y 
ia práctica arranca del suelo: marchan a buscarse mutuamente sin llegar 
a encontrarse. Hay, en efecto, una zona imprecisa que llamaríamos la zona 
de la " aequitas" , en la que el jurista —intérprete, juez prelado— tiene que 
moverse guiado únicamente por su sentido jurídico. Pero esta zona de vi- 
tal importancia, cuyo dominio mide la destreza jurídica y el valor humano 
del hombre de leyes, carecería de sentido sin una referencia tácita al doble 
polo inductor de la doctrina y del “stylus”. 

Los primeros rudimentos del Derecho han nacido de la aplicación a la 
vida real del sentido de justicia ínsito en todo ánimo recto. El “praetor pe- 
regrinus" hace el “ius gentium" de los romanos, juzgando y dando acción 
“ex aequo et bono" a las nuevas situaciones creadas por el comercio roma- 
no al extenderse a los pueblos sojuzgados. Más tarde, aquellas soluciones, 
sugeridas por el uso cotidiano, cristalizarían en el edicto perpetuo, tema 
exhausto de lucubraciones y norma de la vida del orbe romano, tan fe- 
cunda, que poco a poco suplantará prácticamente al “ius civile" y será por 
antonomasia el Derecho Romano, la “ratio scripta" que ha civilizado a 
Europa en los siglos medios y ha engendrado los códigos que son hoy la 
civilización occidental. 

Pero el derecho cristalizado detiene, a la vez que regula, la vida. Y 
cuando ésta se despliega en la policromía de los avatares históricos, llega 
a revolverse contra las formas jurídicas reaccionarias, produciéndose lo 
que un crítico moderno ha llamado “la révolte du droit contre le Code”. 
Nuestro Codex Iuris Canonici apela al estilo como medio de suplencia para 
tos casos huérfanos de norma, y la misma doctrina es bien sensible a la 
práctica aceptada comúnmente aun en casos en los que el texto legal pare- 
ceria sugerir una solución distinta; tal en el caso de las facultades de ma 
poner penas por precepto. 


DAR e 


La ambición de la doctrina es fijeza, perpetuidad, regla: “ex ure quod 
est, regula fiat”, dijo el gran Pautus (D. 50, 17, 1). La ley de vida es 
adaptabilidad, flexibilidad, evolución hacia nuevas formas y adquisiciones. 
Doctrina y vida, teoría y estilo, se crean y se devoran a la vez mutuamente 
sin cesar. 

El teórico del derecho apenas puede ser encasillado como jurista. Su 
navío brujulea más bien en los mares de la filosofía del derecho. No por 
eso su labor es de poco momento: al contrario, es importantísima. A su 
esfuerzo se debe el que los saberes jurídicos se articulen y se organicen en 
un cuerpo de doctrina que, sin la teoría, serían un centón de nomnas a me- 
nudo dispares y contradictorias. 

Situado en el otro extremo del diámetro, el “practicón” tampoco tiene 
títulos suficientes para el noble dictado de jurista. Vive de sus formula- 
rios, de sus pautas de siempre, como el yal predicador que, incapaz de 
manejar su fondo teológico propio, declama párrafos altisonantes hurtados 
de cualquier sermonario. Y a pesar de ello, su trabajo es necesario ew 
la vida del derecho: es él quien, parapetado tras su montón de expedientes, 
hace andar los asuntos hacia la meta de su solución. 

Entre uno y otro punto terminal del saber jurídico (la teoría pura y la 
tráctica pura), hay una variada gana que desciende por la Teoría Gene- 
ral del Derecho y las Partes Generales de cada rama y de cada tratado, al 
sentido general de las instituciones con su aleccionadora historia, para lle- 
gar a la norma concreta y pragmática que será de aplicación en la confec- 
ción del expediente. El jurista, el verdadero jurista, es aquel que, reco- 
rriendo la línea del uno al otro extremo, no actúa ni resuelve sin atención 
a la doctrina ni teoriza en vanas acrobacias mentales sin arraigarse en la 
realidad viva que el derecho tiene la misión de moderar. 

Atenta a estas realidades, esta Revista, que es de doctrina, nunca ha 
querido olvidar los aspectos pragmáticos; de ellos damos hoy un espécimen 
en forma de notas sobre el estilo de la Curia Romana en algunos puntos 
brácticos. Y no serán las últimas. 
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nicamente inválidos. 

a) Matrimonio civil a tenor del artículo 42 del Código Civil. 

b) Matrimonio con efectos civiles. 
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d) El mal endémico del conflicto. 


Anhelos de resolver el conflicto. 

a) La reforma del artículo 42. Legitimación de las uniones civiles 
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Posibles influjos en el hecho delictivo, según la sentencia. 


a) El procedimiento de las Curias eclesiásticas. 

b) El influjo de algunos consejos. 

c) Lado vulnerable de esos consejos. 

d) Nuevos consejos después del Concordato. 

e) Sigue siendo vulnerable la actitud del padre Regatillo. 


La razón de bigamia en el Registro Civil. 


a) La Resolución de 23 de abril de 1949. 
b) Una consulta a los moralistas. 


El concepto de bigamia en Derecho canónico. 
a) El delito y el pecado. 

b) Los elementos del delito de bigamia. 

c) El sujeto pasivo del delito. 

d) Presupuesto del delito. 


El delito de bigamia en el fuero civil espanol. 

a) En lo que convienen y desconvienen los fueros civil y canónico. 
b) La raíz de la falta de concordia. 

c) Referencia a la bigamia en el Código Penal. 


La intención criminosa según la doctrina jurisprudencial. 


a) En la sentencia de 29 de noviembre de 1944. 
b) En la sentencia de 6 de junio de 1945. 

c) En la sentencia de 22 de marzo de 1945. 

d) Los motivos de exculpación. 

e) Consulta a los moralistas. 


Retorno al sentir común sobre culpabilidad. 
a) Se pune la bigamia si el anterior matrimonio no se halla disuelto 
legítimamente. j 
b) La razón de no exculpar al procesado. 
c) ¿Había causas para excluir la antijuricidad? 
1^ El Concordato y el artículo 471 del Código Penal. 
2. Referencia al Concordato italiano. 
3. ¡Referencia al Concordato de la República Dominicana. 
4. La norma general que propugna la Iglesia. 


Consecuencias de las sentencias penales por bigamia en el área del De- 

recho privado. 

a) En lo que la sentencia penal no vincula al juez civil. 

b) El Tribunal Supremo, al absolver a los procesados, nunca entró en 
los efectos que pudieran seguirse de la celebración de los dos ma- 
trimonios, civil y canónico. 

9) Influjo benéfico de la sentencia condenatoria. 


LOS MATRIMONIOS CIVILES Y EL DELITO DE BICAMIA 
I. TEXTO DE LA SENTENCIA 


a) Hechos probados.—" El procesado, José F., y Luisa V. contraje- 
ron matrimonio civil en S. el día 1.° de febrero de 1932, previo mutuo y 
perfecto acuerdo de no realizarlo canónicamente y, a finales del año 1948, 
dicho procesado, por desavenencias con su consorte, marchó de su casa, 
yéndose a vivir a la de Teresa D., con la que, sin estar disuelto dicho víncu- 
lo nupcial, ni intentado el mismo disolverlo ni anularlo—constándole, por 
tanto, que estaba vigente y a lo que le obligaba—, contrajo matrimonio 
canónico en 3 de septiembre de 1949 con dicha Teresa, a la que manifestó 
ser soltero, y habiendo solicitado del Vicario General del Arzobispado la 
realización del nuevo matrimonio, que fué autorizado (no obstante de co- 
nocerse el hecho de anterior civil) en razón de no existir en la ley eclesiás- 
tica razón estrictamente canónica para denegarlo; matrimonio que no ha 
sido inscrito en el Registro civil. El procesado aparece condenado por sen- 
tencia firme de 10 de mayo de 1943 por delito de auxilio a la rebelión. 
Hechos probados”. 


b) Sentencia del tribunal "a quo”.—La Audiencia condenó a José F., 
en concepto de autor de un delito de bigamia del artículo 471 del Código 
Penal, concurriendo la agravante de reiteración, a la pena de cuatro años, 
«los meses y un día de prisión menor. 


c) Recurso al Tribunal Supremo.—En nombre del interesado, José 
F., se interpuso recurso de casación en el que al amparo de los números 1." 
y 2. del artículo 849 de la Ley procesal, se alegan la infracción de los ar- 
tículos 1.°, 471 y 478 del Código Penal, así como la existencia de error de 
hecho en la apreciación de los medios probatorios 


d) Se desestima el recurso.—“El Tribunal Supremo desestima el re- 
curso, Ponente: Excmo. Sr. D. Federico Castejón y Martínez de Arizala.” 


e) Unico Considerando.—“Que no puede ser acogido ninguno de los 
cuatro motivos del recurso, que alegan infracción de los artículos 1.”, 471 
y 478 del Código Penal, porque el conocimiento que exige el dolo existe 
en la subsistencia del matrimonio civil anterior del propio recurrente. que, 
como establece el hecho probado, hizo gestiones para contraer otro matri- 
monio canónico, pero no para anular o disolver el civil anterior; porque los 
dos matrimonios, en sus formas civil y canónica, son reconocidos por la ley 
y, en consecuencia, se da el delito de bigamia cuando coexiste sobre un con- 
trayente doble vínculo de tales clases, sin que sea necesario reforzar el 
hecho probado con documentos auténticos, que no ejercen influjo alguno 
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cuando han sido tenidos en cuenta en lo necesario por el Resultando corres- 
pondiente y, en ültimo término, en el recurso de casación no se admite 
acusar a otras personas, sino sólo se da para defensa del propio recurrente, 
cuya responsabilidad no se excluye por cualquier consejo o informe que 
pudiera recibir y seguir". 


II. Er CONFLICTO DE LOS MATRIMONIOS CIVILES LEGALMENTE 
INDISOLUBLES Y CANÓNICAMENTE INVÁLIDOS 


a) Matrimonio civil a tenor del artículo 42 del Código Civil. —En el 
caso de la sentencia que estudiamos, el matrimonio José F.- Luisa V. se 
celebró el 1.” de febrero de 1932; por consiguiente, antes de la Orden de 
la Repüblica, de 10 de febrero de 1932, que autorizó la plena libertad para 
la celebración del matrimonio civil, antes de la ley del Divorcio de 2 de 
marzo de 1932, antes de la ley del Matrimonio civil de 28 de junio de 1932. 

José F. y Luisa V. se casan civilmente—dice la sentencia en los hechos 
probados—“previo mutuo y perfecto acuerdo de no realizarlo canónica- 
mente". Los contrayentes, segün se desprende de lo acordado mutuamente, 
estaban obligados a celebrar su matrimonio conforme a la forma sustancial 
mandada por la Iglesia. Pero atropellan su deber de católicos, fuerzan el 
sentido del articulo 42 del Código Civil, pactan con voluntad proterva no 
casarse canónicamente y se unen civilmente. 

Seria interesante recordar cuál es y cuál debe ser el sentido del artícu- 
lo 42 citado y cuáles las interpretaciones que a través del tiempo ha ido 
haciendo de él la autoridad civil española, pero no hemos de repetir aquí 
lo que ya tenemos escrito en otra parte (1). 


b) Matrwnomo con efectos civiles—Huelga el decir que los unidos 
civilmente José F. y Luisa V. convivieron durante largos afios, gozaron de 
los derechos del estado de casados, fueron tenidos por tales respecto a la 
plenitud de los efectos civiles, consecuencia que se derivaba de haber cele- 
orado matrimonio legal. 


c) Matrimonio canónico y el consiguiente conflicto.—El procesado 
José F. mantuvo su situación legal hasta que un día, a finales de 1948, por 
motivos que no se confiesan ni se dicen en la sentencia, sin el menor mira- 
miento al bien público, del que tienen que cuidar las leyes civiles que José 
F. invocó para casarse, él mismo, por sí y ante sí, suspendió la vida 
común, se marchó a vivir a la casa de Teresa D., le dijo que estaba sol- 


(1) DeL Amo, León: Los matrimonios civiles durante la República (Madrid, 1954), gm. 21-25. 
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tero, y con ella, unos meses más tarde, en 3 de septiembre de 1949, se 
casó canónicamente, sin intentar siquiera disolver el primer vínculo civil. 

Sucede esto cuando las leyes republicanas del Divorcio y del Matri- 
monio civil ya estaban derogadas, respectivamente, por las Leyes que pro- 
mulgó el nuevo Estado en 23 de septiembre de 1939 y 12 de marzo de 1938. 

La conducta de José F. es una entre las que vienen dando lugar a esos 
casos de conflicto jurídico y moral a partir de la ley de 18 de junio de 1870. 
Todo se reduce a que unos contrayentes, menospreciando los sagrados cá- 
nones, libremente se unieron al amparo dei Derecho civil en matrimonio 
respecto a efectos civiles válido, que para la Iglesia es inválido al menos 
por falta de forma sustancial. José F., en su descargo, ni siquiera puede 
invocar el especioso haberse casado contando con la posibilidad del divor- 
cio, porque la ley a la que se ajustó para casarse civilmente era ley de ma- 
trimonio indisoluble. 


d) El mal endémico del conflicto.—El conflicto indicado no es exclu- 
sivo de España ni, en España, característico de nuestros días. Se ha dado 
con las siguientes leyes españolas: la Ley de 18 de junio de 1870 sobre 
matrimonio civil, el artículo 42 del Código Civil de 1888, la ley del Ma- 
trimonio civil de 28 de junio de 1932 y la Ley posterior del 12 de marzo 
de 1938. Incluso la Orden de 10 de marzo de 1941, que llegó adonde nun- 
ca habían llegado las interpretaciones oficiales sobre el artículo 42 del Có- 
digo Civl, ella misma se presta fácilmente a interpretaciones, con las que 
no desaparece el conflicto entre las legislaciones civil y eclesiástica (2). 


III. ANHELOS DE RESOLVER EL CONFLICTO 


a) La reforma del artículo 42. Legitimación de las uniones civiles.— 
Ni que decir tiene que, siguiendo direcciones pontificias, los teólogos, los 
canonistas y no pocos civilistas vienen anhelando desde 1888 que se re- 
forme el artículo 42 del Código Civil, de manera que no haya celebración 
de matrimonio con forma civil sino para las personas que, casándose se- 
gün esa forma, celebren matrimonio verdadero y válido en conciencia y 
ante Dios. Llegada la hora de la realidad triste del conflicto, cuando se 
dieron casos de esposos obligados por la Iglesia a la forma canónica que 
se habían casado civilmente con matrimonio indisoluble ante el Estado e 
inválido ante la Iglesia, nunca—durante el período no corto que corre en- 
tre el año 1870 y el año 1932—defendieron otra solución general que la de 
legitimar las uniones civiles previo el procedimiento canónico pertinente. 


(2) Dur Amo, lugar citado, m. 55. 
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b) Epoca de nacimiento de otras soluciones distintas de la tradicio- 
nal.—Sólo muy tarde, cuando, en buena hora, el 23 de septiembre de 1939, 
una ley justa derogó la ley del Divorcio, de la República, se comenzó por 
camino distinto del tradicional a buscar soluciones nuevas, a mi ver, con 
el buen deseo y el afán caritativo de resolver favorablemente casos concre- 
tos en el sentido que solicitaban los peticionarios, puesta casi exclusiva- 
mente la mira en el interés privado de los consultantes, ordinariamente in- 
dividuos aficionados a nadar libremente en las aguas revueltas de umiones 
conyugales que no ponían freno a la pasión. Pero al dar estas soluciones 
novísimas como norma general y al defenderlas con el empeño saludable de 
atender al bien individual de este o del otro individuo, ¿se ha puesto al me- 
nos igual empeño en no dejar sin amparo el bien espiritual común, cuyas 
exigencias siempre están por encima del bien espiritual de cada indivi- 
duo? (3). 

El problema tiene dos aspectos: uno jurídico y otro moral. El jurídico 
no puede desarrollarse ni resolverse sino dentro del orden moral, y el as- 
pecto moral no puede desentenderse del valor social de lo jurídico, Por con- 
siguiente, las soluciones que se proponen invocando la razón de conciencia 
de ciertos individuos, no pueden ser aceptables mientras no dejen suficien- 
temente satisfecha la razón de escándalo, es decir, mientras no satisfagan 
los postulados indeclinables del bien sobrenatural de toda la comunidad, 
a cuyo interés cede el interés privado de cada alma (4). 


c) Soluciones propuestas como norma general. —Varias son, doctri- 
nalmente, las soluciones generales (5) que se han defendido en nuestros 
días como remedio apto para el malhadado conflicto: 


a 


I, El P. REGATILLO aboga por una ley de divorcio vincular, la cual 
facilite a los interesados un camino bueno para desentenderse del lazo de 
su matrimonio civil (6). 

2. El profesor MONTERO prefiere un procedimiento judicial de nu- 


(3) Enseña el DOCTOR ANGÉLICO (Summ. Theol., l: 9, q. 113, a. 9, ad 2): “Bonum universi 
est maius quam bonum particulare unius, si accipiatur utrumque in eodem genere.” W. BER- 
TRAMS (“Periodica”, 1951, fasc. III, pp. 309-310) escribe: “Habetur distinctio inter bonum 
commune supernaturale et bonum personale supernaturale; bonum “privatum” supernaturale 
—i. e., medium gratiae, non ipsa gratia—cedere debet, si noc requiritur ad bonum commune 
supernaturale, ad finem Ecclesiae obtinendum." Véase DEL Amo: La defensa del vínculo (Ma- 
drid, 1954), nn. 71, 74. 

(4) No cabe permitir el matrimonio canónico a los que estuvieron ligados con vínculo 
civil—menos a los que civilmente están ligados—, mientras no se haya “eliminado todo pe- 
ligro de escándalo". Sagrada Congregación de Sacramentos, Instrucción de 95 de marzo de 1955, 
n. 20; A. A. S., XXXXVII, pp. 628-654. 

(5) Para casos de circunstancias especiales nadie niega que se concedan soluciones de 
excepción; pero de éstas no se habla al tratar de solucionar normalmente conflictos de tipo 
común con características ordinarias. 

(6) Las causas matrimoniales (Salamanca, 1953), p. 428. 
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lidad de matrimonio, no el correspondiente a los artículos 101-103 del Có- 
digo Civil, sino otro muy expeditivo, a cuyo amparo se alcance la nulidad 
alegando que se fué al matrimonio con la intención expresa de divorciarse 
o alguna otra causa razonable (7). 

3." FERNÁNDEZ VIVvANCOS ha indicado que se podría optar por una 
disolución automática del matrimonio civil, que tuviera efecto en el mo- 
mento mismo de celebrar el nuevo matrimonio canónico (8). 

4. Como solución teóricamente posible, aunque injustificable en la 
práctica, señalaba yo una ley del Estado, la cual anulase con efecto retro- 
activo todos los matrimonios civiles que contrajeron los españoles obliga- 
dos a la forma canónica (9). García CANTERO. ocupándose de los matri- 
monios civiles, adopta esta solución cuando dice: “A nuestro modesto en- 
tender, la clave del problema radica en la necesidad de anular con efecto 
retroactivo las situaciones jurídicas creadas al amparo de una ley inicua, 
contraria al Derecho natural" (10). 

5. Atendiendo al bien común sobrenatural de las almas he defendido 
que la norma general de solución—salvas siempre las excepciones justifi- 
cadas en casos singularisimos—no puede ni debe ser otra que la legitima- 
ción canónica de esas uniones civiles o la separación de los esposos cuando 
éstos no quieren o no pueden celebrar matrimonio canónico (11). Y no es 
opinión solamente mía, sino la de muchos ilustres canonistas españoles y 
la de la casi totalidad de nuestros civilistas, católicos de probidad intacha- 
ble, los cuales consideran esta solución como bien fundada en la ciencia 
jurídica, como justa y moralmente equitativa. 


IV. La SOLUCIÓN QUE CONSIDERAMOS MAS VIABLE 


a) Razones que la apoyan.—De lo dicho se desprende ya que juzga- 
mos prácticamente como la mejor solución del conflicto la que hemos indi- 
cado últimamente: con ella se salvaguarda el respeto debido a los derechos 
de ambos cónyuges, en especial a los derechos de la mujer y de los hijos. 
Es la solución que justiprecia debidamente el deber de atender al bien pú- 
blico del Estado y a los intereses comunes sobrenaturales de la Iglesia. Es 


mx 


(7) MONTERO Y GUTIÉRREZ, ELOY: El nuevo Concordato español (Madrid, 1954), pp. 155-156. 

(8) FERNÁNDEZ VIVANCOS, GUILLERMO: Algunos de los problemas que plantea el doble ma- 
trimonio: Inscripción en el Registro de hijos habidos en um segundo matrimonio, contraído 
sin haberse disuelto el primeramente celebrado, “Boletín de Información del Ministerio de 
Justicia”, año V (1951), nn. 166 y 176, respectivamente. 

(9) DEL AMO: Los matrimonios civiles, n. 7. 

(10) GARCÍA CANTERO, GABRIEL: Las uniones meramente civiles, ¿deben disolverse?, “Anua- 
rio de Derecho Civil” (octubre-diciembre 1954), p. 1.195. 

(41) DEL AMO, lugar citado, nn. 41-44, 61-64, 74. 


= 29) == 


LEON DEL AMO- 


la solución tradicional en nuestra Patria, acomodada a la práctica ecle- 
siástica de casi un siglo. Es la que mejor se ajusta a las diversas instruc- 
ciones de la Santa Sede (12). Es la enseñada por los canonistas en orden 
a que los curas de almas, pesando la razón de pecado y de escándalo, la 
encarezcan por todos los medios a quienes contrajeron matrimonio ci- 
vil (13). Cuenta, además, con la aquiescencia unánime de los Obispos, teó- 
logos y canonistas españoles que, habiendo tenido que enfrentarse desde 
1870 a 1932 con problemas de matrimonio civil iguales a los que surgieron 
a partir de 1939, jamás pidieron como remedio o una ley de Divorcio o 
algo parecido que valiera procesalmente para relajar el vinculo civilmente 
indisoluble del matrimonio no religioso (14). 


b) El inconveniente grave de los otros remedios.—No negamos que 
de algún modo sería remedio esa ley de divorcio, o ese procedimiento ex- 
peditivo para anular los matrimonios civiles, o una ley con efecto retroac- 
tivo que declarase nulos todos los matrimonios civiles de los obligados a 
la forma canónica, o la automática declaración de nulidad del primer ma- 
trimonio civil por el hecho de celebrar otro matrimonio canónico; pero 
afirmamos que todos esos remedios, aunque eficaces contra la situación 
jurídica del conflicto, el legislador no los debe utilizar, como el médico no 
utiliza para con su enfermo aquellos remedios que van a ser mas perju- 
diciales que la misma enfermedad. 

1." La ley de divorcio es remedio funestisimc, porque el divorcio co- 
mo norma general siempre es muy grave (15) y porque esa ley nunca dejaría 
de ser un portillo que diera paso a graves desórdenes, facilitando sin nin- 
gün escrüpulo la disolución de matrimonios civiles que, de no ser esa ley, 
se podrían y se deberían legitimar canónicamente. 


2° La duplicidad de procedimiento de nulidad de matrimonio, uno 


(12) Véanse: Santo Oficio, Instr. 4 febrero 1942. Sagrada Penitenciaría, Instr. 15 enero 1866 
(Cod. J. C. Fontes, vol. VIII, n. 6.427, 8 7, p. 458). Sagrada Congregación del Concilio, Reso- 
lución de 15 de diciembre de 1877 (“Acta Sanctae Sedis", vol. X [1876-1877], pp. 504-509). Sa- 
grada Congregación de Sacramentos, Resolución de 2 de julio de 1917 (“Monit. Eccles ", 
vol. XXXI, p. 193); Instr. de 1 de julio de 1929 (A. A. S., XXI, pp. 351-369); Instr. de 25 de mar- 
zo de 1955 (A. A. S., XXXXVII, pp. 628-654). 

(13) GASPARRI: De matrimonio (Romae, 1932), vol. II, n. 1.292; WERNZ-VIDAL: Jus canoni- 
cum, t. V (Romae, 1928), n. 595. 


(14) GÓMEZ SALAZAR Y LA FUENTE: Disciplina eclesiástica (Madrid, 1887), t. II, lección LXXIV, 
pp. 240-247, CADENA Y ELETA: Tratado teórico-práctico de procedimientos eclesiásticos en ma- 
teria civil y criminal (Madrid, 1894), tit. II, c. V, pp. 91-117. LÓPEZ-PELÁEz: El Derecho español 
en sus relaciones con la Iglesia (Madrid, 1902), 8 XV, p. 71. Campos Y PULIDO: Legislación, Y 
Jurisprudencia canónica novisima y disciplina particular en España (Madrid, 1917), Do Oui HS 
MUNIZ: Procedimientos eclesiásticos (Barcelona, 1925), t. II, c. XXXIII, n. 471 ss. 


(19) LEÓN XIII: Arcanum divinae Sapientiae, 10 feb. 1880, sobre el matrimonio cristiano; 
A. S. S., XII (1879-1880), p. 388 ss. Pío XI: Casti connubii, 31 dic. 19805 “ALLA US ARINA 
ginas 539-592, 
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general, ajustado al bien comün (Código Civil y Ley de Enjuiciamiento), 
y otro, expeditivo y especial, hecho a propósito para la conveniencia pri- 
vada de unos pocos, no es solución seria, como se ve claro, ni en la ley ni 
en la ciencia del Derecho. 

3. La disolución automática del primer matrimonio civil a causa de 
una nueva celebración de otro matrimonio canónico argüiría en el Estado 
varias cosas poco laudables: inconsciencia del valor moralizador del artícu- 
lo 51 del Código Civil; abandono inexplicable de la institución matrimo- 
nial que él pretendió proteger con sus leyes; no freno, como debía ser, 
sino amparo jurídico de astucias pasionales. 

4. La ley con efecto retroactivo que declarara nulos todos los ma- 
trimonios civiles que se celebraron ajustándose a la Ley de 1932, sería sin 
duda alguna un atropello, del valor que nadie puede negar, a hechos con- 
sumados, hechos jurídicos llenos de consecuencias gravísimas respecto «l 
bien de la familia y de las buenas costumbres, que al Estado no le es lícito 
liquidar de un plumazo, así como asi (16). 


c) Se resuelve una objeción.—No se diga contra nuestros argumen- 
tos que son morales más bien que jurídicos, porque ha de atenderse a que 
‘mpugnamos en las soluciones de estos conflictos no remedios apoyados en 
leyes promulgadas y vigentes, sino en leyes posibles que se piden precisa- 
mente para resolver el conflicto. Nos movemos, pues, en el campo de la Fi- 
losofía del Derecho, em la ciencia de los principios y normas fundamentales, 
de las cuales procede el Derecho y por las cuales se rige. Siendo esto así, 
¿no han de pesarse las razones de orden moral cuando se trata de introdu- 
cir un nuevo orden jurídico? 


d) La razón de escándalo.—Creemos que no se ha justipreciado de- 
bidamente la razón de escándalo cuando se dijo: “Son patentes los incon- 
venientes que acarrea el “descasar” a los unidos en matrimonio civil; pero 
no parecen ser menos los que se presentan cuando algün matrimonio canóni- 
co se declara nulo, y nadie clama contra estos procesos de nulidad por falta 
de consentimiento, de forma, etc." (17). Se debe distinguir: No se clan.a 
y no hay escándalo por causa de los procesos canónicos de nulidad de ma- 
trimonio, cuando püblicamente se sabe por la sentencia—a veces antes de 


(16) La Iglesia no desconoce el alcance de estas uniones civiles. En los sagrados cánones 
ce tiene al matrimonio civil como atentación de matrimonio (can. 2.356), por lo cual, si 
concurre con adulterio, debido al matrimonio legítimo de una de las partes, causa impedimento 
de crimen (can. 1.075, n. 1), y si después de celebrado conviven los ^ónyuges da lugar al 
impedimento de pública honestidad (can. 108), y si se celebró existiendo vínculo canónico 
conyugal se incurre en delito de bigamia (can. 2.356). 

(17) GARCÍA CANTERO, GABRIEL: Las uniones meramente civiles, ¿deben disolverse?, “Anua- 
rio de Derecho Civil” (1954), p. 1.195. 
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la sentencia—que en tal o cual caso raro nunca hubo vínculo matrimonial. 
Pero sí se clama y hay grande escándalo cuando los fieles saben la verdad 
de los hechos y ven que contra esa verdad hay cónyuges, a quienes sirven 
consejeros desaprensivos, que pervierten o intentan pervertir los hechos y 
amafian causas de nulidad, sin más mira que quedar libres y pasar a otras 
nupcias (18). 

Los inconvenientes que acarrea el “descasar” a los unidos civilmente, 
es decir, la razón de escándalo, no desaparece con hacer saber por medio de 
una ley civil a los poquísimos católicos que ya antes no lo supieñan, que 
los matrimonios civiles de los obligados a la forma canónica no son ver- 
daderos matrimonios segün la Iglesia y que por tal motivo se los ha de 
considerar como no celebrados, porque esa, digámoslo así, notificación ofi- 
cial que hace la ley no quita ni el agravio al pudor, ni el datio a la mujer y 
ios hijos, ni el detrimento de las buenas costumbres, ni cierta especie de 
bigamia escandalosa. 


e) Contra esta bigamia han luchado los Obispos.— Tanta verdad es 
lo que decimos que en las naciones donde ha estado más en vigor el ma- 
trimonio civil, principalmente en aquellas que no empezó a obligar la forma 
Tridentina sino a partir del Decreto Ne temere (19) o del Código vigente 
de Derecho Canónico, como en los Estados Unidos de América, en Ale 
mania, en Hungría, etc., hubo no pocos Obispos que, para evitar precisa- 
mente esa especie de bigamia, amenazaron e impusieron a los culpables 
penas espirituales severisimas, incluso la excomunión; los culpables eran 
quienes comenzaban por casarse civilmente con la intención de no perder la 
libertad y luego, de no resultar bien las nupcias civiles, poder celebrar ma- 
trimonio canónico con otra mujer (20). ; Quién, pues, se atreverá a decir 
que la disolución general, en España, de todos los matrimonios civiles que 
celebraron los católicos no será grave escándalo y que a los ojos de la Igle- 
sia no tiene importancia esa cierta especie de bigamia? 


Dos males gravísimos lamentaban en sus diócesis los Obispos que he- 
mos citado: uno, el de las leyes del matrimonio civil y del divorcio, inju- 


(18) Sobre los fraudes escandálosos, Ja voz de alerta viene del Vaticano: “Ita enim facilis 
aperitur aditus fraudibus et improbitati, tum coniugum adversus sanetitatem et contra uni- 
tatem matrimonii christiani coniurantium, tum etiam eorum qui lucrum tantum inhiantes, ipsos 
coniuges edocent de modo quo causam instaurare debent, atque de exitu causae solliciti non 
de veritate factorum, testes comparant et instruunt, ut ea deponant et confirment quae optatis 
conspirent" (Litterae Circulares S. Congr. de Sacram., 15 aug. 1949). 


(19) Dió este Decreto la Sagrada Congregación del Concilio el 2 de agosto de 1907 y co- 


x 


menzó a obiigar el día de Pascua del afio siguiente, 19 de abril de 1908. 


(20) Recuerda estas penas, comentando el artículo 231 de la Instrucción de 15 de agosto 
de 1936, V. BARTOCETTI, Subsecretario de la Sagrada Congregación de Sacramentos: De causis: 
matrimonialibus (Romae, 1950), p. 234. 
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riosas para con la religión, perniciosas para las buenas costumbres y con- 
trarias al derecho natural, y otro mal, la conducta desaprensiva de algunos 
malos católicos que utilizaban esas leyes para dar rienda suelta a su pa- 
sión con gravisimo perjuicio para su alma y para las almas de los demás. 
Este abuso era el que pretendian corregir los Obispos con sus sanciones. 


V. LA “CIERTA ESPECIE DE BIGAMIA" EN EL CASO DE LA SENTENCIA 


a) Datos que recoge la sentencia.—¿Qué razones hubo para que José 
F., en el caso de la sentencia, contrajera matrimonio canónico subsistiendo 
el primer lazo del matrimonio civil? El texto de la sentencia recoge los si- 
guientes datos: 1.”, que José F., después de haber convivido con Luisa V., 
su esposa del matrimonio civil, desde el 1.” de febrero de 1932 hasta fina- 
les del año 1948 (casi diecisiete años) se marchó del hogar por desavenen- 
cias con su consorte; 2.”, que desde el hogar se fué a vivir a la casa de Te- 
resa D.; 3.°, que a Teresa D. le manifestó que era soltero y deseaba celebrar 
con ella nupcias canónicas; 4.”, que para ese fin solicitó del Vicario General 
la celebración del nuevo matrimonio canónico; 5.”, que el Vicario General 
del Arzobispado autorizó el matrimonio pedido, no obstante conocer el 
hecho de otro matrimonio civil celebrado con anterioridad; 6.”, que el Vi- 
cario General concedió la autorización porque en la ley eclesiástica no exis- 
te razón estrictamente canónica para denegar lo pedido; 7.”, por fin, que 
este matrimonio canónico se contrajo el 3 de septiembre de 1949, como a 
unos ocho meses de estar viviendo José F. en la casa de Teresa D. 

Por los antecedentes que expone la sentencia no podemos saber si 
José F., que “aparece condenado por sentencia firme de 10 de mayo de 
1943 por delito de auxilio a la rebelión”, invocó o no ante el señor Vi; 
cario General “motivos de conciencia” para dejar a Luisa V. (su esposa 
durante casi diecisiete años ante la sociedad) y celebrar matrimonio canó- 
nico con Teresa D., a cuya casa se fué a vivir cuando abandonó el hogar. 
De todas formas es claro que a José F. no le retratan sus hechos como a 
católico observante, cuya conciencia delicada no le permita vivir sin tener 
que aquietarla cumpliendo sus deberes morales. 


b) Los deberes de conciencia del procesado.—Demos que llegase a 
José F.—sea loada la misericordia de Dios—la hora saludable de mirar por 
el bien espiritual de su alma. ¿Pero es que no tenía deberes de conciencia 
por razón de su matrimonio civil con Luisa V., después de una conviven- 
cia de casi diecisiete años? ¿No sería grave escándalo dejar una mujer que 
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ante la sociedad había tenido y defendido como suya por espacio de dieci- 
siete años, e irse ahora a vivir con otra que le agradaba más? 

José F., para reparar los daños causados a su alma y a las almas de 
todas las personas a quienes habia escandalizado, tenía que legitimar su 
matrimonio civil, si esto era posible. Así lo aconsejan los autores con pala- 
bras del mayor encarecimiento: “In praxi vero pastores animarum magma 
cum caritate et prudentia satagere debent, ut matrimonia civilia invalide 
contracta, quatenus fieri potest, convalidentur” (21); “Parochus nullum 
non debet movere lapidem ut fideles qui solo civili actu iuncti maritalem 
vitam ducunt cum tanto animae suae detrimento et aliorum scandalo quan- 
tocius nuptias ineant coram Ecclesia, aut, si id nequeant aut nolint, sepa- 
rentur" (22). 

Es muy poco decir para autorizar el matrimonio canónico que el matri- 
monio civil anteriormente celebrado no es impedimento verdadero o que no 
existe prohibición estricta que obligue a denegar las peticiones de estas se- 
gundas nupcias, porque ya el mismo León XIII, tratando sobre el matri- 
monio civil, alegaba "justos motivos" por los que, una vez celebrado el 
matrimonio civil, la Tglesia a estos cónyuges no les podria unir en matri- 
monio canónico, unas veces ni a ellos entre si, otras ni con persona dife- 
rente. Y por esto lamentaba que tales cónyuges podrian verse "obligados 
a un celibato para el que no tienen ni voluntad ni vocación, o a pasarse la 
vida en una unión ilicita y escandalosa" (23). 


c) La práctica de la Sagrada Congregación de Sacramentos.—1.° Re- 
solución gencral: que no se autoricen matrimonios canónicos si éstos han 
de quedar sin reconocimiento de los efectos civiles. Esta práctica la intro- 
dujo la misma Sagrada Congregación de Sacramentos. Hoy es una norma 
general; norma que hay obligación de observar estrictamente, por lo que 
se deduce de muchas instrucciones emanadas de la Santa Sede (24). 

Con motivo de una consulta elevada a la Sagrada Congregación de Sa- 
cramentos respecto a los matrimonios de las viudas de los caídos en la 
guerra, resolvió la Sagrada Congregación el 2 de julio de 1917: “Non esse 
recedendum a praxi S. Congregationis, ideoque amissionem pensionis non 
esse causam sufficientem permittendi celebrationem matrimonii absque ritu 
civili” (25). 

(21) WERNZ-VIDAL: Jus matrimoniale (Romae, 1928), n. 595. 

(99) GASPARRI: De matrimonio (Romae, 1932), vol. II, n. 1.292, 

(23) LEÓN XIII: Novae condendae legis, 8 feb. 1893, carta a los Obispos de la provincia 
Véneta sobre el matrimonio civil; A. S. S., XXV (1892-1803), p. 459 ss. De estos motivos a 
que alude el Papa LEÓN XIII traté yo en Los matrimonios civiles durante la República (Ma- 
drid, 1954), pp. 42 y 43. 


(24) CAPPELLO: De matrimonio (Romae, 1997), n. 739, 5.0 


(25) “Monit. Ecclesias.", XXXI, p. 139. También en “Sal Terrae", IX, p. 554. 
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Si, pues, en España hoy dia los casados civilmente no pueden preten- 
der, so pena de bigamia, que se les reconzca su posterior matrimonio canó- 
nico con efectos civiles, lógicamente se deduce que es la misma Sagrada 
Congregación de Sacramentos la que ve con malos ojos la norma general 
de autorizar esas nupcias canónicas. 


2. La norma general en Italia después del Concordato.—Con poste- 
rioridad al Concordato italiano de 17 de febrero de 1929 y publicada la 
Ley civil de 27 de mayo del mismo año sobre el modo de llevar a la prác- 
tica el artículo 34 del Concordato. la Sagrada Congregación de Sacra- 
mentos publicó una Instrucción a los Ordinarios de Italia, con fecha 1 de 
julio de 1929 (26). Esta Instrucción respecto al caso de quienes unidos 
civilmente pretenden celebrar matrimonio canónico con persona distinta, 
dice: "Qualora invece l'opposizione sia fatta a causa di un precedente ma- 
trimonio civile contratto da uno dei due sposi con altra persona, il Parroco 
deferirà il caso all'Ordinario, Se questi crederà di permettere il matrimo- 
nio religioso, detto matrimonio non si potrà transcribere agli effetti civile 
e diventa perció inutile ogni denunzia (art. 12, nn. 1 e 2 della Legge)". 
Sobre la importancia de este quedar el matrimonio canónico sin el reco- 
nocimiento de los efectos civiles, la misma Instrucción, en su número 17, 
ilama la atención de los Ordinarios. 


Es verdad, estas normas se han dado directamente a los Ordinarios de 
italia, pero, como afirma el Cardenal GASPARRI, "ipsius praescripta pro- 
desse poterunt etiam clericis illarum nationum, quae conventiones cum 
S. Sede inierunt" (27). 


3. La norma general en la República Dominicana después del Con- 
cordato.—Recentísima y muy a propósito por lo concreta y clara es ía 
norma que da la Sagrada Congregación de Sacramentos en su Instrucción 
de 25 de marzo de 1955 a los excelentísimos Ordinarios de la República 
Dominicana, y a los párrocos por medio de aquéllos, para la ejecución de 
los artículos del Concordato del 16 de junio de 1954 entre la Santa Sede 
y la República Dominicana, que se refieren a la celebración del matrimo- 
nio para los efectos civiles, de acuerdo con la nueva legislación del Go- 
bierno Dominicano sobre el mismo asunto. Dice así en el número 20: “En 
el caso del cónyuge que ha contraído unión civil, aun estando obligado a 
ia forma canónica (can. 1099), y que solicita la celebración de matrimonio 
canónico con otra comparte, viviendo la primera, no debe el párroco pro- 


(26) A. A. S, XXI, pp. 351-362. 
(27) GASPARRI: De matrimonio (Romae, 1932), vol. IT, p. 567, nota 1. 
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ceder, sino recurrir al Ordinario. Este, como norma general, insistirá en 
que el matrimonio se celebre más bien entre las dos partes unidas civil- 
mente. Cuando esto no aparezca posible o conveniente, el Ordinario podrá 
permitir el matrimonio con otra comparte, a condición, sin embargo, de 
que antes haya sido pronunciada sentencia ejecutiva de divorcio de la unión 
civil existente, previa, además, una penitencia y eliminado todo peligro de 
escándalo" (28). Es claro, pues, que se ha de mantener una norma general 
(legitimar las uniones civiles) y que caben excepciones, aunque bajo una 
triple condición: 1.*, que se haya disuelto legítimamente el anterior lazo 
civil para que desaparezca toda especie de bigamia y para que al matri- 
monio canónico se le reconozcan efectos civiles; 2.”, que previamente el 
contrayente culpable haya recibido una saludable penitencia; 3.', que se 
haya eliminado todo peligro de escándalo. 


VI. POSIBLES INFLUJOS EN EL HECHO DELICTIVO, SEGÚN LA SENTENCIA 


La sentencia, en su ünico Considerando. al tratar del dolo en el delito 
hace resaltar diversos hechos probados: que subsistia el matrimonio civil y 
que el recurrente hizo gestiones para contraer otro matrimonio canónico. 
Alude, además, a "documentos auténticos" con los que se intentaba refor- 
zar los hechos probados; a la “acusación a otras personas”; a “consejos o 
informes" que el culpable pudo recibir o seguir. 


a) El procedimiento de las Curias eclesiásticas.—E] procesado José 
F., acaso podría alegar en su descargo documentos auténticos de sus ges- 
tiones en la Curia del Arzobispado. Esto concretamente sólo indicaría que 
no han faltado en España Curias eclesiásticas que. a pesar del conflicto ju- 
ridico y de las consecuencias dolorosas que iba a traer la autorización del 
matrimonio canónico subsistiendo el matrimonio civil, han procedido ex- 
peditamente. Sin embargo, hay que proclamar, en honor a la verdad. que 
otras muchas Curias han procedido con la mayor meticulosidad siempre 
que les han llegado expedientes de este género. Sé positivamente de algu- 
nas que todavía no han hallado circunstancias singularísimas de excepción 
y, por consiguiente, siempre han seguido la norma general de no autorizar 
el matrimonio canónico que pedían los ligados con lazo civil, porque este 
su matrimonio canónico, a más de los males de orden moral que iba a traer, 
no gozaría de efectos civiles, con todas las tremendas consecuencias que 
esto supone, y los cónyuges podrían ser penados como bígamos. 


e PIN RN nu n 
(28) A. A. S., XXXXVII (1955), pp. 628-654. 
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También sé los ratos amargos que han tenido que pasar las Curias que, 
fáciles para autorizar el matrimonio canónico, luego de celebrado recibie- 
ron comunicaciones del tenor siguiente: 

“Titmo. Sr. Vicario General. 

E. C. G., de cuarenta y tres afios de edad..., expone: 

Que el día 31 de octubre de 1932 efectuó ceremonia civil de matrimo- 
nio con D. C. M., segün certificación que se acompafia, no celebrando ni 
entes ni después de ella el matrimonio canónico. 

Que hizo vida marital con la citada algo menos de tres años, procrean- 
do en este tiempo una niña llamada Francisca... 

Que el día 9 de abril del año actual, 1954, previa orden de la Vicaría, 
contrajo matrimonio canónico con D. J. G. y que, cuarenta y ocho horas 
antes del desposorio, se personó en el Registro ... para motificar dicho 
desposorio, pero se le comunicó no haber lugar por existir la inscripción del 
matrimonio anterior y que de inscribir éste incurriría en delito de bigamia. 
Como ya estaba todo preparado para este enlace y hubiera supuesto gran 
perjuicio el demorarlo, se celebró en el día fijado, Una vez inscrito en la 
parroquia y con certificación de la misma. se personó nuevamente en el 
Registro Civil, por si ante el hecho consumado y por imposibilidad de efec- 
tuar ya el matrimonio canónico con la primera mujer, cabía la anulación de 
la inscripción anterior y el asentamiento del verdadero matrimonio, pro- 
nunciándose el Sr. Juez en sentido negativo. 

Como, aparte de los perjuicios materiales y económicos que se derivan 
de la no anotación en el Registro Civil, resulta que se reconocerán los 
derechos de D. C. M. y la hija Francisca y no los correspondientes a D. J. G. 
e hijos que pueda haber, ; 

Suplica a V. I. que, previa la tramitación que corresponda, disponga 
lo necesario a fin de que los derechos de este matrimonio sean totalmente 
reconocidos por la parte civil. 

X, 4 de septiembre de 1954." 

Digo yo que escritos de este género no habrán podido menos de obli- 
gar en la Curia a una séria reflexión y a tener más en cuenta las Instruc- 
ciones que han emanado de la Santa Sede y que hemos considerado ante- 
riormente, 


b) Elinflujo de algunos consejos.—José F. alega en su descargo que 
recibió consejos y que los siguió. No nos interesa saber de quién; pero hace 
al caso traer a la vista lo que insistentemente ha escrito el P. REGATILLO 
en “Sal Terrae" y en su obra tan divulgada “Derecho Parroquial”. Se 


pregunta él: “¿Y si los casados por lo civil contraen matrimonio canónico 
i- < 


— 301 — : 


LEON DEL AMO 


con otras personas? ;Se reconocerían a este segundo matrimonio efectos 
civiles? Tal vez no, pues, segün el artículo 51, el matrimonio canónico y 
el civil no producen efectos civiles si uno de los cónyuges está ya legítima- 
mente casado. Y segün el 83, no pueden contraer matrimonio los ligados 
con vínculo matrimonial. Sin embargo, este artículo se refiere solamente al 
civil, como consta por la inscripción. Es decir, el casado civilmente no 
puede contraer otro matrimonio civil. El artículo 45 no enumera entre los 
‘mpedidos de contraer matrimonio canónico a los civilmente casados con 
otras personas. Pero acaso no faltarán jueces que reconozcan valor civil 
a tal matrimonio, en virtud del artículo 75: “Los requisitos, forma y so- 
.emnidades del matrimonio canónico se rigen por las leyes de la Iglesia”. 
Segün el 76, el matrimonio canónico produce todos los efectos civiles. 

Creemos que hoy se reconocerá valor civil a tales matrimonios. 

Un tal Carballeira había contraido matrimonio civil en Montevideo. Sin 
haberse éste disuelto, quiso casarse canónicamente con otra en Espana, des- 
pués de manifestar a su futura esposa, al párroco, a la Curia diocesana y 
a otros su matrimonio civil. La Curia de Lugo permitió el matrimonio, 
porque nada obstaba, y se celebró en Lugo en noviembre de 1943. 

El fiscal civil acusó a Carballeira de bigamia. La Audiencia le absolvió.: 
Apeló el fiscal al Tribunal Supremo. el cual absolvió de nuevo a principios 
de junio de 1945. Iguales sentencias se han dado posteriormente. 

El Director General de Registros (5 de febrero de 1942) respondió al 
setior Obispo de Calahorra: "El juez municipal no puede mezclarse en el 
matrimonio canónico, ni negar su inseripción" (“Sal Terrae", 1945, p. 43). 

Asi, pues, no deben tener las Curias y los párrocos demasiado miedo 
a proceder a tales matrimonios, Si el Obispo o el Vicario General los per- 
miten, seguramente la autoridad civil los acatará" (29). 


c) Lado vulnerable de esos consejos.—Por lo que respecta a la inter- 
pretación de los articulos del Cádigo Civil, se puede decir: Es verdad que 
el matrimonio canónico produce todos los efectos civiles (art. 76), y que 
los requisitos, forma y solemnidades del matrimonio canónico se rigen por 
las leyes de la Iglesia (art. 75) y que el articulo 45 no enumera entre los 
impedidos de contraer matrimonio canónico a los civilmente casados con 
otras personas; pero también es cierto que, segün el artículo 52, el matri- 
monio (lo mismo el civil que el canónico) se disuelve sólo por la muerte de 
uno de los cónyuges, y segün el articulo 42 hay dos formas de matrimonio, 
pero disyuntivas, no doble matrimonio simultáneo con bigamia escanda- 
losa, 


(29) REGATILLO: Derecho parroquicl (Santander, 1953), n. 641. 
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En cuanto al estilo de la Dirección General de los Registros, no se acon- 
seja bien ni a los párrocos ni a las Curias eclesiásticas si se calla una Re- 
soltición importantísima que trata ex profeso esta materia. Aunque larga, 
nos permitirán los lectores que la copiemos íntegra, por su importancia 
indiscutible y por los argumentos que toca. 


“Resolución de 23 de abril de 1949 —Impedimento de ligamen: lo pro- 
duce el matrimonio civil no anulado.—Vista la consulta elevada a este Cen- 
tro por el Juzgado de Primera Instancia número 1, de Zaragoza, acerca 
de la posibilidad de inscribir el matrimonio canónico proyectado entre X. X. 
con doña Z. Z., los artículos 3 y 51 del Código Civil, 471 del Código Pe- 
nal, la Real orden de 12 de julio de 1904, Resoluciones de este Centro de 
I4 de mayo de 1919 y 5 de febrero de 1942, Ley de 12 de marzo de 1938 
y demás disposiciones de general aplicación, y 

Resultando que, con fecha 5 de noviembre pasado, el Ilmo, Sr. Deán 
de la S. I. C. M. y el Excmo. Sr. Arzobispo de Zaragoza, se dirigieron al 
Juzgado Municipal número 1, de la citada capital, en escrito en el que ma- 
nifestaban que habían sido solicitados para autorizar el matrimonio canó- 
nico a que se refiere la consulta, agregando que el señor X. había con- 
traido antes matrimonio civil con otra mujer y que estaban en su derecho, 
fundándose para ello en lo siguiente: 

I Que el Código de Derecho Canónico, que es ley del Reino, declara 
nulos los llamados matrimonios civiles entre católicos. 

2." Que el Código Civil exige, para que los católicos puedan contraer 
matrimonio civil, que abjuren, mediante acta firmada, de la religión cató- 
lica, circunstancia que no se dió en el matrimonio civil de X. X. 

3^ La Dirección General de los Registros respondió, el día 5 de fe- 
brero de 1942, al Rvdmo. Sr, Obispo de Calahorra que una doctrina muy 
antigua, consignada en la Real orden de 12 de juito de 1904 y en Resolu- 
ciones de la Dirección General de los Registros de 13 de marzo de 1915 y 
14 de mayo de 1919 prohiben a los señores Jueces municipales instruir ex- 
pedientes matrimoniales o intervenir en los mismos, atribuyendo estas fa- 
cultades a los sefiores párrocos. 

4.” El Tribunal Supremo, en sentencia de 20 de juttio de 1945, con- 
firma plenamente esta doctrina. En el Obispado de Lugo se tramitó el 
expediente canónico para el matrimonio canónico de un casado civilmente; 
concluído el expediente sin que, por parte de la autoridad eclesiástica, se 
formulara impedimento alguno, se casaron en la iglesia de San Florián 
(Lugo) en noviembre de 1943, sin estar disuelto el matrimonio civil ante- 
rior. El fiscal acusó el delito de bigamia y la Sala de la Audiencia no lo 
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estimó así y absolvió al denunciado. El Fiscal apeló al Tribunal Supremo, 
el cual, aceptando la doctrina del Letrado don Nicanor Pardo González, 
considera que la validez y subsistencia del vínculo civil primeramente con- 
traído y las consecuencias del Matrimonio canónico posterior son cuestiones 
ajenas a la jurisdicción penal. Y habiéndonos manifestado don X. X. que 
en ese Juzgado se le ha dicho que si pasa a contraer el matrimonio canónico 
con todas sus consecuencias, será procesado y encarcelado por delito de 
bigamia, es por lo que se dirigieron al Juzgado consultante exponiéndole 
la doctrina canónica y civil en esta materia, a fin de que, con su recto cri- 
terio, vea el derecho que entiende tener en este caso, esperando que se les 
conteste. Reclamada por el Juzgado consultante, según manifiesta, se recibe 
certificación literal, que no se acompaña, de la que dice resultar que 
don X. X. contrajo matrimonio civil con doña Z. Z. el dia 18 de febrero 
de 1935, y que en dicho matrimonio se habian cumplido los requisitos 
legales que exigía la legislación vigente; ! 

Resultando que el Juzgado consultante, en la exposición de la consulta 
al superior, manifiesta, contestando a los argumentos que se acaban de 
reseñar, que nada tiene que oponer al primero de ellos; que, en relación con 
el segundo, es errónea la afirmación de los comunicantes, ya que el Código 
Civil no expresa en ningún artículo tal exigencia y que en la fecha del 
matrimonio sólo regía el Código Civil, la Ley de 28 de junio de 1932 y la 
Orden de 10 de febrero del mismo año, disposiciones que por sí solas ha- 
bian derogado el sistema anterior, representado por las Ordenes de 28 de 
diciembre de 1900, 28 de febrero de 1907 y 28 de junio de 1913, conforme 
a las cuales el articulo 42 del Código Civil debía interpretarse en sentido 
de que la simple declaración de acatolicidad hecha por uno de los contra-' 
yentes bastaba para exceptuarlos de lo que el precepto establece para los 
católicos; que en cuanto al tercer punto, entiende la Real orden de 12 de 
junio de 1904, no la tesis que mantienen los comunicantes, pues la no in- 
tervención del Juez encargado del Registro Civil en el expediente matrimo- 
nial no quiere decir que el mismo haya de adoptar una actitud pasiva y que 
don X. X. contrae el segundo matrimonio proyectado, el Juzgado tiene la 
obligación de ponerlo en conocimiento de la autoridad competente para que, 
por la jurisdicción que corresponda, determine si se ha cometido o no el 
delito de bigamia que define y sanciona el articuic 471 del Código Penal. 
Y, por ültimo, estime que, dada la autoridad y firmeza del consultante, se 
ve en la necesidad de hacer uso de la facultad que le confiere el artículo 100 
del Reglamento de 13 de diciembre de 1870; 
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Resultando que, recibida la consulta en el juzgado de Primera Instan- 
cia, corresponde se pasen las actuaciones al Ministerio Fiscal para su infor- 
me, el cual dictamina con fecha 13 de diciembre pasado que estando vigente 
el Código Penal de 1944 es preciso tener en cuenta lo que dispone el ar- 
tículo 471 y que el Código Civil reconoce como válidas dos formas de 
contraer matrimonio; 

Resultando que, devueltas las actuaciones al Juzgado de Primera Instan- 
cia, se dicta por éste providencia de 14 de diciembre del mismo año. en 
cuya Resolución afirma que es atendible y ajustado a derecho los funda- 
mentos del Juez municipal y que coincide en insistir con las que el Minis- 
terio Fiscal expone en su informe, así como también en sólido fundamento 
legal la exposición que hace el Ilmo. Sr. Vicario General, y por ello y así 
prejuzga las consecuencias del matrimonio posterior, estima que la cuestión 
a consultar debe quedar reducida a si puede o no inscribirse el matrimonio 
canónico que se proyecta, para lo cual el Juez municipal deberá atenerse a 
lo que disponen los artículos 75 y 77 del Código Civil, absteniéndose en lo 
sucesivo de hacer a los contrayentes advertencias conminatorias y de elevar 
consultas que, más que a la interpretación, inteligencia y aplicación de la 
ley del Registro Civil y a la preparación o celebración de matrimonio ha- 
cen relación a las consecuencias que pueden producir el matrimonio canó- 
nico proyectado en relación con el civil anterior, lo que pudiera dar lugar 
a cierta intrusión en el expediente que sólo a la autoridad eclesiástica in- 
cumbe y a sentar prejuicios sobre puntos que sólo los tribunales son lla- 
mados a resolver; 

Considerando que si bien es cierto que el expediente y calificación de 
la capacidad de los contrayentes corresponde al párroco en caso de matri- 
monio canónico, y así ha sido reconocido en la Resolución de este Centro 
de 5 de febrero de 1942, hay que tener en cuenta que cuando se trata del 
impedimento de bigamia establecido en el artículo 51 del Código Civil, 
productor de los graves efectos señalados en el artículo 471 del vigente 
Código Penal, y tal impedimento consta al funcionario registrador por el 
propio contenido del Registro, que debe tener a la vista para la práctica de 
los “asientos, la existencia de tal impedimento impide la práctica también 
de la correspondiente transcripción o de la previa asistencia al acto del 
matrimonio y consiguiente acta, toda vez que sería incompatible una du- 
plicidad de matrimonios inscritos de un mismo sujeto, siendo para ello 
necesario la previa anulación de la inscripción del primer matrimonio civil, 
y, como consecuencia de ello, el Juez encargado del Registro Civil debe 
poner tal hecho en conocimiento del Ministerio Fiscal cuando sea requerido 
para la asistencia al acto de: matrimonio o para su transcripción posterior. 
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Considerando que, aunque en el fuero canónico carezca de valor um 
matrimonio civil entre bautizados, el encargado del Registro Civil debe 
atenerse a los términos en que aparece redactada la Ley de 12 de marzo 
de 1938, derogatoria de la del matrimonio civil, que al referirse a los ce- 
'ebrados bajo el amparo de la legislación anterior anula los contraídos por 
los ordenados in sacris, guardando silencio en cuanto a aquellas otras unio- 
nes, que si nulas ante el fuero de la Iglesia. no pueden ser consideradas 
de igual modo ante el fuero civil, ya que el artículo 3.” del Código Civil 
sienta el principio de irretroactividad de la Ley, mientras la misma Ley 
no dispone lo contrario. 


Esta Dirección General, de conformidad con el dictamen emitido por 
la Comisión de Legislación Extranjera, ha acordado resolver la consulta 
formulada en sentido de que el Juez encargado del Registro Civil no debe 
asistir al acto de la celebración del matrimonio canónico proyectado entre 
don X. X. y dofia Z. Z. ni acceder a su posterior inscripción en el Regis- 
Ero? (30). 


d) Nuevos consejos después del Concordato.—Firmado el Concor- 
dato español el 27 de agosto de 1953 y ratificado el dia 27 de octubre del 
mismo año, al decir de REGATILLO. “ya desde ahora, según el articulo 24 
del Concordato, si el Prelado o el párraco autoriza ese matrimonio, y se 
presenta la partida matrimonial o certificado de ella al Juez civil, éste no 
tendrá más remedio que admitirla e inscribir ese matrimonio en el Regis- 
tro... Según lo dicho, después del Concordato no podría el juez civil negar 
la inscripción al matrimonio canónico... Mucho menos se podría perseguir 
y condenar a Eufrasia por delito de bigamia, aunque su matrimonio ca- 
nónico con Lino se inscriba en el Registro Civil" (31). 


“Si el caso urge mucho a Alfonso y no tiene tiempo para esperar a la 
deseada ley que ponga fin a ese conflicto, puede Alfonso acudir a su pá- 
rroco, y el párroco al senor Obispo o Vicario General, para que éste auto- 
rice al párroco a que asista al matrimonio de Alfonso con esa sefiora. Una 
vez celebrado este matrimonio, que es el único verdadero ante Dios, ante 
la conciencia y ante la Iglesia, envíe el párroco al juzgado copia de la par- 
tida matrimonial inscrita en el libro de matrimonios de la parroquia. El 
Tuez civil tendrá que inscribir esta acta o partida en el Registro Civil, con- 
forme al artículo 24, número 4.”, del Concordato de 1953; y a ese matri- 
monio se le reconocerán los efectos civiles, según el artículo 23 y el Pro- 


(30) LOZANO SERRALTA, MANUEL, Jefe de la Sección de Registros Civiles: Legislación del 
Registro Civil, Ministerio de Justicia: Sección de Publicaciones (Madrid, 1952), Pp. 260-263. 
(31) “Sal Terrae”, noviembre 1954, p. 545. 
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tocolo del Concordato correspondiente a ese artículo 23, aunque no hubiera 
asistido a la celebración del matrimonio el Juez civil. De suyo, según el 
mismo protocolo, al artículo 23, letra A, debieran los contrayentes avisar, 
al menos con veinticuatro horas de anticipación. al Juez civil de la próxima 
celebración de este matrimonio, para que él asista, tome nota y le inscriba 
en el Registro; pero como pudiera el Juez resistirse a asistir, subsistiendo 
el primer matrimonio civil, sería oportuno tantear antes la disposición del 
Juez; si tiene inconveniente en asistir, puede prescindirse de él, y, después 
de celebrado, enviará el párroco copia del acta para que el Juez la inscriba 
en el Registro Civil” (32). 


! e) Sigue siendo vulnerable la actitud del P. Regatillo.—El P. GER- 
MÁN PUERTO, C. M, F., juzgando las resoluciones y modo de opinar del 
P. REGATILLO, dice lo siguiente: “Es cierto que, en fuerza del Concordato, 
el Estado ha de acordar su legislación a los dictados del Derecho canónico. 
Tarea delicada que requerirá mucho tacto y mucha táctica. Así lo prevén 
las altas partes concordantes, ya que, según el artículo 35, número 1.": “La 
Santa Sede y el Gobierno español procederán de común acuerdo en la 
resolución de las dudas y dificultades que pudieran surgir en la interpre- 
tación o aplicación de cualquier cláusula del presente Concordato, inspirán- 
dose para ello en los principios que lo informan". Es un artículo que no 
deben olvidar los que escriben acerca de las aplicaciones concretas y no 
del todo claras del Concordato. La prudente reserva de una opinión agrada 
más que la categórica afirmación de un postulado inconcuso" (33). 

Sin duda alguna, no se trata de aplicaciones del Concordato evidentes 
Tanto es así que, con el debido respeto y acatamiento a la letra y espíritu 
del artículo 35 citado por el P. PUERTO, yo me he permitido opinar que cl 
artículo 24 del Concordato no resuelve ni contempla siquiera estos casos 
de conflicto. Yo creo que el Concordato ha pretendido darnos no un reme- 
dio curativo del mal endémico de los matrimonios civiles, sino un remedio 
preventivo, haciendo que se distinga bien entre los que están y los que no 
están obligados a la forma sustancial canónica. No hay que olvidar que los 
matrimonios civiles celebrados antes del Concordato se contrajeron al am- 
paro de leyes civiles entonces vigentes: son ahora hechos consumados con 
todas sus consecuencias. Esos hechos los pusieron libremente los interesa- 
dos; hechos por los que adquirieron ora derechos que es justo respetar, 
ora deberes que igualmente es justo que la autoridad legitima se los haga 
cumplir, 


i “Sal Terrae”, enero 1955, pp. 18-19. 
(33) "Ilustración del Clero", marzo 1955, p. 116. 
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VII. La RAZÓN DE BIGAMIA EN EL REGISTRO CIVIL 


a) La Resolución de 23 de abril de 1949.—La Dirección General de 
los Registros, en su Resolución de 23 de abril de 1949 que anteriormente 
hemos transcrito íntegramente ($ VI, letra c.), entiende que el Juez muni- 
cipal no debe asistir a la celebración del matrimonio canónico, ni después 
de celebrado debe inscribirlo, si los contrayentes figuran ya inscritos como 
casados en el Registro. 

Apoya su resolución en los siguientes argumentos: 1.”, que es clara 
la bigamia en fuerza de los artículos 51 del Código Civil y 471 del Código 
Penal vigente; 2.°, que es incompatible la duplicidad de matrimonios ins- 
critos simultáneamente en un mismo sujeto; 3.”, que los interesados en la 
nueva inscripción no demuestran que se halle legitimamente disuelto el 
matrimonio civil que anteriormente conforme a derecho celebraron (34). 
A nuestro caso lo que más interesa es hacer resaltar que la Dirección Ge- 
neral de los Registros aprecia con espiritu cristiano el desorden que en- 
vuelve la bigamia, que es manifiesta en el caso de la consulta: son incom- 
patibles en el mismo sujeto dos inscripciones, es decir, dos matrimonios si- 
multáneos gozando ambos de efectos civiles. 

La Dirección General de los Registros funda su resolución en buen de- 
recho. Por consiguiente, parece razonable que el Juez no deba asistir al 
matrimonio y que, si el matrimonio se celebra, no deba inscribirlo. Los 
encargados del Registro han de tener el máximo respeto para con las ins- 
cripciones de matrimonio, aunque sean de matrimonios civiles, celebrados 
antes o después de la Ley de 28 de junio de 1932, porque si es verdad que 
esas uniones matrimoniales son nulas ante la conciencia y ante el fuero 
eclesiástico, ante el fuero civil son válidas y han producido efectos jurí- 
dicos, que no pueden menos de ser tenidos en cuenta y de ser regulados 
conforme al ordenamiento jurídico civil. 


b) Una consulta a los moralistas.—Hay que reconocer en todos la 
buena voluntad que se ha puesto para resolver lo mejor posible estos con- 


(34) SANCHO REBULLIDA, F. DE A., en su libro Las formalidades civiles del matrimonio ca- 
nónico (Madrid, 1955), pp. 315-316, afirma qu2 para el trámite registral “no supone obstáculo 
el artículo 17 de la ley del Registro, ya que no se trata de “anular” una inscripción firmada, 
en el sentido originario e inicial del término, sino de que tonste, marginalmente, su “extin- 
ción” o “consumación” automática, por incompatibilidad con el matrimonio canónico inscrito 
y anotado”. A nuestro parecer, importa poco que al hecho de quitar su valor a la inscripción 
del primer matrimonio civil se le diga “anulación”, y “extinción”, O “consumación” (?). El 
problema de la consulta era: si el encargado del Registro es el llamado a declarar nulo el 
matrimonio civil cancelando la inscripción; o si está en mano del encargado inscribir el 
matrimonio canónico posterior para luego poder él asentar esa nota marginal con la que deje 
sin efecto la primera inscripción del matrimonio civil; O, si se quiere, si, dados los efectos 
civiles de los que está gozando el primer matrimonio civil, corresponde o no al encargado 
del Registro cancelar esa inscripción, sin que otro órgano haya resuelto legítimamente sobre 
la validez o nulidad del matrimonio cuya inscrlpeión se trata de cancelar. 
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flictos de los matrimonios civiles. Garcia CANTERO pregunta: “¿Obra bien 
en conciencia el Juez municipal, comarcal o de paz que se niega a asistir 
a la celebración de un matrimonio canónico cuando cualquiera de los con- 
trayentes está ligado civilmente a otra persona, o cuando deniega la ins- 
cripción del mismo?" (35). 

Yo estimo que obran bien, porque a los encargados del Registro Civil, 
¿qué ley les obliga en conciencia a cumplir con ese deber de asistir a la 
celebración del matrimonio canónico y de inscribir- éste en su Registro cuan- 
do se trata de personas que ya están ligadas con otro vínculo matrimonial, 
aunque éste sea civil? El Concordato no trata este caso. No es, pues, ley 
que obligue Por lo menos, nadie negará que sobre la resolución de estos 
casos el Concordato es ley dudosa, y en consecuencia tendrá que atenerse 
al "lex dubia, lex nulla". La ley comün eclesiástica tampoco obliga, por- 
que nunca exige para la validez del matrimonio religioso servicio alguno 
del encargado del Registro Civil. ¿Le obligará la ley civil? Tampoco, como 
es claro; antes le manda que vele por evitar la duplicidad de matrimonios, 
ora matrimonios con forma canónica, ora matrimonios con forma civil, 
ora copulativamente matrimonio canónico y matrimonio civil, o viceversa ; 
matrimonio civil con efectos civiles y matrimonio canónico con efectos ci- 
viles (36). 


VIII. EL CONCEPTO DE BIGAMIA EN DERECHO CANÓNICO 


a) El delito y el pecado.—Por lo que respecta al delito, en Derecho 
canónico se entiende por bigamos a los que, existiendo un vínculo conyugal 
que lo impide, atentan contraer otro matrimonio, aunque sólo sea el lla- 
mado civil (37). Basta con que atenten contraer, no es preciso que consu- 
men el matrimonio. Pero se requiere ánimo marital: "in matrimoniis con- 
trahendis, non iuris effectus, sed animi destinatio attendatur, unde illum 


(35) García CANTERO, GADR'EL: Las uniones meramente civiles, ¿deben disolverse?, el 
“Anuario de Derecho Civil” (1954), p. 1.194, nota 14. 

(36) En Italia existen casos en los que, de celebrarse el matrimonio canónico, éste no se 
inscribe en el Registro Civil y, por consiguiente, queda sin efectos civiles. Así ocurre, según 
la Ley de 27 de mayo de 1929, artículo 12, número 3, con los que tienen impedimento de 
enfermedad mental. La Santa Sede, ante la actitud del Estado, no se vuelve a los encargados 
del Registro: lamenta la falta de avenencia legislativa en un regimen de Concordato y manda 
que no se proceda a la autorización de esos matrimonios sin contar con el Ordinario, y a éste 
le dice: “In questo caso l'Ordinario, oltre a considerare la gravità delle conseguenze che- 
possono derivare da tale matrimonio, tenga presente che di esso non si potrà ottenere la 
trascrizione agli effetti civili, salvo il prescritto del n. 38 di questa Instruzione e delPart. 14 
della Legge, capov. 2" (S. Congr. de Sacram., Instr. citada de 1 de julio de 1929). 

(37) BLAT: Commentarium textus Juris canonici (Romae, 1924), 1. V, n. 198. CHELODI; Jus: 
poenale (Tridenti, 1995), n. 84. WERNZ-VIDAL: Jus poenale ecclesiasticum (Romae, 1937), n. 492. 
GASPARRI: De matrimonio (Romae, 1932), vol. I, nn. 559, 560. SABATER MARCH, JOAQUÍN: Dere- 
chos y deberes de los seglares en la vida social de la Iglesia (Barcelona, 1954), p. 997. R. NAZ= 
Bigamie (Le delit de), en “Dictionnaire de Droit Canonique”, t. II, col. 888. 


L V 


LEON DEL AMO 


comitatur infamia, qui duas simul habet uxores" (38). En Derecho canó- 
nico, al existir delito por la atentación de segundo matrimonio civil, se da 
por supuesto que el matrimonio civil es algo más y cosa distinta del adul- 
terio o del simple concubinato. l 

No hay delito ni pecado de bigamia si quien contrae segundo matrimo- 
nio cree de buena fe que su cónyuge anterior ha muerto, o si ha obtenido 
de buena fe sentencia firme sobre la nulidad de sus primeras nupcias, aun- 
que la sentencia no haya respondido a la verdad objetiva,/o si quien se 
casa contrae matrimonio con un casado teniéndole por soltero con la me- 
jor buena fe, En estos casos hay ciertamente bigamia material, pero nada 
más. Supongamos el siguiente caso: después de celebrado el matrimonio, 
los cónyuges conocen la nulidad de él, verbigracia, porque descubren que 
vive el primer consorte; pero ahora, no obstante su conocimiento de la nu- 
lidad, no quieren separarse y continüan conviviendo como si fueran espo- 
sos. ¿Cometen, por esta convivencia, delito o pecado de bigamia? Adulte- 
rio, si; bigamia formal, no, porque han conocido el ligamen no antes, sino 
después de casados, cuando no cabe que tengan ánimo de atentar al ma- 
trimonio que contrajeron sin ese ánimo. 

Hay pecado, aunque no delito, si se atenta nuevo matrimonio con la 
creencia errónea de estar ligado con un vínculo anterior que realmente no 
existe. Peca igualmente como bígamo quien con falsedad y fraudes obtiene 
la declaración de nulidad de su matrimonio primero, o quien a sabiendas 
de que vive su consorte logra obtener fallo favorable de muerte presunta, 
y luego pasa a otras nupcias: en estos casos a más de pecado habria delito, 
como es claro, si se descubriera v probara la mala fe con que se había pro- 
cedido. 

No hay pecado y, no obstante, se presume que hay delito, cuando uno, 
creyendo de buena fe que su matrimonio es completamente nulo, no se cui- 
da de obtener legítimamente la declaración de la nulidad y contrae otro 
matrimonio. Es el caso de un primer matrimonio putativo, nulo en con- 
ciencia, y otro matrimonio válido ante Dios: caso de conflicto entre el 
fuero externo y el interno. Como en el fuero externo o social se presume 
válido el primer matrimonio, mientras no se demuestre lo contrario, e 
irrito el segundo en virtud del impedimento de ligamen, en este fuero al con- 
trayente se le tiene por bigamo y se le castiga como a delincuente. Y con 
razón: “Quebrantada externamente la ley, hay presunción de dolo, mien- 
tras no se demuestre lo contrario" (39). Dijimos que no había pecado, mas 


(38) G5 4, Kaew MOTOR ON, 
(89) Canon 2.200, $ 9. 
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ha de entenderse pecado de bigamia, porque ese cónyuge del matrimonio 
putativo que sin más contrajo otro matrimonio pecó por el escándalo que 
dió y por haber faltado a un precepto eclesiástico que manda: " Aunque el 
matrimonio anterior haya sido nulo o haya sido disuelto por cualquier cau- 
sa, no por eso es lícito contraer otro antes de que conste legítimamente y 
con certeza la nulidad o la disolución del primero” (40). 


b) Los elementos del delito de bigamia.—En el delito de bigamia, 
como en cualquier otro delito eclesiástico, es preciso que concurran tres 
elementos: 1.°, el material u objetivo: la transgresión externa de la ley 
penal; 2.°, el moral o subjetivo: la imputabilidad moral del hecho delictivo 
ante la conciencia y ante Dios, que es distinta de la imputabilidad que los 
penalistas del fuero civil llaman imputabilidad jurídica ante la sociedad o 
“incriminabilidad”; 3.°, el jurídico: la ley que sanciona la transgresión 
con una pena, determinada o indeterminada, como ocurre en el canon 
2.222 (41). Para nuestro propósito baste con indicar esto. Interesa más la 
consideración sobre los derechos que protege la ley canónica que castiga 
‘a bigamia. 


c) Sujeto pasivo del delito.—En la bigamia hemos de buscar el su- 
jeto pasivo no tanto en determinada persona física lesionada por el delito 
cuanto en el perjuicio causado a las almas, en el escándalo, en el daño es- 
piritual que se irroga a la comunidad (42). La ley canónica que sanciona la 
bigamia, canon 2.356, aunque protege directamente el bien social de la 
monogamia y con ella el matrimonio, la familia y la sociedad, no menos 
protege la honestidad pública de las buenas costumbres, que son la atmós- 
fera necesaria en que puede darse el matrimonio uno e indisoluble, la paz 
de las familias y la paz de la sociedad (43). Hace bien nuestro Código de 
Derecho Canónico cuando cuenta la bigamia entre los delitos contra ias 
buenas costumbres (44). 


d) Presupuesto del delito.—“Obstante coniugali vinculo", La Iglesia, 
al establecer la bigamia, no puede menos de referirse al matrimonio ca- 


(40) Canon 1.069, $ 2. I 

(41) WERNZ-VIDAL: Jus can., vol. VII, nn. 28-34. MIGUÉLEZ: Código de Derecho Canónico, 
B. A. C. (Madrid, 1954), a los cánones 2.195 y 2.222. 

(42) A los derechos espirituales de la comunidad perjudicados es a lo que expresamente 
suele decirse “animarum damnum”, “scandalum”. Véanse los cánones TAS re OSO 
9.919. 8135 918 48d 9.999. 5 152.242.882 Y 3; 91302 eS A IP 9791/78 

(43) Bien se desprende todo esto de la doctrina de Santo Tomás al tratar en la Suma Teo- 
lógica, 2, 2, q. 58 ss., sobre justicia legal y la defensa del bien común; q. 101, sobre la virtud 
de la piedad de los hijos para con los padres. de los padres para con los hijos, de los cón- 
yuges entre sí; q. 122, sobre la relación de los Mandamientos del Decálogo con la virtud de 
la justicia, madre de la paz en las familias y en la sociedad. 

(44) En el libro V, parte III, tit. 14. 
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nónico, que es entre los cristianos el único que engendra verdadero vincu- 
io, pero no desconoce el matrimonio civil, dado que a él y, no al adulterio o 
al amancebamiento le tiene por suficiente en lo de "atentar contraer otro 
matrimonio” (can. 2.356). 

En efecto, la Iglesia tiene por bigamo: 

I, a quien está casado canónicamente y atenta otro matrimonio ca- 
nónico; 

2. a quien está casado canónicamente y atenta otro matrimonio civil. 

Pero no tiene por bigamo ni lo es: 

I.' quien está casado canónicamente y comete adulterio o vive aman- 
cebado; 

2.°, quien está casado civilmente y se casa canónicamente. 

Esto último es lógico, porque para la Iglesia el matrimonio civil es 
un matrimonio inválido, una unión conyugal ilícita entre cristianos. Para. 
el Estado español es bigamia, porque reconoce la validez lo mismo al ma- 
trimonio canónico que al matrimonio civil, “Pero no se ha de entender 
que la Iglesia apruebe la expresada conducta (matrimonio civil y matri- 
monio canónico), sino que tan sólo, reprobando la Iglesia el llamado ma- 
trimonio civil aun entre las personas en las que no existe impedimento 
canónico alguno, considera como inexistente a los efectos penales la cele- 
bración de aquel matrimonio civil y, por consiguiente, es libre la persona 
que más tarde se une en matrimonio canónico con otra parte distinta de la 
del matrimonio civil” (45). 

Claro que la Iglesia mo da por buena esa conducta, antes la reprueba. 
no como delito, pero sí como ofensa al pudor y buenas costumbres, como 
daño grave inferido a un hogar que se formó al amparo de da ley, daño 
grave a unos hijos a los que hay que educar, daño grave a una sociedad 
cuyo bien espiritual está por encima del bien espiritual de cada individuo 
en particular. Esta es la razón poderosisima por la que se mueve la Iglesia 
en orden a legitimar, si es posible, todas esas uniones civiles. 


IX. EL DELITO DE BIGAMIA EN EL FUERO CIVIL ESPAÑOL 


No intentamos hacer un estudio sobre el delito de bigamia, ni sobre str 
historia en las leyes penales españolas, ni sobre la bigamia en las legis!a- 
ciones de otros Estados, ni sobre el desacuerdo lamentabilisimo que ha 
existido y existe entre los sagrados cánones y las leyes civiles que con gra- 


(48) SABATER, obra citada, p. 927. 
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ve injuria para con la Iglesia han regulado el matrimonio y la bigamia (46). 
Queremos ünicamente indicar aquello en lo que van de acuerdo y en lo que 
desconvienen las leyes eclesiástica y civil espafiola sobre el delito de biga- 
mia. Pero prescindimos ex profeso de la pena y nos contentamos con ate- 
nernos a la naturaleza del delito. 


a) En lo que convienen y desconvienen los fueros civil y canónico.— 
Teniendo en cuenta lo que hemos escrito anteriormente sobre la bigamia 
en el Dercho canónico, se puede con razón afirmar que hay perfecto acuer- 
do entre ambos fueros, hecha excepción de lo referente a la valoración que 
se hace del primer matrimonio celebrado, cuando éste ha sido no el ma- 
trimonio canónico, sino el civil contraido entre bautizados, a quienes, se- 
gün el canon 1.099, los obligaba la forma religiosa. En este caso: 

a’) para el fuero secular, el vinculo del matrimonio civil impide con- 
traer otras nupcias con efectos civiles (art. 51 del Cód. Civil), y so pena 
de bigamia ha de estar disuelto legitimamente si se quiere contraer nuevo 
matrimonio (art, 471 del Cód. Penal); 

b') para el fuero canónico, el lazo del matrimonio civil, tratándose: 
de cristianos obligados a la forma canónica, es ciertamente un hecho so- 
cial de graves consecuencias, pero no es verdadero ligamen que impida la 
celebración válida de nuevo matrimonio canónico; por consiguiente, si éste 
se contrajera, el cónyuge no incurriría en la propiamente llamada biga- 
mia (can. 2.356), aunque no dejaría de estar afeado con "cierta especie 
de bigamia". 


b) La raíz de la falta de concordia.—Digámoslo claramente: no hay 
antinomia entre el artículo 51 del Código Civil junto con el artículo 471 
del Código Penal y el canon 2.356 del Derecho de la Iglesia. La verdadera 
raiz de donde nace el conflicto es el artículo 42 de nuestro Código Civil, 
que resuelve mal el problema de las formas del matrimonio. El remedio, 
pues, para la falta de concordia hay que aplicarlo al artículo 42: no es pre- 
ciso tocar a los artículos 51, 52 y 75. Todo matrimonio, en forma canó- 
nica o en forma civil, debe ser indisoluble, y lo es si se casan observando la 
forma canónica todos los que deben observarla y sólo se casan civilmente 
los:no obligados a la forma jurídica eclesiástica. Si esto se concuerda de- 
bidamente, ¿qué tiene de incorrecto el que no produzca efectos civiles el 


(46) RICCIO, STEFANO: La bigamia (Napoli, 1934). FERRER SAMA, ANTONIO: Noción y caroc- 
terísticas del delito de bigamia, en “Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales”, t. I, fasc. T 
(1948), pp. 23-37. DEL ROSAL, JUAN, Sobre el delito de bigamia, en REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO 
CANÓNICO (1948), pp. 1.197-1.915. CUELLO CALÓN, E.: Derecho penal, parte especial, t. II (Bar- 
celona, 1945), p. 16 ss. Sobre la desavenencia entre las leyes civiles y la eclesiástica, véase 
WERNZ-VIDAL: Jus matrimoniale (Romae, 1928), nn. 248, 257. 
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matrimonio canónico o civil cuando cualquiera de los cónyuges ya está 
casado legitimamente ? 


y 


c) Referencia a la bigamia en el Código Penal.—Dicho lo anterior, 
que pertenece más bien al área del derecho privado, dediquemos unas pa- 
labras al Derecho penal: “El que contrajere segundo o ulterior matrimo- 
nio sin hallarse legítimamente disuelto el anterior, será castigado con la 
pena de prisión menor” (47). 


El presupuesto de este delito es la existencia de un matrimonio anterior 
no disuelto legítimamente (48), en lo cual no difiere de los cánones 2.356 
y 1.069, $ 2. El elemento objetivo es la acción de contraer segundo o ulte- 
rior matrimonio sin estar legítimamente disuelto el anterior: de no existir 
el matrimonio anterior, el posterior produciría efectos civiles. El elemento 
subjetivo está en que se ponga lla transgresión de la ley con dolo, a saber, 
con voluntad de contraer un segundo matrimonio a sabiendas de que existe 
otro vínculo matrimonial anterior no disuelto legítimamente. El bien pro- 
tegido es principalmente la familia: precisamente por esto los penalistas 
censuran severamente que el legislador haya puesto el delito de bigamia 
bajo la rúbrica “de los delitos contra el estado civil de las personas” 


X. LA INTENCIÓN CRIMINOSA SEGÚN LA DOCTRINA JURISPRUDENCIAL 


a) En la sentencia de 29 de noviembre de 1944, en la que se resolvió 
el caso de uno que celebró matrimonio canónico en 28 de septiembre de 
1940 sabiendo que subsistía el vínculo de su primer matrimonio civil, ce- 
lebrado en 18 de noviembre de 1935, el Tribunal Supremo sentó la si- 
guiente doctrina: “Que el delito de bigamia, como toda infracción punible, 
requiere la concurrencia del dolo especifico dirigido a infringir una deter- 
minada norma penal, que en este caso es el artículo 465, y tal dolo espe- 
cifico falta y con ello desaparece toda responsabilidad criminal cuando, como 
aparece del hecho probado, los procesados manifiestan la existencia de un 
matrimonio civil anterior del contrayente al cura párroco que había de 
autorizar el sacramento, y esto no sólo expresó su creencia de que podían 
casarse los procesados, sino que posteriormente procedió a la celebración del 

matrimonio, por lo que resulta vulnerado el artículo 1.” del Código Penal 


(47) Artículo 471 del Código Penal español vigente. 


(48) Con el Código español concuerdan los de Portugal, Suecia, Francia, Bélgica y 
otros. Los Códigos de Uruguay y Chile exigen un primer matrimonio válido. El Código italiano 
requiere un matrimonio anterior que produzca efectos civiles, Para: el Código de Dinamarca 
basta con que se realice un nuevo matrimonio. El de Noruega exige que impida la validez Gel 
matrimonio posterior. Véase DEL ROSAL, trabajo citado, pp. 1.200 Yi 10201, motas 4,15 y103 
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en cuanto exige para la punición la concurrencia de voluntariedad y, en 
consecuencia, procede acoger el único motivo del recurso”. 

Los procesados habían sido condenados por el delito de bigamia del 
artículo 465 del Código Penal de 1932 con la atenuante 4.* del artículo 9." 
del mismo Código. Interpusieron recurso de casación, y el Tribunal Su- 
premo declaró que había lugar a él y absolvió a los procesados. 


b) En la sentencia de Ó de junio de 1945, sobre un caso semejante 
de otro matrimonio canónico celebrado en noviembre de 1943 a sabiendas 
de la existencia del primer matrimonio civil contraído en Montevideo el 
2 de enero de 1933 y no disuelto legítimamente, el Supremo afirma que 
para ser persona responsable con intención dolosa “ha de tener consciencia 
de la ilicitud de sus acciones u omisiones y que ya no lo es si obra a im- 
pulso de legítimos propósitos y en la creencia racionalmente fundada, bien 
sea cierta o errónea, de ejercitar el propio derecho sin lesión de ningün 
otro que en el orden penal se halle protegido". Así en el primer Conside- 
rando. En el segundo sostiene “que la exculpación del procesado, por su 
falta de dolo en la conducta que la sentencia recurrida enjuicia, surge no- 
toriamente de la narración de los hechos probados que el mismo juzgador 
establece, en cuanto al matrimonio canónico precedió el oportuno expedien- 
te, instruido a instancia del propio interesado, y en el que, tanto éste como 
su futura cónyuge y los testigos llamados a deponer, manifestaron la exis- 
iencia del matrimonio civil anterior celebrado en Montevideo, lo que no 
fué obstáculo para su aprobación por la Autoridad eclesiástica y la cele- 
bración subsiguiente sin impedimento alguno que de aquel vínculo dima- 
nara". 

La Audiencia había absuelto al procesado. El Ministerio Fiscal inter- 
puso recurso de casación por no haber aplicado al caso el artículo 465 del 
Código Penal de 1932. El Tribunal Supremo declaró no haber lugar al 
recurso. 


c) En la sentencia de 22 de marzo de 1945.— También se puede citar 
esta sentencia del Supremo, que absolvió de bigamia al acusado, el cual 
contrajo matrimonio canónico sin hallarse disuelto legítimamente el lazo 
del matrimonio civil que había celebrado con anterioridad. Pero en este caso 
se apreciaron dudas serias sobre la validez del primer matrimonio civil 
por no haberse observado los requisitos necesarios que exigía la legislación 
entonces vigente. 


d) Los motivos de exculpación.—Es fácil deducir de las sentencias 
de 29 de noviembre de 1944 y 6 de junio de 1945, incluso de la de 22 de 
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marzo de 1945, que el Tribunal Supremo, extremando el respeto a la Igle- 
sia y al sacramento del matrimonio, hizo lo posible por no imponer la 
sanción penal correspondiente al delito de bigamia a quienes, casados civil- 
mente, contrajeron matrimonio canónico sin estar legitimamente disue!to 
el primer lazo conyugal. Sencillamente, dado el conflicto jurídico entre las 
leyes civil y canónica, el Supremo pretendió, con la mejor voluntad, no 
agravarlo. 


Exculpaba a los procesados, porque no hubo "dolo específico" de in- 
fringir la ley penal, porque no hubo “voluntariedad” (sentencia del 29 de 
noviembre 1944), porque no hubo "voluntad de delinquir" (sentencia 22 
marzo 1945), porque no hubo “dolo en la conducta" del procesado (sen- 
tencia 6 junio 1945). 

Pero, ;por qué se aprecia que no hubo esa voluntariedad o ese dolo de 
delinquir? Porque el procesado padecía un error, porque tenía una creen- 
cia falsa de que ejercitaba un derecho. j 

Según la doctrina, “el dolo propio del delito de bigamia consiste en la 
voluntad de contraer el matrimonio con conocimiento de que existe el an- 
terior lazo matrimonial, no disuelto legitimamente”. Por consiguiente, en 
buena lógica, el error esencial que podría exculpar a los procesados de los 
casos que juzgan las sentencias citadas, sería únicamente la creencia erró- 
nea de hallarse disuelto legitimamente el anterior matrimonio (49). Ni es 
distinta de esta doctrina la que sustentan los canonistas: "Requiritur ad 
delictum, ut is qui aliud attentat matrimonium sclat huic novo matrimo- 
nio obstare vinculum prioris". "Qui bona fide reputat suum matrimonium 
invalidum et ad aliud matrimonium transit non expedita iudicis ecclesiastici 
sententia, peccatum bigamiae non committit, sed in foro externo bigamus 
praesumitur et ut talis puniri potest" (50). 


e) Consulta a los moralistas.—Cabría preguntar: ; Hubiesen sido los. 
tribunales del Estado poco respetuosos para con la Iglesia si a los bígamos 
según la ley civil española les hubieran aplicado la sanción penal de su 
fuero? Antes resolvimos que no manchaban su conciencia los encargados. 
del Registro por negarse a asistir al matrimonio canónico de los ligados 
con matrimonio civil no disuelto legítimamente, o por negarse a inscribir 
el segundo matrimonio celebrado canónicamente. Antes de ahora hemos 
escrito: “El Estado no deja de tener respeto a la Iglesia y a su legislación 
por el hecho de no reconocer efectos civiles al matrimonio que cohtraen 


(49) FERRER SAMA, l. C., pp. 27 y 35. 
(50) WERNX-VIDAL: Jus poenale ecclesiasticum, n. 492. 
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unos sübditos suyos, a los que el mismo Estado ya los está considerando 
como legitimamente casados en matrimonio libérrimo que está gozando 
ante la sociedad de todos los efectos jurídicos. El Estado en esto no hace 
otra cosa que no permitir el divorcio: secunda los deseos pontificios cum- 
pliendo con la obligación de “defender denodadamente la inviolable esta- 
bilidad del matrimonio". ; Cómo va a ser irrespetuoso con la Iglesia cuan- 
do pretende evitar escándalos y peligros de bigamia, salvaguardando la 
dignidad de la mujer, los derechos de los hijos y la vida de los hoga- 
Tess (sr. i 

Ahora, con criterio idéntico, yo diría que el Tribunal Supremo, si hu- 
biera aplicado la sanción penal, tampoco sería merecedor de reproche algu- 
no por falta de respeto a la Iglesia. Es verdad que la Iglesia y el Estado 
español mantienen relaciones amistosas, pero éstas no las ponen a contri- 
bución ambas potestades para proteger intereses privados o conveniencias 
de tipo individual moralmente más o menos discutibles, sino para exigir de 
ordinario o como norma general que aquellos que, unidos civilmente, con- 
vivieron a su gusto durante largo tiempo, no dejen de cumplir sus ineludi- 
bles obligaciones jurídico-morales y sus deberes naturales para con la mu- 
jer primera, para con los hijos y para con la sociedad, a la que perturban 
siempre las faltas de pudor y de buenas costumbres. 

No negamos que los Magistrados del Tribunal Supremo que absolvie- 
ron a los acusados en los casos de las sentencias citadas se hayan hecho 
acreedores a la gratitud de la Iglesia y hasta de los mismos penalistas. 
¿Quién puede negar que han ofrecido un "nuevo supuesto de error", el 
cual no incide ni sobre la nulidad del vínculo ni sobre la disolución legí- 
tima del lazo anterior, sino sobre la creencia de que no delinque el católico 
jue en cuanto tal pretende ejercitar uno de sus derechos? 

Pero, por otra parte, el no aplicar las leyes penales no deja de tener 
graves inconvenientes. ¿Quién puede decir que es injusto el artículo 51 
de nuestro Código Civil o que es injusto el artículo 471 del Código Penal? 
Ahora bien, si no son injustos y se dejan de aplicar, ¿no se infiere daño al 
procomún y se deja de obtener el bien público que resulta de la eficacia de 
la pena? El fin saludable de la pena contra el delito de la bigamia es impe- 
dir la perturbación de la paz de las familias y de la sociedad y, a poder ser, 
reparar el orden familiar perturbado y el daño espiritual causado a las 
almas por razón del escándalo. 


(51) DEL AMO: Los matrimonios civiles durante la República, n. 50. 
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XI. RETORNO AL SENTIR COMÜN SOBRE CULPABILIDAD 


a) Se pune la bigamia si el anterior matrimonio no se halla disuelto 
lcgítimamente.—Y o no sé si por las consideraciones que acabo de exponer 
o por otras similares; pero es lo cierto que el Tribunal Supremo, sin la 
menor ofensa a las relaciones amistosas entre la Iglesia y el Estado y sin 
prejuzgar en nada el sentido que se deba dar a las disposiciones concor- 
dadas, ha entrado por un camino que tiene orientación distinta de la ante- 
rior: se dispone ahora a punir lo que en su fuero es verdadera bigamia y 
io que en el fuero de la Iglesia no deja de ser “cierta especie de bigamia”. 

En buena ley, las causas de bigamia simultánea pertenecen a la Igle- 
sia, ya que ella, respecto a sus súbditos, es la única a quien correspondé en- 
tender en las causas de nulidad de matrimonio. Sin embargo, todos con- 
vienen en que la punición del delito de bigamia es de fuero mixto. Por 
consiguiente, los Tribunales del Estado habrán de ajustarse a la legisla- 
ción del Estado, si no es abiertamente injusta. 

Es de lamentar la falta de plena concordia entre ambas legislaciones, 
canónica y civil por causa de la desafortunada redacción del articulo 42 
del Código Civil, del cual se sigue en consecuencia que pueda haber biga- 
mos en el fuero secular que no son rigurosamente bigamos en el fuero 
canónico. No obstante, yo entiendo que no es una injusticia el que casti- 
gue el Estado la acción mala y hecho escandaloso de sus bígamos. 


b) La razón de no exculpar al procesado.—La sentencia de 14 de 
enero de 1955, que no exculpa al procesado José F., da la siguiente razón: 
"porque el conocimiento que exige el dolo existe en la subsistencia del 
matrimonio civil anterior" (Considerando ünico). Las sentencias anterio- 
res, las de 29 de noviembre de 1944, 22 de marzo y 6 de junio, ambas del 
año 1945, consideraban las gestiones para contraer matrimonio canónico 
como una prueba clara de no ocultar a la Iglesia la situación jurídica del 
contrayente y de querer éste ejercitar el derecho legítimo de recibir el sa- 
cramento del matrimonio: por esto exculpaban al procesado. La sentencia 
de 14 de enero de 1955 también considera las “gestiones para contraer otro 
matrimonio canónico” ; pero deduce de ellas—con razón—que el procesado 
no padeció error esencial sobre la existencia del primer lazo conyugal no 
disuelto legítimamente, porque las gestiones eran precisamente “para con- 
traer otro matrimonio canónico, no para anular o disolver el civil ante- 
rior". Hay bigamia, sí, dice la sentencia, *porque los dos matrimonios, en 
sus formas civil y canónica, son reconocidos por la ley y en consecuencia 
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se da el delito de bigamia cuando coexisten sobre un contravente doble 
vínculo de tales clases" (Considerando único). 


c) ¿Había causas para excluir la antijuridicidad?—E| Juez comar- 
cal don GABRIEL GARCÍA CANTERO estima “que bien pudo el Tribunal de 
lo penal considerar que existía una causa de exclusión de la antijuridici- 
dad (52). ¿Qué causa? Doble, dice García CANTERO: una, el artículo 23, 
junto con el 36, párrafo 1.°, del Concordato, y otra, que “la Iglesia Cató- 
lica no puede, en términos generales, negar el matrimonio a tales personas”. 
Ninguna de las dos razones parece convincente: 


o 


1." El Concordato y el artículo 471 del Código Penal.—La antijuri- 
cidad, o elemento objetivo del tipo de bigamia, no es sino la transgresión 
de la ley que pena a la persona que contrae segundo o ulterior matrimonio 
sin estar disuelto legítimamente el anterior. Ahora bien, el Concordato, 
por su artículo 23, junto con el párrafo 1.” del artículo 36, es evidente 
que no deroga el articulo 471 del Código Penal, como es evidente que tam- 
poco borra la acción externa que puso el procesado al celebrar matrimonio 
canónico sin estar disuelto legitimamente el anterior matrimonio civil; 
luego el Concordato no es una causa que excluya la antijuricidad. 


2° Referencia al Concordato italiano.—Tan clara es la cosa en este 
punto de la culpabilidad del bígamo, que a ningún italiano se le ocurrió 
excluir la antijuricidad del que infringiese el artículo 356 sobre bigamia“ 
de su Código Penal por causa de que el Concordato de 11 de febrero de 
1929 habia establecido: “El Estado italiano... reconoce al sacramento del 
matrimonio, regulado por el derecho canónico, efectos civiles” (art. 34). 
Garcia CANTERO quiere que notemos el presente del verbo “reconoce” en 
el artículo 23 de nuestro Concordato. El mismo presente “reconoce” em- 
plea el Concordato italiano, el cual—como el español en el artículo 36, pá- 
rrafo 1.'—también concordó: “Las leyes austriacas, las leyes, reglamentos, 
ordenaciones y decretos del Estado italiano actualmente vigentes, en cuan- 
to están en contradicción con las disposiciones del presente Concordato, 
se consideran como abrogadas con la entrada en vigor de este mismo Con- 
cordato” (art. 45). Y esto no obsta a que, habiendo forma canónica y for- 
ma civil de matrimonio, sea tenido por bigamo el que contrae matrimonio 
canónico, subsistiendo el matrimonio civil con sus correspondientes efectos. 


~ 


3° Referencia al Concordato de la República Dominicana.—A mayor 
abundamiento de luz, puede verse el Concordato de la República Domini- 


(52) GARCÍA CANTERO: “Anuario de Derecho Civil", t. VIII, fasc. II (año 1955), p. 653. 
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cana, fechado en 16 de junio de 1954, el cual, casi con idénticas palabras 
que el Concordato español, establece: “La República Dominicana reconoce 
plenos efectos civiles a cada matrimonio celebrado según las normas del 
Derecho Canónico” (art. 15). “Con la entrada en vigor de este Concor- 
dato se entienden derogadas todas las disposiciones contenidas en leyes, 
decretos, órdenes y reglamentos que, en cualquier forma, se opongan a lo 
que en él se establece” (art. 28, n, 2). Y después de esto—como ocurrió en 
Ttalia—nada de lo dispuesto con respecto al delito de bigamia ha variado, 
‘antes la misma Iglesia es la que, previendo los gravisimos inconvenientes 
que podrían seguirse de la celebración de matrimonios canónicos sin efec- 
tos civiles por causa del ligamen civil, ha dado inmediatamente, por medio 
de la Sagrada Congregación de Sacramentos, normas concretas, en cuya 
virtud los párrocos no podrán proceder al matrimonio canónico de ios 
ligados civilmente sin antes recurrir al Ordinario. Y éste, como norma ge- 
meral, insistirá en que el matrimonio se celebre más bien entre las partes 
unidas civilmente. Y cuando esto no aparezca posible o conveniente, el 
Ordinario podrá permitir el matrimonio con otra comparte, a condición, 
sin embargo, de que antes haya sido pronunciada sentencia ejecutiva de di- 
vorcio de la unión civil existente, previa, además, una penitencia y elimi- 
mado todo peligro de escándalo (53). 


4.” La norma general que propugna la Iglesia—De las palabras an- 
teriormente transcritas se ve claro cuál es la norma general de la Iglesia 
y cuán desafortunado es afirmar: “La Iglesia católica no puede, en térmi- 
nos generales, negar el matrimonio a tales personas” (a los ligados con 
lazo civil no disuelto legítimamente). 

De lo dicho también fluye como consecuencia lo mucho que interesa 
remediar estos conflictos jurídicos atacando a la raíz, queremos decir: con- 
cordando la legislación civil con la canónica de modo que sólo se permita 
celebrar matrimonio civil o con forma civil a los que según la Iglesia no 
están obligados a observar la forma canónica (can. 1.099). 


XII. (CONSECUENCIAS DE LAS SENTENCIAS PENALES POR BIGAMIA EN EL 
ÁREA DEL DERECHO PRIVADO . 


a) En lo que la sentencia penal no vincula al juez civil—Dice la Ley 
de Enjuiciamiento 'Criminal, artículo 116: *La extinción de la acción 
penal no lleva consigo la de la civil, a no ser que la extinción proceda de 


(53) Sagrada Congregación de Sacramentos, Instrucción de 25 de marzo de 1955; A. A. S. 
XXXXVII (1955), pp. 628-654, n. 90. 
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naberse declarado por sentencia firme que no existió el hecho de que la 
civil hubiese podido nacer”. 

“En los demás casos, la persona a quien corresponda la acción civil 
podrá ejercitarla, ante la jurisdicción y por vía de lo civil que proceda, 
contra quien estuviere obligado a la restitución de la cosa, reparación del 
daño o indemnización del perjuicio sufrido”. 

Damos por descontado que es de la competencia exclusiva de la Iglesia 
el juzgar sobre la legitimidad de los hechos espirituales, por ejemplo, del 
sacramento del matrimonio; pero, dentro de la subordinación debida a la 
autoridad eclesiástica, podemos conceder que la autoridad civil es compe- 
tente para juzgar sobre la existencia de los hechos espirituales, considera- 
dos en lo que tienen de material y sensible, verbigracia, si se celebró o 
no el matrimonio. 

Si la sentencia penal condena o absuelve al procesado, porque hubo 

hecho o porque no hubo hecho de segundo matrimonio, en esto la sentencia 
vincula al Juez civil: si no hay hecho, es decir, matrimonio celebrado, para 
la acción criminal, queda probado que tampoco hay hecho para ejercitar 
la acción civil. 

Pero fuera de este supuesto: "que no existió el hecho de que la acción 
civil hubiese podido nacer", cabe ejercitar las acciones civiles que corres- 
ponda, sin que para ello obste la sentencia penal: puede, pues, el condenado 
por bigamo pedir, verbigracia, la nulidad de su primer matrimonio, con- 
forme al procedimiento que corresponda; puede pedir, fallecido el consorte 
del matrimonio civil, la inscripción de su matrimonio canónico en el Registro 
del Estado. 


b) El Tribunal Supremo, al absolver a los procesados, nunca entré 
en. los efectos que pudieran seguirse de la celebración de los matrimonios 
civil y canónico.—Acaso en esto no hayan reparado suficientemente alguno 
de nuestros canonistas y alguna de nuestras Curias eclesiásticas. De haber 
comprendido todo su alcance, es probable que no hubieran tomado la no 
condena como el camino abierto para seguir permitiendo matrimonios ca- 
nónicos a cualesquiera que los pidieran aunque ligados con lazo civil no 
disuelto legítimamente. 

La sentencia de 6 de junio de 1945, que absuelve al procesado de la 
pena, se abstiene de opinar sobre las consecuencias que se van a derivar de 
ía celebración de los dos matrimonios, primero el civil y después el canó- 
nico. En el Considerando último dice expresamente: “con las expresadas 
garantías de la licitud de sus proyectos no es admisible suponer en la mente 


del procesado una creencia opuesta, ni en su voluntad la malicia de reali- 
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zarlo contra derecho". En consecuencia, por haber faltado culpabilidad, 
segün la sentencia, faltó el delito y no es de aplicar la pena al procesado. 
Pero, a juicio del Tribunal, caben en el procesado otro conocimiento y otra 
voluntad que acarreen consecuencias de otro orden y en éstas, dice, no nos 
toca entrar a los jueces penales; por esto de seguida añaden: “aunque se 
admitiera el yerro y extravío de ambas facultades respecto a la validez y 
subsistencia del vínculo civil primeramente contraído y a las consecuencias 
del canónico posterior, que son cuestiones ajenas a la jurisdicción penal y 
4 la resolución de este recurso, cuya improcedencia queda razonada cui- 
dando de no aludir a esos otros problemas de posible planteamiento entre 
los interesados". 


Viene a decir la sentencia: No castigamos al procesado con la sanción 
penal de la bigamia ; pero vea él de pechar con los perjuicios que se le sigan 
por la validez y subsistencia del lazo civil no disuelto legítimamente y del 
matrimonio canónico celebrado con posterioridad. Precisamente en esto es 
donde entra todo el peso del articulo 51 del Código Civil: "No producirá 
efectos civiles el matrimonio canónico o civil cuando cualquiera de los 
cónyuges estuviese ya casado legitimamente" (54). ¡Gravísimo es esto! 
Asi se explica el empefio grande que pone la Santa Sede cuando encareci- 
damente manda a los Ordinarios y por medio de ellos a los párrocos que 
hagan lo posible por legitimar las uniones civiles y que no procedan a auto- 
rizar el matrimonio de los ligados civilmente, o nunca mientras subsista 
el ligamen (Repüblica Dominicana), o sólo después de pesar y repesar la 
razón de escándalo y las consecuencias gravisimas que tendrán que venir 
respecto a la legitimidad de los hijos, a los alimentos, a los derechos here- 
ditarios, etc. Puede ocurrir que se los persiga por abandono de familia, por 
adulterio, Los cónyuges del matrimonio canónico tendrán que vivir sepa- 
rados por fuerza de la ley, y por imperativo de la conciencia, separados 
también los esposos del matrimonio civil. Al lado de estos males, ¿qué su- 


pone que no se haya impuesto a los procesados la pena de prisión menor 
con la que se pune la bigamia? 


c) Influjo benéfico de la sentencia condenatoria.—Nos referimos a 
la sentencia de 14 de enero de 1955. Ella, condenando a los procesados, no 


(54) SANCHO REBULLIDA, 0. C., p. 314, defiende que al artículo 51, para concordarlo con el 
restante Derecho vigente, debe añadírsele: “... según la Ley de la Iglesia”, cuando se reflere 
al matrimonio de los bautizados en ella. Parece que huelga cualquier aditamento si se redacta 
el artículo 42 de forma que sólo puedan contraer matrimonio civil los que no están obligados 
a la forma canónica. Y sin esta reforma del artículo 42, con añadir al artículo 51 las palabras 
que propugna SANCHO REBULLIDA, nos quedaríamos sin norma para el caso de uno que, casado 
ya civilmente, se volviera a casar civilmente segunda, tercera o más veces. 
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agrava sustancialmente ni accidentalmente el conflicto jurídico y moral de 
los matrimonios civiles, indisolubles en el fuero secular y nulos en el fuero 
eclesiástico. No negamos que sea amarga la prisión menor y que la orien- 
tación que da el Tribunal Supremo deje de tener su fuerza e influjo posi- 
tivo en el área del Derecho civil; pero, por otra parte, ya hemos hecho 
referencia anteriormente a los fines saludables que tiene la pena, en par- 
ticular, el servir de ejemplo a los demás y el de apartarlos de esa falta de 
pudor y de esas costumbres que tanto daño hacen al bien espiritual de las 
almas. Además, segün creo yo, esta sentencia condenatoria ha de contri- 
buir poderosamente a que los matrimonios civiles de posible legitimación 
canónica se legitimen de hecho, como quiere la Santa Madre Iglesia. 


‘ 


Lrzó DEL AMO. 
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LA PRORROGA DE LA COMPETENCIA 
JUDICIAL Y EL FUERO DE LA CONEXION 


SUMARIO: I. Jurisdicción y competencia.—ll. Clasificación de la competencia — 
III. Prorrogabilidad de la competencia.—IV. Prórroga voluntaria.—V. Pró- 
rroga necesaria de la competencia por razón de la conexión de las cau- 
sas. A) Figuras de conexión. 1. Conexión, continencia y litispendencia 2. 
Conexión objetiva y subjetiva. 3. Subordinación y coordinación de las causas 
conexas. B) La conexión de las causas y la prórroga de la competencia le- 
rritorial. I. Unidad procesal. 2. La ley de la prevención. 3. Límites de la 
prevención y de la unidad procesal. 4. Prórroga de la competencia en cada 
una de las figuras ¡principales de la conexión. C) Prórroga abusiva de la 
competeneia y sus remedios. 


I. JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA 


Los antiguos canonistas no distinguieron, al hablar del fuero compe- 
tente, entre jurisdicción y competencia. Pero esto no significa que la an- 
tigua doctrina tuviese un concepto poco exacto de la competencia, Lo que 
sucedió fué que la idea de la jurisdicción—que es el sustrato de la com- 
petencia—fué considerada no globalmente, como una entidad distinta de 
la jurisdicción no eclesiástica, sino en sí misma, sin relación a otra so- 
ciedad, y como repartida ya entre diversos sujetos u organismos eclesiás- 
ticos. Se pensó únicamente en los límites internos de la jurisdicción ecle- 
siástica, es decir, en la forma y medida como la jurisdicción eclesiástica 
competía a los diversos tribunales o en ellos se hallaba distribuida. Era 
un aspecto parcial, pero verdadero y el más práctico de la cuestión. En 
realidad, la competencia judicial no se distingue sustancialmente de la ju- 
risdicción; es la misma jurisdicción de una sociedad eclesiástica o civil, 
pero en cuanto participada por los diversos tribunales de cada sociedad. 
Ahora el concepto de jurisdicción se ha configurado mejor, mirándolo en 
su dimensión interna y externa. No cabe duda de que antes de considerar 
la jurisdicción o potestad eclesiástica de juzgar en cuanto participada y 
ejercida por diversos sujetos u organismos eclesiásticos, es lógico y nece- 
sario considerarla como integralmente existente y diferenciada de la ju- 
risdicción civil. Bajo el primer aspecto lógico (limites extensos) tenemos 
la jurisdicción, bajo el segundo (límites internos) tenemos la competencia. 
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La jurisdicción eclesiástica es, por consiguiente, toda la potestad judicial 
de la Iglesia considerada integralmente como una sola función, prescin- 
diendo de los sujetos en quienes reside. Cuando acerca del ámbito de la 
jurisdicción eclesiástica surge alguna cuestión, se habla de límites o con- 
flictos de jurisdicción y no de competencia, aunque la legislación y la doc- 
trina antiguas, y a veces también las modernas, empleen indistintamente 
una u otra expresión. 

Si un magistrado pudiese ejercer toda la needs sobre personas 
y cosas, como sucedió en los primeros tiempos de Roma o de la Iglesia, no 
habría por qué hablar de competencia jurisdiccional, ya que toda la juris- 
dicción se hallaría concentrada en una sola persona o, lo que es igual, ha- 
bría una sola competencia tan extensa como la misma jurisdicción. Pero 
desde el momento en que la función jurisdiccional debe ejercerse por di- 
versos órganos, aparece la cuestión de competencia, cuyos límites se hallan 
menos definidos que los de la jurisdicción complexivamente tomada y son, 
a la vez, más susceptibles de modificación. La competencia se ha dicho, 
acertadamente, que es la medida de la jurisdicción, es decir, aquella. parte 
de la jurisdicción total que a cada juez o tribunal compete o se atribuye 
por la ley para su ejercicio sobre determinadas causas. No importa que 
la jurisdicción que cada uno tiene sea ordinaria o delegada ni tampoco que, 
en principio, haya varios jueces igualmente competentes, si bien en este 
caso, de hecho, sólo uno podrá asumir la causa. Asimismo, el concepto y 
la necesidad de la competencia judicial, en cuanto implica un reparto o 
división de poder, no se opone a la plenitud de jurisdicción que reside en 
el Romano Pontifice, porque ni el Papa, personalmente, ni ningün tri- 
bunal puede, de hecho, él solo ejercer toda la jurisdicción. 

La relación de competencia a jurisdicción es tan obvia y elemental, que 
hoy día nadie la desconoce, no obstante la imprecisión o ambigüedad de 
los términos que a veces se emplean (1). El problema está en hallar las 
razones o criterios de que debemos valernos para determinar la competen- 
cia o distribuir la jurisdicción. Esta misión es propia del superior, porque 
la jurisdicción ünicamente puede transmitirla la autoridad social. Sin em- 
bargo, la ley puede, en algunas circunstancias, cuando una razón de interés 
püblico no lo impide, autorizar a los particulares para determinar la com- 
petencia judicial, bien entendido que aun entonces la jurisdicción se trans- 
mite siempre por voluntad de la ley. 


(1) Un caso de imprecisión maniflesta en el empleo de estos términos lo hallamos en 
nuestra Ley de Enjuiciamiento Civil, artículo 34, donde se dice: “La jurisdicción civil podrá 
prorrogarse...”, en lugar de decir: “La competencia podrá prorrogarse.” Cfr. J. GUASP: Comen- 
tarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, t. 1 (Madrid, 1942), p. 306. 
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II. (CLASIFICACIÓN DE LA COMPETENCIA 


Los tribunales encargados de administrar la justicia hállanse organiza- 
dos en forma jerárquica: superiores e inferiores en variada gradación (2). 
Por esto, al tener que repartir la jurisdicción de una sociedad entre diver- 
sos Organos—que es lo mismo que buscar la competencia de cada uno de 
ellos—, lo primero, no precisamente en el orden cronológico, sino en el 
lógico, es hallar el grado del tribunal al que la causa corresponde o, lo que 
es lo mismo, el plano en que la causa debe situarse mediante la demanda. 
Normalmente, la primera instancia de cualquier instancia debe proponerse 
ante un tribunal que por su naturaleza sea de primer grado. Pero, a veces, 
la primera instancia, ya por la gravedad de la causa, ya por la categoría 
de la persona demandada, debe elevarse desde el principio a un tribunal 
que, normalmente, no es de primer grado, aunque para el caso actúa, ex- 
cepcionalmente, como si lo fuese. Piense el lector en las causas de que la 
Rota Romana, no obstante de ser por su naturaleza tribunal de apelación, 
conoce ya en primera instancia (cannon 1.599, $ 2). Las instancias suce- 
sivas se elevan a un órgano superior en la respectiva circunscripción terri- 
torial, y, por regla general, al inmediatamente superior. Esta es la llama- 
da, primeramente por CHIOVENDA y después por muchos otros autores, 
competencia funcional o por grados (3). 

Pero la determinación del grado o jerarquía jurisdiccional (criterio fun- 
cional) es uno de los elementos que intervienen en la fijación de la compe- 
tencia. Al mismo tiempo que se halla el plano en que debe situarse la ins- 
tancia—sobre todo la primera instancia, por la que ya queda señalada la 
trayectoria de las demás—, es preciso conocer la naturaleza de la causa, es 
decir, el tipo genérico al que la causa pertenece, a fin de hallar la clase o 
categoría de tribunal que a este tipo genérico corresponde. Es verdad que, 
por ley general, guardada la jerarquía o grado de los tribunales, todo tri- 
bunal es, según nuestro Derecho, apto para juzgar toda clase de causas. 
Pero esta regla tiene importantes excepciones. Hay causas especialmente 
graves o dignas de especial consideración que el mismo intrés público pide 
sean encomendadas a tribunales más altos, o más competentes, o especial- 
mente organizados. 

Las razones que demandan una clase más elevada o más competente de 
tribunales para una clase también particular de causas se deducen, prime- 
ramente, de la naturaleza de las mismas causas, más delicadas o más difí- 


(2) Cfr. libro IV, sección I, título II, de nuestro Codex. : 
(3) G. CHIOVENDA: Instituciones de Derecho Procesal Civil, t. II, trad. de E. Gómez Crba- 


neja (Madrid, 1940), 8 28. 
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ciles, como las causas de fe, privilegio paulino, inconsumación del matri- 
monio, etc. En el Derecho canónico, dado su carácter predominantemente 
espiritualista, no se atiende, para los efectos de la competencia judicial, la 
cuantía del valor en litigio, circunstancia que en los tribunales civiles tanta 
relevancia adquiere, hasta el punto de determinarse según ella la clase de 
tribunal que ha de fallar la causa. 

Otra razón por la que se exige para determinadas causas un tribunal 
especial, fuera del ordenamiento común, es la dignidad de las personas 
demandadas (criterio subjetivo) (4). Tanto la naturaleza de la causa (cri- 
terio objetivo) como la dignidad de la clase social a la que pertenece la 
parte demandada son argumentos de orden e interés público que exigen o 
aconsejan que las causas correspondientes se encomienden a una clase de- 
terminada, y a veces especial, de tribunales. Sin embargo, en Derecho ca- 
nónico, la clasificación de los tribunales por razón de las causas es mucho 
más uniforme y constante que en Derecho civil, siendo pocas las causas que 
por esta razón se exceptúan del orden general. Las excepciones por la dig- 
nidad de las personas—consideración que se hace no a la persona, sino a 
la clase—son más frecuentes que en Derecho civil. 

Por el criterio de la naturaleza de la causa y de la dignidad de la 
persona, juntamente y en combinación con el criterio funcional u orgánico, 
llegamos a averiguar qué clase de tribunal es el más apto y el competente 
para cada clase o tipo de causas. Mas esto no basta en la asignación del 
fuero competente. Aun después de garantizada la aptitud de una clase o 
categoría de tribunales para una clase o grupo de causas, atendida su na- 
turaleza, la cualidad de las partes que intervienen y el grado del tribunal, 
la recta administración de la justicia exige una distribución del trabajo y de 
la competencia. judicial entre los mismos jueces aptos para juzgar tales 
causas. 

Esta distribución del trabajo en el ejercicio de la función judicial se 
realiza com arreglo a un criterio material, que es el territorio en que el ob- 
jeto de la controversia o las personas tienen su sede. La misma ley señala 
la circunscripción territorial dentro de la que cada juez desempeña su ofi- 
cio. Con ello se facilita y se asegura más el acertado desempeño del poder 
judicial, porque no cabe duda que es el territorio de la persona demandada 
o de la cosa en litigio donde, de ordinario, mejor se recoge el material 
probatorio. Además, con esta distribución del trabajo judicial se economiza 
tiempo y se reducen las expensas de los litigantes, al paso que se regula el 
quehacer de los mismos jueces y oficiales, 


(4), (Cir. cánones 1.5575 1:579; 2. 
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Mediante la aplicación del criterio territorial se consigue que la com- 
petencia genérica de que hemos hablado—tal clase de tribunales para tal 
clase de causas—se convierta en específica e individual: tal tribunal, en 
concreto, para tal causa. Si todavía hay concurrencia de competencias te- 
rritoriales, la concurrencia se resuelve mediante el principio de la prevención. 

En lugar de competencia genérica y específica, varios autores, como 
CARNELUTTI, emplean los términos de competencia vertical y horizontal. 
expresión metafórica más bella, pero menos exacta. “La competencia—dice 
CARNELUTTI—por valor y por grado (que es una variedad de la compe- 
tencia funcional) determina la distribución vertical... La competencia por 
razón del territorio es la que determina lo que se podría llamar la distri- 
bución horizontal de los tribunales, ya que de la conveniencia de encomen- 
dar lites diversas a diversos tribunales en razón de la situación territorial 
de unas y de otros depende la multiplicación de los tribunales y la disloca- 
ción de las respectivas sedes” (5). En forma parecida se expresa GUASP, 
catedrático de la Universidad de Madrid: “Las reglas o criterios deter- 
minadores de la competencia—dice—son fundamentalmente dos: el que atri- 
buye cada pretensión o grupo de pretensiones a un juez en concreto, con 
preferencia a sus superiores e inferiores, y el que las atribuye con prefe- 
rencia a sus iguales; en el primer caso puede hablarse de competencia (en 
sentido) vertical; en el segundo, de competencia (en sentido) horizontal; 
como la distribución de materias entre jueces superiores e inferiores se 
basa en una ordenación de jerarquía y la distribución entre jueces iguales 
atiende a la división del territorio nacional, el primero de los criterios se- 
ñalados debe denominarse competencia jerárquica; el segundo, competencia 
territorial” (6). 

Hemos señalado tres criterios para la determinación de la competencia 
genérica, y uno, el territorial, para la específica, o sea, para la individualiza- 
ción de la competencia. Ahora debemos añadir que las formas, tanto de la 
competencia genérica como de la específica, son múltiples. La doctrina 
antigua la resume así FERRARIS: "Quamvis sint plurimi modi sortiendi fo- 
rum, quorum multos enumerat... Hostiensis... Joannis Andreas... et Fag- 
nanus. Et ad sexaginta duos recenset Speculator, in tit. de competent. iud. 
$ I. Tamen modi ordinarii seu speciales sortiendi forum sunt quatuor" (7). 
Aun en el Derecho vigente existen diversas formas. En cuanto a la compe- 
tenca genérica, existen primeramente los tribunales de diverso grado, que 


(5) CARNELUTTI: Sistema del Diritto Proc. Civ., I (Padova, 1936), n. 232, p. 588. 
(6) J. Guasp: Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, t. 1 (Madrid, 1943), p. 301. 
(7) L. FERRARIS: Prompta Bibliotheca, t. III, v. “Forum”, nn. 9, 10. 
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son tantos como son las instancias a que puede haber lugar. Dentro de la 
jerarquía normal están el tribunal diocesano, el metropolitano, la Rota Ro- 
mana y la Signatura Apostólica. En Espaíia puede seguirse esta misma 
escala o puede hacerse derivar el proceso hacia la Rota de la Nunciatura 
Apostólica, en vez de la Rota Romana. Sobre toda jerarquía está la augusta 
persona del Romano Pontífice, a quien por razón del Primado siempre es 
lícito recurrir. Están fuera del ordenamiento general de la competencia el 
tribunal del Santo Oficio y el de los religiosos clérigos exentos. Por razón 
de la materia y de la dignidad de las personas, existen también otras formas 
o clases de competencia genérica. 

| Como formas de la competencia específica o territorial enumera el Có- 
digo: el fuero del domicilio del reo; el de la peregrinación en Roma; el fue- 
ro del sitio de la cosa; el fuero del contrato; el del lugar del delito; el de la 
conexión de las causas; el fuero del lugar del beneficio y el del domicilio del 
testador (cánones 1.560-1.566). 

Son formas de tribunales y, por lo mismo, de competencia, que pueden 
afectar igualmente a la competencia genérica que a la específica, los tribu- 
males ordinarios y delegados, los unipersonales y los colegiados, los nece- 
sarios o exclusivos y los concurrentes que se determinan según el principio 
de prevención. 


III. PRORROGABILIDAD DE LA COMPETENCIA 


La competencia genérica se llama también absoluta, porque sus límites 
son 4mprorrogables, de forma que cualquier prórroga hecha por la sola vo- 
luntad de las partes o del juez sería totalmente inválida. La razón de ello 
es porque, siendo los motivos o criterios por los que se define la competen- 
cia genérica motivos que interesan directamente a la buena administración 
de la justicia y, consiguientemente, al bien público, no puede esta competen- 
cia genérica quedar a merced del arbitrio particular. Los motivos por los 
que se establece la competencia genérica o vertical son, ya lo hemos dicho, 
el funcional, el objetivo y el subjetivo, derivado este ültimo de la cualidad 
social privilegiada de algunas personas. Todos ellos están basados en la 
mejor aptitud de determinadas clases de tribunales sobre algunos géneros 
de causas, y de aquí procede su interés püblico. 

La competencia específica o territorial es la que suele denominarse re- 
lativa, concepto que implica la posibilidad, siquiera válida, de la prorroga- 
ción de la competencia originaria o normal. La razón es porque, fundán- 
dose, según ya anteriormente hemos dicho, la distribución de la competencia 
territorial en motivos de interés privado, no hay inconveniente insuperable 
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en que la ley autorice su prorrogación, dando alguna libertad a las partes 
en cuanto al modo de determinarla o bien imponiendo algunas veces la mis- 
ma ley su prorrogación. Nuestro Código habla, más propiamente, en forma 
negativa, de incompetencia absoluta (canon 1.558) y de incompetencia rela- 
tiva (canon 1.559, $ 2). 

La prórroga de la competencia, aum cuando vaya hecha en conformi- 
dad con la ley, importa siempre una dislocación o modificación de lo esta- 
blecido primaria y normalmente por la misma ley; es una concesión que se 
hace al interés privado de las partes contendientes. Por esta causa sólo puede 
prorrogarse la competencia relativa o territorial, que es la única que se funda 
principalmente en motivos de orden o interés privado. 


Prorrogar la competencia es ampliarla, extendiéndola a un juez que, 
originariamente, no es competente. Esto no significa que se derogue la com- 
petencia del juez que ya era competente antes de la prórroga, sea ésta libre 
o legal. Y, por consiguente, de la prórroga nace la concurrencia de la com- 
petencia, "iudices aeque competentes”, dice nuestro Código (canon 1.568). 
La derogación de la competencia se produce posteriormente, en virtud del 
principio de prevención o prioridad, cuando uno cualquiera de los júeces 
igualmente competentes, con competencia absoluta y relativa, se adelanta 
a los demás mediante la citación del reo. Entonces es cuando los demás que- 
dan excluidos, derogándose para ese caso concreto su anterior competencia, 
porque una misma causa no puede ser juzgada más de una vez en un mismo 
grado de la jerarquía judiciaria. No negamos que el Derecho positivo pueda 
estatuir simultáneamente la derogación de la competencia de un juez por el 
mero hecho de prorrogarse la competencia a otro, aun antes de la prevención. 
Podría, v. gr., permitirse que en el momento de estipularse un contrato se 
eligiese un tribunal fuera de la propia circunscripción, con carácter exclusi- 
vo, es decir, negando el derecho de acudir a otro tribunal competente. En 
este caso se darían simultáneamente la prórroga y la derogación de la com- 
petencia. Pero en nuestro Derecho no se da tal simultaneidad de efectos, 
porque, según después diremos, no se autoriza la libre elección de un tri- 
bunal con carácter excluyente, 

El Código de Derecho Canónico no menciona la prórroga de la compe- 
tencia, y aun parece excluir este concepto por el hecho de enumerar los di- 
versos títulos de competencia situándolos todos en el mismo plano, sin esta- 
blecer relación, siquiera lógica, de unos con otros. Y en efecto, hablar de 
la prórroga de la competencia puede parecer, a primera vista, una expresión 
sin sentido, puesto que entre los títulos legales de la competencia no se ve 
por qué hayamos de considerar que unos conceden la competencia y otros 
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la modifican o prorrogan ; podría decirse, llanamente, que todos la conceder: 
por igual. Sin embargo, un análisis más sutil de los títulos legales de com- 
petencia territorial nos lleva a descubrir que unos títulos son de distinta 
naturaleza que otros, unos más necesarios que otros y, por su naturaleza, 
anteriores a ellos; por lo cual bien podemos decir que los unos son prolon- 
gación y hasta modificación de los otros. Así lo reconoce el nuevo Código 
procesal italiano, aprobado el 28 de octubre de 1940, el cual considera la 
conexión de causa como título modificativo de la competencia (arts. 31-36), 
a diferencia del antiguo Código italiano, que, siguiendo la corriente general, 
consideraba la conexión en el mismo plano de los otros títulos constitutivos 
de la competencia (8). 

Ya los antiguos canonistas distinguieron los modos de determinar el 
fuero en ordinarios y extraordinarios. REIFFENSTUEL distingue los siguien- 
tes modos ordinarios de determinar el tribunal competente (sortiendi fo- 
rum): a) por razón del domicilio ($ IT); b) por razón del delito ($ IIT); 
C) por razón den contrato ($ IV), y d) por razón del sitio de la cosa ($ IV). 
Entre los modos extraordinarios enumera: el fuero de la Curia Romana, el 
tus revocandi domum y la advocación de las causas ($ V); la prórroga de 
la jurisdicción ($ VI); la cualidad de las causas (8 VII); el fuero de pre- 
vención ($ VIII) (9). 

Salta a la vista la falta de formulación científica en la enumeración 
que antecede. Puede dudarse, primeramente, si algunos de los que se la- 
man modos extraordinarios lo son en realidad. Habla, además, explicita- 
mente el autor de la prórroga de la jurisdicción, oponiéndola a los otros 
modos, como si en éstos no hubiese prórroga. Creemos, sin embargo, que 
la contraposición se establece sólo entre la prórroga voluntaria—única que 
el autor llama prórroga—y los otros modos de prórroga legal e implícita. 
Se habla de prórroga de jurisdicción, en vez de prórroga de competencia. 
Finalmente, se pone la cualidad de las causas, que da origen a la competen- 
cia absoluta, entre los títulos de la competencia relativa. No obstante—y 
esto es lo que ahora nos interesa subrayar—se distingue entre fueros ordi- 
narios (régimen normal y primario) y fueros extraordinarios o posteriores, 
que modifican la competencia determinada por los primeros. De donde cla- 
ramente se deduce la prórroga de la competencia que va implícita en varios 
de los modos o títulos extraordinarios. 

La clasificación de la competencia territorial en ordinaria y extraordina- 
ria, o, mejor, en originaria y derivada, la expone CARNELUTTI en los si- 


(8) P. CALAMANDREJ: Istituzioni di Diritto Processuale Civile, parte seconda (Padova, 1944}, 
p. 130. 3 
(9) REIFFENSTUEL: [us canonicum, t. II, 1. IT, tit. II. 
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guientes términos, que nos place reproducir aquí porque esclarecen todavía 
más un punto clave en este nuestro estudio. Dice así CARNELUTTI, después 
de afirmar que la determinación del tribunal más idóneo se hace no por 
una, sino por mültiples razones: "Algunas de estas razones son constan- 
tes, en el sentido de que obran respecto de cada proceso, o sea, que cada una 
de ellas debe concurrir a determinar la competencia. Otras, por el contrario, 
pueden intervenir o no; cuando existen, ejercen su acción sobre la compe- 
tencia, pero pueden faltar. Segün este criterio, la competencia se divide en 
competencia necesaria y competencia aventual. Se comprende fácilmente que 
sólo las razones de la competencia necesaria son las que influyen en la cons- 
titución diferenciada de los tribunales; por el contrario, las razones de la 
competencia eventual determinan solamente una desviación (un spostamen- 
to) de la lite a uno u otro de los tribunales ya constituídos, o sea, una modi- 
ficación de la competencia necesaria. Por esto, la competencia necesaria po- 
dria también llamarse principal u originaria, y la competencia eventual, se- 
cundaria o derivada" (10). Las razones de la competencia necesaria son, 
segün CARNELUTTI, cuatro: competencia por función, por materia, por valor 
y por territorio. Cada una de estas razones puede considerarse como una 
dimensión de la competencia. Las razones de la competencia eventual las 
reduce CARNELUTTI a tres: elección, conexión, remisión. Es claro que estos 
hechos o razones accidentales no pueden influir en la modificación de la 
competencia absoluta, que, segün nuestro Derecho, se determina por la 
materia, grado y dignidad de las personas; solamente pueden influir en 
la modificación de las razones generales o criterios que normalmente de- 
terminan la competencia territorial, cuando algunas de esas razones se- 
cundarias merezcan tenerse en cuenta para la más idónea designación del 
tribunal que ha de actuar en aquel caso concreto, con preferencia al mante- 
nimiento de los criterios generales. 

Los títulos originarios de la competencia territorial según el Código 
de Derecho Canónico, son: el domicilio (can. 1.561), el sitio de la cosa 
(can. 1.564), el contrato (can. 1.565) y el delito (can. 1.566). Al domicilio 
y sitio de la cosa se reducen los títulos de competencia de que trata el 
canon 1.560. Se asigna también el carácter de domicilio a la residencia 
transitoria en Roma, patria común de todos los cristianos (can. 1.562). 

Son títulos secundarios o derivados: el de elección en el acto de la cele- 
bración del contrato (can. 1.565, $ 2) y el de la conexión (can. 1.567). La 
prevención no es un título propio y distinto de los otros, sino que es un 
modo de resolver la concurrencia de varios jueces competentes por la vo- 


(10) CARNELUTTI: Sistema del Diritto Proc. Civ., vol. I, n. 231, C. E 
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luntad del actor y la citación de uno de los tribunales competentes, que- 
dando con ello derogada la competencia del segundo tribunal. La preven- 
ción no es causa de prórroga, sino de derogación de competencia. Tra- 
taremos por separado de la prórroga voluntaria o por elección de la 
competencia territorial y de la prórroga necesaria o por razón de la cone- 
xión de las causas. 


IV. PRÓRROGA VOLUNTARIA 


Después de haber afirmado la prorrogabilidad que podemos llamar in- 
trínseca de la competencia territorial por la que se determina en cada 
caso el tribunal competente dentro del tipo o grupo general de tribumales 
que gozan de competencia absoluta, tenemos que plantear la cuestión 
concretamente, según el derecho de nuestro Codex, que en este punto ha 
introducido una profunda reforma, digna de ser considerada también por 
los civilistas. Primeramente debemos hablar de la libre prorrogación de 
la competencia territorial. 

Basta hojear cualquier Manual de Derecho anterior al Código para 
darse cuenta de la amplitud con que se admitia la libre prorrogación de !a 
competencia territorial. La prórroga era libre y a la vez legal, porque se 
hacía libremente por las partes, ya expresa, ya tácitamente, dentro de las 
limites marcados por la misma ley. Este efecto de la prórroga, dice el 
Cardenal LEGA, lo produce el consentimiento de las partes; por lo cual, si 
interviene error o miedo, probado esto, el proceso es nulo por defecto de 
competencia. Los clérigos, por su especial sujeción al propio Obispo, no 
pueden someterse a otro si no se obtiene el consentimiento del Obispo. Los 
clérigos no pueden someterse a un juez laico. Aun a los laicos se les prohi- 
be, segün la doctrina comün de los doctores, llevar al juez seglar las cau- 
sas espirituales (11). Parecida doctrina expone BouIx (12). 

También los Códigos civiles admiten en la actualidad la prórroga vo- 
luntaria de la competencia territorial y alguna vez hasta la de la compe- 
tencia absoluta o genérica. En el artículo 54 de nuestra Ley de Enjuicia- 
miento Civil queda sancionada juntamente la improrrogabilidad de com- 
petencia (jurisdicción, dice nuestra Ley) absoluta y la libre prorrogabilidad 
de la relativa o territorial. “La jurisdicción civil—dice el citado artículo — 
podrá prorrogarse a juez o tribunal que por razón de la materia, de la 
cantidad objeto del litigio y de la jerarquía que tenga en el orden judicial, 
pueda conocer del asunto que ante él se proponga.” 


(11) LEGA: Praelectiones de iudiciis eccl., 1. I, vol. I (Roma, 1898), n. 343, 5-8. 
(12) Bourx: Institutiones I. C., De iudicis eccl. (Parisiis, 1883), pars L C. TIL I 
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Conforme ya han observado los tratadistas modernos, la prorrogación 
voluntaria de la competencia territorial, aunque fundada en motivos de 
interés privado, rio deja de dar ocasión, con alguna frecuencia, a abusos 
que adulteran la justicia de los tribunales o entorpecen su acción, priván- 
doles de los instrumentos necesarios para su acertado funcionamiento. Se 
discute, advierte CHIOVENDA, si conviene o no conservar hoy el fuero del 
contrato, "puesto que en virtud de él se da ocasión al actor de constituir 
a su capricho un fuero competente” (13). 

El Código vigente de Derecho Canónico ha avanzado en esta materia 
más que ningün otro Código moderno, llegando a la prohibición general, 
aunque no a la mvalidez (distinción generalmente desconocida en el Dere- 
cho civil actual), de toda libre prorrogación de la competencia territorial 
hecha por los litigantes, si exceptuamos el caso del contrato. Esta prohibi- 
ción general se halla consignada en el canon 1.559, con estas palabras: 
“$ 1. Nadie puede ser demandado en primera instancia sino ante el juez 
eclesiástico que sea competente por alguno de los títulos que en los cáno- 
nes I.560-1.568 se determinan. 

$ 2. La incompetencia del juez que no posee ninguno de estos títulos se 
llama relativa.” La prohibición de la libre prórroga de la competencia se 
ratifica en el canon 1.609, $ 1, donde se dice que el juez, antes de sentarse 
para juzgar, debe examinar si es o no competente; lo cual significa que 
no basta, aun cuando la incompetencia sea meramente relativa, que las 
partes, de común acuerdo, al menos tácito, lleven la causa ante cualquier 
juez. La obligación del juez de no admitir causa alguna en la que no sea 
competente, incluso con competencia territorial, va urgida con sanción ca- 
nónica en caso de incumplimiento temerario (canon 1.625). 

La prescripción canónica restrictiva de la libre prórroga de la compe- 
tencia merece resaltarse más en nuestro Código, porque en él domina el 
principio dispositivo con el que se halla, al parecer, en pugna esta prohibi- 
ción general de prorrogar la competencia. Sin embargo, hemos de recono- 
cer que la prescripción canónica se halla inspirada en un criterio recto, 
por el que el interés püblico que siempre existe en remover los obstáculos 
que puedan torcer el curso de la justicia se antepone al interés particular 
que los contendientes pueden tener en alterar la competencia judicial di- 
rectamente fijada por la ley. 

Hemos afirmado que la prohibición canónica de prorrogar la compe- 
tencia territorial no afecta a la validez del proceso, lo cual claramente se 


(13) CHIOVENDA: Instituciones de Derecho Procesal Civil, t. II, trad. de E. Gómez Orbaneja 
(Madrid, 1940), p. 227. 
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revela al decir el canon 1.559, en el $ 2, que la incompetencia del juez que 
no posee un título territorial prescrito por el Derecho es incompetencia 
relativa y, por lo tanto, válidamente prorrogable. Y esto vale aun en aque- 
llos casos que, según el canon 1.560, tienen fuero necesario o excluyente. 
De esta manera el legislador eclesiástico, aunque prohibe la prórroga de la 
competencia territorial, no aumenta excesivamente las razones de imvalidez 
del proceso. 

La prescripción general de nuestro Código en la que se prohibe la 
libre prórroga de la competencia territorial tiene una contrapartida im- 
portante, que mitiga su rigidez y da satisfacción a los legítimos intereses 
particulares, en la permisión de prorrogar libremente la competencia en el 
acto de celebrar un contrato. Es lo que suele llamarse sumisión voluntaria 
a un tribunal fuera del régimen normal señalado por la ley, aunque auto- 
rizado genéricamente por ella. Trasladamos aquí el texto del canon 1.565: 

“$ 1. Por razón del contrato, las partes litigantes pueden ser deman- 
dadas ante el Ordinario del lugar donde el contrato se estipuló o debe cum- 
plirse. 

$ 2. Mas en el acto de la celebración del contrato les está permitido a 
los contratantes elegir el lugar donde, aun estando ausentes, puedan ser 
citados y demandados para declarar, urgir o cumplir la obligación.” 

Opina el P. VIDAL que, aun en este caso de contrato, no se da en 
nuestro Código la prórroga voluntaria de la competencia, sino que se trata 
de una prórroga legal, a ture. “Salva—dice—facultate canonis 1.565, $ 2, 
quae non est facultas prorrogandi sed facultas ponendi factum i, e. con- 
ventionem ieundi, qua posita ipsum ius constituit forum pro determinato 
illo casu, non extenditur a partibus ad iudicem non suum." (14). Nosotros 
no vemos razón para negar que en este caso haya un clarísimo y oportuno 
vestigio de la libre prorrogación de la competencia territorial, tan amplia- 
mente admitida en el antiguo Derecho canónico, así como en los Códigos 
civiles procesales modernos. No deja de realizarse voluntariamente la pró- 
rroga por las partes litigantes que eligen el lugar donde pueden ser citados, 
aun cuando todo esto deban hacerlo en conformidad con la ley y sea la 
misma ley la que da eficacia a la elección, ampliando la competencia judi- 
cial. Si la ley no lo autorizase, ciertamente no podría hablarse de prórroga 
jurídica. Pero la prórroga se dice legal o voluntaria no según que el efecto 
juridico, que es la ampliación de la competencia originaria, proceda for- 
malmente de la ley o de la voluntad de los contendientes, sino en razón del 
modo como se hace la prórroga, o mejor, de quien inmediatamente hace la 


(14) WERNZ-VIDAL: Ius Canonicum, i. VI, De Processibus (Romae, 1927), n. 62. 
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elección del juez, que en el presente caso no es la misma ley, sino los que 
estipularon el contrato con la cláusula aneja sobre la prorrogación del 
fuero. Al contrario, como veremos después, la prórroga de la competen- 
cia por conexión de causa se hace directa y obligatoriamente por la ley, 
aunque las partes litigantes, proponiendo una causa conexa en determinado 
tribunal, dan ocasión al desplazamiento legal de la competencia sobre las 
otras materias conexas, 

¿Pueden las partes contratantes elegir en el momento de la celebración 
del contrato un tribunal con carácter exclusivo de otros fueros territoriales 
también competentes por razón de otros títulos, por ejemplo, por razón del 
domicilio del demandado, del sitio de la cosa en litigio, etc.? Admitiase 
esta facultad excluyente de otros fueros en el Derecho antiguo. Escribe 
FERRARIS: "Dantur tamen plures casus, in quibus contrahentes nequeunt 
conveniri in loco contractus. Primo, quando inter partes contrahentes con- 
ventum fuit ut non in loco contractus, sed alibi, v. g., in loco domicilii te- 
neantur respondere, si forsan in posterum lis oriri contingat super talem 
contractum." (15). 

Según el Código, el fuero elegido por las partes contratantes en el mo- 
mento del contrato no es excluyente de los otros fueros, aun cuando las 
partes lo intenten y estipulen así, puesto que el canon 1.565, $ 2, usa las 
palabras "conveniri possunt"— pueden ser convenidos—, al hablar de la 
elección del fuero contractual Más aün: si se trata de una causa que tiene 
fuero territorial necesario (can. 1.560), cualquiera otra designación volun- 
taria de tribunal está prohibida, aun respecto de los contratos, sin que el 
desplazamiento territorial implique, sin embargo, la invalidez del proceso. 

Lo que hemos dicho de la prórroga voluntaria de la competencia por 
razón del contrato no tiene aplicación en el contrato matrimonial, que se 
rige por el canon 1.964. “Tratándose de causas matrimoniales—dice este 
canon—es juez competente el del lugar en donde se celebró el matrimonio 
o en donde tiene domicilio o cuasidomicilio la parte demandada o, si una 
de ellas es acatólica, en donde lo tiene la parte católica." En este canon no 
se menciona la facultad de los contrayentes para elegir, en el momento de 
contraer matrimonio, un tribunal distinto del que sefiala el mismo ca- 
non 1.964; por lo cual debemos afirmar que la libre o lícita opción de los 
contrayentes no existe. Otra limitación fué introducida por la Sagrada 
Congregación de Sacramentos, acerca de la competencia del juez por razón 
del cuasidomicilio en las causas matrimoniales (16). Esta misma doctrina 


(15) FERRARIS: Prompta Bibliotheca, v. “Forum”, n. rfe 
(16) S. Congr. de Sac., 23 diciembre 1929; A. A. S., vol. XXII, p. 490. 
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fué aceptada por las Normas dadas por la Sagrada Congregación de Sa- 
cramentos, en el artículo 5.”, con estas palabras: “Cuando la causa haya 
de introducirse ante el Ordinario del cuasidomicilio, ha de observarse la 
Instrucción de esta Sagrada Congregación del día 23 de diciembre de 
1929." (17). 


V. PRÓRROGA NECESARIA DE LA COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA 
CONEXIÓN DE LAS CAUSAS 


La prórroga o modificación de la competencia originaria, autorizada 
por nuestro Código en el acto de la celebración de un contrato, hemos afir- 
mado que es enteramente voluntaria, porque las partes contratantes son 
libres de elegir o no un tribunal distinto de los ordinarios para la urgencia 
de las obligaciones contractuales, No así cuando se da la conexión de las 
causas. Entonces todas ellas deben reunirse en un solo proceso, prorrogán- 
dose cuanto para ello sea necesario la competencia territorial del juez que 
primeramente lleve a su tribunal alguna de las causas conexas. La concen- 
tración de las causas conexas en un solo proceso y la prórroga de la com- 
petencia son impuestas por la ley, quedando sólo a voluntad de las partes 
—del primer actor—el poder determinar que la concentración procesal se 
efectüe en uno de los tribunales competentes y no en otro. He aqui lo que 
preceptúa el canon 1.567: “Por razón de la conexión o continencia, las 
causas conexas entre sí han de ser juzgadas por el mismo juez, si algún 
precepto de la ley no lo impide.” 

El tema de la conexión de las causas o acciones merece, por su impor- 
tancia doctrinal y práctica y por su misma complicación, ser tratado con 
algún detenimiento. En los Códigos procesales civiles se contienen siempre 
varias prescripciones relativas a la conexión de las causas y al modo de 
presentarlas y tratarlas en los tribunales. Nuestro Código se limita a decir, 
con extremo laconismo, que “han de ser juzgadas por el mismo juez”, “ab 
uno eodemque iudice cognoscendae sunt”. Pero cuándo se da la conexión y 
si basta la meramente subjetiva; si debe distinguirse en la determinación 
de là competencia entre subordinación y coordinación de causas; si la 
identidad del juez que ha de juzgar todas las causas conexas (idem iudex) 
incluye o se ordena a la unidad del proceso o reunión de procesos (simulta- 
neus processus); estas y otras muchas cuestiones no las toca para nada 
nuestro Código. Ante el silencio del Código caben dos actitudes: o la de 
integración, buscando por diversas vías la norma más apta y racional, en 


(17) S. Congr. de Sac., 15 agosto 1936; A. A. S., vol. XXVIII, p. 313 ss. 
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lo cual podrían servirnos de guía, basándonos principalmente en la analo- 
gía jurídica, los procesos civiles y la doctrina de los autores; o bien la ac- 
titud de simple interpretación, que acepta exclusivamente la prescripción 
canónica y a base de ella intenta resolver todos los casos. En lo tocante a 
la cuestión principal, que es la determinación del juez competente, creemos 
que es esta última, en nuestro caso, la actitud que debe adoptarse. Siguien- 
do nuestra habitual manera de desarrollar los temas canónicos, no expon- 
dremos todas las nociones previas cual suelen hacerlo los libros de texto. 
sino que las expondremos o aludiremos o sencillamente omitiremos, según 
convenga al objetivo final y sistemático que nos hemos propuesto en este 
estudio. 


i wi 


A) Figuras de conexión 


I. Conexión, continencia y litispendencia.—La conexión de las causas 
es la relación que media entre ellas o el vínculo que las une por razón de la 
comunidad de sus elementos, Estos son tres: el objetivo o material (objeto 
de la controversia y de la pretensión del actor); el causal (título o hecho en 
que se funda la petición del actor), y el subjetivo (partes litigantes). 

El canon 1.567 habla de "conexión o continencia", con lo cual parece 
indicar que ambos términos se toman aquí en sentido sinónimo, y ésta es 
la práctica hoy día en uso, como lo fué también comünmente en el antiguo 
Derecho canónico. Sin embargo, es claro que ambos conceptos jurídicos 
difieren entre sí lo mismo que el significado gramatical de las palabras. 
Monseñor ROBERTI escribe: "conexio... supponit aliquod elementum com- 
mune inter actiones... continencia praeter alterutrum elementum obiecti- 
vum commune, audit communes esse personas" (18). Esta noción resulta 
todavía ambigua y en ella no aparece clara la diferencia entre conexión y 
continencia. Si ha de conservarse el significado verbal de la contimencia, 
habremos de decir que hay continencia de causas cuando una no sólo tiene 
elementos comunes con otra, sino que está comprendida en ella como la 
parte en el todo o lo menos en lo más. Para ello es preciso que los tres 
elementos constitutivos de la causa o acción judicial sean los mismos, salvo 
que el objeto de una causa es menos extenso que el de la otra, aunque for- 
ma parte de él. Si A pide a B todo un fundo por razón de compraventa en 
el tribunal H, y después o al mismo tiempo le pide ante el tribunal N parte 
del mismo predio, fundándose en el mismo título, tenemos un ejemplo bien 
claro de continencia de causas. Si se admitiesen o tramitasen las dos cau- 


(18) F. ROBERTI: De Processibus, vol. I, ed. 2.2 (Roma, 1941), n. 76. 
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sas, una parte de ellas sería juzgada dos veces bajo el mismo aspecto, es 
decir, habría una doble litispendencia parcial, tan inadmisible como la doble 
litispendencia total. Esta última se comprende que existe cuando se intro- 
duce dos veces y está pendiente ante dos tribunales una causa totalmente 
idéntica en cuanto a los tres elementos que la constituyen, aunque tal vez 
algún elemento se presente como distinto y ello dé pie a un segundo indebi- 
do planteamiento. 

Toda litispendencia, lo mismo la total que la paralela, o continencia 
en sentido estricto, envuelve un concepto distinto de la conexión, porque la 
cuestión de la litispendencia gira siempre en torno de una sola causa, mien- 
tras que la conexión implica diversidad de causas con comunidad de algu- 
nos elementos entre ellas. Una y otra se rigen por principios diferentes en 
el orden procesal. Toda duplicidad procesal sobre una misma causa debe 
impedirse, aun de oficio, mediante la excepción de litispendencia, porque el 
segundo proceso carece de validez y quebranta el principio funcional u or- 
gánico que prohibe fallar dos veces la misma causa en el mismo grado de 
la jerarquía judicial. La duplicidad sobre dos causas conexas debe impedir- 
se también—en esto conviene la litispendencia con la conexión—, pero la 
duplicidad o separación de procesos en este segundo caso no adolecería de 
nulidad, 

Son varios los casos de conexión objetiva según la diversa forma como 
pueden conjugarse entre sí los elementos constitutivos de dos o más accio- 
nes. Puede ser común únicamente el objeto de dos peticiones judiciales, 
como en el caso de la fianza. Puede serlo únicamente el título o hecho en 
que se fundan las diversas peticiones, como en las obligaciones divisibles, 
fundadas en un solo contrato. Pueden ser comunes a la vez el objeto y el 
título de dos o más peticiones, como en el caso de las obligaciones solida- 
rias, en las que el acreedor sucesivamente se dirige contra cada uno de los 
deudores, obligados conjunta y totalmente en virtud de un mismo acto ju- 
rídico. 

El primero y segundo caso (sólo objeto comün o sólo título comün) 
pueden darse entre las mismas personas, pero en función distinta, como 
en la acción reconvencional, en la que el que hacía de reo se vuelve contra 
el que hacía de actor; y puede darse también entre personas o partes dis- 
tintas, como en las obligaciones divisibles o en la unión de una acción cau- 
cional con la correspondiente acción principal. El tercer caso (objeto y cau- 
sa o título comunes) sólo puede darse entre personas distintas, pues, si se 
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supone verificado entre las mismas personas, ya no tendríamos dos causas, 
sino una misma repetida (19). 


2. Conexión objetiva y subjetiva.—Es preciso distinguir las causas 
conexas por razón del objeto o del título (conexión objetiva) de las causas 
conexas únicamente por razón del sujeto, es decir, por ser unas mismas las 
partes litigantes (conexión subjetiva). En este último caso puede suceder 
que los litigantes mantengan la misma posición en ambos procesos, uno 
como actor y otro como reo, y entonces aparece lo que más propiamente se 
denomina acumulación de causas. Puede suceder que se invierta en ambos 
procesos la posición de los contendientes, pasando el que fué reo a ser actor 
y éste a demandado, en el cual caso existe la llamada acción reconvencional. 

El Código de Derecho Canónico incluye en el concepto de reconvención 
la idea de compensación entre la petición del actor y la del demandado, 
aunque en realidad ambos conceptos son distintos. “Llámase reconvención, 
—dice el canon 1.690, $ 1—aquella acción que ante el mismo juez y en el 
mismo juicio entabla el demandado contra el actor a fin de neutralizar o 
aminorar su demanda.” La forma externa de reconvención (acción del reo 
contra el actór en el mismo juicio) puede y debe observarse también siem- 
pre que el reo proponga contra el demandante una nueva acción que, sin 
contener la idea de compensación, tenga un nexo objetivo con la acción 
del demandante, por ejemplo, si pidiendo el actor el precio de la cosa com- 
prada, el reo, a su vez, le exige la entrega del precio correspondiente, Aun- 
que no hay en este caso reconvención, por faltar la idea de compensación, 
estas dos acciones deben tramitarse conjuntamente por motivo de la cone- 
xión (canon 1.567). Exceptúase la causa de expolio (canon 1.691). Pero 
si la mera reconvención (conexión subjetiva) coincide con la conexión: ob- 
jetiva en la forma externa de tramitarse los juicios, siempre que el reo pro- 
ponga contra el demandante una nueva acción, no así la prórroga o despla- 
zamiento de la competencia, la cual se realiza únicamente cuando de alguna 
manera existe la conexión objetiva. Esta idea se esclarecerá más cuando ha- 
blemos de la influencia de la conexión de causas en la prórroga de la com- 


petencia. 


3. Subordinación y coordinación de causas conexas.-—El vinculo ob- 
jetivo o el causal que une varias acciones judiciales puede establecer entre 
ellas una relación de subordinación o de simple coordinación. En el primer 
supuesto una de las causas conexas se llama principal y la otra accesoria. 


(19) Cfr. CHIOVENDA: Instituciones de Derecho Cive, ID 908: ROBERT: De Pro- 
cessibus, vol. I, n. 78. 
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Si por violación de una cláusula contractual tengo derecho a la rescisión 
del contrato y a la reparación de daños, la primera causa es principal y la 
otra accesoria. A veces la segunda causa puede parecer que se halla conte- 
nida, y aun estarlo realmente, en la causa principal. Asimismo, los contra- 
tos de garantía personal, prenda, hipoteca, el derecho llamado de seguridad 
contra la evicción, en las acciones posesorias, y otros muchos son causas 
accesorias que guardan relación con otra principal. 

Tienen semejanza con la subordinación de las causas conexas las causas 
incidentales y las excepciones, pero en estos dos casos, aunque hay subor- 
dinación y conexión, no es ésta la conexión de acciones o de causas de que 
ahora directamente nos ocupamos. La conexión de causas presupone la 
diversidad de las mismas en el orden procesal, de forma que cada una tenga 
su propia y distinta realidad sustantiva y cada una sea, virtual y formal- 
mente, objeto de un proceso diverso, aunque luego estos procesos se des- 
arrollen simultáneamente y aun venga a insertarse el uno en el otro. 

No sucede así con las causas incidentales y con las excepciones. Sea cual 
fuere su importancia sustamtiva, procesalmente mi unas ni otras se pre- 
sentan como objeto de un proceso autónomo, sino como facetas o deriva- 
ciones de un mismo proceso o como instrumentos probatorios dentro del 
mismo. La imtervención adhesiva, por ejemplo, de un tercero en la causa 
pendiente no puede considerarse como una nueva causa conexa con la 
precedente, sino como una causa que cae dentro de la anterior y forma 
parte de ella en cuanto que viene a prestar apoyo en favor de una de las 
partes litigantes. Distinto es el caso de la adhesión principal de un tercero; 
esta causa es diferente de la primeramente propuesta y relacionada con ella, 
pero dependiente de la misma en lo que atañe a la determinación de la 
competencia por causa de la conexión de ambas causas. Lo dicho de las 
causas incidentales vale igualmente cuando se trata de una causa prejudicial 
incidentalmente propuesta. 

Las excepciones no son tampoco una causa conexa con la acción que se 
discute, porque la excepción, aunque introduzca un nuevo hecho que ne- 
cesite ser demostrado, no pretende impugnar al actor, sino defenderse; no 
intenta conseguir nada, sino liberarse de la petición del actor. Una misma 
causa puede ser tratada como acción y como excepción, siendo también dis- 
tintas las normas reguladoras de la competencia en uno y otro caso. 

Hay otras figuras de conexión o de causas en que existe alguna comu- 
nidad de elementos (causal, objetivo, subjetivo); pero mo merecen conside- 
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ración especial, porque todas se reducen fácilmente a las ya expuestas y se 
resuelven de forma análoga (20). 


B) La conexión de las causas y la prórroga de la competencia territorial 


I. Unidad procesal.—“Por razón de la conexión o continencia, las 
causas conexas entre sí han de ser juzgadas por el mismo juez, si algün 
precepto de la ley no lo impide" (canon 1.567). 

Ya expusimos anteriormente el concepto de conexión y de continencia. 
Por lo que dejamos dicho y por lo que diremos se verá lo confuso y poco 
exacto que resulta, sobre todo en orden a la prórroga de la competencia, 
mantener la fórmula del Derecho antiguo, como hace el P, VIDAL, con es- 
tas palabras: "Causae, quae inter se sunt conexae, sive ratione persona- 
rum, sive ratione rei, sive ratione quaestionis praeiudicialis, sive actionis 
generalis, ab uno eodemque iudice ecclesiastico cognoscendae sunt" (21). 
La prórroga legal de la competencia no puede fundarse sino em la verda- 
dera conexión de causas, que solamente existe cuando hay comunidad de 
elementos causales o materiales. Cualquiera otra fórmula que se aparte de 
este concepto o es inexacta o es superflua. 

Disputábase en el antiguo Derecho canónico si existia o no verdadera 
obligación de llevar al mismo tribunal todas las causas conexas entre sí 
mientras alguna de ellas estuviese pendiente (22). En el Derecho vigente 
hay también algunos autores, como CoRONATA (23) que juzgan no constar 
de esta obligación. Nosotros creemos estar fuera de duda que la prescrip- 
ción canónica es rigurosamente preceptiva tanto para el juez como para 
las partes contendientes: "las causas conexas entre sí han de ser juzgadas 
por el mismo juez—ab uno eodemque iudice—” (can. 1.567). 

Las razones de esta prescripción son obvias y se hallan universalmen- 
te reconocidas; pueden reducirse a dos capítulos: la llamada economía pro- 
cesal, que se obtiene mediante la reunión de las causas en un solo proceso, 
y el peligro de conflicto en las sentencias dadas por diversos tribunales en 
causas conexas. "Causae enim naturaliter conexae—escribe el Cardenal 
Leca—facilius expediuntur ab uno iudice, seu evitantur inutiles circuitus, 
et definitiones inter se parum cohaerentes, evitantur maiores expensae et 
temporis dispendia" (24). Pero acerca de las dos razones que justificam e 
imponen la identidad del juez (idem iudex) y la identidad del proceso (si- 


sip ang NP al 
(90) Cfr. F. DELLA Rocca: Istituzioni di Diritto Processuale Canonico (TOrino, 1946), pp. 38, 39 
(91) WERNZ-VIDAL: Ius Canonicum, De Processibus, n. 61. 
(22) NOVAL: De Processibus (Roma, 1920), n. 88. 
(93) CORONATA: Institutiones Iuris Canonici, ed. 2.2 (Taurini, 1941). n. 1. 
(24) Card. LEGA: Praelectiones de iudiciis, 1. I, vol. I (Roma, 1898), n. 
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multaneus processus) en las causas conexas, es fácil observar que la razón 
de la economía procesal lleva a la exigencia de un proceso único en todas 
las causas conexas, mientras que la segunda y principal razón—comflicto 
de sentencias—queda satisfecha con la sola identidad del juez o tribunal 
aun sin unidad de proceso. De esta consideración surge la duda sobre si 
las palabras de nuestro Código “ab uno eodemque iudice cognoscendae sunt 
causae inter se conexae" exigen sólo la identidad del juez, conforme al 
sentido literal del canon 1.567, o deben comprender también la identidad 
del proceso, de forma que todas las cuestiones conexas queden resueltas en 
una sola sentencia definitiva. Opinamos que el legislador eclesiástico ha 
querido conseguir también la economía procesal y por lo mismo ha im- 
puesto no sólo la identidad del juez, sino también, aunque secundariamen- 
te, la identidad del proceso, que mejor llamaríamos simultaneidad, puesto 
que, así como las causas conexas son en realidad distintas, el proceso y la 
sentencia no pueden menos de ser virtualmente múltiples, Para lograr la 
unidad material del proceso o, al menos, que la sentencia sea formalmente 
ünica, será a veces necesario suspender el curso ya adelantado de la causa 
primeramente introducida, procurando que, cuanto antes, los procesos de 
las dos causas conexas se junten e inserten el uno en el otro o caminen si- 
quiera paralelamente hasta que lleguen a converger en la solución final. 


Si los procesos de las causas conexas fueron incoados separadamente 
y de esta manera se llega a su conclusión mediante sentencias diversas dic- 
tadas por uno o por diversos jueces, debe mantenerse la validez jurídica 
de las dos sentencias contrarias entre sí. Pero obrarán ¡legítimamente tanto. 
el juez que ex officio no revelase su incompetencia actual por motivo de 
la conexión de la segunda causa con la pendiente ya ante otro juez, como 
las partes que de mala fe pretendiesen separar procesalmente las causas co- 
nexas o no presentasen amte el segundo juez la exceptio conexionis decli- 
natoria del fuero. 

En cuanto al tiempo de proponer contra el juez la excepción dilatoria 
de incompetencia relativa, resultante de la conexión de las causas, están de 
acuerdo los canonistas en admitir que, no obstante lo que prescribe el ca- 
non 1.628, $ 1, puede y debe proponerse aun después de la litiscontestación, 
porque la prescripción del canon 1.567 es terminante y absoluta en lo que 
al tiempo se refiere: "las causas conexas entre sí han de ser juzgadas por 
el mismo juez". Por esta misma razón y porque el juez está obligado a su- 
plir las pruebas y excepciones de las partes siempre que lo reclame el bien 
püblico (can. 1.619, $ 2), como en el presente caso, el juez debe revelar su 
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incompetencia en cualquier momento dentro del proceso, aun después de la. 
litiscontestación. 

Es manifiesto que, al prescribir muestro Derecho la identidad del juez 
en todas las causas conexas que simultáneamente se introduzcan o se ha- 
llen pendientes, no se trata de la identidad de la persona del juez—aunque 
esto sería más conveniente—, sino de la identidad del tribunal, sea éste 
ordinario o delegado. Por esta causa el juez delegado, si expresamente no 
se contrae su potestad, debe considerarse investido de poder para juzgar 
todas las causas conexas, de igual manera que el juez ordinario, aunque 
para ello sea menester la prórroga de la competencia originaria. 

La doctrina que acabamos de exponer acerca de la influencia de la co~- 
nexión de las causas en la prórroga de la competencia y simultaneidad de: 
los procesos debe entenderse, claro está, de la conexión propiamente dicha, 
que es la objetiva (título o causa y objeto del proceso), no de la conexión 
impropia, es decir, de la simple acumulación de causas diversas por un 
mismo autor contra el mismo reo ante el mismo tribunal (can. 1.669). Vol-- 
veremos luego sobre este punto al aplicar la doctrina general expuesta a. 
cada una de las principales figuras de conexión. 


2. La ley de la prevención.—Si la conexión objetiva de las causas 
es el principio determinante de la prórroga de la competencia territorial, 
el criterio para realizarla lo hallamos en la ley de la prevención o prioridad 
judicial. Cuando el juez ante quien se demanda en las causas conexas es 
originariamente o por título propio competente, no hay prórroga de com- 
petencia, pero sí puede haber derogación de la competencia de otros jueces 
igualmente competentes. Aquí entra ya en juego el principio de la preven- 
ción: “Por razón de la prevención—dice el canon 1.568—, cuando hubiere 
dos o más jueces igualmente competentes, tiene derecho a juzgar la causa 
el que primero citó legítimamente al reo.” 

La prórroga de la competencia tiene lugar cuando un juez es compe- 
tente en una de las causas conexas, pero no en las otras. Entonces, a fin de 
que las causas conexas no se separen en el orden procesal, se prorroga la 
competencia del juez competente en una de esas causas a todas las demás. 
Pero como de aquí resulta frecuentemente que son varios los jueces que 
vienen a hacerse competentes respecto de todas las causas conexas entre: 
sí y, por otra parte, las causas no pueden ser juzgadas más de una vez en 
un tribunal del mismo grado, la competencia se concentra prácticamente en, 
un solo juez, que es a quien, de hecho, se concede el beneficio de la pró- 
rroga de la competencia para todas las causas conexas. Este juez se deter- 
mina, entre todos los competentes por titulo propio en alguna de las cau-- 
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sas conexas, aplicando la ley de la prevención. Si posteriormente los demás 
jueces intentaren juzgar alguna de las causas conexas en que de por sí eran 
competentes, deberán ser rechazados con la excepción de conexión o con la 
de litispendencia: con la primera, si esa misma causa conexa no ha sido 
llevada todavía al tribunal que primeramente avocó a sí una de las causas 
conexas; con la segunda, si esa misma causa conexa ya ha sido objeto de 
demanda y citación. La excepción de conexión produce incompetencia rela- 
tiva, la de litispendencia es causa de incompetencia absoluta en el segundo 
juez. 

La causa conexa que primeramente se propone atrae a sí y determina 
la competencia de todas las demás que al mismo tiempo que ella se intro- 
ducen o están pendientes, prescindiendo de su mayor o menor importancia 
sustantiva y atendiendo sólo al modo procesal de introducir las causas: 
la causa que primeramente se propone en orden a su propia y defimitiva 
resolución por sentencia judicial es causa principal y cualquiera otra cau- 
sa, aunque en sí más importante, debe ser tratada como accesoria para los 
efectos de la competencia. 


3. Límites de la prevención y de la umdad procesal.—El canon 1.567, 
al mismo tiempo que establece la norma reguladora del influjo de la come- 
xión de las causas en la competencia judicial, señala sus limites: "nisi legis 
praescriptum obstet". 

Existe un obstáculo legal infranqueable para la identidad del proceso, 
no obstante la conexión de las causas, cuando éstas, aisladamente conside- 
radas, se hallan situadas no sólo em campos de competencia judicial diver- 
sa, sino en diverso ámbito jurisdiccional, por pertenecer una a la jurisdic- 
ción eclesiástica y otra a la civil. En este caso rigen los principios que 
establece el canon 1.553, aunque la reconvención de los clérigos ante el 
tribunal civil puede ser una excepción. 

Aun dentro de la jurisdicción eclesiástica, el principio de la unidad 
procesal por causa de la conexión tiene límites insuperables. Tales son los 
limites o criterios que producen la incompetencia absoluta. Primeramente, 
el criterio funcional o de la jerarquía de los tribunales, por el cual una 
causa que haya de obtener sentencia definitiva (canon 1.868, $ 1) no puede 
unirse a otra sobre la que ya ha recaído sentencia en primera instancia, 
cuando por este motivo la segunda causa habría de carecer de sentencia en 
el primer grado que le corresponde (canon 1.570 ss.). Lo mismo debe afir- 
marse de los límites que impone el criterio absoluto que se funda en la dig- 
nidad de las personas (can, 1.557), y el criterio material o fundado en la 
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naturaleza del objeto controvertido, como son las causas mayores, reser- 
vadas al Romano Pontífice (can. 220) y las causas reservadas al Tribunal 
del Santo Oficio (can. 247). 

También en la esfera de la competencia relativa o territorial pueden 
levantarse obstáculos a la prórroga de la competencia y a la unidad pro- 
cesal por razón de la conexión. Aquí nos hallamos ante dos preceptos al 
parecer contrarios: el del canon 1.567, que dice: “las causas conexas entre 
sí han de ser juzgadas por el mismo juez", y el del canon 1.560, en el que 
se enumeran cuatro causas que tienen un fuero necesario, “forum rece- 
ssarium habent". No podemos afirmar, de plano, como hace Monseñor Ro- 
BERTI (25), que, siendo este fuero necesario territorial y, por lo mismo, 
prorrogable, prevalece de hecho el principio general de la conexión con su 
fuerza de atracción sobre las demás causas. Es verdad, alegamos nosotros, 
que el fuero necesario del canon 1.560, por ser territorial, es siempre vá- 
hdamente prorrogable, con tal que no obste otro límite absoluto; pero de 
aqui no se sigue que la prórroga pueda realizarse legítimamente en fuerza 
de la conexión de las causas. Este es el thema probandum. Ante los precep- 
tos contrarios del canon 1.560 y del canon 1.567 juzgamos, con NovAL y 
CORONATA (26), que prevalece la prescripción del canon 1.560, por ser esta 
prescripción más especial que la del canon 1.567 (generi per speciem dero- 
gatur) y porque las razones que han movido al legislador a reservar a un 
tribunal especial las causas conexas del canon 1.560 son más poderosas que 
la conveniencia de unidad procesal que se deriva de la conexión. Por otra 
parte, el canon 1.560, al decir "forum necessarium habent", no añade la 
cláusula restrictiva "nisi legis praescriptum obstet", como lo hace el canon 
1.567. Por donde se ve que entre las formas del criterio territorial o com- 
petencia relativa prevalece siempre el fuero necesario. 

Por el contrario, no creemos que constituya obstáculo legal para la 
unión de las causas conexas el hecho de que éstas sean una criminal y otra 
contenciosa, siempre que procedan del mismo hecho delictivo. Estas cau- 
sas se hallan vinculadas en fuerza de un mismo título (“ex delicto oritur... 
utraque actio", dice el canon 2.210), y el mismo tribunal que juzga la 
causa criminal puede, conforme añade el $ 2 del mismo canon, a instancia 
de la parte lesionada, conocer e intervenir en la acción civil (27). No opo- 
niéndose ninguna ley a la unidad procesal de estas dos causas, la unión se 
hace obligatoria en virtud del canon 1.567. Siempre, claro está, en las 


(25) ROBERTI: De Processibus, vol. I, ed. 2.2, n. 79, II, b. 
(26) NOVAL: De processibus, n. 88; CORONATA: Institutiones Iuris Canonici, vol. UI, De pro- 


wessibus, ed. 2.2 (Taurini, 1941), n. 1107. ] 
(97) F. DELLA Rocca: Istituzioni di Diritto Proc. Canonico (Torino, 1946), n. 56, p. 122. 
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causas criminales deberá observarse la tramitación propia de ellas. Resulta 
extraña y confusa la sentencia opuesta de ROBERTI, cuyas palabras trans- 
cribimos: “Actio contentiosa et criminalis non sunt tantum actiones co- 
nexae, sed essentialiter differunt sicut relativae iurisdictiones; ideo Codex. 
non praecipit unionem harum causarum (can. 2.210, $ 2)" (28). 


4. Prórroga de la competencia en cada una de las figuras principales 
de conexión.—Expuesta ya la doctrina acerca de la influencia de la cone- 
xión de las causas en la prórroga de la competencia judicial, no carecerá 
de interés el hacer la aplicación de esa misma doctrina general a las figu- 
ras principales de conexión que anteriormente estudiamos. 


a) Conexión y continencia.—Declaramos anteriormente que los tér- 
minos conexión y continencia suelen considerarse como sinónimos en el 
sentido de simple conexión, rigiendo, por lo tanto, las normas de ésta. 
Pero se dan también casos de verdadera continencia de causas en sentido 
estricto, y entonces no puede aplicarse la ley de la conexión, sino la de la 
litispendencia, por tratarse de una misma causa parcialmente repetida..No 
hay, por lo mismo, prórroga de competencia, sino todo lo contrario, dero- 
gación de competencia para el segundo proceso, la cual puede hacerse valer 
mediante la exceptio litispendentiae o bien la exceutio lits finitae, según 
los casos. 


b) Conexión objetiva y subjetiva.—El mero nexo subjetivo en las 
demandas judiciales, bien sea que los litigantes se sitúen en idéntica o di- 
versa posición, no ofrece base suficiente para la prórroga de la compe- 
tencia. A tenor de este principio, la acumulación de causas por un mismo 
autor contra el mismo reo no produce la prórroga de la competencia, a 
no ser que las acciones acumuladas sean a la vez conexas entre sí. “El 
actor—dice el canon 1.669, $ I—puede demandar al reo haciendo uso de 


varias acciones a la vez... con tal que las acciones... no sobrepasen la com- 
petencia del tribunal.” 


Cierto que la reconvención o acción reconvencional prorroga la com- 
petencia relativa, pero en esta acción, además del nexo subjetivo, hay 
otro elemento objetivo que relaciona una causa con otra y establece entre 
ellas una conexión también objetiva, al menos virtual. La reconvención, 
conforme ya anteriormente advertimos, implica, en Derecho canónico, la 
idea de compensación entre la primera petición del actor y la réplica del 
demandado, Sin la compensación no hay auténtica reconvención, aunque 


(28) ROBERTU 1. c., n. 79, p. 219, nota I. 
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la segunda demanda se presente revestida de la forma externa de la re- 
convención. 

Cuando el demandado reconviene al mismo actor, podemos distinguir 
tres casos: primero, que entre ambas demandas medie conexión objetiva; 
segundo, que exista sólo compensación; tercero, que la segunda demanda 
se presente en forma de reconvención, pero sin conexión ni compensación 
en su contenido. En el primer caso, la prórroga de la competencia debe 
hacerse siguiendo las normas de la conexión (canon 1.567). En el segun- 
do, la prórroga de la competencia se rige por las leyes propias de la recon- 
vención (cáns. 1.690-1692). En el tercer caso, no puede admitirse ninguna 
forma de prórroga, ni siquiera las dos causas pueden tramitarse con- 
juntamente. 

La razón de la simultaneidad de los procesos en la acción reconven- 
cional, cuando no hay conexión directa, sino tan sólo compensación, es la 
economía procesal, no el peligro de conflicto en las sentencias, puesto que 
el objeto de la controversia es materialmente diverso. 

En cuanto a la extensión de la prórroga de la competencia a que puede 
dar lugar la simple reconvención—sin conexión objetiva directa—debe te- 
nerse presente lo que prescriben los cánones 1.690 y 1.691. En el $ 2 del 
canon 1.690 se excluye la reconvención contra la reconvención, a fin de 
que el proceso no se prolongue indefinidamente. El canon 1.691 establece 
lo siguiente: “La acción reconvencional puede tener lugar en todas las 
causas, excepción hecha de las causas de expoliación; pero no se admite 
en las causas criminales, sino en conformidad con el canon 2.218, $ 3.” 
Finalmente, el canon 1.692 obliga a proponer la acción reconvencional en 
el mismo tribunal ante quien se entabló la acción principal, aunque sea 
delegado tan sólo para una causa o, por otra parte, incompetente, mien- 
tras no lo sea con incompetencia absoluta. Sobre la reconvención de un 
clérigo ante el tribunal laico, es bien conocida la cuestión planteada por los 
autores, y por este motivo nos abstenemos de tratarla aquí. 


c) Subordinación y coordinación de causas.—Hemos afirmado poco 
ha que, en Derecho canónico, diversamente de lo que se admite en algu- 
nos Códigos civiles de Derecho procesal, la valoración sustantiva de las 
causas conexas no influye en la determinación de la competencia judicial. 
La vis attractiva no se ejerce por la causa objetivamente principal sobre 
la subordinada, sino indistintamente por una o por otra, conforme al prin- 
cipio de Prevención, es decir, por la primeramente introducida sobre la 
propuesta también, dentro de la misma instancia y con los límites ya seña- 
lados. Lo dicho tiene también aplicación en el supuesto de que una causa 


ee ct 


MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F. 


conexa sea prejudicial respecto de otra, por lo que a la prórroga de la 
competencia se refiere. No se opone a esta afirmación lo que previene el 
canon 1.632 al decir que "siempre que, después de propuesta la cuestión 
principal, surgiere una cuestión prejudicial, esto es, de cuya solución de- 
penda la cuestión principal, ha de ser la prejudicial resuelta por el juez 
antes que todas las otras". Esta prescripción canónica no autoriza a pro- 
rrogar la competencia a favor del juez que normalmente debe resolver la 
causa principal o final, sometiendo al mismo la causa prejudicial, ni per- 
mite la acumulación de los procesos si no es cuando media la razón de la 
conexión objetiva. El canon 1.632 presupone que se trata de un solo pro- 
ceso y que el juez es ya competente en ambas cuestiones, Entonces, dice 
este canon, la cuestión prejudicial—cualquiera que sea el orden con que 
las peticiones han sido hechas—debe resolverse por el juez antes de las 
otras. 

Las causas incidentales se rigen por normas distintas y más amplias 
que las causas conexas. Toda causa incidental, es decir, la que lógicamente 
incide en la causa principal, aunque no sea estrictamente conexa con ella. 
puede ser resuelta incidentalmente en orden a la sustanciación del juicio 
—no con sentencia definitiva—por quien decide la causa principal, si es 
que la ley no lo prohibe. La mera incidencia prorroga, pues, la compe- 
tencia del.juez, si a ello no se opone una prescripción legal en el sentido 
que expusimos al comentar el canon 1.567. Si la prórroga no puede tener 
lugar y la cuestión es prejudicial, deberá suspenderse el proceso principal 
hasta tanto que el incidente sea resuelto por aquel a quien competa. Para 
que la cuestión incidental se convierta en causa autónoma sobre la que 
pueda recaer sentencia definitiva, es preciso que el juez tenga competencia 
directa o siquiera a título de verdadera conexión. 

Respecto de las excepciones, dice el canon 1.669, $ 2: "Al reo no se 
le prohibe acumular excepciones, aunque sean contrarias." En este canon 
mo se opone al uso o alegación de excepciones el limite de la competencia 
judicial que el mismo canon, $ I, pone al uso de las acciones. El juez que 
es competente para conocer de una acción lo es también para juzgar de 
todas las excepciones con que el reo quiera defenderse, con tal que no 
exceda la finalidad y modo de proceder propio de las excepciones. Siendo, 
pues, general y ordinaria la competencia del juez para conocer de las ex- 
cepciones como instrumentos de defensa, de igual manera que lo es en 
cuanto a las pruebas del actor, no puede considerarse que en estos casos 
haya nunca prórroga de competencia. 
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C) Prórroga abusiva de la competencia y sus remedios 


La conexión de las causas puede frecuentemente dar lugar a conflictos 
de competencia, que deben solucionarse a tenor del canon 1.612. Y no 
sólo a conflictos, sino a abusos de competencia. Estos abusos consisten en 
que asuma la causa un juez que carece de competencia o, por lo menos, tie- 
ne prohibido legalmente su ejercicio, o, al contrario, en que un juez com- 
petente se niegue a dirimir el litigio que se le presenta (cáns. 1.608-1.611). 

La responsabilidad del abuso de competencia recae sobre el mismo juez, 
si procede temerariamente al aceptar o rechazar la causa conexa o bien no 
revela a tiempo su incompetencia. Entonces tienen aplicación las sanciones 
previstas en el canon 1.625. 

Mas, aparte de la acción personal contra el juez por el abuso de com- 
petencia en las causas de conexión, interesa conocer los remedios que pue- 
den emplearse en orden a la misma sentencia dada por un juez incompe- 
tente. Debemos distinguir los dos casos de incompetencia, la relativa y la 
absoluta. En el primer caso, la sentencia es válida, pero injusta. Contra 
ella cabe el remedio ordinario de la apelación, y si ésta no tiene lugar, el 
extraordinario de la restitución iw integrum, con tal que la infracción de 
la ley procesal sea evidente (can, 1.905, $ 2, 4.°). 

Si la incompetencia del juez es absoluta, la sentencia es nula con nuli- 
dad insanable, y contra ella puede entablarse la querella de nulidad con 
arreglo a los cánones 1.892 y 1.893. 
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LA UNIFICACION INTERNA 
DEL DERECHO Y LAS COLECCIONES 
ANTERIORES A GRACIANO 


La obra de unificación interna del Derecho, de su armonía, de su 
coherencia, es un resultado exclusivo de la ciencia, a partir de Graciano. 
La época anterior ha sido realmente acientífica; los inventos, que luego 
recoge el Maestro de Bolonia y convierte en un tratado sistemático del 
Derecho canónico universal, no han tocado totalmente el problema. 

En el período patristico, la ciencia canónica no era algo independiente 
de las otras ciencias sagradas; las escuelas de Antioquia y Alejandría se 
daban principalmente al estudio de la Escritura. El conocimiento de los cá- 
nones y la vigilancia sobre su aplicación estaban sometidos a los Obispos; 
luego, al aparecer las primeras colecciones de la disciplina emanada de los 
Concilios, se encomendó su estudio a los sacerdotes (184). 

Las colecciones sistemáticas: Statuta Ecclesiae, Breviatio canonum 
Ferrandi, Concordia Oresconi, Capitula Martini, Hibernensis, Hispana 
Systhematica, señalan unos intentos lejanos de ciencia, al agrupar por 
materia los cánones. 

ISIDORO DE SEVILLA ejerce gran influjo en las costumbres germanas 
y disciplina eclesiástica por sus Etimologías, que han servido durante 
mucho tiempo para el estudio del Derecho romano, y por los tres libros 
de las Sentencias (185). 

Las escuelas carolinas recogen el deseo de Celestino; las glosas de 
Floro Lugdunense y las de la Dionisio-Hadriana, al final del IX, mani- 
fiestan los intentos científicos de aquel tiempo. Con Burcardo Werma- 
tiense se inicia la solución de las contrariedades que ha de persistir hasta 
Graciano; al final del XI se piensa en las síntesis y se recurre a los diver- 


(184) “Nulli sacerdotum suos liceat canones ignorare”. Celestino 1.0 (422-432) a los Obis- 
pos de Apulia y Calabria (MANsI: Conc. Col., IV, 469). “Sciant ascerdofes scientias sacras et 
canones". Conc. IV de Toledo, can. 95. Lo que se repetirá en el tiempo carolino para inculcar 
el conocimiento de los cánones. Cfr. VAN HovE: Prolegomena, p. 414. 

(185) No siempre es claro el pensamiento de Isidoro, v. 8T., al dar varias definiciones de la 
costumbre en “Ethimologiae”, II, c. 10, nn. 2 y 3 (P. L., 89, 131), y en “Differentiarum”, I, 
c 399 (P. L., 83, 45). 
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sos medios dialécticos e históricos para resolver el problema. Con Gra- 
ciano se llega a la sistematización y se realiza la primera concordia de 
todo el Derecho (186). 

En el largo período de los doce primeros siglos la labor de unificación 
interna de la disciplina ha seguido una trayectoria ünica; pero en ella es 
fácil distinguir los diversos tramos que responden a otras tantas circuns- 
tancias diversas, según la necesidad de cada uno de los períodos. Las co- 
lecciones son eco de la oscuridad y de la falta de armonia, e intentan, 
segün sus posibilidades, corregir todas las sombras que impiden la pre- 
cisión y la claridad de los cánones. 

TOM 


o 


1.° Las Colecciones hasta la época Carolina y la unificación interna. 


Hasta Gelasio el derecho fragmentario se nutre de tradiciones, pero Ía 
unidad con Roma en Occidente impide diferencias graves y notables; 
con todo, no puede pensarse en una disciplina comün; en el siglo V y 
primera mitad del VI la actividad particular se empieza a considerar como 
nociva; la costumbre cede a la ley dada por la autoridad competente (187). 
Las colecciones de este periodo “se hacen índices de la evolución del De- 
recho" (188), y, sustituyendo los usos inciertos por la ley, contribuyen a 
la claridad legislativa. 

Uno de los cometidos de Roma al final del siglo V fué defender de 
las mültiples fuerzas de corrupción y dispersión los textos del antiguo 
Derecho; ellas aparecieron en las versiones. Es cierto que éstas se hicie- 
ron en su mayor parte con el fin práctico de facilitar el estudio y conoci- 


(186) KURTSCHEID-WILCHES, 0. €., pp. 215-230. 


(187) La legitimidad de la costumbre persevera, sin embargo, a través del Medioevo (cfr. 
texto de Basilio en Graciano: D. 11, €. 5) con las condiciones romanas que los canonistas hi- 
cieron suyas, y así jamás se admitió sin la intervención del Romano Pontífice o de los Obispos. 
Su valor legal, sin embargo, le viene de fuera: o porque es conforme a la tradición apostó- 
lica a la verdad, a la razón O sirve a la utilidad pública. En los primeros tiempos, identificada 
con la tradición, se la consideraba más como un hecho que como un derecho. Las condicio- 
nes respecto del tiempo son imprecisas. Su configuración como fuente material es la re- 
suliante de dos fuerzas: del Derecho romano, que ejerce su influencia en los espíritus 
selectos, sobre todo a partir del siglo VI, invocando los derechos de la razón y de la au- 
ioridad de la Iglesia, que limita esa razón por la verdad revelada. 

Solamente en el siglo XIII se presentará una doctrina coherente—proposición de ma- 
gisterio—, para que dos siglos posteriores elaboren una teoría sistemática—razones doctri- 
nales—. De Otra forma, la Iglesia, al principio, se limitó a pronunciar la validez o invalidez 
de una costumbre que nace en ella o en sociedades diversas, teniendo en cuenta el dogma, 
la moral y la unidad disciplinaria. La falta de sistema permite la existencia simultánea de 
muchas costumbres, aunque no fueran reconocidas oficialmente como derecho de la misma 
Iglesia. 

(188) STICKLER: Historia Fontium, p. 29; RENÉ WERHLE: De la coutume dans le Droit ca- 
nonique (París, 1928), p. 424. 
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miento de los cánones griegos (189), pero pocas se libraron de interpre- 
taciones tendenciosas que creaban la confusión normativa o, al menos, dada 
la libertad en tratar los textos, ponían en evidencia la diversidad tex- 


tual (190). 

De todas ellas, en lo que a claridad se refiere, la de Dionisio aventaja 
en conjunto a las demás (191). Podía preguntarse, sin embargo, la opi- 
nión de Dionisio respecto del valor jurídico de las Decretales pontificias. 
PITRA reconoce la dificultad de explicar cómo el Exiguo se contenta con 
recoger 39 documentos pontificios de los 160 conocidos (192), sobre todo 
teniendo en cuenta la advertencia de Dionisio, quien asegura haber puesto 
todo esmero en coleccionarlas (193). Los protestantes han querido ver en 
la reducción y, sobre todo, en la separación de las Decretales de los Cá- 
nones un argumento en favor de la falta de autoridad legislativa de los 
documentos del Romano Pontifice (194). 


(189) Así lo reconoce para la Dionisiana Lackics: Praecg., Juris Univ. ed. cit., p. 33, 
$ XXVII. En cuanto a Marín de Braga, el Praefatio es suficientemente claro: “et propterea 
in ipsis canonibus aliqua simplicibus videantur oscura ideo visum est ut cum omni dili- 
gentia..., simplicius et emendatius restaurem”. 

(190) Diversas versiones de Nicea, MAASSEN, O. C., 904-938, y HEFELE-LECLERCQ: Histoire 
des Concils, I, 2.2 pars, appendix VI, pp. 1182-1202, recogidas en numerosos ms. Cfr. MAAS- 
SEN, ibid., p. 8. Diferencias entre la Isidoriana y Vulgata, ibid., pp. 14-15. 

Por lo demás, al hablar de la autenticidad, señalamos las interpretaciones tendenciosas de 
da Prisca y otras respecto de los cánones de Nicea. Marín contradice el can. 10 de Ancira, 
que permite permanecer en el ministerio a los diáconos que manifestaron deseo de contraer 
matrimonio, mandando en el can. 29 que sea depuesto y separado del clero si lo contrae. Las 
colecciones recogen más o menos estas divergencias. Cfr. HEFELE-LECLERCO: Histoire. III, 
2.4 pars., 1149-1158. La misma Epitome contiene lecciones divergentes de Nicea, tomadas 
de las versiones galo-romana primitiva y de la Abreviatio Rufini. 

(191) Cfr. PHILLTFPS: Du Droit canonique (traduc. cit, p. 27), y FF. BALLERINI: De antiq. 
collect. et col. canonum (inter Opera Leonis Magni), vol. VIII, pars. 3.2, c. I; De col. Diony- 
sii, P. L., 56, 200, “Dionysiana versio, videtur esse accuratior et veris magis affixa; sed 
&ltera—Conc. Chalced.—est elegantior et verba quaedam si alicubi dissimulet, alibi senten- 
tiam veram canonis, alioquin oscuri, patefacit”. P. DE MARCA: Dissertationum..., c. MI, n. 1, 

. 139; 
s Las diferencias entre la Prisca y los Statuta Hipponensia no son obra de Dionisio, sino 
de los Sínodos y Concilios; “fuit certe illud ab omni aevo episcoporum jus coque usos 
fuisse Afros exploratum est ut quae decreta sanxerat quaedam» provintiajis synodus ea non 
admitterent in pleniori vel generali nisi prius ad examen revocata, suis vel firmassent 
calculis vel emendationibus in melius reformassent". (CousTANT: Epist. Rom. pont., p. C, 
n. 117. En cambio, omitió los Hiponenses que inducían oposición, separándolos de los de 
Cartago (COUSTANT, ibid., p. XCIII). 

(192) Analecta Novissima, I, p. 37. 

(193) “Qua valui cura diligenter collegi." “Praefatio”, P. L., 67, 231. Las colecciones 
canónicas, cuando quieren completarse, lo hacen añadiendo las Decretales del Obispo de 
Roma. Así, la 1.2 colección de Decretales, reducida a cuatro de Inocencio y aumentada luego 
con las de Siricio y Celestino, fué llevada a Arlés y se insertó como estaba en la Quesnelliana 
bajo el título “Incipiunt Epistolae Decretales diverssorum episcoporum”, título al que se 
aproxima el de la Hispana. La misma unión aparece en la Corbejense y luego en la Hispana. 

(194) Reconociendo MASTRICHT el deseo antiguo de que se recibiesen con reverencia 
(“Decretales epistolae venerabiliter suscipiendae”, Sínodo de Roma, 494, D. 15 Gratiani: 
Sancta Romana, 8 16: “Item Decretales epistolae..." Se dijo esto, añadimos nosotros, ya 
antes, bajo León 1. P. L., 54, 614), insiste en la desigualdad legal respecto de los opúsculos 
€e los Padres “qui in Ecclesia recipiuntur”. Dionisio, continúa, no los quiso colocar entre 
los cánones; el primero que 1o hizo fué Cresconio, pero la Iglesia oriental no lo aprobó, 
limitándose a admitirlos no como autoridad legal, sino como utilidad práctica en las con- 
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La razón, sin embargo, de este modo de proceder del Exiguo no pue- 
de buscarse en su concepto depreciativo de las Decretales, sino en el mis- 
mo fin que pretende: el de dar a conocer aquellas que eran de mayor uti- 
lidad (195). Aunque la formulación explícita del valor legal, en plano de 
igualdad para las Decretales y cánones, sea de la Hispana, ninguna colec- 
ción precedente dudará del valor legal de los documentos pontificios (196), 
luego que éstos entraron a formar parte de las colecciones canónicas (197). 

Aün más, el ejemplo de Dionisio influye en Oriente, mediante Cres- 
conio, para que los "responsa patriarchalia" empezaran a conservarse y 
urgirse, La Colectio Trullana extenderá así el concepto de fuente de de- 
recho y dará autoridad a los 12 Padres orientales, sustituyendo las Decre- 
tales pontificias por las Epistolae canonicae Patrum Orientalium (198). 

En este sentido, pues, Dionisio no es más que un testimonio de gran 
influencia ciertamente, en la apreciación exacta del valor juridico de las 
Decretales. Pero el Exiguo y las colecciones que han sido influenciadas 
por él tienen otra aportación en favor de la claridad del Derecho. Las 
series oriental, africana y romana preveían los peligros de la dispersión 
territorial, de la variedad y confusión de costumbres, de las normas sin 
control, fijando, jerarquizando y unificando los principios (199). Es cier- 


iroversias disciplinares y dogmáticas. Luego, los Libri Canomum y las Pseudoisidorianas las 
recogen y transmiten a Graciano. Cfr. MASTRICHT, 0. €., p. LXXV,, n. 337. Considerados pues, 
como simples respuestas al principio, obtuvieron luego fuerza legal al ser recogidos en 
el Corpus Juris y propuestos a los fieles, de la misma forma que los “responsa prudentum" 
la obtuvieron al ser insertos en el Corpus civile. Cfr. ibid., nota 41. 

(195) KURSCHEID-WILCHES, 0. C., p. 88. 

(196) El mismo MasTRICHT lo reconoce al admitir que por el Exiguo las Decretales omi- 
tidas en los antiguos colectores *synodorum contenti regulis" adquieren valor especial (ibid., 
p. XXXIII, n. 75). Por lo demás, el “Praefatio” de Dionisio (P. L., 67, 231), en quien se 
inspira el de la Hispana (SEJOURNÉ: Saint Isidore... p. 304. MAASSEN: Geschichte..., p. 690), 
es suficientemente claro: “Nihil prorsus eorum quae ad ecclesiasticam disciplinam omittit 
inquirere, praeteritorum Saedis Apostolicae praesulum constituta" (luego considera los do- 
cumentos pontificios en orden a la disciplina) *qua valui cura diligentia collegi... eo modo 
quo dudum de graeco sermone transferens canones... ordinarem”. Sin una afirmación explí- 
cita, la igualdad de los cánones aparece en las misma diligencia del colector y en la alusión: 
a los Concilios recogidos en su Collectio-Versio. El mismo Dionisio habría conseguido de 
Hormisdas el que declarase auténticas sus 39 Cecretales (SEJOURNÉ, ibid., p. 303). 

(197) La primera colección oficial de Decretales para uso de los Obispos, jueces ecleiás- 
ticos y maestros realizada por los Romanos Pontifices es obra de Inocencio III, quien en 
1210 envía su Compilación a Bolonia con la Bula Devotioni vestrae, “... eisque absque quodlibet 
dubitationis scrupulo uti possitis". El deseo, en cambio, de restaurarlas se remonta al 
final del siglo IV, bajo Dámaso (cfr. CousTANT: Epistolae..., col. 500). Las colecciones 
no fueron insensibles frente a ellas. En la Galia las recogen los Canones Urbicani y 108 
Statuta Ecclesiae Antiquae (P. L., 67, 950 ss.) que influyen en la legislación local (cfr. Cone. 
Agathen., can. 9: “Placuit... ut Papae Innocentii ordinatio et Siricii episcopi auctoritas... 
servetur"). H. TH. BRUNS: Canones Apostolorum et Conciliorum veterum saeculorum, IV-VII 
(Berolini, 1839), vol. II, p. 148. 

Desde entonces, las colecciones todas recogen algunos de los documentos pontificios, 
«dándoles valor legal. Cfr. VAN Hove: Prolegomena, art. 2: “De actibus Romanorum Pontifi- 
cum”, pp. 136-142, n. 134;. pp. 138-139. 

(198) STICKLER, 0. C., p. 68, y MASTRICHT, O. C., D. 187. 

(199) Le Bras: Notes pour servir... (art. cit, pp. 509-510). 


A 


LA UNIFICACION INTERNA DEL DERECHO 


to que no realizan una jerarquía capaz de solucionar las oposiciones disci- 
plinares, precisamente por fallar la unificación externa o universalidad; la 
duda, común a los canonistas romanis del principio del VI, sobre la elec- 
ción de elementos para integrar el derecho universal y que los lleva a la 
traducción libre de los cánones y luego a las contradicciones, no puede ser 
fácilmente resuelta en medio de aquellas soluciones diversas, fruto de co- 
rrientes irreconciliables entre sí, antigua, romana, celta y visigoda. La falta 
de coherencia y armonía se impone, al no existir una fuerza centralizadora. 


En la segunda mitad del siglo VI, las disputas teológicas modifican 
las colecciones y amplian el concepto de fuente en Italia; los escritores 
eclesiásticos, la Teología, la Historia, textos de desigual procedencia y va- 
lor, encuentran un hueco en los que han cambiado su cometido de juristas 
por el de apologistas e historiadores. Las mismas Decretales adquieren 
una diversidad de nombres, en las colecciones menores, que oscurecen su 
valor decisorio (200). La discordamcia que ya apareció en la primera mitad 
de este siglo se agravará luego en toda la época de diversidad regional 
por la libertad en tratar los textos, que llega a excluir, reducir e interpolar 
cánones y Decretales (201). 

La discordancia iniciada por las Versiones y sostenida por las colec- 
ciones locales (202), llega a su culmen con la separación de Oriente y Roma 
y con la recepción de la disciplina celta en el continente. 

El Concilio oriental de 691-602 ponia en conflicto a Constantinopla 
con Roma, aunque el problema quedaba aparentemente reducido a algunos 
puntos disciplinares muy concretos que no admitía el Occidente (203). Pero. 
la divergencia disciplinar era más profunda, habida cuenta del canon II 
del Quinisexto, que admitía unas fuentes de derecho rechazadas por Roma; 
a ellas pertenecían los Canones Apostolorum, la omisión de los Sardi- 

(200) «Epistolae» y “Epistolae Decretales", en la Dionisiana, ms. de Freising Vaticana. 
Sl Mauro, Coloniense y Albi. “Constitutio”, en la de Albi y Quesnelliana. “Auctoritas”, en 
el de Freising. *Rescriptum" y “Conmonitorium”, en la de Freising y Quesnelliana, “Epis- 
tolae tractatoriae”, en el ms. de Justelo. “Decretalia”, en la Corbejense. “Constitutum”, “Prae- 
cepta", “Regula”, en la forma bobiense-Dionisiana, etc. Cfr. MAASSEN: Geschichte..., p. 230. 


(201) Respecto de los Concilios de Valence (a. 374), de Voison (a. 442), de Agde, cfr. 
MAASSEN, 0. C., pp. 190-191, 193-194, 202-204. 

El contenido jurídico de las Decretales se altera. Cfr. FOURNIER-LE Bras: Histoire..., I. 
p. 29. Formas nuevas de la bobiense-Dionisiana en Italia, cfr. MAASSEN, 0. C., pp. 471-476. 

(202) La anarquía aparece principalmente en el fárrago de mmss. de Albi, 2 y 18, 38 y 
41; la colección de Angers, con la influencia irlandesa y del penitencial de Teodoro (cfr. De: 
l'influence de la collection irlandaise, en “Nouv. Rev. Hist. Droit t 25 11899 Pi ss., 10), 
aunque puciera haber sido interpolada (LE Bras: Notes pour Servia P- 177 es el primen 
esfuerzo en favor de la armonía. ; ; 

(203) Posibilidad de seguir viviendo maritalmente 3 los presbíteros y diáconos que se 
ordenaron después de haber contraído el matrimonio (can. 13), uniones ilícitas (can. 3), 
número de diáconos (can. 16), liturgia (can. 52), ayuno (can. 54), Objetos bendecidos pare 
los nuevos bautizados (can. 57), igualdad enire Roma y Constantinopla (can. 36-98 de Cal- 
cedonia). Cfr. DUCHESNE: L'Eglise du VI siecle (París, 1995), p. 178. 


<= 39557 — 


ROQUE LOSADA COSME 


censes, la adición del canon del Concilio bajo Nectario y las sentencias de 
los 12 Padres de Oriente (204). La colección Trullana se basa en este ca- 
non II, e inserta los 102 cánones del Quinisexto, donde aparecen leyes 
civiles que en nada disimulan la oposición con Roma. Desde entonces la 
disciplina oriental tendrá como sustrato comün este sínodo, las leyes im- 
periales y los decretos de los patriarcas (205). Las colecciones sistemáticas 
y los Nomocánones manifiestan estas características, A partir del cisma 
de Cerulario (1054) la disciplina oriental es invadida del césaropapismo. 
Las fuentes materiales de la Trullana, excluidos los cánones de Africa y 
los orientales, estaban en oposición con el criterio occidental (206). 

A la discordancia de Oriente hay que añadir la doctrina penitencial 
celta, subjetiva y contradictoria. 

Las normas insulares, de origen incierto, invaden el continente e in- 
troducen una disciplina en abierto desacuerdo con la de Roma en puntos 
fundamentales. 


(204) Los Romanos Pontífices nunca recibieron este Concilio “ex toto et sine clausulis 
approbationem coartantibus”. A. CounssA: Epitome Praelectionum de Jure Ecclesiastico Orien- 
tali (Cripthofferratae, 1948), p. 115; así, Sergio 1687-801) y Juan VII (705-707), Adrián I y 
Juan VIII los admiten con tal que no se opongan a los cánones anteriores, Decretos del 
Romano Pontifice, o a lås buenas costumbres (MANst: Col. Conc., XII, col. 982). 

(205) A GOUSSA; 0- C: p. 9. 

(206) Así, los Canones Apostolorum, rechazados por el Pseudo-Gelasio, anotados por Dio- 
nisio y excluídos por la Hispana, aunque en la vida, dada su utilidad, se sirviesen con fre- 
cuencia de ellos hasta Graciano. Los Sardicenses, unidos a los Nicenos en la colección llamada 
Romana, eran admitidos desde el siglo IV. Cfr. H. TOURNER: Monumenta..., I, fasc. 2, pars 7.3, 
p. 444 ss., y II, fasc. 1, p. 143; MAASSEN: Geschichte..., pp. 50-65; HEFELE-LECLERCQ: Histoire..., 
IIT, 1.149-1.158. 

El can. 28 de Calcedonia no era recibido en Roma. Cfr. HEFELE-LECLERCQ, O. C., II, 815-826, 
835-856; texto, sentido y origen del canon, en A. COUSSA, O. C., pp. 56-57. Oposición de los le- 
gados pontificios, en P. L., 54, col. 1084. Exclusión por León Magno y Gelasio, en P. L., 54, 
993-995, y P. L., 59, 102-103. 

Este canon se repite en el 36 del Trulano (B. PITRA: Juris ecclesiastici graecorum historia 
et documenta [Romae, 1864-1868], vol. II, p. 43), apoyándose en el principio laico de uve 
coincide el primado espiritual con la ciudad que posee el civil; sin embargo, el Trulano admite 
los Sardicenses, que propugnan el derecho de apelación en favor de Roma, “ob memoriam 
beati Petri, non ob civitatis primatum civile” (Pirra, ibid., p. 88), derecho que reconocerán 
también los comentadores bizantinos del Medioevo, excepto Zonarás y Balsamón, quienes lo 
entienden en favor de la *nueva" Roma, es decir, de Constantinopla. 

En cuanto a la autoridad de los Padres como fuente material de derecho, los orientales la 
utilizan desde Juan Escoiástico y,persevera hasta Focio (cfr. PITRA, o. C., vol. II, p. 537). 

Finalmente, las leyes civiles, a las que se recurría en defecto de legislación en Occidente, 
habían sico aquí tratados independientemente de los cánones y nunca fueron numerosas. MAAs- 
SEN (Geschichte... p. 308) demuestra que en las colecciones canónicas hasta el siglo IX se 
recogen solamente 27 cartas imperiales, si se exceptúa la Avellana, donde entran las Constitu- 
tiones y Rescripta de los emperadores romanos. 

Por lo demás, el césaropapismo de los emperadores bizantinos a partir del Henóticon de 
Zenón había suscitado protestas en Occidente, formuladas por Gelasio (a. 494) (cfr. THIEL: 
Epist. Rom. Pont., genuinae, n. 349 ss.). La afirmación occidental de que eran nulas las dispo- 
siciones civiles contrarias a los cánones (MANSI: Col. Conc., VII, 86, y HEFELE-LECLERCQ: His- 
toire.., IT, p. 715) y que los emperadores no debían disponer en los asuntos eclesiásticos 
(HEFELE-LECLERCQ, II, 967-968, y M. G. H. Auctores Anliquissimi, XII, 444, D. 96 Gratiani, cc. 1,' 
3, 5, etc.) eran una reprobación del modo de proceder de la Iglesia de Constantinopla. i 

Cuando en el siglo IX Zacarías conteste a Juan VIII, afirmará que la costumbre oriental 
de la elección de un laico para Obispo en nada debe ceder a la discipiina romana contraria 
(cfr. Psed. Syntag. Photianum, a. 879. MANSI: XVII, 458, 487, 490) 
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A dos grupos podemos reducir las razones de la discordancia: 1.", con- 
cepto de fuente, y 2.°, contradicción textual. 

En cuanto a lo primero—fuentes materiales del Derecho—, la disci- 
plina insular no tiene dificultad en admitir las más variadas, sin dar un 
criterio suficiente de discernimiento (207). Desde la autoridad de la Sa- 
grada Escritura hasta los "dicta" de los hombres píos o doctos, desde los 
cánones orientales hasta las costumbres diversas e inseguras de los celtas, 
desde la objetividad de la ley hasta el subjetivismo y arbitrio de los pri- 
vados. La Hibernensis, alterando las inscripciones, contiene textos juridi- 
cos; la jurisprudencia y la doctrina llegan a ser fuentes de derecho. Todo 
ello, a pesar del deseo de armonía que aparece en el Praefatio, hace im- 
posible la concordancia al volver impresisas las fronteras del Derecho. 
Los textos, agrupados en absoluta anarquía, no tienen una aplicación se- 
gura frente a otros opuestos (208). 

La jerarquía, siquiera imperfecta, de las fuentes se realiza en los 
penitenciales nuevos de Halitgare y Quadripartitus, quienes señalan a la 
doctrina, a los cánones y a las penitencias un puesto distinto (209). 

La contradicción disciplinar en los textos penitenciales—que, por otra 
parte, tienen interés sumo para el estudio de la Teología, del Derecho ca- 
nónico, del secular y de la civilización medieval—es muy abundante. La 
discordancia existe frente a la disciplina romana, consigo mismo y con 
los textos originales que utilizan, 

En contra de Roma, sostienen disposiciones divergentes, las comuni- 
cam a las colecciones y al derecho continental y motivan el improbo trabajo 
que iniciará Algero y continuará Graciano; entre las principales que hacen 
ofensa al derecho tradicional se encuentran las series más largas en el 


parentesco que prohibe el matrimonio (210), las excepciones que ponen al 


(207) Explícitamente, la *Praefatio" de la Hibernensis: "Incipit gratissima canonum collec- 
tio, quae scripturarum testimoniis et sanctorum dictis roborata legentem laetificat; ubi si quip- 
piam discordare videtur, illud ex eis eligendum est quod majoris auctoritatis esse discernitur” 
(Ex cod. Vallicellano, A, 18) (MAASSEN: Geschichte... p. 878). Conviene notar, sin embargo, que 
la Hibernensis ha surgido como un deseo de concordia; aparece éste en el “Praefatio”, según el 
cód. lat. Sangermanense, 121: *Synodorum exemplarium innumerositatem conspiciens neenon 
caeterorum diversitatem inconsonam, destruentem magis quam aedificantem prospiciens, bre- 
vem planamque ac consonam de ingenti sylva scriptorum in unius voluminis textuum exposi- 
tionem digessi.. hoc ergo selum in omnibus contendens, ne, meo judicio, quae videbantur 
velut commendatitia describerentur” (MAASSEN, ibid.) 


(208) FoURNIER-LE Bras: Histoire..., I, p. 77. 

(209) FOURNIER-LE BRAS: Histoire... I, p. 107. 

(210) Cfr. H. J. ScHMITz: Die Bussbücher und die Bussdisziplin der Kirche, vot. II (Düs- 
seldorf, 1898), p. 127 ss. 
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principio de indisolubilidad (211) y la nulidad del bautismo administrado 
por un sacerdote fornicario (212). 

A veces la libertad en tratar los textos pone en contradicción los Peni- 
tenciales en sus tres series: disciplina legal—judicia canonica—, costum- 
bres celtas—judicia Cummeani—y usos sajones—judicia Theodori (213); 
contradicción que aparece luego en los españoles (214). 

El Silense, lejos de realizar la armonía entre la Hispana y la Lex 
Wisigothorum, introduce nuevas discordancias y no puede ser considera- 
do, como quiere ROMERO, “como la obra más perfecta del segundo pe- 
riodo de la disciplina penitencial” (215). 

Finalmente, no existe correspondencia textual con las fuentes origina- 


les (216). 


(211) Ejemplos de estas excepciones tomadas del Poenitentiale Theodori, cambio de estado 
civil, cautividad, deserción, entrada en el monasterio..., cfr. FOURNIER-LE BRAS: Histoire... 
I, pp. 59-60. 

(919) Poenit. Theodori, 11, 9, $ 12. 

(213) Ejemplos en Columbano, “Discipulus Umbrensium", sobre la embriaguez antes de 
comulgar, el robo de los animales domésticos, la venganza por la muerte del hermano; en las 
dos redacciones diversas del Columbano sobre el monje fornicario, el derramamiento de sangre 
y el intemperante, cfr. FOURNIER-Le Bras: Histoire..., I, p. 59. Las diversas penitencias que se 
aplican destruyen el concepto mismo de penitencia; la divergencia, sin embargo, se admite 
porque con ella hay más lugar a la “discretio” o consideración de cada una de las circuns- 
iancias del delito. 

(214) Sobre el Vigilanum y Silense, comparados con el de Teodoro, cfr. LE BRAS: Notes: 
pour servir... en “R. H. D. F. E.”, t. X (1931), p. 1134 ss. El Silense no es consecuente y con- 
tradice, al traducir los cánones rigoristas de Elvira, el criterio de benignidad común entonces 
en España y que él mismo recoge. 

(215) M. ROMERO: El penitencial Silense. Discurso de apertura del curso académico de 
1928-1929 en el Seminario Conciliar de Madrid (Madrid, 1928), p. 110. 

En el Silense faltan la selección de las fuentes y la teoría general de la penitencia, cuali- 
dades de que gozan los de la Renascencia Carolina. 

Hasta entonces, la disciplina penitencial en España se había mantenido siempre fiel a la 
tradición que recoge la Hispana; los “Excerpta” de esta colección contenían una teoría ge- 
neral y la aplicación a los principales delitos contra la fe y las costumbres. En este sentido,- 
la Hispana—que ha influído decisivamente en la claridad jurídica sobre puntos concretos, 
como el valor jurídico de las Decretales en plano de igualdad con los decretos conciliares y 
el orden cronológico de los Concilios, “señales muy significativas en una colección canónica” 
(SEJOURNÉ, 0. C., P. 287); en la sistematización, en que supera a Ferrando y Martín de Braga,. 
y que la convierten en “un compendio de Moral y Derecho canónico a la vez” (G. VILLADA: 
Las colecciones canónicas en la época visigoda. El Epítome y la Hispana, en “Razón y Fe”, 
t. HI [1933], p. 478) y “en el primer conato en Occidente de una especie de Derecho canónico” 
(J. R. Goro: S. Isidoro de Sevilla y la antigua colección Hispana, en “Estudios Eclesiásticos”, 
t. XV [1936], p. 123) —libra a la Iglesia española de la arbitrariedad y del confusionismo in- 
sular, y luego presta a los reformadores carolinos unas normas claras y precisas (cfr. LE. 
BRAS: Notes pour servir..., pp. 130-131). 

Sobre todo, la versión isidoriana de los cánones griegos que recoge la Hispana contribuye 

& mantener la claridad de la disciplina en Espafia. El aceptar totalmente a Dionisio hubiera. 
lenido ventajas prácticas, “levabat legentium laborem lectionum emendatio, levabant et tituli 
decretis singulis praeflxi"; “Sed interpretatio nova—como añade CousTANT—, tametsi meiior 
erat et castigatior, vel hoc uno tamen quod nova erat discrepabatque ab ea quam in usu hacie- 
nus ecclesiae omnes Hispanae habuerant, moram et impedimentum intullissent" (COUSTANT,. 
AC DAA Y AMD) 
; (216) MAASSEN, en el Beilage XXVI de su Geschichte der Quellen.: Auswahl von Stücken: 
der irischen Sammlung, pp. 973-981, ha dado, según los códs. Lat. Part., 3.189; Sangallen- 
se, 243, y Lat. Sangerm., 121, de la Hibernensis, algunos textos de Agde, Ancira y Sardes, que- 
no concuerdan con el original. 


Así, la Hibernensis (MAASSEN, ibid., p. 973): "Synodus Anchoritana dicit: Episcopo liceat. 
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Por todo el'o, reconocidos sus valores "que ad copiam opulentiamque 
normarum originarum cum qualitatibus positivis", estorban durante va- 
rios siglos la obra de la concordancia jurídica y "majorem adhuc par- 
ticularismum, diversitatem, alterationem, corruptionem, confussionem, sub- 
jectivismum, anarchiam quoque afferent” (217). 

Su organización territorial—monasterios independientes—y su misma 
proclividad a la penitencia privada, cuya formulación era casi desconocida 
en el Continente, le daban una configuración completamente extraña y sin- 
gular. Su disciplina, sin control por falta de autoridad común y suficiente, 
tenía que degenerar por si misma en la arbitrariedad y contradicción, gra- 
visimos defectos que comunican a la disciplina continental (218). El reino 


commendare vestimentum quo utitur, et agypam et taxam. Tit. de Commendat. mortuorum, 
e. 2”, que está redactado en MaNSsI, vol. II, col. 518: “Ex iis quae pertinent ad dominicum, 
quaecumque non esset episcopus, presbyteri vendiderunt, revocasse dominicum: episcopi autem 
judicio relinqui an oporteat pretium recipere, an nOn: utpote quod eorum quae sunt vendita, 
eis ipsis majus pretium reddiderit", y que tampoco coincide con el que da Graciano, er Ver- 
'sione Hispana (cfr. C. 19, q. 2, c. 42, ed. Friedberg). 

Los mismos retoques aparecen en el Silense (ed. F. de Berganza: Antigüedades de España, 
t. II, apéndice 3.9, pp. 666-672 [Madrid, 1721]), cuyo autor trata los cánones españoles “con 
exceso de independencia y fantasía" (LE Bras: Notes.., p. 124, quien da ejemplos de corrup- 
ción en los cáns. 21, 31 y 50 de Elvira). 

La misma arbitrariedad aparece en el Vigilanum; así, el cán. 31 de Elvira: “Adolescentes 
quí post fidem lavacri salutaris fuerint moechati, cum duxerint uxores, acta legitima poeni- 
tentia, placuit ad communionem eos admitti", queda en el Silense (134): *Si puer fornicatur 
in domo parentum vel ubicumque, priusquam ad rectum conjugium veniat, V annis poeniteat." 
La hipótesis se extiende más, y así aparece en el Vigilanum (79), cambiada la penitencia: “Si 
puer fornicaverit in domo parentis vel ubicumque, priusquam ad recto conjugio venerit, 
CC flagella suscipiat et III annis poeniteat." 

Diferencias en la parte común entre el Silense y Vigilanum, en G. Rivas: La penitencia 
en la primitiva Iglesia española, pp. 185-196. Entre el Silense y la Hispana, ibid., pp. 203-207. 

(217) STICKLER: Historia Fontium, p. 94. 

(218) La colección de Angers ha sufrido influencias de la Hibernensis y del penitencial 
de Teodoro (LE Bras: Notes.., t. VII [1929], p. 10), aunque no le hayan causado gran daño; 
los clérigos bárbaros, deseosos de retocarla, la desmembrarán en las colecciones Herovalliana 
y Bonneval (MAASSEN, 0. C., pp. 828-836). 

La Hibernensis, a partir del siglo VIII, es abreviada e invade las colecciones (cfr. Foun- 
NIER-LE BRAS: Histoire.., I, p. 85). Los penitenciales, al final del mismo siglo, llegan a Italia 
(FOURNIER-LE Bras, ibid., p. 86) y Germania (VAN Hove: Prolegomena, p. 298). El país donde 
menos se imitan es España. El Silense admite una paternidad extranjera (G RIVAS, o. c. 
pp. 138-139). El de Arundel es atribuído al país de los francos (LE BRAs: Notes..., en 
*R. H. D. F. E.", t. X [1931], p. 129). El de Córdoba, en cambio (FRAY JUSTO PÉREZ DE URBEL y 
Luis VÁZQUEZ DE PARGA: Anuario de historia del Derecho español, vol. XIV [1942-1943], pp. 5-32), 
por la coincidencia con el Silense y la inserción de cánones de la Hispana, de Elvira y de 
Toledo, “nos autoriza a considerarle como español” (G. RIVAS, ibid., p. 135). El parentesco 
con los cánones del Jeronimiano (P. L., 30, 439-446), con el Vigilanum y Silense es patenie, 
aunque los textos en el primero sean más extensos. (Lugares comunes, en G. Rivas, ibid., 
pp. 197-202). Aparte de estos cuatro: Vigilanum, Silense, Cordubense y Pseudohieronymianum, 
que pudieran, dadas sus mutuas relaciones, considerarse como espafioles, no existe influjo 
£lguno extraño. En cuanto al momento de la introducción de éstos, sería en el que, deshecho 
ei control visigodo, el centralismo jerárquico y la unidad de las fuentes, las guerras carolinas 
introdujeron clérigos francos, provistos de penitenciales. 

En el período de lucha contra ellos, el Corrector (libro XIX del “Decreto” de Burcar- 
do =P. L., 140, 949 ss.), el más extendido en la Edad Media, es conocido en España (ms. de 
El Escorial, Z, IV, 1, y T, I, 14. G. ANTOLÍN: Catálogo de los códices latinos de la Real Biblio- 
teca de El Escorial, vol. IV, pp. 112 y 261. Ms. 6,367 de la Biblioteca Nacional* de Madrid, 
del siglo XII) y demuestra en algún modo el rigorismo de Elvira (cfr. G. RIVAS, o. c., pp. 61-62, 
y Un eco de los padres españoles en el siglo XI, del mismo autor, en "Estudios Eclesiásticos”, 
t. XVIII [1944], pp. 361-373). 
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galo, en la primera mitad del siglo VIII, sufre todas las amarquías intro- 
ducidas en el Derecho por las series más diversas: oriental, celta y bárba- 
ra, y se hace eco y transmisor de todas las contradicciones. Aparecen éstas 
en las tarifas penitenciarias celtas en desacuerdo con las normas concilia- 
res francas, en los errores sobre la indisolubilidad matrimonial, cuyas múl- 
tiples excepciones llegan a imponerse en los Concilios de Verberie y Com- 
piégne (219). 

El esfuerzo de los colectores fructifica en obras mixtas, cánones y pe- 
nitenciales, que llevan el signo de la contradicción; así, el Martenianum, 
prototipo de penitencial confuso y desarmónico (220); el manuscrito Bur- 
gundense (8780 + 8793) y el de Fécamp. 

2." Las Colecciones desde Carlomagno a Gregorio VII y la armonía 
jurídica. 


La era Carolina, verdadera renascencia donde florecen el estudio de 
la Gramática, Retórica y Dialéctica (221), nos da unos rudimentos cien- 
tíficos nacidos en torno a las escuelas monásticas y episcopales. En lo que 
al Derecho se refiere, los Capitularia y los Concilios Reformatorios urgen 
su conocimiento (222). Aparecen obras que tratan de algún punto con- 
creto de la disciplina (223). 

La labor que aceptan los reformadores en el siglo VIII es “la de reunir 
y conciliar las series de Concilios y Decretales y sustituir, con colecciones 
formadas de estos elementos seguros, las heredadas de los tiempos mero- 
vingios, que eran en su mayor parte fragmentarias, híbridas, incoherentes 
y llenas de textos sin autoridad” (224). La Renascencia Carolina tiene 
sumo interés en eliminar todo aquello que pueda contradecir a la disci- 
plina romana en favor de esta concordancia. Se aceptan la Dionysio-Ha- 
driana y la Hispana, que ponen freno al particularismo y a la confusión; 
la ültima, sobre todo, da normas claras y precisas en lo penitencial. El 
Quadripartitus, el de Halitgaro, las obras de Rábano Mauro, la Dache- 
riana, han tomado muchos cánones de las diversas formas de la Hispa- 


(919) FounNIER-LE Bras: Histoire.., I, p. 89. 

(220) MaRTÉNE-DURAND: Thessaurus novus anecdotarum (Paris, 1917), t. IV, p. 31. En él, 
en la de Fecamp, Bonneval y el Sangermanense, se recogen cánones irlandeses y británicos 
(MAASSEN: Geschichte..., pp. 223-255). 

(221) GHELLINCK: Le mouvement..., p. 9 ss. 


(222) Cfr. Van Hove: Prolegomena..., pp. 414-415. Su influeneia en las instituciones ecie- 
slásticas, en GHELLINCK, 0. C., p. 1€ ss. 


(223) Ofr. VAN Hove, O c. pp. 416-417. Hincmaro Remense, teniendo en cuenta las dis- 
cordancias, nos advierte que en su interpretación debe atenderse a la “necessitas temporum" 
y ala “qualitas personarum” (P. L., 125, 412). 

(224) FOURNIER*£LE BRAS: Histoire., I, p. 1. 
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na (225) con el mismo fin de eliminar todo lo que es opuesto a las nor- 
mas de Roma (226). 

La Dacheriana, centro de las colecciones carolinas, corona este es- 
fuerzo en favor de la claridad, de la purificación, coordinación y clasifi- 
cación textual; en ella todo lo que es ajurídico se excluye y se sienta el 
principio de que los Sínodos provinciales valen, ya que los generales pres- 
criben su celebración; igualmente se da cierta preeminencia a las Decreta- 
les; su máximo valor, más que en la forma, respecto de la cual los con- 
temporáneos se muestran poco sensibles, está en los mismos textos (227). 

La Renascencia Carolina carecía, con todo, de principios suficientes 
para llegar a la síntesis; por ello el peso de las cosas inutilizó su esfuerzo 
práctico de llegar a una legislación común de acuerdo con la tradición 
romana. La vida podía más que el deseo reformista; al fallar de muevo la 
“uniformidad externa, la ley común, se hace imposible la armonía jurídica. 
Las tarifas celtas, oscuras, discrepantes entre sí, contra las que hablaron 
los Concilios de Chalons-sur-Saóne, París, y Ebbón de Reims y Rodolfo 
de Burges, se imponen de nuevo como necesidad de solución momentánea 
a aquellos clérigos ignorantes a quienes resultaban extraños los textos de 
la Hispana. 

Es cierto que los nuevos penitenciales buscan la ortodoxia, la confor- 
midad con Roma, pero al admitir elementos insulares (228), estas fuentes 
exóticas mantienen los gérmenes de desorden; a su lado se introducen le- 
yes civiles y fragmentos patrísticos; en las colecciones particulares de la 
primera mitad del siglo rx (229) reaparecen textos teológicos, y aquéllas 
sirven de cadena a las creaciones locales y arbitrarias. Todo ello termi- 
na en las Pseudoisidorianas, que, por permanecer en la línea de la tra- 
dición romana, acuden a las más diversas fuentes; textos bíblicos, patris- 
ticos, históricos, canónicos y legislación secular germana y romana (230). 

La Hispana de Autún contiene, sin embargo, extensiones tendencio- 
sas en los cánones de Agde sobre el privilegio del foro y el impedimento 


(225) Cuando España se deja seducir por obras extranjeras—penitenciales inspirados por 
los aportados por los francos—sigue ejerciendo su influjo en el terreno de las colecciones 
disciplinares, influjo regulador y conservador, que durante todo el Medioevo, desde la Epftome 
hasta las ültimas formas de la Hispana, desde San Isidoro hasta Raimundo, contribuirá gren- 
demente a mantener la tradición y la unidad legislativa. LE Bras: Notes.., en “R. H. D. F. E.”, 
t. X (1930), p. 131. 

(226) Sobre Halitgaro, cfr. P. L., 105, 653. 

(227) FOURNIER-LE BRAS: Histoiré.c., 1, D- 5106: 

(228) FOURNIER-LE BRAS: Histoire..., I, pp. 108-112. 

(229) FOURNIER-LE BRAS: Histoire..., I, p. 114 ss. 

(230) Ya hemos hablado de que el fraude pseudoisidoriano es más de forma que de fcn- 
do. Sobre el influjo en las instituciones eclesiásticas, cfr. FOURNIER-LE BRAS: Histoire..., 
pp. 231-233, $ 3: “Influence des Recueils Isidoriens sur les Institutions Ecclésiastiques.” 
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de parentesco. En los Capitulares de Benedicto Levita, donde no existe 
inconveniente en confesar la diversa procedencia de los textos, advirtien- 
do al lector de que no pudieron ser corregidos (231), se afirma que de- 
ben ser admitidos como ley eclesiástica y civil, y que los "capitula re- 
gum" concuerdan plenamente con las leyes divinas y canónicas (232). 
Pero la rapidez de su compilación lleva a la recepción incoherente, a la: 
oposición con el original (233) y consigo mismo (234). 

Las decretales Pseudoisidorianas admiten como fuente los Canones 
Apostolorum, rechazados oficialmente en Occidente, y "propter eorum. 
auctoritatem", se anteponen a los Concilios, 


Todas ellas, si bien no excitan dudas hasta varios siglos después, des- 
cubierto el fraude, contribuyen a que los mismos textos auténticos se dis- 
cutan en su valor jurídico y, sobre todo, a que se quiera vér en ellos la 
contradicción con el antiguo Derecho y la aparción de unos Institutos. 
nuevos, que inician una ruta distinta en la disciplina de la Iglesia y de! 
Primado. 


La colección italiana Anselmo dedicata, del final del Ix, cuyo autor 
parece ignorar la renascencia franca, introduce un método nuevo; agrupa 
en tres series distintas los textos tomados de las Pseudoisidorianas y Dio- 
nysio-Hadriana, de las cartas de Gregorio Magno y del Derecho justi- 
nianeo (235), bajo un orden sistemático poco utilizado en el Continente, 
y que luego imitarán Burcardo y otros colectores (236). Su prefacio, que 
recuerda las obras de Cresconio y Ferrando, nos introduce en un mundo 
nuevo, donde cada uno, por sí mismo, puede apreciar el valor de cada ti- 
tulo, apoyado en una o varias razones (237). Ambos valores, el primero, 
sobre todo, de la selección textual, que excluye los textos exóticos, hacen 


(931) “Haec vero capitula... in diversis locis €t in diversis scedulis, sicut in diversis syno- 
dis ac placitis generalibus edita erant, sparsim invenimus... Monemus lectorem ut si eadem capi- 
tula duplicata vel triplicata repererint, non hoc nostrae imperitiae reputent quia, ut diximus, 
diversis ea in scedulis invenimus et ob id tan cito haec emendare nequivimus." P. L., 97, 700. 

(239) P. L., ibidem. 

(233) FoURNIER-LE Bras: Histoire..., I, 160,162. 


(234) Así en el c. II, 339, se habla de “corepiscopis nostris" en boca del emperador. Admi- 
te, en contra de la disciplina romana que defiende, el texto de Teodoro en favor de la solución 
vincular (c. I, 21), el combate judiciario (c. I, 239, 296), las tres Cuaresmas (c. II, 187), la 
condenación de las terceras y ulteriores nupcias (c. III, 405). 

(235) El derecho bárbaro no tiene más que dos fragmentos, y esto “per errorem", dada 
su aversión hacia él (cfr. KURSCHEID-WILCHES: Historia Fontium, p. 150, y FounNIER-LE BRAS: 
Histoire..., I, ps 238). 

(236) En el orden de la Anselmo dedicata puede verse el precursor lejano de aquella sis- 
tematización más completa y profunda que luego aparece en las colecciones y Obras de Teo- 
logía. Cfr. GHELLINCK, 0. C., p. 424. 

(237) "Lectorem petimus moleste non ferat si de unaquaque re quid singuli magistri 
senserint non improvise subjiciamus, quandoquidem rata magis et inconcusa videtur senten- 
tia plurimorum judicum auctoritate subnixa." Mar: Patrum Nova Bibliotheca, VII, pars 3.54 
pp. 4-5; P. L., 184, 27. 
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de esta colección una de las mejores (238), y tal vez la ünica que a partir 
del siglo x logra dar una aplicación clara de las fuentes materiales del 
Derecho, es decir, utilizar con seguridad y exclusividad aquellas que en 
la mente del colector tenían valor jurídico (239). Su sentido tratadista, en 
un ensayo sobre el Primado, lo recoge con un fin más particular Reginón' 
de Prüm (c. a. 906) en su Libri duo de synodalibus causis (240), que vie- 
ne a ser un manual práctico o codicilo de la visita pastoral (241). La obra 
del obispo de Prüm no tiene nada que aportar a la claridad jurídica; em- 
pieza por admitir fuentes de la más diversa procedencia, portadoras de la 
contradicción y del desorden (242). Consecuencia de ello es introducir 
Institutos desconocidos o rechazados por Roma, como la jurisdicción si- 
nodal, las ordalias, etc. (243); dar, textos insulares que hacen ofensa al 
Derecho matrimonial romano (244) y recoger diversas penas para una 
misma falta (245). Las costumbres primitivas tienen también su puesto 
en la obra de Reginón. 


La falta de respeto al texto, defecto comün en su época, le lleva a re- 
toques e interpolaciones en los cánones de Lérida, Laodicea, Treveris, et- 
cétera, que han de pasar modificados en las colecciones posteriores, crean- 
do la confusión (246), aunque aquellas alteraciones se realicen con el fin 
benemérito de acomodar la ley general, armonizándola con los usos par- 
ticulares y las necesidades concretas. Fiel, en principio, a la tradición ro- 
mana, Reginón no podrá prescindir de todos los elementos, ya insulares, 
ya particulares, que la contradicen y oscurecen (247). 

El ünico valor, tal vez, sea el de manifestar su criterio respecto del 
valor de los textos, Si la colección Anselmo dedicata dejaba al lector fren- 
te a las razones diversas para que él, por su cuenta, juzgase de su efica- 
cia, Reginón toma la palabra en nombre propio, o para indicar el crite- 


(238) “Inter alias non solum ratione temporis sed etiam majoris perfectionis, melioris 
systhematis, uberioris materiae, prima dicenda est quae Anselmo dedicata apellari solet.” 
F. X. WERNz: Jus Decretalium, t. I: “Introductio in. Jus Decretalium" (Romae, 1905), p. 830 

(239) La misma limitación de fuentes que utiilza le permite descartarse de temas históri- 
cos y dogmáticos. 

(240) Ed. WASSERSCHLEBEN: Regionis Abbatis Prúmiensis libri duo de Synodalibus Cau- 
sis et Disciplinis ecclesiasticis (Lipsiae, 1840); P. L., 132, 175 ss. (2.2 recen.). 

(241) WASSERSCHLEBEN: Praefalio, pp. 1-2. 

(242) Desde las Decretales y cánones generales y particulares hasta los penilenclales, pa- 
sando por los escritores, Padres y Derecho civil, bárbaro y germano. Cfr. STICKLER, 0. C., p. 147. 

(243) P. FOURNIER: L'oeuvre canonique de Réginon de Prüm, en “Bibliotheque de l'Ecole 
de Chartres", t. LXXXI (1920), pp. 9 y 12. ña 

(244) En II, 6, aunque advierta que el fragmento insular está debilitado por las Decretales. 

(245) Cfr. II, 60, 61, 64, 81-84, 134, 137, 216, 217, etc. 

(246) Cfr. FOURNIER: L’oeuvre..., art. cit., p. 17 ss. 40 SS.; GHELLINCK, 0. C., p. 426. 

(247) En el siglo X y principio del XI hay costumbres reprobables que se aceptan y 805- 
tienen en la vida eclesiástica, ya sean locales, originadoras de divergencias, ya universales, 
como la investidura, el matrimonio de los sacerdotes, que generalizan el desorden. 
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rio que sigue, o para enunciar una reserva a la ley, o para demostrar st 
utilidad y el uso que debe hacerse de ella; pero su influjo no trasciende 
la práctica o aplicación de sus normas, ni logra romper las fronteras de su 
diócesis. 

Abbón de Fleury, en su colección (248), al final del siglo x (988-996), 
manifiesta un espiritu selecto y cultivado, poco frecuente en su tiempo. 
Dotado de un gran sentido jurídico, hace selección de las fuentes (240), 
y, a pesar del fin reducido de su obra-—defender el orden monástico—, se 
eleva a tratar, el primero de todos los colectores, sobre las fuentes ma- 
teriales del Derecho (250). Induciendo el método histórico, hace avanzar 
la evolución del Derecho y se adelanta un siglo al Prólogo de Ivo. En el 
siglo x es el único esfuerzo por decir algo original en favor de la armo- 
nía jurídica (251). Pero tampoco lograba realizar la unidad disciplinar 
proscribiendo de la vida las fuentes extrañas, extendidas ya desde la épo- 
ca merovingia. La misma libertad de tratar los textos acomodándolos a 
las necesidades locales, ponia en gran peligro la unidad externa y com- 
prometía profundamente la labor de concordancia de la disciplina. E] des- 
prestigio del Papado hacía posible el desorden y la labor individual, con 
frecuencia incoherente y desarmónica. 


La baja cultura no permite ordenar los elementos más diversos, y los 
textos se unen al azar de los hallazgos o según los caprichos individuales. 
Reginón introdujo una disciplina mixta—romana y franca—, com ele- 
mentos germanos extraños a ambas, y cuyo estudio es preciso para com- 
prender luego algunos cánones de Burcardo; con él, la invención Pseudo- 
isidoriana se hace norma; las otras colecciones, la de Abbón por ejemplo, 


(248) Ed. MABILLON: Vetera Analecta (París, 1723), 133-148; P. L., 139-173-508: “Abbonis 
Floriacensis monasterii Abbatis collectionem 52 Capitulorum cum praefatione ad Hugonem 
Francorum Regem ejusque filium Robertum". 


(249) No tiene fuentes insulares y rechaza las Pseudoisidorianas con un sentido de reserva, 
dada la oposición de una parte notable del Episcopado. 


(250) En los cc. V-IX (P. L., 139-148 ss.), al tratar de los deberes y derechos de los reyes, 
nos ha dado un boceto sumario de la teoría sobre los privilegios, preceptos reales, concesiones 
precarias, ley y costumbre. Esta “si publicis utilitatibus non impeditur, ipsa pro lege sucedit^" 
(P. L., 139, 482). A ella se dedica un capítulo, el IX: “De differentia legis et consuetudinis". 

En cuanto à los criterios históricos de Hincmaro: *qualitas personarum? y "necessitas tem- 
porum? (P. L., 125-412), se extienden en Abbon a "terrarum situs, qualitas temporum, in- 
firmitas hominum, aliae rerum necessitates communis utilitas", circunstancias que hacen cani- 
biar la disciplina y explican las contradicciones aparentes. 

(251) Los penitenciales del siglo X (FoURNIER-LE Bras: Histoire..., I, B50-356) no se ven 
libres del desorden y de la contradicción de ios anteriores; modifican las reglas, las penas 
(cfr. Etudes sur les penitentiels, de FOURNIER, en “Rev. d'Histoire et de Littérature Religieuse”, 
t. IX [1904], p. 98); las conmutaciones y sustituciones penitenciales alcanzan el mayor grado 
de fantasía en los cánones del Pseudo-Edgario (P. L., 138, 499-516; cfr. B. THORPE: Ancien 
laws and institutes of England [London, 1849], p. 414 ss.). Todos ellos, más o menos, influyen 
en las colecciones de la primera mitad del siglo XI y en la legislación civil. ] 
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fueron una voz que no encontraría eco hasta mucho después (252); el 
siglo X, en general, suponía un retroceso (253). 

La falta de homogeneidad en las fuentes subsiste todavía en las co- 
lecciones inmediatamente anteriores a la Reforma Gregoriana. La colec- 
ción italiana en Cinco Libros (ms. Vat. 1339), entre el 1015 y 1020, no 
tiene inconveniente en acudir a fuentes insulares, con lo que se verá pre- 
cisada a indicar el conflicto en las tarifas penitenciales; por lo demás, 
hay en ella un lugar para los textos anecdóticos, insertos con fin moral, 
y que luego van a imitar las colecciones (254). 

Burcardo de Worms, interesante desde el punto de vista teológi- 
co (255), ha profundizado el retroceso en lo referente a las discordan- 
cias, Es cierto que se hace eco de la Hibernensis (256), que da un prin- 
cipio de interpretación conocido (257) y que, buscando la claridad jurí- 


(252) El, a su vez, era el primero que recogía la inquietud manifestada en la Hibernensis 
y repetida por la Canonum prisca collectio (Mar: Specilegium Romanum, t. VI, p. 397), que 
bajo diversas formas aparece en la carta introductoria de Burcardo (P. L., 140-537 ss.), en 
Bonizón de Sutri (“De Vita Cristiana”, Mar: Nova Patrum Bibliotheca, VIII, pars. (3.3, p. 1) y 
en la Collectio praecipuas canonum (“Praefatio” en A. THEINER: Disquisitiones criticae in 
praecipuas canonum et decretalium collectiones seu sylloges gallandianae continuatio [Romae, 
1836155 Ds 166 n:28, y D 167)» 

(253) GHELLINCK, 0. C., p. 37 SS., y FOURNIER-LE BRAS: Histoire..., I, pp. 356-362. El retro- 
ceso y la inercia aparecen todavía con más relieve, en 1o que se refiere al Derecho, en las 
colecciones menores de Troyes—ms. 1406—, en el 2449 de la Bibliot. Nac. de París, Ambrosiano. 
A, 46 inferior; cfr. FOURNIER: Un groupe de Recueils cunoniques inédits du X siècle, en *An- 
nales de PUniversité de Grenoble”, t. XI, n. 1.9 (1899), pp. 319, 361, etc. 


(254) Por no citar sino un ejemplo, Graciano, en la D. 1, “de Consecratione”, c. 22, recoge 
el principio del texto de Gregorio (Dialog., l. III, c. 30), sobre la consagración de las iglesias 
de los arrianos. Anselmo de Lucca (col, V, 24), Polycarpus (III, 4, 2) y la Caesaraugustana 
(VII, 25), copian el texto íntegro con todos los curiosos incidentes de la iglesia de Subura. 

(255) GHELLINCK, 0. C., pp. 427-429, 444. 

(256) “Ob id maxime—collegit canones—quia canonum jura ac judicia poenitentium in 
mostra dioecesi sic sunt confusa atque diversa ac inculta—* diversitatem inconsonam, des- 
truentem magisquam aedificantem”, decía la Hibernensis, en el “Praefatio” (MAASSEN: Ges- 
chichte..., p. 878)—, ac si ex toto neglecta et inter se valde discrepantia et pene mullius aucto- 
ritate suffulta, ut propter dissonantiam vix a sciolis possit discerni... Cur hoc? Inde existimo 
venisse maxime quia mensuram temporis et modum delicti in agenda poenitentia non satis 
attente et aperte et perfecte praefiniunt canones pro unoquouque crimine, ut de singulis dicant 
qualiter unumquodque emendandu sit, sed magis in arbitrio sacerdotis intelligendis relinquen- 
dum statuunt", P. L., 140, 537 A. 

(257) El principio es: "Illius teneatur sententia cujus antiquior aut potior est auctoritas" 
(Decretum, 1. XIX, cc. 43 y 74). Había sido atribuído a Isidoro en la carta a Massona de Mérida 
(“Epist. IV”, P. L., 83, 901-902). Sobre la autenticidad, cfr. SEJOURNÉ: Saint Isidore..., en "Etudes 
de Theolog.-historiq.” [París, 1929], p. 74 ss.) y recogido en la Hibernensis (“ubi si quidpiam 
discordare videtur illud est elegendum quod majoris auctoritatis esse discernitur" (ms. Valli- 
cellanum A, 18. MAASSEN, 0. C., p. 878), en la Prisca Cannonum collectio (Nova Patrum Bibliothe- 
ca, IV, p. (397), en el sumario de cartas de Alcuino (“Epist. 149", M. G. H., "Epist. Karol. 
Aevi IV”, p. 244) en Rábano Mauro (P. L., 112, 1404). 

Después de. Burcardo, lo recuerda Anselmo de Lucca (F. THANER: Anselmi episcopi Lu- 
censi collectio canonum una cum collectione minori [Innsbruck, 1906-1915], l. VIII, c. 34, 
p. 456), Ivo de Chartres (“Decretum”, VI, 397-398; XV, 575. “Panormia?, TIT, 1407 en p^ Lb. 
161, cols. 529-530, 872, 1166); Polycarpus (IV, 33, 11), Algero de Lieja (Epist. dedicat., al “De 
Missericordia et Justitia", P. L., 80, 860), Deusdedit (WOLF VON GLANVELL: Die Kanonessammlung 
des Kardinal Deusdedit [Paderborn, 1905], prólogo, p. 3), Abelardo (Prólogo al “Sic et Non" 
P. L., 178, 1345 A) y Graciano (ed. Friedberg, D. 50, c. 28, 8 3; C. 33, q. 2, c. 11, 8 1. Cfr. No- 
tas CC. RR.). 
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dica, separa los textos auténticos de los espüreos (258). Pero ni en la se- 
lección de las fuentes (259) ni en el modo de tratar los textos merece ala- 
banza (260); es más: incurre en contradicciones (261). Si su metodiza- 
ción textual en una obra de conjunto hace posible la Concordia de Gra- 
ciano, no es menos cierto que tiene la mayor responsabilidad en los erro- 
res del Maestro. Por lo demás, su “vía media" y practicidad por dar un 
derecho actual, cualidades que lo hacen aceptable en los ambientes poco 


Manuscritos que la contienen en LE Bras: Sur la parte d'Isidore..., en “Rev. Scien. Relig.”, 
1- X (1930),. p. 250. 

El valor del principio en unos y Otros es distinto. En algunos no tiene relieve teóric) O 
práctico; así, en Rábano, Burcardo, Anselmo, Ivo, Polycarpus y Graciano. 

Algero de Lieja es el primero que lo interpreta, afirmando su origen isidoriano, conec- 
tándolo con lo anterior de la carta a Massona, para utilizarlo como argumento en favor de 
la benienidad con los lapsos. “Antiquior” en él (J. c.) se refere “ad veritatem”; “potior”, 
*ad utilitatem". 

Algero desborda el valor del texto, ya que quiere explicar por él toda la teoría de la 
“relaxatio” según los extremos señalados: “pro tempore, pro persona, utiliter et juste". 

En Abelardo tiene un valor confirmatorio de otro principio más general, formulado antes. 
Agotados todos los medios que da “la razón"—no puede olvidarse que Abelardo es un dia- 
léctico—y como último recurso: “conferendae sunt auctoritates, et quae potioris est testimonii 
et majoris confirmationis retinenda. Unde illud Isidori", etc. La autoridad, pues, del Obispo 
hispalense se amplía a cualquier autoridad. En Abelardo, et “potior?” se refiere a *qualtas 
personalis"; el “majoris confirmationis", a la admisión más extensa, “ratione temporis". 

El principio vuelve a recibir interpretación, y por cierto ambigua, bajo el pontificado de 
Inocencio III (1198-1216) en la cuestión debatida entre Martín de Braga y Pedro de Compos- 
tela sobre jurisdicción. Las vicisitudes y argumentos de la controversia los conocemos por la 
carta del mismo Romano Pontífice *ad Petrum Compostelarum episcopum" (P. L., 914, 680- 
688), que termina en una transacción. 

El Concilio de Mérida y el 2.» de Braga son las razones definitivas y contrarias para uno 
y Otro (cfr. P. L., ibid., cols. 682 C, D, y 687 A). El de Braga—dice Martín—es anterior 
"praecesserit? y es más reconocido “celebrius habetur", lo cual hace que sea preferido al 
de Mérida y no pueda ser derogado por él, *sicut certum habetur in canone; quia quoties 
in gestis conciliorum diversa sententia invenitur, illud est praeferendum cujus antiquior et 
potior" (col. 687, A y B). Pedro no ve así las cosas y prueba que el “potior” es común a 
uno y otro porque ambos son provinciales y ambos han sido aprobados por el Corpus Ca« 
nonum. “Potior”, pues, equivale a “aprobación pontificia y a igualdad de autoridad de donde 
dimanan". En cuanto al “antiquior”, nada vale para el Compostelano, ya que—ad absurdumi— 
en ese caso el Lateranense debería caer ante el Bracarense. 

Lo interesante de la controversia para nosotros es ver el principio de Isidoro fluctuando 
en su valor doctrinal y práctico aun en la época del gran canonista, hasta ser motivo de un 
buen arreglo. 

(258) Al final del 1. VIII. Tiene, además, algún principio claro sobre el valor de algunas 
fuentes de derecho. Así, dirá que los cánones conciliares no tienen valor sin la aprobación 
del Romano Pontífice, en conformidad con las pseudoisidorianas (Decretum, I, 49 y 179). Res= 
pecto de la ley admite una derogación ante la evidente utilidad (I, 80). 

(259) FouRNIER-LE Bras: Histoire..., I, 371. Entre los textos, hay un centenar de peniten- ' 
ciales continentales y británicos y 60 de origen desconocido. 

(260) Los textos de derecho secular y episcopal se cambian (cfr. FOURNIER-Le Bras: His- 
toire..., I, 378 ss.). A veces, y es más importante, atribuye con un retoque o complemento a 
una ley antigua lo que es conforme con sus puntos de vista, lo que le lleva a formulaciones 
tendenciosas (cfr. Decretum, VIII, 67, sobre las varias visitas anuales del Obispo al monas- 
terio, alterando el can. 21 del 1.» de Orleans; lo mismo pudiera decirse de los textos que se 
refieren a la indisolubilidad del matrimonio). 

(261) Así, contradicen el principio de indisolubilidad las excepciones, hijas de su tiempo 
(FOURNIER: Le Decret de Burchard de Worms, en “Revue d'Histoire Ecclesiastique”, t. XI 
[1911], p. 683), en caso de incontinencia, adulterio con la hermana de la esposa, en la recep- 
ción del infante en el bautismo (Decretum, XVII, 10 y 11; XIX; 9, ete.) 

Los defectos de inscripción y las contradicciones pasaron a las otras colecciones, creando 
la confusión. Cfr. BALLERINI : De antiquis collection., P. L., 56, col. 325, y ANT. AUGUSTINUS: 
De Vet. col., Opera Omnia [Lucae, 1765-1774], p. 939. 
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extremistas y contribuyen a su difusión, no dejan las cosas claras en prin- 
cipios fundamentales de la intromisión civil en los asuntos eclesiásticos; 
tanto, que la Reforma Gregoriana no querrá utilizar su Decreto. 

El cuanto a la selección de materias, el Decreto de Burcardo no des- 
linda los campos teológico y jurídico; en él se encuentran partes notables, 
más o menos sistematizadas, sobre la escatología, predestinación, sacra- 
mentos, ceremonias, mezcla sostenida por la lucha de las Investiduras y 
característica comün a todas las colecciones hasta Graciano (262). 


3. Los Gregorianos y la Unificación interna. 


A mediados del siglo X1 se recoge de nuevo con ardor el desea de co- 
dificación de la primitiva Iglesia, y los estudios de los principios civili- 
zadores de Derecho canónico y civil, a que atendieron las escuelas caro- 
lingias, reciben un fuerte impulso. Empieza la renovación en lo intelec- 
tual y literario (263), que preparará la renascencia del siglo x11. Bajo 
Gregorio VII se inicia la critica textual, con el fin de urgir la reforma a 
base del antiguo Derecho; esta labor se centra en el Papado, algo que no 
lograron ver ni Burcardo ni los colectores anteriores. El Romano Pon- 
tifice, que habia ganado terreno en puntos capitales (264), quiere poner 
fm a aquella disciplina tolerante y de elementos opuestos y dar otra, uni- 
forme y válida para toda la cristiandad (265). Su pontificado, bajo el que 
no se llega a la síntesis canónica, tiene más importancia en el terreno de 
la historia que en el de la ciencia o transformación juridica (266). Adop- 
ta medidas importantes, elimina leyes extrañas y pone en ocasión de dis- 
cutir grandes problemas teológico-juridicos. 


(262) Las colecciones menores hasta la Reforma Gregoriana, en lo que se refiere a fuentes 
siguen la trayectoria de Burcardo. En cuanto a la Collectio XII Partium, que aparece en la 
Germania, entre el 1020-1050, y que es el anillo que une con las gregorianas, tiene afirma- 
ciones más claras y definitivas que Burcardo en lo que concierne al Primado, a la juris- 
dicción del Romano Pontífice, apelación, aprobación de los decretos conciliares, etc. 

(263) GHELLINCK, 0. ¢., p. 66 SS. 

(264) Por ejemplo, en la elección de los Obispos. Cfr. BURCARDO: Decretum, I, 9, 11, 20, 
97-98; P. L., 140, 552-556. Juan XV y Gregorio V (JAFFE: 3888, 3906; MANSI: XIX, 226-227, 
944), Formoso, Esteban VI, Sergio III, León VIII, Juan XVIII (JAFFE: 3841, 3511, 3545. 3906, 
3947, etc. 

(965) Cfr. FOURNIER” Un tournant de l'Histoire du Droit, en “Nouv. Rev. du Droit Franc. et 
Etranger”, t. XLI (1917), p. 129. ss. 

(266) Gregorio VII no hace teoría. En la cuestión del celibato de los clérigos responde 
con los mismos argumentos con que le atacan, la costumbre. “Yo soy la verdad, dijo Cristo; 
jamás dijo: Yo soy la costumbre" (JArFÉS 5277), Sin ser nueva la fórmula, Gregorio le da 
más valor. Urbano II la utilizaría contra los usurpadores de los bienes de los clérigos muertos: 
“Quod si praetendis hoc ex antiquo usu in terra tua praecisse, scire debes Creatorem tuum 
dixisse: Ego sum veritas, non autem usus vel consuetudo". HARDUINUS: Concilia, tvi 
2,2 pars., p. 1199. Más tarde, Ivo (Decretum, IV, 213; Panormia, II, 166) y Graciano (Decre- 
4um, D. 8, c. 6). 
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Pero el rigorismo inutiliza el esfuerzo de penetración en el ambiente, 
y las colecciones posteriores tendrán que recurrir, una vez más, a textos 
de valor desigual. 

Los partidarios de Gregorio VII se limitan a dar principios sin cohe- 
sión mutua, y caen con frecuencia en explicaciones tendenciosas, Attón 
recoge la advertencia de Pedro Damián (P. L., 145, 169) en la depura- 
ción de los textos penitenciales, y establece la aprobación del Romano 
Pontífice como criterio de selección (267). La Colectio 74 Titulorum, 
"primer nücleo de una codificación canónica y teológica sobre la Iglesia 
y el Romano Pontifice (268), y que luego suministra materiales a todas 
las colecciones (269), es imperfecta; a veces desborda el texto, como pue- 
de apreciarse en la carta de Gelasio sobre los dos poderes, agravando la 
sumisión del emperador al Papa (270). 

Anselmo de Lucca recuerda el principio de.Isidoro (271), establece 
que ningün Sinodo puede llamarse general sin el precepto del Romano 
Pontifice, que no pueden considerarse como canónicos disposición o có- 
digo disciplinar sin su autoridad y que él sólo puede, "pro temporis ne- 
cessitate", cambiar las leyes (272). Rechaza los elementos germánicos y 
celtas como poco conformes con la tradición romana y elimina apócrifos; 
pero no sabe deslindar el Derecho y la Teología (273), y cae en los erro- 
res e interpolaciones de las fuentes que usa (274). 

Deusdedit, sin intentarlo, enumera en su libro primero las fuentes ma- 
teriales del Derecho al hablar exclusivamente de Concilios, Decretales, extrac- 
tos patrísticos, derecho secular y textos históricos; formula la regla isido- 
riana, que debe aplicarse a toda la disciplina sobre la "potior auctori- 


(267) Mar: Scriptorum veterum nova collectio, VI, 2.2 pars., p. 60 ss. En el “Praefatio” 
no admite otro penitencial que el que haya dictado un romano. En cuanto a los Concilios, 
“transalpina... si non sunt contra rationem, aut statuta Romanae Ecclesiae, in suis locis ubi 
facta sunt obtinent firmitatem. Alias autem, si non sint hac confirmata, non valent nisi er 
utriusque partis consensu". 

(268) GHELLINCK, 0. C., p. 486., 


(269) CHELLINGK, 0. C., ibidem. Sobre el Romano Pontífice en Deusdedit, Anselmo, Boni- 
zón y Polycarpus, GHELLINCK, O. C., pp. 439-441, 

(270) FOURNIER: Les collections canoniques romaines de l'epoque de Grégoire VII, en 
"Memoires de PAcademie des Inscriptions et Belles-Letres” t. XLI (1918). 

(971) 1525 VEU, ch 98; ed Tianers Py 456. 

(272) Cfr. RENATO MORTANARI: La Collectio canomum di S. Anselmo di Lucca. Dissertatio 
ad lauream in Fac. Jur. Can. Univ. Gregorianae (Mantova, 1941), p. 110. 


(273) GHELLINCE, 0. C., pp. 8, 59, 442. El libro IX, sobre el Bautismo, Confirmación, Euca- 
ristía, se trata bajo el punto polémico de su valor al ser administrados por los herejes o los 
indignos. En el l X, sobre el matrimonio, quiere asegurar su pureza e indisolubilidad. Con 
los textos de Agustín deja en claro dos puntos fundamentales: el valor de los sacramentos 
conferidos por los simoníacos y el poder represivo de la Iglesia. 

Los textos patrísticos ayudan a determinar la costumbre, limitándola por la ley. 


(274) FOURNIER-LE BRAS: Histoire..., II, pp. 33-35. 
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(275), recurso ültimo en Abelardo, e insiste en el punto clave de los 
reformistas: la aprobación pontificia, al menos tácita, como norma de le- 
gitimidad (276); pero no se ve libre de las omisiones, interpolaciones, com- 
posición de varios fragmentos o mosaicos jurídicos y contradicciones 277 

Bonizo de Sutri incluye textos penitenciales de Teodoro, Cumeano, 
Beda, etc., en los libros IX y X del De Vita Cristiana, y utiliza a Burcardo. 
En cuanto al criterio de selección, es aún menos preciso que Anselmo y 
Deusdedit, admitiendo como apócrifo el texto “nulla auctoritate rebora- 
tum” (278), lo que lógicamente equivaldría a aceptar textos de incierta 
autoridad y a rechazar otros de valor legal e indiscutible. No se libra tam- 
poco de alteraciones tendenciosas, si bien muy reducidas (279), y, sobre 
todo, comete numerosísimos errores en las intitulaciones. 

La Britannica, en la serie de Varia, después de los textos del Digesto, 
inserta otros de los Instituta; en ellos reaparece la inquietud de señalar unas 
fuentes de Derecho (280), dejando en claro la recepción del Derecho ro- 
mano en las colecciones canónicas. 

La Tarraconensis, preterromana, entre el 1085 y 1090, inserta textos 
ajenos a las colecciones y algunos legendarios (281). 

Las colecciones Gregorianas, pues, si habían surgido con un deseo de 
unificación legislativa, redujeron su labor a formular algün principio so- 
bre el valor de los textos. 

La aprobación explícita o implicita, la tradición canónica que ponia 
coto a las costumbres locales.y a los usos diversos, no eran en sí suficien- 
tes para llegar a la concordia textual, Gregorio VII, no debe olvidarse, no 
era teórico, sino reformador; la polémica no permitió la labor de concor- 
dia y de síntesis, razón por la que los dos adversarios utilizaban las mis- 


(2975) “Quod si patenter adversari contingerit, inferior auctoritas poliori cedere debebit" 
Ed. Wolf von Glanvell p. 3. 

(976) Los cánones todos anteriores a Calcedonia los admite de un golpe, porque el ca- 
non 1.» de este Concilio los aprobó. Lo mismo hace con las normas conformes a la fe, moral 
eristiana y no contrarias a alguna decisión romana. 

(277) G. OESTERLE: De Cardinali Deusdedit, en “Jus Pontificium”, t. XVIII (1938), p. 221, 
y FOURNIER-LeE Bras: Histoire..., IT, pp. 49-51. 

(278) E. PERELs: Liber de Vita Cristiana (Berlín, 1930), p. 119. (Vol. I de Texte zur Ges- 
chichte des römischen und kanonischen Rechts im Mittelalter.) 

Es explícito en reconocer la discrepancia en los penitenciales: “Non ambigo videri mira- 
bilie multum inter se diversa dixisse”. (I, 43, p. 438). En la armonización de los textos 
patrísticos, no enuncia regla alguna para resolver las contrariedades. Valiéndose de la dis- 
tinción entre “sacramentum” y “effectus”, pone de acuerdo las discordancias entre Agustin 

y Cipriano (PERELS, ed. cit., pp. 31-32. Cfr. Mar: Nova Patrum Bibliotheca, VII, pars 3.2, p. 1) 
; conflesa explícitamente su admiración respecto de la diversidad de opinión entre los v 
res que el Medioevo creyó inspirados. 

(279) E. PERELS, ed. cit., Il, 9 y IV, 97. 

(980) P. EWALD, en “Neues Archiv.", t. V (1880), p. 570. 

(981) Cfr. FOURNIER: Le Liber Tarraconensis, en “Mélanges Julien Havet” (1895), p. 271. 
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mas autoridades (282). Los textos nuevos ‘no consiguieron expulsar los gér- 
menes de confusionismo de Burcardo; la Historia llega a ocupar un pues- 
to de honor con Casiodoro y el Liber Pontificalis; las Pseudoisidorianas 
se explotan sin recelo; el criterio de selección textual no resuelve definiti- 
vamente la cuestión entre leyes y costumbres, ya que éstas, con frecuencia, 
no permitían llegar al acuerdo perfecto con Roma (283). Sobre todo, los 
gregorianistas no han sabido deslindar los campos entre la "auctoritas" y 
la “ratio”, lo que impidió resolver las contradicciones patrísticas (284). 

La cuestión de la *ratio" había sido tratada en la Iglesia ya desde San 
Agustín. En el siglo 1x, Escoto Erigena puso ciertas reservas a la "aucto- 
ritas", siendo más explícito que sus contemporáneos; pero el respeto a los 
Padres no se oscurece, antes, al contrario, aumenta. En el siglo x1, los ca- 
nonistas se limitarán a explicar la "adversitas" patristica por una "diver- 
sitad", sin dar solución alguna al problema (286); frente a las Autoridades 
se mantiene una pasividad total, que permite a los gregorianos utilizar sin 
apelación los textos del Pseudoisidoro; en el tiempo de Gregorio VII, casi 
nadie será capaz de discutir el valor de un texto que lleva la etiqueta de la 
tradición (287). Por otra parte, las fórmulas legales inalterables de los gre- 


(282) Sin discutir el valor original de los argumentos, los polemistas hacen hincapié en 
la cantidad, en el número mayor de “auctoritates”. Al no apreciar el valor histórico y 
lógico, los textos se desnaturalizan y se hace confusa su aplicación. Cfr. E. VoosEN: Papauté 
et pouvoir civil a Vepoque de Gregoire VII (Gembloux, 1927), pp. 92-93. 

(283) Cfr. LE Bras: De la coutume dans le Droit canonique, de Wehrlé, en “Compiés 
TOMCUG eek E UN LOST) adios. 

(284) En Occidente algunos Padres habían logrado el título de “Doctores de la Iglesia” 
y de “escritores canónicos y auténticos”. Ambrosio, Agustín, Jerónimo, San Gregorio Magno, 
eran las principales autoridades ante las que el Medioevo se mostró reverente. Pero no 
siempre existía entre ellos una opinión igual. Agustín, en las “Retractationes” (P. L., 32, 585), 
Se hace eco de esta opinión: “Cum diversa at que inter se adversa sentiunt." Hincmamo la ex- 
plica por una diversidad de estilo (P. L., 195, 87). LOs escritores del siglo XI se contentan con 
afirmar que no se oponen las autoridades (Pedro Damián, P. L., 145, 140) o que no pueden 
admitir esa contradicción (Bonizón de Sutri: “De Vita Cristiana”, ed. PERELs, p. 31, I, 43). 
Ambas expresiones caracterizan la posición de los reformistas gregorianos frente a la *aucto- 
ritas". Luego se recurrirá à la distinción entre “adversa” y “diversa”. Cfr. GHELLINCK, 0. C., 
pp. 517-523. 

El mismo Bonizon, sin embargo, y en esto es excepción, mantiene su opinión en contra 
de San Jerónimo (ed. PERELS, I, 44, y II, 63, pp. 33 y 65). 

(285) GHELLINCK, p. 27. Cfr. Histoire de l'Eglise, de FLICHE-MARTIN, vol. XIII: Le Mou- 
vement doctrinal du IX au XIV siècle (A. FoREST-F. VAN STEENBERGHEN-M. GANDILLAC), sobre 
Berengario (p. 37 ss.) y San Anselmo (p. 48 ss.). 

(286) Deusdedit afirma que “discretione adhibita facile patebit quod neque inter se ad- 
versentur" (ed. Wolf von Glanvell, p. 3). Cfr. A. J. MACDONALD: Autority and reason in the 
early middle ages (Oxford, 1933), C. 6. Recensión por J. Corrmaux, en “Rev. d'Histoir. Eccles.”, 
t. XXX (1934), pp. 654-655, y GHELLINE, 0. C., p. 474 ss. 

(287) Las colecciones del final del siglo XI y principios del XII se hacen eco del pro- 
blema y han sentido urgentemente la necesidad de incluir la cuestión de la “auctoritas” 
frente a la “ratio” como consecuencia del movimiento intelectual y de los problemas que 
plantean los teólogos. 

La Collectio 7 Librorum (cód. Vat. Lat. 1346, fol. 30 v., c. 31) cita los textos de Calixto 
Jerónimo y Agustín que se refieren a ello. à 

El Polycarpus le dedica un título (1. I, 27, ms. de la Bib. Nac. de Paris, lat. 3881, fol. 23 r- 
34 v; l. I, 27, ms. Vat. Lat. 1354, fols. 93:24). 

La Caesaraugustana es la primera que formula explícitamente la jerarquía de valores en- 
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gorianos chocaban con la vida, y de nuevo se repite lo que había sucedido 
con Burcardo (288). 


Con Urbano II (1088-1099) se inicia un nuevo período para la cien- 
cia; la renovación textual, iniciada por Gregorio y dirigida a eliminar los 
textos de valor dudoso, se convierte ahora en un trabajo de interpretación 
según los criterios histórico y dialéctico; se busca la solución en un sistema 
basado en principios doctrinales para establecer el orden y la armonía. En 
su tiempo “se alzó la autoridad de la doctrina como un elemento nuevo que 
andaba a la par, si no es que se adelantaba a la legislación positiva” (289). 
La extrordinaria actividad intelectual, la nueva orientación: de las ciencias, 
el nuevo método de enseñar el Derecho romano, ofrecen a los canonistas 
métodos nuevos de interpretación y las categorías precisas para conseguir la 
armonía textual. Urbano recoge la inquietud de Hincmaro (290), restau- 
rando con eficacia la hermenéutica jurídica; distingue entre leyes inmuta- 
bles y contingentes; éstas fundan su contingencia en la diversidad histórica 
de personas, lugares y tiempos. 

Sus contemporáneos desarrollan su idea y establecen los fundamentos 
de la crítica. Ivo inicia la obra de la síntesis para el Derecho, y Abelardo, 
para la Teología. Aquél, contemporáneo y amigo de Urbano, ha aportado 
grandes valores a la claridad jurídica: el Derecho, para él, es un conjun- 
to de leyes que tienen un origen y, por consiguiente, un valor distinto: 
Decretales, Concilios, “dicta Patrum"; a ellas se debe añadir la costum- 
bre (291). Las opiniones de los Padres y el Antiguo Testamento ceden al 


ire ambas: “De auctoritate et ratione et quae cui praeponenda sit” en forma general—ms. lat. 
labras de Bonizon de Sutri, quien, quince años antes, había expresado su opinión frente à 
Bib. Nac. París, fol. 3 ss.; ms. Barberino-Lat. 897, fol. 4 ss.; Víat. Lat. 5715 (2.2 recen.), 
fol. 1; formulación que copia en forma libre el ms. de la Bibl. Nac. de Nápoles XII, A, 27, 
sin enumeración de folios, en el l. 1.0: “De Doctrina"—para car la solución en el c. 5 de 
este mismo libro: “Quod ratio auctoritati praeponenda sit" (mmss. cit.). “Non praeponen- 
dam auctoritatem rationi." 

Estas intitulaciones explícitas en favor de la “ratio” son la fórmula legal de aquellas pa- 
labras de Bonizón de Sutri, quien, quince años antes, había expresado su opinión frente a 
la *auctoritas" de Jerónimo: “Videant aliqui quid dicant, quid sentiant de talibus; mea autem 
sententia haec est” (De Vita Crist., ed. cit., I, 44 y II, 63). 

Estas colecciones han tomado los textos, no la “intitulatio”, de Ivo, “que habla con gram 
moderación de estas dos fuentes de argumentación”. GHELLINCK, 0. C., p. 454; cfr. “Epist. 
Ivonis, 89", en P. L., 169, 1903. 

Sobre los teólogos del siglo XII y el problema, cfr. FOURNIER, en “Bibliot. de l'Ecole de 
Chartres", t. LVIII (1897), pp. 430, 433, 624, 628. 

(288) Con el Obispo de Worms, la interpolación y el apócrifo se habían convertido en 
fuente de progreso del mismo Derecho. La acomodación a las circunstancias lo exígió; 
cfr. FOURNIER: Le Decret de Burchard, en “Rev. d'Histoir. Ecclesiast.”, t. XII (1911), pp. 455- 
456. Ahora, si bien funciona un poder legislativo. con todo las circunstancias nuevas inutiil- 
zan su esfuerzo. A la autoridad sucederá en el orden de la armonía, con mucha mayor efi- 
cacia, la ciencia. 

(989) F. WALTER: Manual de Derecho eclesiástico universal (trad. españ. 1884), p 158, 
$ 199. 

(290) “De Praedestinatione", P. L., 125, 412. 
(291) Decretum, IV, 194 ss. y Epístola 184. 
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Nuevo (epist. 122); las leyes civiles caen ante las divinas o pontificias y 
obligan por la fuerza que les da la Iglesia (epist. 262; 270); la costumbre 
no vale si es opuesta a las Decretales o Concilios (epist. 184; Decretum, 
IV) 202881) ; 

Su Prologus al Decreto, sin ser una elaboración científica de las diver- 
sas fuentes materiales y de los métodos de interpretación, da un paso deci- 
sivo en favor de la concordia. Sus reglas tienen en cuenta las circunstancias 
históricas en que se mueve el legislador, interpretación que ayuda a resol- 
ver las contradicciones (292). En la consideración del sentido histórico de 
la ley, Ivo supera a Bernoldo Constantiense, como le aventaja igualmente 
en considerar la autoridad de que dimanan las leyes, lo que jerarquiza su 
valor y destruye su aparente contradicción, aunque sea menos explicito 
cuando habla del Romano Pontífice y de los Obispos reunidos en Conci- 
lio (293). 

Pero el espíritu ecléctico y conciliador del Obispo de Carnot ha sido un 
paso de retroceso; su persona puede fácilmente desdoblarse: Ivo copiando 
cánones, e Ivo elaborando o, mejor, formulando principios. Si su valor 
como científico es indiscutible en aquel resurgir de la ciencia, la disciplina 
que recoge lleva en sí misma el virus de la contradicción; la unificación in- 
terna no aparece para nada en sus obras, lo que no extraña, habida cuenta 
de la nueva orientación dada por Urbano II, quien introducirá cambios en 
las leyes atemperando el rigorismo de Gregorio VII "pro temporum ne- 
cessitate et personarum qualitate". Ivo tiene en cuenta las cicunstancias del 
momento y, fijo en ellas, quiere coordinar las leyes antiguas y nuevas. Esta 
mezcla, que llega a Graciano, produce de nuevo el desorden y la confusión 
jurídica, la alteración y el individualismo (294); la Teología (295), el De- 


(292) Valor del “Prologus” (P. L., 161, 47 ss.) en “Revue des Questions Historiques", 
t. LXIII (1898), p. 52 ss.; su divulgación, en FOURNIER-LE BnRas: Histoire... II, p. 106 ss. 

Sobre las reglas: “admonitio, indulgentia, praeceptum, prohibitio, dispensatio", adver- 
tencias que siguen al estudio de las fuentes, cfr. FoURNIER-LE Bras: Histoire..., II, p. 337 SS. 
y GHELLINCK, 0. C., p. 468. 

Por este mismo “Prologus” se deduce el deseo de coordinar los cánones antiguos con los 
nuevos, lo que en definitiva haría inútil todo su valor teórico y práctico en su mismo autor. 
Graciano, “ab Ivone excitatus", utiliza muchas de sus reglas (cfr. SARTI: De claris Archi- 
gymnasii Bononiensis professoribus, en “Jus Pontificium", t. XIX [1939], p. 14, n. V). 

(293) Coincide en el fondo con Bernoldo. “Auctor canonum" es el Romano Pontífice, lo 
que dijera ya, en su “Capitulare”, Atton (Mar: Script. Vet. nova collectio, VII, 2.2 pars, p. 61), 
aunque con acento distinto. La contingencia y la diversa autoridad canónica son dos reglas 
bien recibidas a principios del siglo XII. Las aceptan Hilderberg de Lavardin (P. L, 171, 
236), Algero de Lieja (P. L., 180, 857), S. Bernardo (P. L. 189, 862-8065) y Abelardo (P. L., 
178, 1339 ss.). 

(294) SmICKLER, 0. C.,*p. 178. 

(295) El Decreto hace época en la teología positiva. GHELLINCK, 0. C., p. 446. Las cues- 
¡jones teológicas debatidas fuertemente a final del siglo XI y principios del XII no son fa- 
vorables para establecer un cuerpo homogéneo, y al ser recogidas en las colecciones des- 
plazan a veces a la misma disciplina. Sobre este punto interesante cfr. FOURNIER-LE BRAS: 
Histoire..., II, c. V: “Théologie et Droit canonique”, pp. 314-350, y GHELLINCK, O. C., p. 416 ss. 
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recho carolino y el particular hacen de nuevo imposible la exclusión de las 
fuentes ajuridicas y oscurecen el valor de las auténticas (296). 

Su falta de método le lleva a repeticiones y errores de atribución; a ve- 
ces, lo que es más grave, el error versa sobre el mismo texto (297), y hay, 
finalmente, textos que no se armonizan con facilidad (208). 

En resumen, si Ivo tiene el mérito de orientar a la síntesis y abrir el 
camino a Graciano, al suministrar materias a las colecciones posteriores, 
modificando sus tendencias hacia la moderación, introduce un derecho que 
no es, mi puede ser, dado su espíritu mediador, homogéneo, 

Bernoldo, su contemporáneo (+ c. a. 1100), evitará los grandes defec- 
tos de Ivo, y en sus obras, más susceptibles que las colecciones a ser some- 
tidas a un criterio uniforme, realizará lo que omitió éste: aplicar las re- 
glas de interpretación a los textos utilizados. Su personalidad en este sen- 
tido es única, y Abelardo le seguirá en la Teología (299). La cuestión de 
sistematización encuentra un rango elevado en Bernoldo; con más insis- 
tencia que Burcardo, reconoce la incoherencia o diets de la disci- 
plina; la última parte del Excommunicatis Vitandis y todo el De Prudenti 
Dispensatione (300) son un intento continuado de poner en armonía las le- 
ves contrarias. Con ello llega a ser el primero que desde lejos inicia teóri- 
<a y prácticamente la obra consumada por Graciano. KurscHEID-WIL- 
CHES (301) recoge sus cinco reglas, que pueden reducirse a la considera- 


e*t L] 


(296) Textos ajuridicos del Decreto, en FOURNIER-LE Bnas: Histoire.., II, p. 75. Textos 
históricos y derecho particular, ibidem, p. 78. 

En cuanto a la imprecisión del valor de las fuentes, olvido práctico de su Prólogo al 
Decreto, Ivo, al final de la segunda parte de la Tripartita, parece indicar que los textos pa- 
trísticos, el derecho episcopal germano y galo y el derecho secular, no forman parte del 
Corpus Canonum. “Hactenus ex corpore canonum. Ea quae sequuntur aut sententiae sunt 
orthodoxorum patrum, ut leges catholicorum regum, aut synodicae sententiae Gallicanorum 
et Germanicorum pontificum”. FOURNIER-LE BRAs: Histoire..., II, p. 63. 

Sobre la “costumbre”, ninguno de sus textos presenta un interés, aunque parezca indicar 
en el título al libro IV de su Decreto que ella ocuparía un lugar inmediato a la Sagrada 
Escritura y los Concilios. (Cfr. WERHLÉ, o. C., p. 85.) 

(297) Sobre ambos puntos, cfr. FOURNIER: Les collections canoniques attribuées a Ivo 
de Chartres, en “Bibliot. de VEcole de Chartres”, t. LVIII (1897), pp. 69-70. La Panormia, 
“Enciclopedia sumaria de Derecho canónico” (TARDIF: Histoire des sources du Droit cano- 
nique, p. 171), tiene método y concisión y, sobre todo, sumarios de reglas claras de derecho 
que frecuentemente suponen una corrección de los lugares paralelos del Decreto. 

(298) En Decreto, IV, 105, se admiten los 50 cánones de los Apóstoles; en el capítulo 
107 del mismo, 60; en el 108, 84, sin dar un criterio de exclusión 0 selección. 

La falta de uniformidad en las versiones que utiliza—v. gr., can. 10 de Ancira, en Pa- 
normia, III, 87, según la Isidoriana, y en Panormia, III, 97, y Decreto, VI, 373, segün Mar- 
tín de Braga; can. XVII de Nicea, en Decreto, XIII, 8, según la Isidoriana, y en Vie 96, 
según la Dionisiana, etc.—no permitía llegar siempre a la unificación y claridad textual. 

(299) KURSCHEID-WILCHES, 0. C., p. 228: 

(300) Py Lo, 148, 1181 sci; M Gla, Tibelli de Lite”, I1; 149 088: Pek 148701960 SS TY, 
M. G. H., *Libelli -de Lite", II, 156 ss. 

(301) Historia Fontium (Romae, 1943), pp. 227-228, Cfr. GHELLINCK, 0. C., p. 486. 
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ción del contexto, a la comparación de los diversos estatutos entre sí, a la 
atención de las circunstancias de lugar, tiempo y persona, causas motivas 
y, finalmente, a considerar “quid dispensatorie, quasi ad tepus, et quid 
generaliter, omni tempore tedendum, PP. censuerint” (302); en una pala- 
bra, todo aquello que hoy conocemos en la metodología con el nombre de 
crítica interna y externa. 

Bernoldo inicia, además, la teoría de las fuentes materiales en un mo- 
mento de síntesis y crítica literaria; y, aunque menos extenso que Ivo, es 
más definitivo cuando se refiere a la autoridad pontificia y conciliar. En 
él, la jerarquía de las fuentes es una regla utilizada para resolver la con- 
tradicción (303). A la Sagrada Escritura debe someterse el criterio de los 
Padres, incluidos los Pontífices; la “legis interpretatio" (304) distingue 
dentro de ella el Antiguo y el Nuevo Testamento (305); le sigue en efi- 
cacia la "Auctoritas Apostolica" (306). El Romano Pontífice y su auto- 
ridad es el nervio de todo su sistema para enjuiciar la jerarquia de las le- 
ves humanas; mucho más claramente que el Capitular de Atton y que Deus- 
dedit, centralizará Bernoldo toda la legislación en torno a la Sede Apostó- 
lica; ésta queda más prestigiada en él que en Ivo. Bernoldo no hablará, 
como éste, de igualdad entre la ley civil y económica, ni se encontrarán en 
sus escritos las limitaciones que el de Chartres pone a los legados ponti- 
ficios (307). 


Los Romanos Pontifices, "Viri apostolici" (308), "Sanctissimi, Sancti 


(302) Esta última regla sobre la dispensa. encuentra en Bernoldo el más genuino repre- 
sentante (cfr. “De Prudenti dispensatione", "Libelli", II, pp. 139-140). Ante la aparente con- 
tradicción de los textos de los Padres, Bernoldo no dirá nada especial; se contenta con 
formular las reservas de su tiempo sobre la real divergencia (cfr. “Libelli”, II, p. 156). La 
"diversitas" prevalece desde Hincmaro hasta el siglo XII y puede explicarse o por el “di- 
verso estilo", o por las “diversas palabras", etc. Cfr. GHELLINCK, 0. c., apéndice IV: 
Un épisode dans l'histoire, de l'argument patristique au Moyen Age, p. 517 ss. La fórmula de- 
finitiva y clara que reconoce no sólo la “diversitas”, sino la “adversitas” está en Anselmo 
de Laon y por él se ha extendido. Cfr. P. L., 162, 1587, y 178, 341. : 


(303) FOURNIER: Un tournant de Uhistoire, rev. cit., p. 167, nota 1.2, afirma, sin em- 
bargo, que Ivo es el primer autor de la teoría de las fuentes. VAN HovE: Prolegomena, p. 421, 
no tiene dificultad en enumerar el primero a Bernoldo entre los autores "tractatum quemdam 
de fontibus juris canonici adumbrantes”. 

. (304) "De Excommunicatis”..., P. L., 148, 1184-1185 D, A, B; 1213 A, B; 1215-1916 D, A; to 
mismo se deduce en el "De Prudenti dispensatione", Cfr. P. L., 148, 1267 C y 1968 A. 

(305) El antiguo “adveniente Christe cessaritiu in mysteriis et carnatibus observantiis” 
(*Apologeticus", P. L., 148, 1120 D). 

(306) Cfr. “De Excommunicatis”, P. L., 1194-1195, 1197 A; 1209 D$ 
geticus", P. L., 148, 1115 C, 1118 G, 1197 B y 1152 A, B, C. 


. (307) Cfr. Decretum Ivonis, l. IV, passim y las cartas 18 y 59; cfr. FOURNIER-LE Bras: 
Histoire..., vol. II, pp. 109-114, y VAN HovE: Prolegomena, pp. 264 y 332. 


(308) “De Excommunicatis”, P. L., 148, 1182 A; 1186 D; 1195 D: 1203 B: 1206 C: “ADO- 
logeticus”, ibid., 1109 D, 1114 A, 1138 C, 1139 B. ; Mai A M EL 


1210 A; cfr. “Apelo- 
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patres" (309), representan a Cristo con todos sus poderes (310); luego: 
a) Toda la legislación eclesiástica depende de él, de su aprobación, él es el 
"auctor canonum" o el “novae institutionis auctor" (311); b) Los Conci- 
lios, aun ecuménicos, sin el Romano Pontífice nada valen (312); en cuanto 
a los provinciales de Oriente u Occidente, obligan, dado el precepto ponti- 
ficio de su celebración (313). Los particulares, regionales o provinciales, ce- 
den a los universales (314), y valen, previa la celebración canónica, si con- 
cuerdan con la fe, con los Concilios generales y con las Decretales (315); y 
c) Consecuencia de ambas afirmaciones es que las Decretales y legisla- 
ción pontificia están sobre toda legislación humana. Esta afirmación era 
demasiado grave para ser formulada al principio de su De Excommunica- 
its. Por eso ha preferido seguir el orden inverso: demuestra, primero, que 
toda la autoridad en la Iglesia viene del Romano Pontífice, para concluir 
luego que éste, con la suya, está no sólo sobre los Concilios y los Santos 
Padres, sino también, en lo disciplinar, sobre la misma autoridad apostóli- 
ca (316). Comparado en este punto Bernoldo con Hincmaro, resulta paten- 


(309) “De Excommunicatis”, P. L., ibid., 1183 B y C, 1184 D, 1186 A, 1187 B, 1190 D, 
1213 D; “De Prudenti dispensatione", P. L., ibid., 1267 B, 1268 C, 1269 B, 1272 B: “Apologeti- 
cus”, ibid., 1107 €, 1108 C, 1109 A, 1110, D, etc. 

(810) Cfr. “Apologeticus”, tbid., 1137 D: "Apostolica Saedes ex divina confessione...”; 
1138 D: “Forsitan autem aliquis adeo delirat..."; 1139 A: “Quis enim generaliter..." 

(311) “De Excommunicatis”, P. L., 148, 1216 A y 1218 C; son los “institutores” de la dis- 
ciplina eclesiástica (ibid., 1197 A) y sus promulgadores (1198 A). 

(812) “Apologeticus”, ibid., 1109 A, B, D; 1110 B; “De Exocmmunicatis”, ibid., 1198 B 
y €; 1210 B; 1213 A. Aun en la admisión de Jos Concilios, cánones y tradiciones apostólicas, 
Bernoldo recuerda con preferencia la “attestatio” de los RR. PP. Cfr. “De Excommunicatis”, 
ibid., 1195 D. 

(313) “Apologeticus”, ibid., 1110 C; 1111 A y B; 1112 C; “De Excommunicatis”. ibid., 
1203 C. 

(314) “De Excommunicatis", P. L., ibid., 1210 A. 

(315) “De Excommunicatis", ibid., 1209 D, y “Apologeticus”, ibid., 1110 C. 

(816) Hablar en su tiempo de una “auctoritas” exclusiva, fuente única de toda legisla- 
ción humana y que puede saltar por todos los preceptos antiguos, estableciendo otros en 
disconformidad con ellos, había sido la tesis gregoriana; ahora la doctrina da razón de tal 
afirmación. Sin formular el principio filosófico “propter quod unumquodque tale et illud ma- 
gis", Bernoldo lo deflende claramente: “Decreta RR. PP., si possemus etiam studiosius quam 
illa quatuor concilia—Niceno, Constantinopolitano, Efesino y Calcedonense—venerari et ob- 
servari deberemus, cum et ipsa concilia omni flrmitate carere si non Apostolicae Saedis Pon- 
tifices eadem per Apostolicam auctoritatem et congregare et corroborare decrevissent." “ADo- 
logeticus”, ibid., 1109 A, B. En cuanto a los Santos Padres, su sumisión a la santa fe en la 
vida y doctrina es la garantía de que merecen respeto. Cfr. “Apologeticus”, ibid., 1129-1130 D 
y A. Los Pontífices anteriores pueden ser corregidos en sus decisiones por los posteriores; 
“De Excommunicatis”, ibid., 1217 A y B. (Los adversarios de Gregorio se apoyaban, como en 
argumentos invulnerables, en Decretàles de los Pontífices precedentes. Cfr. P. Crassus: “De- 
fensio Henrici Regis", en M. G. H., "Libelli de Lite", I, p 444, c. VI. Lo que en el orden 
disciplinar establecen los Apóstoles “dispensatorie” puede ser también reformado; “De Ex- 
communicatis”, cols. 1194 C y D y 1195 A. Contra ellos y fuera de ellos la autoridad del 
Romano Pontífice es legítima. 

Es de notar el carácter intrasigente del "Apologeticus", escrito antes que las Otras obras 
(c. a. 1076-1085), en lo qué se refiere a la potestad del Romano Pontífice; cfr. 1137 D y 
1139 B. 

Sobre la autoridad episcopal, éstos son sus principios: a) están sometidos al Romano 
Pontífice (“Apologeticus”, 1140 A y D; "De Excommunicatis”, 1210 B, 1211 D. b) El Romano 
Pontífice aun en contra del Obispo, puede condenar a sus súbditos (“Apologeticus”, cols. 1138 D 


— 377 — 


7.—DERECHO CANONICO 


ROQUE LOSADA COSME 


^ 
4 


te la diversidad de opinión. En contra del principio de potestad de Bernol-. 


do, Hincmaro da la preferencia, esbozo lejano del futuro galicanismo, a 
las leyes conciliares sobre las Decretales del Romano Pontífice; éstas se 
someten a aquéllas, y no valen si les son contrarias. Es la opinión antípoda 
de la del autor del De Excommunicatis (317). Bernoldo, en fin, en la cues- 
tión debatida y compleja del poder legislativo del Romano Pontifice con- 
tra las decisiones precedentes o derecho establecido, es el único que razona 
la práctica de Gregorio VII. Claro está que para ello debió resolver una 
cuestión previa, enconada también: la independencia del Romano Ponti- 


fice del mismo Derecho. La afirmación estaba hecha en forma velada y. 


sin consecuencias doctrinales por Amselmo, y aun con ciertas reservas (318). 

Los principios de Bernoldo, en definitiva, si bien más limitados que 
los de Ivo, son más precisos y seguros e influyen decisivamente en la obra 
de síntesis jurídica (319). 


Algero Leodiense, con su obra Liber de Misericordia et Justitia (c. a. 
1105), ejerció grande influjo en el método de la ciencia canónica y Gracia- 
no. Distingue entre preceptos de misericordia y justicia y explica en los 
dos libros (320) cómo deben aplicarse segün el rigor o la indulgencia, en 
conformidad con sus "Dicta", verdaderas normas que intentan resolver la 
contrariedad. Los mismos textos abreviados no ham sufrido, ordinaria- 
mente, interpretaciones tendenciosas o contrarias a su sentido literal (321). 

Las colecciones que, después de Ivo, han aparecido en los primeros 
treinta años del siglo x11 mantienen más o menos el carácter ecléctico, me- 
diador y, por consiguiente, confuso de las obras del Obispo de Car- 
not (322); por lo demás, lo mismo que Ivo, tampoco aplican en la selec- 
ción textual los principios que adoptan sobre la jerarquía de las fuentes. 


y 1139 A, y éstos tienen que obedecer a la autoridad pontificia antes que a su propio pas- 
tor (“Apologeticus”, col. 1140 B, C); la garantía de ser fleles a los prelados está en que 
obedezcan al Romano Pontífice; quien obedece al Obispo, desobedeciendo a aquél, está 
fuera del orden; sencillamente, no obedece. (“Apologeticus”, ibid., C.) 

Las leyes seculares sólo son mencionadas en *De Excommunicatis?, ibid., col. 1907 B; de 


ellas, algunas fueron recibidas por la Iglesia. La “Veritas” merece igualmente respeto (ibid., 
ool. 1196 B, C, D). 


(317) FOURNIER: Um tournant..., art. cit., p. 170, apéndice. 
(318) Cfr. Colect. Canonum, ed. Thaner, l. 1.9, cc. 19, 91, 94; 9.9, cc. 67 y 79; 4.9, C. 4%. 
Sobre adversarios del poder legislativo, cfr. E. VoosEN: Papauté..., pp. 138-147, 985-297. 


(319) "Maximi momenti et influxus pro scientia canonica et theologica fuit". KURSCHEID- 
^WILCHES: Historia Fontium, p. 227. 


(320) P. L. (180,857: 

(321) Cfr. FoURNTER-LE Bras: Histoire..., II, pp. 349-343. 

(322) Así la colección de San Germán, influenciada por Ivo, recibirá de éste el texto apó- 
crifo de León, que contradice el principio de Gregorio VII: “Quod legati ejus—R. P.—ad- 
versus episcopos sententiam depositionis possint dare." JarrÉ: Mon. Greg., p. 174. 

E] *Polycarpus" demuestra la mitigación del rigorismo en su título: “Quod necessitas im- 
peravit, cesset, necessitate cessante” (1. VII, tit. 16, ms. Vat. Lat. 1354, fol. 172). El des-. 
orden en e] sistema, la repetición, aparecen en su más amplia extensión en la Caesaraugustana. 
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Algunas, como la colección en X parte y la de Chalons-Sur-le-Maine, 
se contentan con transcribir el Praefatio de Ivo sobre la teoría (323). 


Otras insisten en los primeros libros en jerarquizar las diversas fuen- 
tes, como el Polycarpus (c. a. 1105-1106), la Colectio 7 Librorum (1112- 
1120) y la Caesaraugustana (1110-1135), en ambas recensiones. 


Las mismas intitulaciones de las colecciones mencionadas demuestran, 
de una parte, la mitigación del rigorismo de Gregorio VII (“Quod necessi- 
tas imperavit, cesset...”), y de otra, se hacen eco de la controversia de la 
Investidura al tratar de la costumbre, empujando hacia la teoría de las 
mismas fuentes, resultado del movimiento científico de principios del si- 
glo xir y de la recepción del Derecho romano, armonioso y capaz por sí 
solo de orientar hacia la síntesis (324). 


Abelardo, en el Sic et Non (desde el 1115 en adelante), sigue el méto- 
do de Bernoldo y aprovecha los adelantos jurídicos para aplicarlos a la 
Teología. Su influjo en el Decreto de Graciano es muy discutido, aunque 
pudiera afirmarse que, dada la conexión: entre ambas ciencias, fácilmente 
pudieran servir sus normas en el trabajo de concordia jurídica (325). En 
su Obra, más de 1.800 textos anuncian la incertdumbre y la confusión en 
puntos comunes a canonistas y teólogos, como el matrimonio y, en general, 
los sacramentos. 


En el Prólogo (P. L., 178, 1.339 ss.) se hace eco de Burcardo (Epist. 
dedic., P. L., 140, 537). Recurriendo a la Gramática, Retórica y a la Psi- 
cologia, sienta principios claros: empleo de palabras en sentido ajeno y el 
de una en varias significaciones (ibid., 1.339-1.340), falsa intitulación o 
etiqueta que pueden llevar al error (cols. 1.340-1.341), textos que los Pa- 
dres utilizan en un sentido vulgar corregido por ellos mismos (col, 1.343 
y ss.), precepto, indulgencia, exhortación; (col. 1.344, C), palabras diversas 
con diversa significación en autores distintos (1.344, D); finalmente, el 


(323) La primera con el título: “Tractatus de consonantia canonum" El mismo fin con- 
ciliador aparece en todos los que utilizan este “Praefatio”. Cfr. FOURNIER, en Biblioth. de 
PEcole de Chartres, 1. VIII, p. 624 ss. 

(394) A partir de Nicolas I, con el que entra en la vida eclesiástica en igualdad de va- 
lores la ley pontificia y e! derecho de Justiniano, éste se abre camino en el siglo IX me- 
diante el códice Vallicelliano, t. XVIII; luego la Anselmo dedicata utilizará el Rex Romana ca- 
nonice compta; la Collectio 9 Librorum mezclará los textos romanos con los canónicos, 10 
que imitará la Beneventana V librorum. Burcardo, con título ficticio lo pone bajo la autoridad 
de'la Iglesia; en la Reforma Gregoriana avanzada, cuando se olvida el carácter polémico, se 
recurre de nuevo al Derecho romano. Ivo y las colecciones posteriores lo utilizan de nuevo 
(efr. CARLO GUIDO Mor: La recezione del Dirilto romano nelle collezioni canoniche—desde el 
siglo IX al XI—*Acta Congressus Juridici Internationalis" [Romae. 1935], vol. II, pp. 281- 
392). 

(325) Cfr. KURSCHEID-WILCHES, 0. C., |. 999; STICKLER, 0. C., p. 193, y GHELLINCK, 0. C., 
pp. 164 y 494. 
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principio de Isidoro sobre la “potier et antiquier" (326). La Teología, tri- 
butaria del Derecho en los métodos, le devuelve sus conquistas (327). 

Graciano. La parte doctrinal de la Concordia: *Dicta", sumarios, rü- 
bricas, etc., han puesto la base de la evolución ulterior de la doctrina jurí- 
dico-canónica. Antes de él, la muchedumbre de colecciones no permitía rea- 
lizar la uniformidad y la certeza del Derecho; no había existido crítica de 
fuentes, ni un sistema que pudiera abarcar el jus canonicum univer- 
sum (328). 

Con Graciano, la compilación más o menos metódica de las coleccio- 
nes anteriores y los tratados sobre un punto concreto de la disciplina, se 
convierten en una obra original, verdadero tratado científico. Por un mé- 
todo deductivo elabora el elemento material para llegar a su Concordia me- 
diante las soluciones de: diversa significación, tiempo, lugar o dispensa. 
Este método escolástico tuvo gran importancia en la solución de las con- 
trariedades (329), y dió un paso decisivo en la certeza y uniformidad ju- 
rídicas, haciendo de Graciano el padre de la ciencia canónica (330). 

La obra, sin embargo, no podia ser completa. Las dos series diversas 
—formada la primera por textos conciliares, Decretales y materia patristi- 
ca, y la segunda por la liturgia, Derecho secular y la Historia—no presen- 
tan un cuerpo susceptible de corrección en todos sus detalles, Asi, se expli- 
ca la admisión de los Canones Apostolorwn, y las obras del Pseudoisidoro, 
los apócrifos y las falsas inscripciones, de que hablamos en la primera par- 
te. La unión de las colecciones canónicas y florilegios hace de su obra algo 
mixto, que tiene como consecuencia la atemperación de las normas por la 


(326) Cfr. mota 73. Conceptos elaros sobre la costumbre frente a la “ratio” y la “veritas”, 
en la carta 10 “ad Bernardum”. P. L., 178, col. 388 B, C. D. 


(327) Cfr. GHELLINCK, o. C., p. 65. 


(328) VAN HOVE: Quae Gratianus contulerit methodo scientiae canonicae (ex "Apollinaris", 
XXI, Conmemoratio Decreti Gratiani Octavo recurrente saeculo, Apud Cust. Librar. Pont. Inst. 
Utrlusque Juris, in Civ. Vaticana, 1948, pp. 12-13). 


(329) WAN Hove, ibid., p. 13, y CaLasso: Lezioni di storia di Diritto italiano.—Le fonti del 
Diritto, s. V-XIV (Milano, 1948), p. 210. Comparando a Graciano con Irnerio, CALASSO (ibéd., 
p. 208) dice que el Maestro de Bolonia no tuvo como éste una compilación unitaria, sino que 
procuró, el primero, construirla con intentos innovadores en medio de la multitud de fuen- 
les. Le faltaba igualmente un método acabado de técnica normativa y de lógica jurídica. La 
comparación entre ambos resulta difícil en lo que a la ciencia se reflere. Una cosa es clara, 
concluye: “Graciano, a pesar de las imperfecciones de su obra, ha trabajado con menes 
elementos que Irnerio.” 


Sobre el influjo de la Escuela de Bolonia en el Decreto de Graciano, cfr. VAN Hove, att. 
cit. ex "Apollinaris", pp. 23-94. 


(330) Legitiman este título—según Van Hove, l. c. p. 28—el haber escrito el primero 
da síntesis del Derecho canónico, el haber separado la teología práctica de la especulativa, 
el haber orientado la disciplina “ad causas definiendas”, el haber dado un comentario a las 
autoridades pcr sus “Dicta”. Sobre RUDOLFO SoHM, que niega este título a Graciano, cfr. 
GHELLINCK, 0. c., Appendice V: “L'oeuvre de Gratien d'aprés Rudolphe Sohm", pp. 523-532. 
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moral (331). En conciliar las Decretales cae a veces en errores (332); pone 
como vigente derecho abrogado por la costumbre general contraria (333), 
o cambiado ya en el correr de los tiempos (334). 

El plan de su obra, siguiendo el orden del Digesto, y todos los valores 
que pudiera aportar la Concordia en orden a la solución “pro schola et 
foro” de las múltiples contradicciones (335), y que la colocan en un lugar 
privilegiado respecto de los colectores anteriores, no incluyen la perfección 
de método, del orden y la ausencia de errores (336). 

En cuanto a las fuentes del Derecho, Graciano no ha podido librarse 
de los textos ajurídicos tomados de la Teología, de la Moral, de la Litur- 
gia y de la Historia. Los insulares, germanos, y el derecho particular, tie- 
nen un puesto de honor en su Concordia. 

Las fuentes materiales sufren etapas distintas, que dan la sensación de 
unas etapas superpuestas, no sustitutivas, donde el derecho divino se iden- 
tifica con el natural, el Nuevo Testamento completa el Antiguo y las De- 
eretales y Concilios se acumulan (337). 

La teoría sobre el valor de cada una de ellas no puede encontrarse en el 
Decreto, a pesar de que algunas, como la costumbre, haya merecido muchos 
“dicta” por parte del Maestro (338); otras, como las Decretales, no quedan 


totalmente prestigiadas (339). 


(331) GABRIEL LE BRAS: Vues sur les problemes posés autour “du Decret" de Gretien, 
ed. cit. “ex Apollinaris”, p. 116. , 

(332) DOUJAT: Praenotationum canonicarum libri III (ed. 6.2, Venetiis, 1762), c. XII: 
“De mendis", p. 360. 

(333) Ayuno cuaresmal que debe incoarse por los clérigos después de Sexagésima ‘D. 
€. 4 8s.), cartas dimisorias “sub certa forma” (D. 73), ayuno previo al juramento (C. 

OOO) 

: (334) La elección de Romano Pontífice y de los Obispos (D. 23, c. 1, y D. 63, c. 35), la 
edad y los intersticios (DD. 67-68), los grados de afinidad y consaguinidad tomados del Pe- 
nitencial de Teodoro (C. 33, qq. 2-3, c. 3), la obligación de comulgar en Navidad, Resurrec- 
ción y Pentecostés (D. 9, *de Consecrat", c. 16), etc. Cfr. ANTONIUS FLORENTINUS: Summa Ma- 
jor, t: IV, tit. 11: “De dono intellectus"; c. VIII: De capitulis in quibus communiter Magister 
Sententiarum et Gratianus non tenentur. Art. 1: In decretis quaedam ponit Gratianus... 

(335) Cfr. DOUJAT, o. C., l. IV, c. XI, pp. 356-357, y Dn. F. LAURIN: Introductio in Corpus 
Juris Canonici (Friedburgi, 1889), c. V, § VII, pp. 44-45. 

(336) Cfr. A. Tosso: Gratianus, en “Jus Pontificium". Annus II, fasc. II (1922), pp. 72 y 74. 

(337) LE Bras: Vues sur les problémes, l c., p. 116. 

(338) Es fuente material (D. 1, c. 5 y Dictum post, c. 5, D. 1); se diferencia del derecho 
natural y constitución (Dictum a. c. 8, D. 8); está debajo del derecho natural (Dictum a. c. 2, 
D. 8); admite làs costumbres “praeter legem" (D. 11, c. 7), generales y particulares (D. 11, c. 3, 
y D. 12, c. 3); si son diversas y no están protegidas por un uso universal deben desaparecer 
(Dietum, 2.2 pars, a. c. 12, D. 12, y Sumario al c. 12, D. 12). 

Condiciones tomadas de las Institutiones y del Codex: a) "inveterata, diuturna, longeva” 
(D. 11, Cc. 4, y D. 12, c. 6; b) "rationabilis" (D. 8, cc. 4, 7, 8; c) conforme a la fe, leyes fun- 
damentales de la Iglesia y buenas costumbres (D. 11, c. 6; D. 12, cc. 4, 8, 11). Cfr. TARDIF: 
Histonre des sources... L. IV, c. II: “Le Droit coutumier”, p. 61 ss. 

WERHLE, con todo, quiere ver en Graciano a un partidario poco favorable a la costumbre, 
ya que limita su radio de acción. “De la coutulne...", 0. C. p. 93. 

(339) Reconocida su fuerza obligatoria (Sumario al c. 1, D. 19), la limita por el Evan- 
gelio y las Decretales anteriores (Dictum a. c. 8, D. 19); de no serles contrarias, valen lo 
mismo que los Concilios (1.2 pars Dicti a. c 1, D. 20, y 1.4 pars Dicti a. c. 1, D. 21). 

En cuanto a la autoridad conciliar, los protestantes quieren ver en Graciano un defensor 


4, 
29 
22, 
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Sin embargo, a pesar de sus defectos y de que fué corregida su obra 
por los decretistas y correctores y luego superada en cuanto al méto- 
do (340), da un paso definitivo para que la antimonia jurídica quede re- 
suelta con la colaboración científica de la edad clásica del Derecho. Si los 
tratados científicos, imperfectos, del principio del x11 y las colecciones, que 
iniciaron una nueva era a partir de Ivo y Bernoldo, han hecho posible la 
obra de Graciano, éste, a su vez, es el principio de una serie ininterrumpida 
de conquistas en la claridad, armonía y sistematización de la ciencia ca- 
nónica. 

Con él se llega a la unificación externa y se ponen las bases de la in- 
terna, más interesante y, sobre todo, de más trascendencia en la vida disci- 
plinaria de la Iglesia. 

Rogue LOSADA COSME 


Profesor de Historia del Derecho Canónico 


A i ; 
ics 
de su valor dependiente de su conformidad con la Escri : | 
: p critura. Cfr. MASTRICHT, 9. 
LXXVIII, n. 311 y ss. Los lugàres son D. 9, c. 8, y Dictum post e. 11, C. 36 2 2 Pero el 
se Opone totalmente a toda la D. 15 y ss. sobre su valor intrínseco. i: dile 


i (340) Por no enumerar más que à uno próximo à él, por Bernardo Papiense, en su Brevia- 
Sa C UD quien, sistematizando textos exclusivamente canónicos "reddit judices 
et juris cultores promptiores ad consulendum, allera "n fini j^. i 

i ndum, definie " ^. STICKLE 
oo oa o g ; ndum”, (Cfr. STICKLER, 
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TEMPORAL POR AMENCIA 


ÍNTRODUCCIÓN 


Aunque el canon 1.131 del Código de Derecho Canónico señala ejem- 
plativamente un conjunto de causas suficientes para una separación tem- 
poral en el matrimonio, sin embargo, todas ellas podríam reducirse a un 
común denominador: peligro del alma o del cuerpo o gran dificultad para 
sobrellevar la vida de comunidad. Es precisamente en el peligro que ame- 
naza al otro cónyuge, donde principalmente ha de fundarse el juez para de- 
cretar no sólo la separación, sino también el tiempo de la misma. De aquí 
que toda la teoría de la separación temporal, en la actual disciplina del 
Codex, descansa sobre el hecho de una grave tamibilidad por parte del cón- 
yuge inocente, lo cual supone una grave peligrosidad en la otra, a veces 
sin culpabilidad en ninguna de las dos partes (1). 


Esta doctrina de reducir todas las causas de separación temporal a una 
sola no es nueva en la ciencia canónica. Ya SÁNCHEZ había indicado que 
las innumerables causas por las que puede darse la separación temporal se 
reducen a la siguiente: “quando in genere adsit corporis vel animae peri- 
culum in consortio conyugale” (2). La Rota Romana, por su parte, está 
más conforme con esta clasificación genérica de SÁNCHEZ que con los in- 
tentos de REIFFENSTUEL y SCHMALZGRUEBER para condensar en cinco o 
seis grupos determinados tales causas (3). 

Si en teoría todo enfermo mental es peligroso, postulado admitido por 
todos los psiquíatras, ciertamente que no será raro el caso en que el juez 
eclesiástico se encuentre ante causas de separación en las que la peligrosi- 
dad de uno de los cónyuges, enajenado mental, sea la razón invocada para 
ello. Estudiar, pues, estas causas de separación a la luz de la doctrina ca- 
nónica y de la jurisprudencia rotal y, al mismo tiempo, señalar las normas 


(1) Hoy está fuera de toda duda que la separación temporal no tiene carácter de pena; 
de aquí que pueda concederse también sin que haya precedido culpa de ninguna de jas 
dos partes. 

(2) De sancto sacramento matrimonii; 1. 10, disp. 17. 

(3) Sacra Romanae Rota decissiones sen sententiae; völ 4: 60:016. Na; VOL, 20, dec 19, 
e 9, ll, 4 dec 1907 AN a 


bd. 
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que, a tenor de la Psiquiatría actual, ha de tener presentes el juez para de- 
terminar el coeficiente de peligrosidad de un enfermo mental determinado, 
nos pareció una labor tan interesante como útil, 

Dividimos el trabajo en dos partes: en la primera, estudiamos la doc- 
trina canónica y la jurisprudencia rotal sobre la materia, tratando en puntos 
distintos la separación simplemente quoad thorum y la separación quoad 
thorum et habitationem, ya por autoridad propia, ya por sentencia judicial. 
En la segunda parte, señalamos la doctrina psiquiátrica sobre la peligrosi- 
dad de los enfermos mentales, aunque restringida ésta a las causas de se- 
paración matrimonial. 


A primera vista, pudiera parecer completamente inútil la cuestión. Al 
individuo enajenado mental y, sobre todo, al amente furioso, se le aisla en 
manicomio, de donde ya no vuelve al seno de la familia, sino cuando se 
encuentra profundamente mejorado y, por ende, su peligrosidad notable- 
mente disminuída. Esto lleva consigo una separación de hecho sin inter- 
vención alguna de la autoridad. Por otra parte, en estos casos, general- 
mente el cónyuge sano se siente afectado de un más fuerte amor conyugal 
hacia el esposo enfermo, y no acude al tribunal, contentándose, a lo sumo, 
con una separación meramente física, justamente como en caso de otras 
enfermedades. 


Pero un conjunto de razones avalan la actualidad del tema: 


a) Con frecuencia nos encontramos con enfermos mentales, en estado 
de amencia ya plenamente desarrollada, los cuales, ante el juez y el médico, 
discurren con acierto y precaución, de modo que no es empresa fácil des- 
cubrir su psicosis, y que, sin embargo, su mente, sobreexcitada por ideas 
delirantes encubiertas, pone de continuo en peligro la vida de sus fami- 
liares. 

b) Hay un gran número de casos leves, las primeras fases, casi inad- 
vertidas, de la enfermedad; esa gama inmensa de neuróticos y psicópatas 
que no son, por regla general, manicomiables; ese vasto conglomerado de 
individuos que como raros, tocados, maníacos, etc., cruzan la vida, dejan- 
do la triste estela de su morbosidad y entre los que se encuentran, según los 
psiquíatras, los individuos de máxima peligrosidad, por encontrarse ésta 
enmascarada hasta que sorprenden con sus reacciones violentas. 


c) Puede suceder que el enfermo mental, ya manicomiado, mejore 
notablemente de su enfermedad, hasta el punto de ser dado de alta del es- 
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tablecimiento, sin que por ello haya disminuido su peligrosidad. De no exis- 
tir una separación legal, siempre podría exigir el cónyuge demente, de su 
consorte, la reanudación de la vida comün, incluso invocando ante la auto- 
ridad civil el auxilio de la fuerza püblica para volver a aquélla al domicilio 
conyugal. 

d) Finalmente, hasta la fecha el concepto de peligrosidad ha sido 
unido al de criminalidad y las medidas adoptadas por este motivo se han 
encauzado solamente en el sentido del loco judicial, es decir, de aquel que 
ya ha tenido que ver con la justicia por haber ya delinquido. De aquí que 
sólo tenían cabida en los establecimientos dedicados al efecto, desde el 
punto de vista del aislamiento, el enajenado sobre el que, por haber ya 
delinquido, hubieron de intervenir ya los Tribunales de justicia. Y, sin em- 
bargo, todas las causas de separación enumeradas en el canon 1.131 y que, 
como dijimos arriba, pueden reducirse al común denominador: peligro de 
alma o de cuerpo, se refieren a males futuros que amenazan a alguno de 
los cónyuges o de la prole, “no contando para el caso los hechos presentes 
o pasados—comenta MIGUÉLEZ—, sino como indicio o presunción de los 
que en adelante habrian de producirse” (4). 


PRIMERA PARTE 


Las causas de separación “quoad thorum et habitationem” por motivo 
de amencia, por la autoridad pública 


Fueron sumamente sobrios los canonistas y civilistas antiguos al ha- 
blar de la amencia como causa de separación temporal. Se limitaron a muy 
ligeras pinceladas al exponer las leyes “furor” y “st cum dotem" del Di- 
gesto (5), algunos cánones del Decreto y los capítulos "quoniam" y “di- 
lectus” de las Decretales (6). 

Había una primera sentencia, rígida y extrema, según la cual la locura 
nunca es causa suficiente para una separación jurídica quoad thorum et 
cohabitationem. Así opinó el ABAD interpretando el capitulo "quoniam", del 
famoso título “de conjungio leprosorum". 

“Nulla infirmitas, quantacumque gravis, praestat facultatem matri- 
monium disolvendi, etiam quoad thorum seu mutuam servitutem; sive ergo 
superveniat dementia, non debet matrimonium separare" (7). 


(4) “Las causas matrimoniales por separación temporal, en REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO 
CANÓNICO, II (1954), p. 340. 

(5) 910279950475 8:89 se 9 9- 

(OIEA Toto XXIV AY Le re f 

(7) Lectura in Decretales, in C. quoniam, de conjugio leprosorum. 
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Tampoco BrRTAZZzOLI consideró el furor como causa suficiente de se- 
paración matrimonial (8). Interpretaba para ello rígidamente el capitulo 
“si uxorem" del Decreto, según el cual: “Si uxorem quis habeat sterilem 
sive corpore deformem sive debilem membris, sive coecam vel surdam vel 
claudam, vel si quid aliud, sive morbis, vel laboribus doloribusque confectam 
et quidquid (excepta fornicatione) cogitari potest vehementer horribile, pro 
societate tideque sustineat" (9). 

En este sentido cita también COVARRUBIAS a ALEJANDRO DE IMOLA, 
interpretado éste el capitulo “si cum dotem", del título "soluto matrino- 
nio", aun cuando el mismo ALEJANDRO reconoce que la sentencia contraria 
es común. A los textos ya citados añadía unas palabras de SAN AGUSTÍN, 
del libro 1.°, “de sermone Domini in monte”, recogidas por GRACIANO en 
el canon antes citado, según las cuales “ob nullum infortunium conjux est 
dimitendus” (10). 

Finalmente, a éstos añade SÁNCHEZ un conjunto de autores que de- 
fendieron el derecho al débito del cónyuge demente (11). 

Pero fué más común la sentencia afirmativa según la cual, aunque la 
locura de suyo no es causa de separación, ya que (son palabras del Digesto) 
“quid enim tam humanum est, quam ut fortuitis casibus mulieris mari- 
tum vel uxorem mariti participem esse"? (12), sí lo es cuando ésta ha 
llegado a un extremo tal que constituye un peligro grave para el otro cón- 
yuge la cohabitación con el amente. Sin embargo, al valorar la gravedad 
e inminencia del mal necesario para que la demencia justifique la separación, 
tampoco encontramos uniformidad en los autores. 

Algunos hablan de una manera genérica de la necesidad de un furor 
intolerable y vehemente, de modo que éste constituya un peligro inminente 


(8) Consiliorum libri duo, 1. 2, cons. 228. 
(ORCA ARKI Y, 6.718. 
(10) COVARRUBIAS: In 4.2 Decret., pars 2.8, c. 7, n. 3. 


(11) O. c. l. 10, dis. 18. Aun moderadamente no faltó algún canonista que negó a la 
locura el carácter de causa suficiente paar la separación. Así VALES FAILDE, de quien son estas 
palabras: "Otros canonistas creen también causa para la separación la locura peligrosa; pero 
creo que no debe dar lugar a la separación de lecho y habitación, porque no es causa delic- 
tuosa y voluntaria". A lo sumo admite, en caso de peligro, la separación sólo en cuanto al 
lecho. Se funda en el falso supuesto de que là separación tiene razón de pena, exigiendo, 


por lo tanto, una culpabilidad en el cónyuge que da lugar a ella, contra lo que hemos dicho 
más arriba. Causas canónicas para el divorcio, p. 42. 


(12) D. 24, 3, 22. Una epístola de Alejandro III al Arzobispo de Canterbury es ilustrativa 
del hecho de cuán contraria ha sido siempre la mente de la Iglesia a la separación matrimo- 
mal fuera de los casos de absoluta necesidad. “Ha llegado a nuestros oídos—dice el Papa— 
que los leprosos, para general cuidado, han sido separados de la sociedad humana y trans- 
portados a lugares solitarios, aparte de las ciudades y villas. Ninguna de las mujeres siguen 
a SUS esposos, ni los esposos a sus mujeres, sino que se presume que viven aparte. Manda- 
mos que no dudéis en inducirles con fervorosas exhortaciones a que los sigan y los cuiden 
con afecto conyugal". Ahora bien, es bien, conocida la gran semejanza de la locura y la 
lepra entre los autores antiguos en este punto. C. 1, R IV Valle 
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de algün mal para la otra parte, pero sin determinar su naturaleza y gra- 
vedad. 

Cito en este sentido a Coscr, que dice: 

"Furor vel amentia. superveniens, si est ideo vehemens ut cum conjuge 
furioso habitanti periculum inmineat, conjux sanus ab eo se separare va- 
leat” (13). 

En el mismo sentido se expresó COVARRUBIAS, el cual, después de citar 
un conjunto de autores en favor de la opinión negativa que hemos comen- 
tado, añade: 

“Ego vero priorem sententiam sequor quando furor asset ita ardens ac 
vehemens ut periculum esset cohabitandi cum conjuge furioso; alioquin 
opinio Alexandri verior est" (14). 

Se refiere COVARRUBIAS a ALEJANDRO DE ÍMOLA, cuya opinión en fa- 
vor de la sentencia negativa hemos comentado anteriormente. 

Otros autores concretan la peligrosidad a /a vida del otro cónyuge, de 
tal manera que cualquiera otro bien que peligre, distinto de la vida, no 
sería causa suficiente para una separación por enajenación mental. l 

“No es causa de separación la demencia—dice NAVARRO—nisi proba- 
bile periculum induceret mortis" ; “asi—afiade—respondi con dolor a un ami- 
go que quería entrar en religión, separándose de su mujer, que empezaba a 
enloquecer" (15). 

También BARBOSA limita la separación "quando furor est ita ardens ut 
probabile vitae periculum incurreret mulier si cum viro habitet; aliter se- 
cus" (16). 

El jesuíta P. ENRÍQUEZ distingue entre la simple separación quoad tho- 
rum y quoad thorum et cohabitationem; para la primera basta cualquiera 
amencia; para la segunda, solamente aquella que ponga en peligro la 
vida (17). 

Finalmente, la opinión común entre los canonistas antiguos fué que la 
demencia puede ser causa suficiente y legítima para una separación tem- 
poral, no solamente cuando es la vida del otro cónyuge la que se encuentra 
en peligro inminente, sino también cuando lleva consigo peligro de un mal 
grave para el mismo, con tal que sea verdaderamente tal; es decir, que si 
por una parte no bastaría un estado de sevicias tales que hiciesen la convi- 
vencia realmente molesta (causa que sería suficiente para la separación en- 


| 
(13) De separatione thori; 1. 9, c. 8, n. 328. 
Ga) invA Neerer.« panes 2:256 7,5 n. 79 
(15) Opera omnia; t. I, p. 338 (Venetiis, 1.601). 
(16) In repetitorium..., pars. 2.4, n. 27. 
(17) Summa theologiae moralis, l. 9, c. 18. 
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ire personas sanas), tampoco es necesario que sea precisamente la vida del 
cónyuge la que se encuentra en peligro, bastando un peligro de mal grave 
para ello. 

Nadie expuso esta doctrina como SANCHEZ, "facile princeps" en esta 
cuestión, como en tantas otras referentes al matrimonio. 


“Ciertamente—escribe este autor—que el furor de uno de los cón- 
yuges no presta al otro causa legítima de separación cuando la coha- 
bitación es posible, sin grave peligro; en este caso es obligación del 
cónyuge sano la de vivir y cohabitar con el enfermo; es más, una coha- 
bitación molesta, frecuentes riñas y altercados aun graves entre am- 
bos, suficientes para una separación entre personas cuerdas, no lo se- 
rían en este caso, ya que falta el elemento de culpabilidad en el cón- 
yuge enajenado; pero, al mismo tiempo, tampoco es necesario sea 
la vida la que peligre en esta cohabitación, en cuyo caso está claro ed 
derecho prevalente del cónyuge sano a defender su propia vida; se- 
ría suficiente otro mal, con tal que sea verdaderamente grave, a jui- 
cio de un varón prudente; en este sentido creo han de entenderse las 
frases "furor intolerabilis", “furor maximus", que usan frecuente- 
mente los autores" (18). 


Esta doctrina de SÁNCHEZ terminó por hacerse común entre los auto- 
res, Así, FARINACIO juzga la demencia como causa suficiente de separa- 
ción "quando ex illo furore periculum est ut ipsi mulieri aliquod grave 
damnum inferatur" (19). Lo mismo opina SCHMALZGRUEBER (20). 


Los autores modernos o no hablan expresamente de esta causa de se- 
paración o se limitan a incluirla en la genérica del "periculum corporis" sin 
más explicaciones. Algunos añaden ser necesario el que lleve consigo un 
"peligro inminente y grave" para la persona del cónyuge (21). 

En cuanto a la gravedad del mal, no exigen sea precisamente la vida 
del otro cónyuge la que está en peligro; puede ser la pérdida de otro bien 
la que peligre, con tal que sea realmente grave. En cuanto a la inminencia, 
ésta ha de estar en razón inversa a la gravedad; quiero decir que cuanto 
más grave sea el mal que amenaza, bastaría una menor inminencia del 


(18) O. c., 1. 10, disp. 18, n. 18. Como sé ve, no puede sustraerse SANCHEZ del concepto 
penal, de, al menos, algunas causas de separación, tan frecuente entre los autores antiguos. 
(19) De delictis carnis; q. 143, n. 137 k 

(20) Sponsalia et matrimonium, l. 9, pars. 4.2, tit. 19, n. 178. 
(21) Véase REGATILLO: Jus matrimoniale, n. 1, 430. WERNZ-VIDAL: Jus matrimoniale: 
pars 5.2, C. 1, n. 645. CHELODI: Jus canonicum de matrimonio, p. 205 (ed. 1941) 4 
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mismo; así, si el mal es gravísimo e irremediable, e. g., la muerte, tal gra- 
vedad contrarrestaría en gran parte la inminencia del peligro. 

Finalmente, algunos autores, como Cosct, creen que en el caso de que 
el cónyuge sano se dé cuenta de que se encuentra en inminente peligro de 
la vida, estaría obligado a separarse, ya que, dice, a nadie es lícito exponer- 
se a un peligro semejante, "cum non ipse sed Deus sit dominus vitae 
ilius" (22). Sin embargo, la doctrina cierta es que ni aun en peligro de la 
vida estaría obligado el cónyuge inocente a la separación, ya que se trata 
en este caso de un derecho renunciable en aras de otro bien más alto; sería 
una aplicación del notísimo principio moral de la causa con doble efecto. 
Por otra parte, como veremos más adelante, sólo en rarísimos casos podrá 
el cónyuge inocente conocer con certeza la inminencia de tal peligro. 


Jurisprudencia rotal. — Hemos examinado la colección Sacrae Ro- 
manae Rotae Decissiones seu Sententiae y solamente hemos encontra- 
do una sentencia de separación "quod thorum et cohabitationem" por 
perturbación mental de uno de los cónyuges. Se trata de la sentencia de 
20 de abril de 1812 coram Leca. En ella se concede la separación por un 
tiempo indefinido, 

No se trata en ella de una psicosis propiamente dicha, de una perfecta 
perturbación mental, sino de un caso de psicopatía; así, la enferma fué 
diagnosticada de trastornos neurasténicos con perturbaciones melancólicas. 
y tendencias al suicidio, del que había hecho varios intentos; su natural era 
tam pronto a la ira, tan inclinado a la violencia, que con frecuencia y por 
los más fütiles motivos caía en actos de verdadera demencia, todo lo cual 
hacía la convivencia verdaderamente peligrosa. 

La Rota, en el jure de esta causa, sienta la doctrina de SÁNCHEZ que 
hemos expuesto más arriba, aunque la amplia en algunos puntos. 

En primer lugar, según la Rota, la demencia de sí y por sí no es causa 
legitima de separación, como tampoco lo es de suyo cualquier otra enfer- 
medad; nada tan humano, dice, repitiendo palabras del Digesto, "quam ut 
fortuitis casibus mulieris maritum vel uxorem viri, participem esse”. De 
aquí que el solo hecho de la enfermedad, aun ciertamente probada su exis- 
tencia, cualquiera que sea la forma demencial, no justificaría una sepa- 
ración (23). 

Ordinariamente la demencia de uno de los cónyuges hace verdadera- 
mente molesta la vida del otro. El emperador León invitaba a los que en- 


(22) De separatione thori, l. 3, c. 10. 
(28) S. R. R., 90 ab. 1912, vol. 4, dec. 16, n. 8. 
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contraban reprensibles sus Constituciones que permitían el divorcio vincular 
por causa de locura, a experimentar un matrimonio semejante para apreciar, 
decía, la justicia e importancia de las mismas (24). Tampoco esa vida mo- 
lesta, aun traducida en riñas e insultos frecuentes, sería, en este caso, una 
causa legitima (25). 

Pero bien puede suceder que tal demencia lleve consigo un peligro inmi- 
nente de un mal grave para la persona del otro cónyuge; es precisamnte 
este peligro el que podría justificar la separación; peligro de un mal que, 
si no es necesario sea la pérdida de la vida, tampoco bastaría el temor a 
cualquier mal, sino que se requiere la inminencia o proximidad de un daño 
grave: “necessarium est ut malum quod timetur sit grave ac tale quale ad 
metum viri constantis requiritur" (26). 

Ese mal grave puede amenazar al cónyuge sano de muchas maneras: 
puede ser un daño corporal o porque el demente atente contra él o porque 
atente contra sí mismo, intentando quitarse la vida; aunque más difícil- 
mente, también en este caso puede haber peligro, ya que, a veces, son tales 
las circunstancias que pueden dar lugar a sospecha o de que la muerte del 
demente fué causada por el otro o de que aquél tomó aquella decisión des- 
esperado por la mala vida que éste le daba. 

También puede ser la fama del cónyuge sano la que peligre; si el de- 
mente propala calumnias contra él, diciendo, e. g., que le da mala vida, que 
quiere envenenarle, etc. La experiencia enseña cuán fácilmente cree el vulgo 
estas cosas. Sin embargo, exige la Rota que el peligro desaparezca con la 
separación, cosa difícil de lograr en caso de peligro de la fama, si el de- 
mente separado queda en libertad, ya que le será fácil seguir esparciendo 
tales calumnias ante el vulgo (27). 

Fuera del campo de la psicosis propiamente dicha, en el espacio inmenso 
de las neurosis y psicopatias, también pueden darse frecuentes causas de 
separación, Dien puede suceder que una personalidad de esta índole, sin 
llegar a la demencia, por su carácter anormal, aun sin sevicias, cree un odio 
implacable entre los esposos, una disociación tal de ánimo que no admita, 
al menos de momento, una esperanza de reconciliación. *No hay nada com- 
parable—dice el psiquiatra español Ruiz Maya—; no supo el Dante ima- 
ginar al pintar el infierno, la vida común de un sano y de un enfermo de 
la psique que comienza a hallar en el hogar, en el matrimonio, los motivos 
de su insatisfacción, de sus incertidumbres, de sus fracasos, de sus intran- 


(24) Novellae, Const. CXI y CXII. 

(9D) MES BRA Ce 

(26) ie a ia AEC EAT ET S D 

(2) S R. Re, 20) abe Lore vol dec. 16, manos 


LAS CAUSAS DE SEPARACION TEMPORAL POR AMENCIA 


quilidades, de sus zozobras...; nada comparable con la situación espiritual 
de ambos cónyuges, que, obrando así, derraman sobre sus hijos, sobre el 
ambiente familiar, la ponzoña de sus desventuras e incomprensiones, ha- 
ciéndose de este modo enemigos declarados" (28). He aquí una nueva 
causa suficiente para una separación mientras duren aquellas circunstan- 
cias (29). 

Aun cuando no la apunta la Rota en esta sentencia, dentro del terreno 
de las psicopatias y neurosis, hay otra causa que crea frecuentemente tal 
estado de aversión entre los esposos. Es innegable que son ciertas taras psí- 
quicas las que suelen producir la llamada impotencia psíquica. Timideces 
patológicas, la histeria, ciertas fobias y obsesiones pueden engendrar y de 
hecho engendran una situación de impotencia hacia la mujer propia, sin 
probable remisión. Difícilmente puede invocarse tal impotencia, aun cuan- 
do coincida con el momento mismo del matrimonio, como causa de nulidad 
de éste, por la dificultad, casi insuperable de probar su perpetuidad; pero 
sí puede llegar a ser causa legítima de separación; el marido, a cada nuevo 
intento frustrado, desespera al sentirse incapaz, echando la culpa a su mu- 
jer, que, a su vez, concebirá por esta causa odio hacia el varón; así se crea 
un ambiente de violencias y aversión, de desesperanzas que harán la vida 
imposible entre los esposos. 

La Rota, en esta causa, no es taxativa al enumerar las múltiples formas 
y modalidades por las que la locura, tomada ésta en un sentido amplio, pue- 
de ser causa suficiente para una separación temporal; pero sí queremos ha- 
cer mención de una omisión que también se deja notar en los autores: so- 
lamente hacen hincapié en el peligro de un mal grave referido a la perso- 
na del otro cónyuge; más bien creemos ha de extenderse aquél al ambiente 
familiar; el enfermo mental no sólo puede ser gravemente peligroso para 
su cónyuge; puede serlo, a la vez o aisladamente, para los hijos; nada impide 
que también en este último caso pueda llegarse a una separación. 


La separación * propria auctoritate? 


El canon 1.131 autoriza la separación entre los esposos por autoridad 
propia, en ciertos y determinados casos de peligro en la demora. 

En efecto, es de razón natural que en cualquiera causa de separación 
puedan los cónyuges litigantes romper ellos mismos provisionalmente la 
convivencia conyugal durante el litigio, hasta tanto recaiga una resolución 
firme de la autoridad legítima. Esta doctrina, que el Código sienta para 


(28) Psiquiatría forense, civil y penal, p. 876. 
(CONS SRA INC: ene 11. 
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cualquiera causa de separación que lleve peligro en la demora, tiene com- 
pleta aplicación en las causas de separación por amencia cuando ésta encie- 
rra un peligro inmediato de un mal grave para la familia del enajenado. 
Tal derecho habrá que reconocer también al marido cuando es la mujer la 
perturbada, y esto, aun antes de incoada y admitida la demanda. “No puede 
imponerse—comenta MiGuÉLEZ—Aal marido la obligación en conciencia de 
retener la convivencia con la mujer enajenada, con un grave peligro de su 
vida, durante todo ese período preparatorio de la demanda, y mucho me- 
nos desde su incoación hasta la admisión por el Tribunal, que puede ser 
hasta de un mes, a tenor del canon 1.710; y mucho menos se podría obligar 
a la mujer mentalmente sana a cohabitar con un marido enajenado y peli- 
groso durante dicho estado preparatorio” (30). 

Ya antes había escrito GASPARRI: “Si periculum tale est ut moram non 
patiatur, conjugem, propria auctoritate, discedere posse palam est.” En 
este caso, una vez pasado el peligro, deben volver a cohabitar y a ello puede 
ser obligado el cónyuge sano por el juez. 

Pero, ¿cuándo podríamos decir, en estos casos de amencia, que ha ce- 
sado tal peligro? GASPARRI copia las siguientes palabras de SAN ALFONSO : 
“In praxi vix credi potest quod cesset unquam periculum, si conjux fuerit 
amens et furiosa, vel ita pronus ad iram ut saepe intervenerit periculum 
damni, et aliquando uxorem vulneraverit vel si dederit venenum etiam se- 
mel" (31). 

En estas causas pueden darse, con preferencia a otras, las dos condi- 
ciones bajo las que permite el Código la separación privada: que conste 
ciertamente la existencia de una causa legitima y que haya un peligro en 
la demora. Claro que tal separación no produciría efectos jurídicos. Fuera 
de los casos en que se cumplan estas dos condiciones, la separación, para 
que sea lícita, ha de hacerse por la autoridad püblica, a tenor del ca- 
non 1.946. 


€ 


La separación simplemente “quoad thorum” en los casos de locura wo 


peligrosa 


E] carácter Privado que tiene la separación de lecho hace que la Iglesia 
la deje a la iniciativa de los esposos, pudiendo ser lícita por mutuo consen- 
timiento y aun sin el consentimiento de uno de ellos, e. g., en caso de una 
grave enfermedad contagiosa. 


(30) "Las causas matrimoniales de separación temporal" en REVISTA ESPAÑOLA DE DERECHO 
CANÓNICO, II (1954), p. 327 


(31) De matrimonio, vol. II (1939), p. 247. Algo diremos sobre este punto más adelanto. 
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La cuestión adquiere un matiz especial en caso de amencia no peligrosa: 
de uno de los cónyuges, ya que entonces ni puede darse tal consentimiento 
mutuo, por incapacidad de uno de ellos, ni existe, por hipótesis, la razón 
especial que, e. g., se da en el ejemplo aducido. 

Fué cuestión discutida entre los canonistas antiguos si el cónyuge sano 
podia separarse "quoad thorum" del enajenado mental en el caso de que 
éste no fuese un loco peligroso, 

La cuestión entraba dentro del campo de la moral, ya que dependía del 
problema, también debatido, de la licitud y obligatoriedad del acto conyu- 
gal con el cónyuge enajenado. 

En cuanto a la licitud, hay completo acuerdo entre los autores al afir-- 
mar ser perfectamente lícito el uso del matrimonio entre dos cónyuges, uno: 
de los cuales no es completamente enajenado, sino simplemente semiamente, 
con tal de que éste goce de un suficiente uso de razón para conocer la natu- 
raleza del acto conyugal; es más, en este caso el cónyuge sano tendrá obli- 
gación de dar el débito al semienajenado que lo pide. 

Lo mismo afirman de un demente parcial si la locura no versa "circa 
rem uxoriam et matrimonialem" (32). 

Y aun deberíamos extender esta doctrina al caso del amente que suele 
tener intervalos lúcidos y éste pide el débito durante ellos. Sin embargo, 
no perdamos de vista las modernas corrientes de la Psiquiatría, contrarias 
a la existencia de tales períodos de lucidez, al menos, en ciertos grupos de 
psicosis (33). Por otra parte, cuando se trata de periodos lúcidos de corta . 
duración y la demente es la mujer puede haber o peligro de aborto o un. 
defecto de educación de la prole. 

La dificultad está, sobre todo, cuando se trata de una amencia total y” 
perfecta que no admite intermisiones. Algunos autores no sólo defienden 
en este caso la licitud del acto conyugal, sino también la obligación por par- 
te del cónyuge sano, a dar el débito ante la exigencia del demente, a no ser, 
apostillan, que aquel "probabiliter timeat notabile damnum propriae per- 
sonae". 

Así opina el agustino español ALFONSO DE VERACRUZ, al cual, aun re- 
nociendo la dificultad de la cuestión, le parece que el cónyuge sano "teneri 
reddere debitum" (34). 

Lo mismo opina el jesuita P. ENRÍQUEZ, aunque con ciertas limitaciones = 
si el demente lo pide de una manera importuna o en tiempo y lugar indebi- 


(32) No se olvide que la Psiquiatría actual es contraria a la existencia de esta elase de locura... 
Véase EUDOXIO CASTAÑEDA DELGADO: La locura y el matrimonio, p. 32. 

(33) Véase CASTAÑEDA DELGADO, 0. C., p. 66 ss. 

(34) Speculum conjugtorum, pars. 14, art. 41. 
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dos, “ut canis inverecundis etiam publice", o se teme peligro de efusión 
extra vas por parte de aquél. Tal obligación de dar el débito sería más fuer- 
te cuando hay peligro de incontinencia por parte del demente. 

Esta sentencia se funda en las siguientes razones: a) el amente no 
pierde, por su enfermedad, el jus al cuerpo del otro cónyuge, sino que re- 
tiene tal derecho; b) permanece el fin primario del matrimonio, ya que de 
semejante coito puede nacer prole, lo mismo que de entre cónyuges sanos; 
y no vale hablar del peligro de que en virtud de las leyes de la herencia tal 
prole nazca demente, “nan melius est illi sic esse quam nunquam esse”; 
C) en todo caso, siempre permanece el fin secundario del matrimonio, o sea, 
el remedio de la concupiscencia (35). 

Finalmente, citamos también en favor de esta sentencia al PANORMI- 
TANO: "Ninguna enfermedad, por grave que sea, licet superveniat demen- 
tia, es causa para disolver el matrimonio, etiam quoad thorum et mutuam 
servitutem" (36). 

Generalmente, los autores distinguen ambas cuestiones, 

En cuanto a la licitud del acto conyugal con el completo amente, cree 
SÁNCHEZ que, ex natura rei, tal concübito es lícito, puesto que permanece 
entre ambos un verdadero matrimonio, ya que la locura sobreviniente no le 
invalida. Por otra parte, no sufre un grave detrimento la educación de la 
prole, ya que puede llenar este oficio cumplidamente el cónyuge sano (37). 

Lo mismo opinan, en líneas generales, Soto (38), SAN ALFONSO (39) y 
modernamente todos los moralistas (40). 

He dicho en términos generales, porque suelen poner las siguientes li- 
mitaciones : 

a) Cuando la amente es la mujer, véase si se trata de una locura tal 
que engendre un peligro de aborto; tal peligro haría ilicito el acto conyu- 
gal; cuando no exista tal peligro o porque la enferma mental es estéril o 
porque se trate de una locura pacifica, por este capítulo, el acto conyugal 
sería lícito (41). 

b) “Excipe”—añade SAN ALFonso-—, cuando el enajenado es el va- 
rón y hay peligro de que éste "seminet extra vas"; se funda en la obli- 
gación de impedir los actos materialiter malos (42). 

o 
(35) Véase ENRÍQUEZ; Summa theologiae moralis, De matrimonio, 1; XI, c. V. 
(36) Lectura in Decretales, c. quoniam, de conjugio leprosorum. 
(97) 0150: TEL NEAR dish 235m o7; 
(38) Im 4.9 Sent., vol. IE, p. 240. 
139) Opera moralia., IV, n. 948. 
(40) Véase, entre otros, BALLERINI-PALMIERI: Opus theologicum-morale, 1. 6, n. 107. 


(41) Véase SANCHEZ, l. c. SAN ALFONSO, l. c. 
(43) L. c. 
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Pero cree SÁNCHEZ que, por esta razón, no sería ilícito el acto de la 
cópula, ya que el cónyuge sano "dat operam rei licitae et praeter ejus in- 
tentionem ac per accidens evenit efussio illa" ; por otra parte, esto sucederá 
raras veces, ya que la misma naturaleza empuja al acto completo. En este 
sentido interpreta a SoTo al decir éste que, en este caso, sería lícito el acto, 
aunque no honesto (43). En cuanto a la obligación de evitar los actos ma- 
terialiter malos, cualquiera causa razonable excusa de ella (44). 

En conformidad con esta sentencia, hoy cierta entre los moralistas, po- 
dría la mujer sana incitar al furioso al acto conyugal o por deseo de pro- 
€reación o como remedio a la concupiscencia (45). 

La cuestión batallona es si en el caso de una insania plena y perfecta 
de uno de los cónyuges está obligado el otro al débito conyugal aun cuando 
no haya peligro de aborto o de daño para él. 

SÁNCHEZ cree más probable que el cónyuge sano per se atque ex natura 
rei no está obligado a dar el débito al demente. Se funda en que la petición 
del mismo por parte de éste no es un acto humano; además, el demente, a 
causa de su demencia, ha perdido el derecho al uso del matrimonio, como 
perdió también el de administrarse a sí mismo y a sus bienes (46). 

SOTO sienta esta doctrina como cierta: “quantum ad rei naturam. per se 
attinet, no está obligado el cónyuge sano a dar el débito al demente, pues 
éste no pide como hombre, sino como bestia, máxime si se tiene en cuenta 
su ineptitud para educar a la prole" (47). 

SAN ALFONSO dice ser sentencia comunísima, aunque insiste en el hecho 
de que no pierde el demente el dominio del cuerpo de su cónyuge, sino so- 
lamente el uso de tal derecho al no poder hacerlo more humano (48). 

Esta sentencia es ya seguida como cierta por los modernos mora- 
listas (49). 

Generalmente, los autores hacen una excepción de esta regla general: 
estaría obligado el cónyuge sano a dar el débito al demente que !o exige, 
cuando, de negarlo, hubiese en éste peligro de incontinencia, ya por actos 
de masturbación, ya de fornicación con otra persona. 

"Etsi per se non tenetur—dice Soro—tenetur tamen per accidens, si 
aliter sucurri non potest periculo illegitime polluendi vel conmiscendi se 
cum alia" (50). 


(43) SANCHEZ, 0. C., 1. 9, disp. 93, n. 7. Soro: In 4.* Sent., vol. I, p. 240. 

(44) BALLERINI, 0. C VI, n. 407. 

(45) SÁNCHEZ, 0: C., n. 9. Soro, Il. c. 

(46) SANCHEZ, l. c., n. 10. 

(A7) ET, C: 

(48) L. C, n. 9048. , 

(49) BALLERINI, 0. C., D. 107. REGATILLO-ZALBA: Theologicae moralis summa, III, n. 989. 
(DOE LG. 
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Sin embargo, observa SAN ALFONSO que esta excepción no tiene lugar 
y, por lo tanto, cesa la obligación, cuando hay peligro en el amente prodt- 
gendi semen, por la obligación que tiene el cónyuge sano de impedir los 
actos materialiter malos (51). Pero ya indicamos que de tal obligación ex- 
cusa cualquiera causa razonable. 

Es, pues, a tenor de esta doctrina y con tales distinciones como hemos 
de resolver en la práctica la cuestión de la separación quoad thorum. del 
cónyuge amente en los casos de locura no peligrosa. En los casos en que 
es ilícito el acto conyugal, bien por peligro de aborto de la mujer enajenada 
o de seminación extra vas por parte del varón enfermo mental, tal separa- 
ción es no sólo un derecho, sino una obligación para el cónyuge sano. En 
los demás casos en que tal acto conyugal es lícito, dicha separación es un 
derecho, con la excepción que hemos indicado. En este sentido han de 
explicar los autores que, como Coscr, hablan indistintamente del derecho 
del cónyuge sano a separarse quoad thorum del demente (52). 


x * 


Una cuestión solian proponerse los canonistas antiguos al llegar a este 
punto. Se preguntaban si, establecida la separación por demencia de uno de 
los cónyuges, podría el otro entrar en religión o recibir las órdenes sagradas. 

Para entender las soluciones de los canonistas antiguos, hemos de tener 
en cuenta que, además del adulterio, admitian éstos otro conjunto de cau- 
sas que podrían dar lugar a una separación perpetua, non quidem ex natura 
ynatrimonit, como en el caso del adulterio, sino por tratarse de causas que 
se suponían perpetuas; asi, se concedía el divorcio perpetuo, saltem condi- 
cionate, por causa de furor sin esperanza de curación, por herejía, sevi- 
cias, etc. 

SÁNCHEZ emplea toda la disputatio 9.' del libro 10 de su clásica obra, 
para tratar esta cuestión, que une con la sevicia. 

Hace notar que todos los textos del Decreto y de las Decretales con- 
ceden este derecho a ambos cónyuges cuando se trata de una separación por 
adulterio, ya que ésta es perpetua; pero no puede afirmarse lo mismo cuan- 
do se trata de una separación por causa de demencia o furor, si éste es de 


tal naturaleza que envuelve una esperanza probable de mejoría o sedación, 


ya que entonces sólo puede dar lugar, a lo sumo, a una separación tem- 
poral. 


(51) E. c. 
(92) De separatione thori, 1. 9, €. $. 
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Pero puede suceder que el furor sea de tal naturaleza, que, a juicio de 
los médicos, no dé esperanza de curación o sedación del mismo y, por ende, 
de una segura cohabitación, En este caso, al dar lugar a una separación 
perpetua, nada impide el que el cónyuge sano pueda recibir las órdenes sa- 
gradas o entrar en religión (53). 

Que ésta fuera la doctrina comün de los autores se deduce del texto del 
Doctor NAVARRO que hemos citado más arriba. 

Pero, ¿qué pasaría, si contra toda esperanza y juicio de los peritos (tan 
fácil de equivocarse en esta materia), el enfermo recupera su salud mental, 
después que el cónyuge sano recibió el orden sagrado o se hizo religioso? 

En este caso, resuelve SÁNCHEZ, podría el demente recuperado obligar 
a su cónyuge a la cohabitación, a pesar de su nuevo estado; es más, tendría 
éste obligación de reanudar la vida común, aun cuando el otro no lo exi- 
ja; sería un caso semejante al que creyó a su cónyuge difunto y profesó 
en religión o contrajo nuevo matrimonio. 

Reanudada en estas condiciones la vida comün, el cónyuge sano esta- 
ría obligado a dar el débito, pero no podría evigirlo (54). 

La razón de esta solución la encuentra SÁNCHEZ en el hecho de que, 
en este caso, la sentencia de separación perpetua fué dada por error y falsa 
estimación de la perpetuidad de la causa, y asi, está sujeta a revocación. 

Contraria solución da SÁNCHEZ cuando la profesión religiosa o el or- 
den sagrado fué consecuencia de una sentencia de separación por sevicias, 
la causa de las cuales se creyó erróneamente nunca había de cesar. En este 
caso, el cónyuge culpable, en pena de su delito, queda privado del derecho 
al acto conyugal, y así, ya no podría éste revocar a su cónyuge de la reli- 
gión, aun cuando ya haya cesado totalmente la causa de la sevicia (55). 

Se funda en el concepto de pena que erróneamente aplicaban a la sepa- 
ración, al menos cuando las causas de aquélla suponían un carácter delic- 
tivo. 

La doctrina de SÁNCHEZ sobre la cuestión propuesta fué seguida, en 
todos sus aspectos, por los canonistas posteriores (56). 

Hoy el canon 542 excluye del noviciado, bajo pena de invalidez, al 
cónyuge, mientras dura el matrimonio, y, a tenor del canon 987, el matri- 
monio subsistente es impedimento para la recepción de las órdenes. 


(BONS De: 

(SAFE E 

(55) L. c. 

(56) Véase SCHMALEGRUEBER, 0. C., VOl. IX, pars 4.2, tít. 19, n. 178. GRANDELAUDE: Jus ca- 
nonicum, vol. III, tít. 19, VII (París, 1883). 
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SEGUNDA PARTE 


Doctrina psiquiátrica sobre la peligrosidad de los enfermos mentales 


Hemos dicho que la amencia, en sus diversas formas clínicas, suminis- 
tra causa legítima para una separación temporal, cuando el cónyuge afec- 
tado constituye un grave y próximo peligro en el ambiente familiar... Pero, 
¿cuándo podremos decir que un enfermo mental es gravemente y próxima- 
mente peligroso? ¿Qué dice la Psiquiatria sobre la peligrosidad de los 
enfermos mentales? Cómo determinar la peligrosidad de un enfermo men- 
tal determinado? 


Estado de la cuestión. — 1. Al intentar determinar la peligrosi- 
dad de un enfermo mental en orden a la separación matrimonial, he- 
mos de tomar cum mica salis las afirmaciones de psiquiatras y penalistas ; 
los primeros hablan de la llamada peligrosidad psiquiátrica, o sea, capacidad 
próxima del enfermo para realizar actos contrarios a las normas habituales 
de la vida; los segundos se refieren a la llamada peligrosidad procesual, o 
sea, capacidad próxima del enfermo para la comisión de actos objetiva- 
mente delictuosos; nosotros hablamos de una capacidad más reducida, esto 
es, a la esfera familiar. 

En efecto, un enfermo mental puede ser peligroso para la sociedad o 
para sí mismo y no serlo para su familia; al contrario, puede un demente 
no entrar en la categoría de enfermo socialmente peligroso y serlo en el 
ámbito familiar. Ni es necesario, en nuestro caso, se trate de un enfermo 
criminalmente peligroso; basta que encierre peligro próximo de un mal 
grave para la familia, capaz de producir un miedo grave en un varón pru- 
dente, aun cuando tal acción no sea objetivamente constitutiva de delito. 

2. Tratamos de definar la peligrosidad de un enfermo mental deter- 
minado, a priori, nó a posteriori; es decir, el coeficiente de peligrosidad del 
enfermo mental antes de que éste la haya reducido a acto. 

En efecto, no se puede considerar al enfermo mental solamente peligro- 
so cuando ya ha realizado la acción; peligroso para todo el mundo es aquel 
que en sí lleva los gérmenes de la vulneración del orden establecido; mu- 
cho más interesante que el peligroso in actu, es decir, del sujeto que ya ha 
realizado un acto delictuoso y en cuando puede repetirlo, es aquel que lleva 
en potencia próxima los elementos psíquicos suficientes para una probable 
contravención. 

He aquí la conclusión 11 de una de las ponencias presentadas en la 
IT Reunión de la Asociación Española de Neuropsiquiatras, celebrada en 
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Madrid el año 1927: “El psiquíatra no debe esperar a la contravención, 
como quieren, en su plano, algunos juristas, para hablar de peligrosidad. 
La verdadera peligrosidad es la en potencia, no en cuanto posible, sino en 
cuanto probable; debe ser determinada a priori" (57). 

Esto, que ya se defiende en el ámbito penal, tiene una más completa 

aplicación en nuestro caso, ya que, como indicamos, la separación matri- 
monial tiene un carácter de defensa, de medida de seguridad contra las 
reacciones nocivas o peligrosas del supuesto anormal. 
3. No tratamos de determinar la peligrosidad de un enfermo mental 
en un momento determinado; ha de ser una peligrosidad constante, perma- 
nente, no para cualquier mal, sino para un mal grave referido a la familia. 
Si tal peligrosidad sólo existiese en un momento dado, bastaría una sepa- 
ración transitoria que haría el cónyuge por su propia autoridad hasta que 
pasase aquel momento. 

4. Se trata de una peligrosidad práctica, inminente en relación inver- 
sa a la gravedad del mal que se teme. 

En efecto, a tenor de la doctrina psiquiátrica, todo enfermo mental es, 
en teoría, un ser potencialmente peligroso en cuanto que puede realizar ac- 
tos contrarios a las normas habituales de la vida, ya por la imposibilidad 
de conocer el valor de sus actos, ya por la imposibilidad de evitarlos. “Se 
puede decir—observa LEGRAIN DE SAULLE—que, por definición, el loco 
es peligroso” (58). 

Pero si esto sucede en teoría, también la Psiquiatria concede que dicha 
peligrosidad está en la práctica notablemente disminuida, hasta convertirse 
en contingente y fortuita. “No porque el enfermo mental sea en todo caso 
potencialmente peligroso, ha de serlo necesariamente de modo actual en 
cada momento de su vida, Hay un conjunto de circunstancias que inter- 
vienen para que aquella peligrosidad potencial se transforme en acto, y no 
todas pertenecen sustancialmente al enfermo, sino que en gran número 
son ambientales” (59). 

Pero, ¿cuándo hemos de calificar prácticamente peligroso un enfermo 
mental? Se trata de un problema complejo, de orden psicológico, concretí- 
simo y de difícil pronóstico. De aquí que los autores se niegan a dar reglas 
generales, debiendo estudiarse caso por caso. 

En la dificultad del pronóstico concuerdan todos los autores. Cierta- 
mente hay casos sencillos, indiscutibles por su violencia, inconfundibles aun 


— 


(57) Archivos de Neurobiología, t. VIII (1928), p. 104. 
(58) Elements de Medicine mentale, p. 295. 
(59) Ruiz MAYA: Archivos de Neurobiología, t. VHI (1928), p. 63. 
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para el profano; pero estos casos son menos interesantes, ya que a un indi- 
“viduo de esta índole se le abren con facilidad las puertas del manicomio, 
lo cual implica ya una separación de hecho. 

Pero fuera de estos casos, la mayoría de las veces el pronóstico de peli- 
grosidad es de difícil y, a veces, imposible solución. Hagamos algunas 
citas: 

“Desde el punto de vista absoluto y científico, toda distinción rigurosa 
entre alienados peligrosos e inofensivos es tan imposible de establecer como 
la distinción entre curables e incurables. No es posible predecir con segu- 
ridad qué alienado es peligroso y qué alienado no lo es” (60). 

“De un modo definitivo y a priori ni los juristas, ni los psiquiatras, 
mi los pedagogos, ni nadie, en suma, es capaz de formular un juicio incon- 
amovible sobre la temibilidad de un hombre" (61). ; 

“En cuanto al peligro, la conducta de un enfermo mental no puede 
«nunca calcularse hasta el último extremo con anterioridad” (62). 

“Es difícil determinar la peligrosidad; los elementos que se propugnan 
'como criterio no dan límites suficientes para una exacta catalogación; la 
peligrosidad es casuística y exige para su apreciación la individualización 
más extrema... Ni aun el carácter antisocial, ni la inadaptabilidad son cua- 
lidades bastantes para afirmarla; probablemente un inadaptado, un anti- 
«social, son peligrosos; pero en gran número de casos se recluirán en sí mis- 
mos, se aislarán, se convertirán en seres solitarios con nula peligrosidad; 
pueden serlo en un momento social o para un medio social y no para un 
ambiente familiar... No se puede determinar a priori la peligrosidad, no 
antes de la primera contravención... 4 priori nadie es capaz de formar un 
juicio inconmovible acerca de la temibilidad de un hombre” (63). 

Finalmente, una de las conclusiones de la II Reunión de la Asociación 
Española de Neuropsiquiatras a que antes hicimos referencia fué ésta: 
“En la práctica, la peligrosidad de los enfermos mentales es contingente 
y fortuita, siendo problema imposible dar reglas generales que nos advier- 
tan, en todo caso, la peligrosidad” (64). 

De aquí que el juez, a quien en último término pertenece valorar los 
actos reveladores de la peligrosidad, no ha de exigir del psicólogo o del 
psiquíatra (de quienes ha de valerse, al menos en los casos obscuros, que 


(60) FarnET. Citado por GRISPIGNI: La pericolosità criminale e il valore sintomático del 
reato, “La Scuola Positiva", p. 115. 


(61) JIMENEZ Asúa: El estado peligroso (Madrid, 1999), p. 97. 

(62) JACOB WIRSCH: Psiquiatría forense, p. 319. Traducción de M. Sacristán (Madrid. 1949). 
(63) RUIZ MAYA: Psiquiatria forense, p. 52: 

(64) Archivos de Neurobiología, vol. VIII (1998). 
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serán los más frecuentes) un juicio cierto y seguro sobre la peligrosidad de 
un enfermo mental determinado. 


"Ciertamente, como en la mayoría de los juicios pronósticos médicos, 
no se puede hablar de certidumbre, sino sólo de probabilidades; al decla- 
rar la peligrosidad, el médico no pretende dar a su pronóstico un juicio 
absolutamente cierto, sino un dictamen de probabilidades, que debe bas- 
Pan Wc 65): 

“Todas las definiciones que hablan de peligrosidad hablan de probabi- 
lidad: “Capacidad de devenir con probabilidad autor de delito" ; “Cualidad 
o condición inherente al individuo que hace a éste factor probable de con- 
travenir las normas de la vida” (66). 


“No se trata de absoluta certeza, sino de simples probabilidades o de 
grandes presunciones” (67). 


La razón de esta dificultad está en los múltiples elementos que se han 
de tener presentes para determinar el coeficiente de peligrosidad de un 
«enfermo mental, muchos de los cuales son extrínsecos al mismo. 


“La determinación del coeficiente de peligrosidad—escribe SOFORCA- 
DA—requiere el examen de toda la personalidad del interesado para explo- 
rar la afectividad, sugestibilidad, automatismo, capacidad crítica, tiempos 
de reacción, conciencia y subconciencia, merced a los métodos psicoanaliti- 
cos que permiten descubrir, al menos con bastante probabilidad, la mayor 
o menor facilidad para la impulsión..., explorando a la vez la capacidad 
de inhibición o de reprensión crítica de los actos, para conocer la mayor 
o menor resistibilidad ante los conflictos” (68). 


En parecidos términos se expresa otro psiquiatra español : 


“Sobre todo en los casos obscuros, el juez ha de valerse del informe 
pericial; las bases en que éste ha de fundar el pronóstico de peligrosidad son 
la valoración de los síntomas psíquicos-ideas delirantes del enfermo, sobre 
todo las de carácter persecutorio; ideas de celos; de ira patológica...; para 
ello puede valerse el perito de las pruebas psicológicas que exploran la afec- 


(65) LAFORA: “Revista Española de Legislación y Jurisprudencia”, vol. 154, p. 452. Pre- 
cisamente fundados en esta dificultad, autores como el penalista argentino SEBASTIÁN SOLER, 
en su obra Lg intervención del Estado en la peligrosidad predelictual (Córdoba, 1926), atacan 
el concepto teórico de peligrosidad predelictual, diciendo no existe prácticamente una fór- 
mula positiva y científica de la peligrosidad desde el punto de vista médico o pronóstico, 
Así se explica el que las legislaciones de los diversos países sean muy imprecisas y usen 
fórmulas vagas al determinar cuándo se ha considerar a un individuo peligroso. Muchas de 
ellas ni siquiera hacen referencia a la peligrosidad predelictual. Nuestro Código Penal la 
basa principalmente en el delito ya cometido. 

(66) Ruiz MAYA, 0. C., p. 52. 

(67) JULES FALRET. Citado por GRISPIGNI, 0. C., p. 113. 

(68) “Revista de Medicina Legal" (1948), p. 276. 
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tividad, el automatismo, la sugestibilidad, la capacidad crítica, el sentido 
moral, los tiempos de reacción, la capacidad de inhibición" (69). 

De este examen sólo apreciará el perito una parte de la peligrosidad 
del enfermo mental, o mejor dicho, el depósito potencial de la peligrosidad 
del enfermo; el que esta potencia se traduzca en acto depende de un con- 
junto de circunstancias: ambiente habitual que le rodea, educación reli- 
giosa y moral, etc. i 

Porque no basta que el enfermo lleve el germen de la peligrosidad; ha 
de encontrar un ambiente adecuado para la acción; es el ambiente el que ha 
de empujarle a ella; un alucinado, por ejemplo, en un medio adecuado, es 
decir, que no sea un continuo estimulante de sus alucinaciones, puede no ser 
peligroso activo; con frecuencia es la incomprensión de los demás, el mun- 
do que rodea al enfermo, el que lo empuja al acto delictivo. 
| Finalmente, no se pierda de vista que la psique del enfermo mental es 
“mucho más misteriosa, con su falta de lógica, que la del hombre normal; 
fácilmente podemos predecir cómo reaccionaria un hombre normal en un 
momento determinado; difícilmente podremos predecir cómo lo haría un 
enajenado; bien se puede concluir que las reacciones peligrosas de un de- 
mente sólo aparecen claramente manifiestas cuando son francamente exte- 
riorizadas. 

En lo que sí concuerdan los autores es en afirmar que el loco, en la’ 
práctica, es menos veces peligroso de lo que vulgarmente se cree. 

“El loco, criminalmente, no es siempre peligroso; más aún, es pocas 
veces peligroso" (70). 

De aquí que no serán frecuentes las causas de separación, basadas en 
el hecho de que uno de los cónyuges, enfermo mental, atente contra la vida 
del otro; en cambio, sí será frecuente el caso del psicópata o del neurótico 
que por su carácter anormal haga la vida imposible a su compañero. 


x ck Ok 


Grupos de peligrosidad según la Psiquiatría. — Los psiquiatras 
confeccionan grupos de enfermos mentales, más o menos peligrosos 
en el sentido de la mayor o menor probabilidad de que el delito, sea 
cual fuere, se realice. Insistimos en que tales clasificaciones tienen sólo 
un valor relativo, ya que el hecho de que la acción delictuosa se lleve a cabo 
depende de un gran número de circunstancias, de que hemos hablado an- 
teriormente. 


o 


(69) RUIZ MAYA: Psiquiatria forense, p. 450. 
(70) Ruiz MAYA: Psiquiatría forense, p. 46. 
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Según el profesor Ley, los alienados, de mayor a menor peligrosidad, 
pueden agruparse en las siguientes categorías: 

a) Ciertos alucinados crónicos paranoicos o dementes paranoides con 
tendencias homicidas. 

b) Ciertos interpretadores mórbidos con obsesiones criminales. 

c) Ciertos epilépticos impulsivos con tendencias homicidas. 

d) Los perversos y débiles mentales con tendencias antisociales o se- 
xuales mórbidas. 

Por su parte, el psiquiatra español Ruiz Maya pone la siguiente lista 
de enfermos mentales peligrosos: 


Paranoicos. 

Epilépticos. 

Perversos y débiles morales 
Alcohólicos. 

Histéricos. 

Melancólicos (71). 


Eben RN I ALA Up Ao ERA AOS Y EAE S IA 


Pater OS: ^ Vas ARE v sae BCLLIL S SC ACE 


Juzgamos interesante hacer una descripción más detallada de aquellos 
tipos nosológicos más frecuentes, en orden a su peligrosidad para la familia 
en que conviven. 


Oligofrénicos. — Descartamos en este grupo al idiota y al inbé- 
cil, ya que nunca llegan al matrimonio; si alguna vez nos encontramos en 
él con un individuo de esta índole, estaríamos ante un caso de nulidad, no 
de simple separación; nos interesa el débil mental. 

Distinguen los autores dos tipos de débiles mentales: el débil mental 
tórpido y el erético. Todos los psiquiatras están de acuerdo en considerar 
a este último, prácticamente, de los más peligrosos entre los enfermos de la 
psique; a medida que disminuye su razón, quedan sus instintos sin freno; 
fácilmente sugestionable a los demás, es materia apta para toda clase de 
violencias y maldades; suele ser el protagonista de los crímenes horrendos 
cometidos sin finalidad alguna contra allegados y familiares, Por otra par- 
te, se trata de un estado fijo, permanente, inmodificable. 

“Sin embargo—comentan Copów y LóPEz——, aun cuando por el mero 
hecho de serlo tiene un potencial delictuoso aumentado, hemos de exami- 
nar, en cada caso, si está dominado por impulsos de agresividad, de modo 
que éstos predominen sobre el temor, y si tales impulsos van dirigidos 
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contra la esposa e hijos; en este caso, el sujeto será un casi seguro delin- 
cuente" (72). 


Esquizofrénicos. — Prácticamente, el esquizofrénico es poco pe- 
ligroso cuando ya la enfermedad se encuentra en el período de estado. 
Mayor es el peligro en las formas larvadas o frustradas (lo que llaman 
algunos autores esquizomanía) y en los comienzos de la enfermedad. 

Según el moderno psiquíatra suizo WvRNcH, sólo los esquizofrénicos 
de la forma paranoide cometen delitos de violencia contra supuestos perse- 
guidores. Hemos de ver, pues, si el otro cónyuge o los hijos caen dentro 
de la idea delirante; y añade el mismo autor: 

“Desgraciadamente, no poseemos un medio que permita determinar 
con seguridad qué esquizofrénicos pueden deducir consecuencias de su de- 
lirio y tornarse, en la realidad, violentos. El contenido del delirio, determi- 
nadas manifestaciones ocasionales y actos, en apariencia, sin importancia, 
así como los sueños, nos dan, en efecto, indicaciones que es preciso tenga- 
mos en cuenta; pero no dejan de ser otra cosa que indicaciones que pueden 
conducir a error” (73). 

Ruiz Maya añade, por su parte: 

“En los comienzos de la enfermedad, su concepto absurdo de la vida, 
sus cambios bruscos de sentimientos, pueden ser objeto de choques que pue- 
den llegar hasta acciones criminosas, no siendo los menos raros los casos 
de rencor y odio hacia los suyos” (74). 


i 


Paranoicos. — Para muchos psiquiatras, es el más peligroso de los 
enfermos mentales. Las múltiples formas de delirio (de persecución, de 
celos, de querella, de misticismo, de erotismo) pueden dar lugar a las más 
variadas reacciones. Hay, pues, que estudiar en ellos el contenido de sus 
ideas delirantes, ya que ellas marcan las posibles violaciones delictuosas de 
esta clase de enfermos, Sobre todo, el reivindicador, el interpretador y el 
alucinado son peligrosísimos para la familia, debido a una concepción erró- 
nea de la vida que les hace ver como mejor y más justo lo que ellos sienten 
y piensan. Aumenta su peligrosidad la facilidad con que disimulan tales 
enfermos, llevando la tranquilidad y el descuido a cuantos le rodean, 

Interesa principalmente a nuestro fin-el llamado delirio de celos, que 
suele terminar con la muerte de la persona de la esposa. De él hace el psi- 
quiatra español Ruiz Maya la siguiente descripción : 

t (72) Psiquiatria.. 


(73) Psiquiatria.. 
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“No hay detalle en la vida de su consorte que no sea un motivo apro- 
vechable por el enfermo para cimentar y acrecer su delirio; el trato en la 
intimidad, las relaciones familiares, la vida de la calle, le ofrecen conti- 
nuamente elementos y pruebas de la infidelidad de su consorte, que para 
él es evidente; este convencimiento se hace obsesivo y pronto se exterioriza 
en forma de odio y de cólera...; este delirio es eminentemente activo y así 
espía, examina, proyecta, persigue, y así llega hasta tomarse la justicia por 
su mano... Sería cosa de pensar en la paranoia ante los crímenes bárbaros 
y escalofriantes de toda una familia" (75). 

Creemos que en este estado existe un peligro actual, ya que es una idea 
dominante que le necesita al acto. En este caso, lo mismo que cuando, a 
causa de desacuerdo con sus ideas personalisimas, han nacido en el para- 
noico odios polarizados contra el cónyuge, debe decretarse la separación. 


Maníaco - depresivos. — Suelen figurar en los últimos lugares de 
las tablas de peligrosidad. “Es raro—dice WyrncH—el delito del ma- 
niaco-depresivo; sólo puede haber peligro de suicidio en el melancólico, al 
que puede arrastrar a toda la familia” (76). La seguridad de su desgracia 
y el convencimiento de que también pesa sobre los suyos, le lleva, a veces, 
a producir la muerte violenta de los seres queridos... para que no sufran. 

Algunos autores, como Ruiz MaYa, hacen notar que el maniaco vio- 
lento y explosivo, en la práctica, es marcadamente peligroso para quienes 
le rodean; cuando tiene ideas delirantes de persecución, de aversión o de 
enemistad, es de los enfermos más altamente peligrosos" (77). 


Epiépticos. — La escuela criminalista antropológica asimilaba y 
confundía los conceptos de criminalidad y de epilepsia; segün ella, los 
crímenes no son más que fenómenos epilépticos mal interpretados. Aun 
negada afirmación tan absoluta, no deja de ser la epilepsia el capítulo más 
importante en un Tratado de Psiquiatría forense. 

Cobón cree que los epilépticos residuales y traumáticos, y más aún si 
aparecen unidos con estados oligofrénicos, resultan con el potencial peli- 
groso más acusado de todos los enfermos mentales (78). 

También indican los psiquíatras que es más peligroso el epiléptieo con 
manifestaciones de los llamados equivalentes psíquicos que aquel que acusa 
ataques físicos; y aún más, el que padece de estados crepusculares, 


GEN DT 
(75) Psiquiatria..., p. 446. 
(76) O. c., p. 204. 
(77) O. c., p. 427. 


(78) O. c., p. 236. 
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En la tabla del profesor Ley el epiléptico aparece en tercer lugar. 

Sin embargo, prácticamente su peligrosidad queda muy disminuida, ya 
que, fácilmente cognoscible, su vida en familia se halla condicionada por 
ciertas medidas de previsión que obstaculizan sus reacciones. 


Véase, finalmente, si el epiléptico siente odio hacia su esposa, en cuyo 
caso siempre será prudente pensar en una reacción impulsiva y violenta. 


Psicosis seniles y preseniles.—La peligrosidad de estos enfermos es 
escasa en la práctica; gente decrépita, en general, no pueden realizar 
grandes actos de violencia; más bien realizan frecuentemente actos 
absurdos: robos descabellados, atentados al pudor..., negocios absurdos. 
En cambio, suelen ser muy peligrosos los enfermos de parálisis general 
progresiva. 


El alcoholismo crómico.—No hablamos del alcohólico accidental, ordi- 
nariamente poco peligroso en la práctica: algún escándalo, mal ejemplo a 
los hijos... j 

En cambio, tiene especial importancia para nuestro fin el alcohólico 
crónico, verdadero tirano de su familia, en la que proyecta su peligrosidad. 


De entre todas las formas episódicas del alcoholismo crónico, son los 
delirios alucinatorios, de celos o de persecución, los que merecen especial 
mención. Tales delirios están originados, de una parte, por la pérdida de 
estimación de la consorte, a causa de su estado, y de otra, del hecho de 
que el alcohol aumenta la libido, pero disminuye la potencia sexual; en 
este caso, el bebedor desplaza la causa de tal impotencia a su mujer, cul- 
pándola, en forma delirante, de infidelidad con cualquiera con quien la vió 
hablar alguna vez; de aqui que las sevicias, las amenazas, etc., están a la 
orden del día. Por otra parte, la excitación sexual conduce a anomalías 
y perversiones pudenda, en muchas ocasiones cometidas en los propios hijos. 


Generalmente, su peligrosidad se reduce a la esfera familiar; suelen ser 
incorregibles, y cuando el alcoholismo ya está muy avanzado, también inin- 
timidables. Un detalle importante es su fácil cambio de sentimientos; esto 
explica el que por la mañana den a su mujer una paliza y por la tarde, 
llorosamente, den muestras de sincero arrepentimiento. De aquí la conducta 
de las mujeres de algunos bebedores, que una y otra vez se reconcilian con 
su marido, ya que éstos, repetidamente, piden perdón. 
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Sobre todo, el delirio de celos conduce, a veces, a lesiones y hasta la 
muerte de la mujer. Ordinariamente tienen un fondo psicópata que aumen- 
ta su peligrosidad (79). 


Psicópatas y neuróticos.—Los psiquíatras están de acuerdo en señalar 
entre los psicópatas los enfermos de la mente de una mayor peligrosidad. 

"Aquí encontramos—dice Rutz Mava—gentes que, al lado de una 
inteligencia clara, sufren intensas perturbaciones de la afectividad, toda 
la gama de anomalías éticas... individuos dispuestos a todas las sevicias, 
a todas las contravenciones de la moral" (80). 

Por otra parte, estos individuos, que oscilan entre la normalidad v la 
locura, no encuentran sitio en el manicomio; no se toma, dentro de la fa- 
milia, prevención alguna contra ellos, a quienes consideran como seres ra- 
ros, excéntricos, desarmónicos, inadaptados... Así, es el grupo que da 
mayor criminalidad y delincuencia. 

Son dignos de notarse, para nuestro fin, los htipertsnicos, verdadera 
carga para los que los rodean, dando lugar a frecuentes escenas de familia; 
los explosivos e irritables, en los que la fácil excitabilidad afectiva anormal, 
«desencadenada por cualquier motivo, y la irrefrenable capacidad de la des- 
carga afectiva, de corto circuito, como también se la llama, es causa de 
que la convivencia con ellos constituya un tormento para todos; también 
el psicópata paranoide descarga en la esfera familiar sus desconfianzas y 
falsos juicios; suelen quedar sus reacciones encerradas en ese ámbito, sien- 
do su razón de ser los celos, los intereses, simples diferencias de trato... 
Son frecuentes en el esquizoide los odios personales, que el enfermo calla, 
cultivándolos en su interior, hasta que se manifiestan de una manera ex- 
plosiva e imprevista. 

Entre los psicópatas, merecen párrafo aparte los desviados instintivos, 
debido a su impulsividad y a su erróneo concepto de la ética. “Pasan por 
la vida—dice un psiquiatra—dejando una estela de amarguras, de deses- 
peración, de dolores”; su vivir es un vivir de amoralidad, de relajación, de 
violencias; inmodificables, su desviación constituye un estado peligroso per- 
manente (81). 

Las perversiones sexuales, la homosexualidad, la aversión al sexo con- 
trario, deben ser motivos indiscutibles de separación. 


(79) Véase WYRNCH, 0. C., p. 04. LAFORA: La peligrosidad en el Nuevo Código Penal Es- 
poñol, en “Revista de Legislación y Jurisprudencia", vol. 154, p. 418. 

(80) Archivos de Neurobiología, vol. VIII (1928), p. 77. 

($1) Ruiz MAYA: Psigutatria..., p. 998. 
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También en los múltiples tipos de neurosis encontramos, en teoría, toda. 
la gama de peligrosidad. Sólo examinamos algunas formas típicas. 


Histéricos. — Nunca ante un histérico podremos sospechar cuándo 
y cómo ha de ser su reacción, ya que se trata de una psicología de contras- 
tes, encontrándonos, en dos momentos inmediatos, ante sentimientos Opues- 
tos; su peligrosidad se reduce a la esfera familiar; pero, por lo general, sólo 
dan lugar a reacciones de mediana cuantía : escándalos, pequeñas violencias 
familiares. No suele haber en ellos la pasión de celos; más bien el histérico 
intenta provocarlos, y cuando los expresa, es para con sus quejas y recla- 
maciones constantes hacer a la otra parte la vida imposible, Sobre todo en 
el histérico de ataques frecuentes y, quizá mejor, en aquel cuyos rasgos 
caracteriológicos está muy pronunciados, la vida del consorte es un marti- 
rio. Nada como una mujer histérica para causar la desesperación y la infi- 
delidad de un hombre. 


Fobias obsesiones. — Aunque cree Wyrncu dificil que el obsesi- 
vo invada las leyes penales cediendo a la obsesión, lo que es innegable 
es que es molestísima la vida del cónyuge a quien cupo en suerte un in- 
dividuo de esta indole. 

Hacemos hincapié en el llamado obsesivo celoso. No ha de confundirse 
la pasión celosa del paranoico o del esquizofrénico con la del obsesivo ce- 
loso. En los primeros, el enfermo transforma en seguida en realidad y 
certeza las sospechas; para él, es una cosa evidente, que origina escenas de 
lucha, de protesta, de vindicación; en la obsesión celosa, sólo excepcional- 
mente se hacen realidad las sospechas; el enfermo se mantiene casi siempre 
en situación de duda anhelante, contra la que lucha el obseso, quedando: 
encerrada en él, aunque no por eso deja de ser causa de continuos disgus- 
tos conyugales (82). 

A veces los celos se deforman adoptando el disfraz de odio familiar, 
que da lugar a repetidas violencias familiares. Tanto en el caso de simple 
obsesión celosa como de odio familiar, es la familia la verdadera víctima 


de la obsesión; los psiquiatras aconsejan en ambos casos el aislamiento 
del obseso de la vida familiar. 


* ok OX 


El juicio definitivo sobre la peligrosidad de un enfermo mental, tam- 
bién en las causas de separación pertenece al juez, el cual, al menos en los 
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(82) Rulz MAYA: Psiqutafria..., p. 493. 
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casos obscuros, que serán los más frecuentes, ya que se trata de determinar 
una peligrosidad a friori, debe recabar el auxilio del psiquíatra. El juez, 
sin embargo, no está obligado a conformarse con el dictamen pericial, ni 
puede contentarse con él; ha de estudiar, además, el medio ambiente que 
rodea al enfermo y, sobre todo, ha de examinar el comportamiento del 
enajenado en el seno de la familia cuando aquél se encuentra en libertad, 
es decir, su conducta social y doméstica, ya que también los hechos banales 
de su vida revelan los sentimientos, las tendencias, la mentalidad del enfer- 
mo. Esto le permitirá muchas veces predecir las reacciones peligrosas del 
enfermo, determinar su potencia próxima de peligrosidad. 

La sentencia de separación ha de darse por tiempo indefinido, porque, 
¿cuándo podremos predecir que el enfermo dejará de ser peligroso, que 
responderá como la generalidad de las gentes a los estímulos ambientales, 
a sus intimos estímulos; en una palabra, que de una manera permanente 
será ya persona apta para la convivencia familiar? 

Ni a postertori el mismo psiquiatra podrá llegar a esta conclusión de 
una manera definitiva. He aquí la conclusión 16 de la ya citada Ponencia 
"Peligrosidad del enajenado mental", desarrollada en la II Reunión de 
Neuropsiquiatras Españoles: 

"La declaración de terminación de estado peligroso, en la práctica, no 
puede hacerse sino de modo provisional, por las variables influencias del 
ambiente" (83). 

Finalmente, el hecho de la separación ha de evitar el peligro, cosa que 
muchas veces no se conseguirá si el enfermo mental peligroso continüa en 
libertad en la misma localidad; de aquí que la separación, por si sola, no 
será más que una solución parcial del problema; debe, por lo tanto, ir 
acompafiada de medidas adecuadas: reclusión temporal o definitiva con el 
máximo aislamiento o con aislamiento atenuado en asilo mental, asistencia 
en clínica psiquiátrica, en escuela de anormales, segün los diferentes casos, 
para lo cual ha de oírse el parecer del perito, 
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Del Cuerpo Eclesiástico del Ejército 


(83) Archivos de Neurobiologia, voi. VIII (1928), p. 104. 
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DOCUMENTOS 
UR SD RU DENGI 
COMENTADOS 


IL. CANONICOS 


RESENA JURIDICO-CANONICA (*) 


1. DERECHO LITÚRGICO 


Nos hallamos en plena instauración de aquella renovación litúrgica que 
ya iniciara el Pontífice San Pío X, que ha encontrado sus bases doctrina- 
les en la Encíclica Mediator Dei y que el Papa actual ha confiado al es- 
tudio de una peculiar Comisión de especialistas, la cual debe inspirarse en 
un criterio, a su vez, de adaptación pastoral y que ha dado ya frutos tan 
maduros como la instauración de la Vigilia Pascual y el Decreto de sim- 
plificación de rúbricas para el Misal y Breviario, y pronto dará el nuevo 
Orden de Semana Santa. 

Un Decreto de la Sagrada Congregación de Ritos, de 2 de junio de 
1955 (1), ha venido a solucionar algunos puntos dudosos después de la 
promulgación del Decreto general de 23 de marzo de 1955. 

En él se aclara que en los días 2 al 5 de enero y 7 al 12 del mismo 
mes no puede celebrarse en el coro la Misa de Difuntos. Y la razón es 
que, aunque estos días son feriales, adquieren un especial matiz de Tiempo 
de Navidad y de Epifanía, ya que la simplificación de rúbricas, de ninguna 
manera ha venido a desvirtuar el sentido del misterio de Cristo en el ciclo 
litúrgico y que tiene una especial relevancia. Además, es esto una conse- 
cuencia de la prescripción del Decreto general que prohibe para este tiempo 
la celebración de misas rezadas, votivas o de difuntos. 

Un desliz de dicción en el Decreto general omitió decir que las Antí- 
fonas del “Benedictus” y “Magnificat” de los días 7 al 12 de enero se- 
rían las de la suprimida octava. 

Una duda fundada había acerca del color de los ormamentos y el Pre- 
facio de los domingos después de la Ascensión, Corpus y Sagrado Corazón, 
al mantenerse el oficio actual, pero se ha resuelto, muy lógicamente, en 
favor del color y prefacio de tiempo, ya que han cesado las octavas, 

Se reafirma el principio de que jamás se debe exceder el número de tres 
oraciones. 

Se ha suprimido totalmente la lección 9.” de Homilía o lección his- 
tórica de oficios conmemorados, dando así una perfecta unidad al oficio, 


€——R 
(*) Esta Reseña corresponde al cuatrimestre mayo-agosto de 1955. 
(1) ASAS S., 1959, pag: 418. 
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que solamente admite las conmemoraciones de Laudes y Vísperas y aün 
con el criterio tan restringido establecido en la nueva disciplina. 

También se aclaró que una fiesta del Señor no clásica, si cae en 
domingo, adquiere primeras vísperas, ya que substituye a la Dominica. Así 
sucederá en 1956 con la fiesta de la Dedicación de la Basílica de San Pedro 
y San Pablo. 

Se ha aclarado la permanencia del oficio de Santa María en los sá- 
bados que no tengan oficio de rito superior. 

Finalmente, se ha confirmado también el principio de que nunca deben 
decirse más de tres oraciones en la Misa, en ininguna hipótesis, y, por lo 
tanto, se deben omitir las colectas imperadas por el Ordinario cuando no 
puedan compaginarse con este nümero ternario. 

El Ritual Romano se ha visto enriquecido, por Decreto de 27 de abril 
de 1955 (2), con una mueva Bendición litúrgica, la Bendición del Mar. 
La contextura del nuevo texto litúrgico, que se insertará, sin duda, en el 
Capitulo VI del Ritual, reservado a las Bendiciones de casas y lugares, 
reviste un carácter más bien solemne al preceder el salmo 28 las preces y 
la triple oración invocativa. 


2. DERECHO BENEFICIAL 


Un Rescripto de la Sagrada Congregación del Concilio, de 7 de fe- 
brero de 1955 (3), habrá llamado la atención de los canonistas al dispen- 
sar la ley establecida en el canon 1.444, $1, que prescribe la institución 
corporal para la toma de posesión de los beneficios. El Rescripto afecta 
a nombramientos hechos por los Ordinarios legítimos en Polonia que es- 
tablecieron en el acto de la provisión proceder más adelante a la institución 
corporal y no lo han podido realizar por tener impedido el ejercicio de su 
jurisdicción, por la persecución. El Rescripto concede la dispensa en vía 
de sanación de una manera absoluta "etiam in tempus praeteritum" y 
"supplendo quemcumque legis defectum". 


3. DERECHO RELIGIOSO 


La especial situación de la Iglesia en varias naciones hace muy difícil, 
y a veces imposible, la vida de comunidad para los religiosos. La admoni- 
ción que ha publicado con este motivo la Sagrada Congregación de Reli- 
giosos, el día ro de julio de 1955 (4), contiene interesantes principios ju- 


> LAM 
(2) A. A. S., 1955, pág. 414. 
(3) A. A. S., 1955, pág. 413. 
(4) A. A. S., 1955, pág. 519. 
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rídicos que demuestran a su vez la agilidad del Derecho religioso ac- 
tual. 

El más fundamental es el de considerar a dichos religiosos o religio- 
sas no como exclaustrados, sino como legítimamente ausentes de la casa 
religiosa. Es motorio cómo, hoy, en el estilo de la Santa Sede se tiende, 
incluso en circunstancias normales, a conceder indultos de ausencia de la 
casa religiosa, más bien que de exclaustración. La Santa Sede procede 
movida por el gran valor ascético del estado religioso. Las consecuencias 
son notables. Las enumera el documento citado. Gozan, en primer lugar, 
los ausentes legítimos de todos los derechos y privilegios inherentes al 
estado religioso; b) están obligados a los votos y a las reglas, que deben 
observar en todo lo que sea posible sin grave incómodo, segün los prin- 
cipios consabidos de la Teologia Moral. 

A estos dos principios fundamentales siguen dos consignas prácticas 
de carácter también fundamental, a saber, el mantener la conexión mayor 
posible con sus superiores y con su Instituto y el vivir filialmente sujetos 
al Ordinario del lugar. 

Todavía estas consignas llegan a una más concreta conclusión que con- 
siste en el acudir filialmente a los Superiores y a los Obispos exponiendo 
sus dificultades y necesidades, confiados de que encontrarán la ayuda que 
sea posible. 

Acompaña a este consejo una sentida petición de la Sagrada Congre- 
gación a los Ordinarios, para que acojan y ayuden cuanto puedan a los 
religiosos y religiosas, principalmente cuando no puedan acudir a sus pro- 
pios Superiores. 

Se trata, en el fondo, de una realización del espíritu de caridad cris- 
tiana, que, al hacerse más vivo y más sentido con motivo de la persecu- 
ción, nos enseña cómo todas las normas canónicas y todas las estructuras 
de la vida de la Iglesia vienen a ser como los huesos de ese gran cuerpo 
visible del Cuerpo Místico, animado por el Espíritu que da la vida, cuya 
manifestación primera y esencial es la caridad. 


4. DERECHO MATRIMONIAL 


La ejecución de lo dispuesto en el Concordato entre la Santa Sede y 
la República Dominicana, de 16 de junio de 1954, ha provocado la publi- 
cación, por parte de la Sagrada Congregación de Sacramentos, de una 
Instrucción dirigida a los Ordinarios de aquel país para cuanto se refiere 
a los efectos civiles del matrimonio (5). 


(5) A. A. S., 1955, pág. 628. 
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El Concordato, en su artículo XVI, reconoce plenos efectos civiles al 
matrimonio canónico. Asimismo, por el mero hecho de contraer matrimo- 
nio canónico las partes contrayentes pierden el derecho a acudir a los tri- 
bunales civiles para obtener el divorcio vincular, que subsistirá únicamen- 
te, segün la ley dominicana, para los matrimonios meramente civiles. Sin 
embargo, las causas de separación conyugal serán juzgadas por los tribu- 
nales civiles, por consentirlo así la Santa Sede. Es decir, se han aplicado 
dos principios no nuevos y que se encontraban, el primero, en el Concor- 
dato con Portugal, y el segundo, en el Concordato italiano. Los Tribuna- 
les eclesiásticos conocerán las causas referentes all vínculo, y las sentencias 
o decisiones de los Órganos competentes en este sentido, aun cuando fueren 
pontificios, deberán pasar por la Signatura Apostólica y serán transmi- 
tidos después, por vía diplomática, al Tribunal dominicano competente. 

Los artículos XV y XVI del Concordato. fueron completados por el 
Protocolo final acerca del artículo XV, que establece el sistema que se 
debe seguir para conseguir la inscripción de los matrimonios en el Registro 
civil. 

El Poder civil, por su parte, ha dictado las leyes 3931, de 20 de sep- 
tiembre de 1954; 3932 y 3937, de la misma fecha. 

Esta Instrucción, parecida a la que se publicó con motivo de la firma 
del Concordato con Ttalia, comprende 64 artículos, distribuidos en seis ca- 
pítulos. 

Sin intentar hacer una exégesis de la misma, lo cual excedería el ám- 
bito de la presente REsENA, nos limitaremos a subrayar algunos puntos 
que nos parecen de particular interés. 

Ante todo, es notable el reconocimiento que se hace del Derecho par- 
ticular, con ese sentido de responsabilidad tan característico del Supremo 
Legislador eclesiástico, inspirado en la sabia morma de política legislativa 
de legislar lo menos posible y esto cuando ciertamente lo pide el bien co- 
mún. Por esto dice la Instrucción en su preámbulo: “La Santa Sede no 
pretende cambiar con la presente Instrucción las normas seguidas en las 
Curias de las diócesis dominicanas en cuanto a los procesos prematrimo- 
niales, las cuales, por consiguiente, podrán seguir observándose, segün el 
prudente juicio del Ordinario, siempre que no sean contrarias a las pres- 
cripciones canónicas vigentes." Todavía quisiéramos subrayar el criterio 
que se da indirectamente al legislador particular para juzgar prudente- 
mente: mo deben contradecir las prescripciones vigentes, En esa norma va 
implícita otra, a saber, el legislador particular ha de procurar inspirarse 
en los principios inspiradores del ordenamiento jurídico general, y será 
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precisamente en esto cuando dará pruebas de un sano y prudente juicio 
acerca de su política legislativa. 

Es de notar que la Sagrada Congregación urge nuevamente la pres- 
cripción del artículo 11 de la Instrucción Sacrosanctum, de 29 de junio 
de 1941, acerca del gravísimo deber de inspección de los libros parroquia- 
les. Inspección que, segün aquella Instrucción, debe realizarse en todo el 
mundo, normalmente, cada semestre, sin que baste, por tanto, la que se 
realiza con motivo de la Visita pastoral. Si esta inspección, además, fuera 
acompañada de oportuna instrucción formativa de los Párrocos sobre el 
particular, se podría evitar en gran parte la tragedia de tantos matrimonios 
nulos, con las consecuencias consiguientes. 

Se urge, asimismo, la observancia de los cánones 1.022 al 1.024, y en 
particular el canon 1.023, $ 2, tan olvidado en la práctica muchas veces, 
pues aun cuando no sea siempre necesario hacer proclamas en todos los 
sitios donde los futuros cónyuges han vivido desde la pubertad, jamás 
puede el Ordinario prescindir de aquellas pruebas que den certeza moral 
de la libertad de los futuros contrayentes. 

Lo más importante es, acaso, la prescripción del artículo 6 de la Ins- 
trucción, urgiendo el interrogatorio de los futuros esposos, segün prescribe 
la Instrucción Sacrosanctum, interrogatorio que dista muchísimo de unos 
papeles llenados a guisa de expediente por un sacerdote en el despacho pa- 
rroquial. ¿Qué interés puede tener para la Iglesia todo este papeleo si no 
responde a la realidad? El que escribe estas líneas puede constatar a me- 
nudo, con dolor, el burocratismo parroquial que hace inütil este papeleo 
por no responder al interrogatorio tal y como lo tiene ordenado la Iglesia. 
En las causas que llegan al Tribunal de la Sagrada Rota Romana se 
puede comprobar a menudo esta falla de superficialidad acerca de este 
particular. No es raro el caso de contrayentes que ni siquiera han tenido 
la sensación de que firmaban una declaración jurada. El problema, a nues- 
tro modesto modo de ver, constituye un elemento muy importante de la 
problemática que tiene planteada la pastoral. 

Una vez más, como ya se hiciera en la Instrucción Sacrosanctum, la 
Sagrada Congregación de Sacramentos confirma la legislación particular 
que exige el permiso de la Curia o licencia para contraer matrimonio, aun 
en los casos en que no lo exija el Derecho común. Licencia, sin embargo, 
que de por sí supone la revisión por parte de la Curia del expediente pre- 
matrimonial; pero mo supone, ni mucho menos, el transferir a la Curia 
el derecho y obligación del párroco, establecida por el Derecho comün, de 
proceder a la preparación de dicho expediente. Y mucho menos supone que 
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tal intervención de la Curia grave onerosamente los gastos del expediente, 
salva aquella módica contribución que exige la más elemental equidad. 

i Queremos reproducir el texto integro del número 17 de la Instrucción 
que estamos comentando: “Procuren los Ordinarios locales que los pro- 
cesos prematrimoniales sean tramitados, sin perjuicio de las disposiciones 
canónicas, de manera que se facilite todo lo posible la celebración del ma- 
trimonio; procuren asimismo reprimir todo abuso en la petición y ejecu- 
ción de las dispensas matrimoniales.” Lo hemos reproducido integramente 
para no traicionar en nada el pensamiento de la Santa Sede. Queda, pues, 
muy claro que el principio de la total observancia de las normas canónicas 
debe compaginarse con el dar toda clase de facilidades a los fieles y con la 
represión de todo abuso. Fijémonos que es la misma Santa Sede la que 
urge la represión de abusos en la petición y ejecución de actos que se re- 
fieren a la misma Santa Sede. No se confunda, pues, la naturaleza de las 
normas. Es evidente que no tiene la misma importancia la observancia de 
los cánones referentes a la investigación del estilo de libertad de los con- 
trayentes que la de los aranceles, aun legítimamente aprobados, pues aquella 
facilidad de que antes se ha habladq, a menudo exigirá mucha agilidad y 
generosidad en parte económica. Y bien miotoria es la mente de la Santa 
Sede sobre este particular. Ordinarios y Provincias eclesiásticas han po- 
dido. comprobar la tendencia de la Sagrada Congregación del Concilio so- 
bre este punto. Y mo se atribuya a la Santa Sede dificultar el sostenimiento 
económico del clero, cuando acaso lo que urja sea una revisión a fondo, 
según las circunstancias de cada país, de la estructura económica de la 
Iglesia, que, además, presentada por el Episcopado correspondiente siem- 
pre encontrará buena acogida en los organismos con los cuales gobierna 
la Iglesia umiversal el Padre común de los fieles. 

Podríamos todavía subrayar cuanto se dice em orden a la instrucción 
de los futuros contrayentes, disparidad de vinculo civil y canónico, ins- 
cripción del acta de matrimonio, legitimación de la prole, etc. 

Queremos, con todo, antes de terminar anotar la prescripción del nú- 
mero 28 de la Instrucción, por su sentido pastoral y litúrgico, al decir a 
los párrocos que deben celebrarse los matrimonios en hora en que pueda 
celebrarse la misa, ya que es conveniente “que los contrayentes asistan a 
la Santa Misa y reciban en ella la Sagrada Comunión”. 


MANUEL BONET MUIXI, Pbro. 
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RESENA DE DERECHO DEL ESTADO 
SOBRE MATERIAS ECLESIASTICAS 


Recogemos en la presente Reseña las disposiciones emanadas del poder 
civil, de interés desde el punto de vista del Derecho eclesiástico, publicadas 
durante el primer cuatrimestre del presente año. 


A) LEGISLACION 


=D SN AN 


I. Convalidación de estudios en Facultades eclesiásticas. —En el nú- 
mero anterior de esta Revista se daba noticia del Decreto del Ministerio 
de Educación Nacional de 6 de octubre de 1954 (1), que contiene las nor- 
mas de convalidación de los estudios realizados en "Facultades eclesiásticas 
canónicamente erigidas por la Santa Sede" en cumplimiento de lo estipula- 
do en el Concordato de 1953 (articulo 30, nümero 2). 

Como complemento a dicha disposición, la Orden de 9 de marzo de 
1955 (2) establece concretamente los trámites a seguir por aquellos titulados 
con grados mayores en Ciencias eclesiásticas que deseen matricularie direc- 
tamente en el primer curso académico de cualquier Facultad Universitaria. 
Los interesados deberán solicitar el ingreso en la Universidad, del Mimis- 
terio de Educación Nacional (art. 1.%), acreditando debidamente estar en 
posesión del grado de Licenciado o Doctor por una Facultad eclesiástica 
(art. 2.°). Para la convalidación total o parcial de estudios, deberá acompa- 
fiarse, además, certificación, debidamente legalizada, en la que se consignen 
una por una todas las asignaturas o disciplinas estudiadas y las calificacio- 
nes obtenidas, tramitándose en vista de ella el oportuno expediente de con- 
validación, con la reglamentaria audiencia del Consejo Nacional de Edu- 
cación (art. 5.°). 

'Concediéndose el derecho de convalidación, tanto a los graduados por 
Facultad eclesiástica nacional como extranjera, se hace una relación ex- 
presa de las Facultades existentes en Espafia (Comillas, Granada, Chamar- 
tín, Ofia, Salamanca, San Esteban y San Cugat), haciendo constar el de- 


" 


pósito en dicho Ministerio de una relación de Facultades canónicamente 


(1) “Boletín Oficial del Estado" de 27 de octubre de 1954. 
(2) "Boletín Oficial del Estado" de 16 de marzo de 1955. 
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aprobadas existentes en el extranjero, facilitada por la Nunciatura de la 
Santa Sede (arts, 3.” y 4.°). 

Se establece un plazo de admisión de instancias hasta el 30 de abril 
próximo y otro de matrícula extraordinaria, del 16 al 31 de mayo, para 
quienes quieran cursar estudios durante el curso 1954-1955 (art. 6.°). 


2. Enseñanza religiosa no cristiana en la zona del Protectorado de 
Marruecos.—Ut Decreto visirial de 22 de diciembre de 1954 (3) aprueba 
el nuevo Reglamento de Enseñanza Primaria Musulmana, en sustitución 
del que fué publicado por Decreto visirial de 4 de octubre de 1948. El 
nuevo Reglamento, de igual forma que el derogado, concede singular im- 
portancia a las clases de Alcorán, Religión +y Moral (art. 1.°). Interesa 
relacionar estos Reglamentos con la política de tolerancia religiosa recogida 
en el Concordato: por lo que se refiere a la tolerancia de los cultos no ca- 
tólicos, en los terrtorios de soberanía española en Africa continuará ri- 
giendo el “statu quo” observado hasta ahora (Protocolo Final en relación 
con el artículo 1.”). El "statu quo” en lo referente a la enseñanza primaria 
en la Zona de Protectorado estaba plasmado en el Reglamento que hoy 
vemos derogado, el cual, por lo tanto, venía a ser de un modo indirecto: 
incorporado a las estipulaciones concordatarias. El nuevo Reglamento su- 
pone sólo ciertas modificaciones de detalle y responde a un criterio de ma- 
yor flexibilidad en la ordenación de las actividades escolares. Es intere- 
sante la previsión que hace el artículo 18 acerca de la observancia de fiestas 
religiosas teniendo en cuenta la coexistencia en las escuelas de maestros 
musulmanes y españoles. Se considerarán festivos el jueves, a partir de la 
última clase (excepto las escuelas rurales de una sola aula), y el viernes, 
completo, además de las fiestas que determine el Calendario escolar. Cuan- 
do el profesorado español no asista a la Escuela por celebrar alguna fiesta 
religiosa (aparte los domingos) se establecerá ese día la distribución de 
trabajo que pertenece a los domingos. 


II. INTERVENCIÓN DE ECLESIÁSTICOS 
EN ORGANISMOS ESTATALES. 


1. Ayuda Social Americana. “Caritas” Española.—Las actividades 
de la Ayuda Social Americana en su labor de socorro y asistencia a clases 
humildes se ha proyectado en un complejo de organizaciones que, dado el 
carácter humanitario y caritativo de su cometido, no podía prescindir de la 


colaboración de las obras y organizaciones católicas. 
 ———————_ 
(3) “Boletín Oficial de Marruecos” núm. 53 del 34. 
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Como órgano centralizador en esta estructura aparece la Comisión In- 
terministerial para el Auxilio Internacional a la Infancia, que por Decreto 
de 13 de diciembre de 1954 (4) vió ampliadas sus facultades y composición, 
en el sentido de que extiende las primeras a los suministros que haga la 
organización "Caritas" Norteamericana a la "Caritas" Española (Secre- 
tariado Nacional de Caridad de la Acción Católica) (art. 1.°) y de que a su 
composición se añadirá como Vocal, entre otros, um representante del Se- 
cretariado Nacional de Caridad de Acción Católica en nombre de “Caritas” 
Española (art. 2.°). 

Dependiendo de esta Comisión Interministerial, existe un Comité Eje- 
cutivo que desarrollará el plan de ayuda social establecido por aquélla. En 
este Comité Ejecutivo no interviene ningún representante de la jerarquía 
u obra católica, al menos en su composición actual, determinada por Orden 
de 4 de febrero de 1955 (5). En cambio, la relación de organismos colabo- 
radores (art. 6.”) para la distribución y suministro de productos alimenti- 
cios comprende quince términos, de los cuales cuatro son instituciones ca- 
tólicas: Confederación Española de Religiosos (hospitales, escuelas, etc.); 
Seminarios y Escuelas de formación de Iglesia; Institución Arzobispo Cla- 
ret, y "Caritas" Diocesanas. 

Como organismo de competencia territorial, canalizando la actividad 
de los órganos colaboradores se crea en cada capital de provincia una Junta 
de Asistencia, presidida por el Prelado, como Jefe nato de la "Caritas" v, 
si no asiste personalmente, por el Gobernador civil y, en su defecto, por 
el Director de la “Caritas” Diocesana, y constituida por representantes de 
los quince Órganos colaboradores, amén de otros representantes de institu- 
tos estatales (art. 7.”). Un párrafo del mismo artículo 7.” estableciendo que 
las “Caritas” Diocesanas, cuya jurisdicción esté repetida en varias provin- 
cias, tendrán representantes en todas ellas, es de esperar que tenga una 
aplicación precaria en razón al reajuste de diócesis y provincias preconi- 
zado por el artículo IX del Concordato. 

En el Comité Ejecutivo, dependiente de la Junta de Asistencia provin- 
cial, también opera como vocal el Director de la “Caritas” Diocesana (ar- 
tículo 2.°). 

Interesa, finalmente, anotar el último párrafo de la Orden que rese- 
fiamos, que, junto a las sanciones civiles de infracción de deberes referentes. 
al desenvolvimiento del plan de ayuda social, admite las sanciones impues— 
tas por la jerarquía eclesiástica en el ámbito de su competencia. 


(4) “Boletín Oficial del Estado” de 18 de diciembre de 1954. 
(5) “Boletín Oficial del Estado” de 14 de febrero de 1953. 
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2. Comisiones permanentes del Consejo de Protección Escolar del 
Campo de Gibraltar.—Un Decreto de 11 de septiembre de 1953 creaba un 
Consejo de Protección Escolar en La Línea de la Concepción, cuya esfera 
de acción hal sido ampliada por Decreto de 18 de febrero de 1955, a la vez 
que, en) razón a esta ampliación, lo denomina Consejo de Protección Esco- 
lar del Campo de Gibraltar. Una Orden de 21 de febrero de 1955 (6) viene 
a constituir una Comisión Permanente en cada una de las localidades de 
Algeciras, Sam Roque, Tarifa y Los Barrios en cuya composición, junto 
a otras autoridades civiles y militares, toma parte un párroco de la locali- 
dad respectiva designado por el Obispo de la diócesis. Estos párrocos, ade- 
más, pasarán a formar parte del Pleno del Consejo, en calidad de Vocales. 


3. Patronato Escolar de Suburbios de Gerona.—Una Orden de 17 de 
febrero de 1955 (7) crea el Patronato Escolar de los Suburbios de Gerona, 
para proveer a la educación de la infancia y juventud que residan en los 
suburbios (art. 1.°). La integración de este Patronato está determinada por 
el artículo 7.°, que designa como Vocal al excelentísimo y reverendisimo 
señor Obispo de la diócesis o persona en quien delegue, 


IIL BIENES ECLESIÁSTICOS. 


I. Inscripción de bienes registrados a nombre de persona interpues- 
ta.—En las líneas de esta REsENA han ido apareciendo las diversas vicisi- 
tudes legislativas que han operado sobre los problemas que acupaban la 
mente de las Leyes de 11 de julio de 1941 y 1.” de enero de 1942. La pri- 
mera establecia un Juzgado especial para interponer demandas en orden a 
lá inscripción en el Registro de la Propiedad de los bienes inmuebles y de- 
rechos reales de la Iglesia, Ordenes y Congregaciones Religiosas inscritos a 
nombre de personas interpuestas, fallecidas o desaparecidas, La segunda 
ampliaba la competencia de los mismos a la reivindicación de los valores 
mobiliarios pertenecientes a la Iglesia, Ordenes y Congregaciones Religio- 
sas, cuya titularidad se hizo figurar a mombre de personas interpuestas, 
luego muertas o desaparecidas. 

Desde que la Orden de 3 de febrero de 1949 limitó, dando un plazo 
preclusivo que finalizaba el 31 de diciembre de 1949, la posibilidad de in- 
terponer demandas para inscribir en el Registro de la Propiedad a favor 
de la Iglesia, Ordenes y Congregaciones Religiosas los bienes y derechos 
reales registrados a nombre de persona interpuesta, han ido apareciendo 


(6) “Boletín Oficial del Estado" de 28 de marzo de 1955. 
(7) "Boletín Oficial del Estado" de 11 de marzo de 1955. 
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una serie de disposiciones (8) concediendo nuevos plazos que han demos- 
trado la inutilidad e improcedencia de aquella limitación, toda vez que 
puede decirse no ha habido período apreciable en que no se haya podido 
reclamar esta inscripción, Una vez más la Orden de 3 de enero de 1955 (9) 
prorroga el plazo de inscripción hasta 31 de diciembre de 1955 “por sub- 
sistir las causas que motivaron la reapertura del plazo que finalizó el at 
de diciembre de 1954”. 

En cuanto al órgano competente declara la ultima Orden que queda 
encargado de la tramitación de las referidas demandas el mismo juez espe- 
cial que conoce de ellas en la actualidad. No son muy congruentes entre 
sí todas las disposiciones que se vienen sucediendo en orden a las demandas 
sobre inscripciones de bienes eclesiásticos a nombre de persona interpuesta 
en lo referente a la jurisdicción pertinente. Efectivamente, la Orden de 
4 de enero de 1947 declaró extinguida la jurisdicción especial creada por 
Ley de 11 de julio de 1941 “por no existir asuntos pendientes y estimarse, 
por tanto, cumplida la misión que se le encomendó". Esta Orden extinguía 
en realidad la jurisdicción especial, pero no la posibilidad de entablar recla- 
maciones, lo cual resulta de por sí algo contradictorio. Fué la Orden de 
3 de febrero de 1949 la que, al establecer un plazo para entablar estas recla- 
maciones (hasta 31 de diciembre de 1941), limitaba esta posibilidad a la vez 
que proveía a la necesidad del órgano afirmando que será juez competente 
—no habla ya de órgano o jurisdicción competente, sino de juez—para re- 
solver las demandas que se presentasen durante aquel año el magistrado que 
venía conociendo del dicho procedimiento especial. Resulta difícil de com- 
prender cuál era “el magistrado que venía conociendo” cuando la jurisdic- 
ción especial había sido extinguida por considerar que había finalizado su 
cometido. Por otra parte, no podemos concluir que estas palabras “magis- 
trado que venía conociendo del procedimiento especial” restableciese la ju- 
risdicción especial extinguida en 1947; esta interpretación estaría en con- 
tradicción con la Orden de 22 de noviembre de 1950 (10). 

Más concreta y con menos remisiones vagas, esta Orden estimando nece- 
sario tanto la prórroga del plazo para la formulación de reclamaciones como 
el restablecimiento del órgano jurisdiccional adecuado para sustanciarlas; 
atribuye el conocimiento de dichas demandas a un Magistrado del Tribu- 
nal Supremo, individualizado nominalmente, el cual como juez especial, 


(8) Orden de 21 de diciembre de 1949, Crden de 22 de noviembre de 1950, Orden de 29 
de enero de 1951, Orden de 16 de abril de 1952, Orden de 2 de enero de 1953, Orden de 20 
de enero de 1954. 

(9) “Boletin Oficial del Estado” de 12 de febrero de 1955. 

(10) “Boletín Oficial del Estado" de 2 de diciembre de 1950. 
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y con las atribuciones que la referida Ley le concede (la del rr de julio 
de 1941), tramitará y resolverá las reclamaciones que se formulen. La Or- 
den de 29 de enero de 1951 vuelve a hablarmos de la jurisdicción especial 
creada por Ley de 11 de julio de 1941, y sin tener en cuenta que fué extin- 
guida en 1947 y sustituída por un juez especial por Orden de 22 de no- 
viembre de 1950 amplía las funciones de su competencia. En cambio, el 
Decreto de 14 de junio de 1952 habla de juez especial, y asimismo la ültima 
de esta serie de disposiciones, la Orden de 3 de enero de 1955 (11), encarga 
la tramitación de las referidas demandas al mismo juez especial que conoce 
de ellas en la actualidad, precepto que hay que comprender en conexión con 
la Orden de 22 de noviembre de 1950. 


2. Exención tributaria parcial, facilidades crediticias y derechos de 
adquisición a Centros docentes de interés social.—Consideramos oportuno 
hacer referencia en la presente reseña al Decreto de 25 de marzo de 
1955 (12), porque, si bien no trata expresamente de bienes pertenecientes 
a Entidades eclesiásticas e Institutos religiosos, dada la amplitud de !os 
términos en que plantea su tesitura, puede ser de gran aplicación (y acaso 
una de sus aplicaciones principales) en el orden de los bienes eclesiásticos. 
Dicho Decreto aprueba el Reglamento de la Ley de 15 de julio de 1954 re- 
ferente a la declaración de interés social en favor de las construcciones e 
instalaciones de Centros docentes de cualquier grado y naturaleza oficial- 
mente reconocidos por el Estado. 

La posibilidad de que Centros docentes pertenecientes a Entidades ecle- 
siásticas se acojan a los beneficios de esta legislación es evidente conside- 
rando no sólo la amplitud en que se mueve este Decreto al afirmar que se 
refiere a Centros docentes de cualquier grado y naturaleza (art. 1.°), simo 
también del examen de los requisitos que han de reunir dichos Centros para 
ser declarados de interés social (arts. 2.” y 3.°). 

Para comprender el interés que pueden ofrecer las mencionadas dispo- 
siciones desde este punto de vista basta recordar la norma concordada re- 
ferente a impuestos y contribuciones. De una parte, sólo gozarán de exen- 
ción de impuestos y contribuciones de indole estatal y local los colegios 
o Centros dependientes de la Jerarquía eclesiástica que tengan la con- 
dición de benéfico-docentes (art. XX, núm. 1, f), mientras que de otra 
parte todos los demás bienes de entidades y personas eclesiásticas quedarán 
sujetos a tributación conforme a las leyes generales del Estado, en paridad 


AAA —. 


(11) “Boletín Oficial del Estado de 12 de febrero de 1955. 
(12) “Boletín Oficial del Estado” de 16 de abril de 1955. 
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de condición con las demás instituciones o personas. Habrá, pues, Centros 
que no pudiendo llamarse benéfico-docentes quedarán sometidos a las leyes 
generales del Estado, una de las cuales es ésta que hoy recogemos, en virtud 
de la que pueden obtener importantes ventajas desde el punto de vista ad- 
quisitivo, crediticio e impositivo, Centros de ensefianza fundados y dirigi- 
dos por Ordenes o Asociaciones religiosas consagradas a la educación de 
la juventud. 

Los beneficios, desde el punto de vista adquisitivo, son los contenidos 
en el número 3 del articulo 2.” de la Ley de expropiación forzosa de 16 de 
diciembre de 1954 y en el apartado a) de la Ley de 15 de julio de 1954 
sobre declaración de interés social de Centros docentes (artículos 7.”, 8.” y 
9.” del Decreto). 

Las facilidades crediticias son las otorgadas por el artículo 21 de la 
Ley de 22 de diciembre de 1953 y en el artículo 2.°, apartado d) de la Ley 
de 13 de julio de 1954, pudiendo el préstamo con garantía hipotecaria ex- 
tenderse desde el 60 al 100 por 100 del coste del solar y del presupuesto 
total de las obras (art. 14). 

La declaración de interés social lleva igualmente aneja la reducción 
de un 50 por 100 en las siguientes manifestaciones impositivas (arts. 10 
ales 

a) Liquidación del impuesto de derechos reales y transmisión de bie- 
nes y timbre del Estado y de los impuestos municipales correspondientes en 
los contratos para adquisición de terrenos; contratos con empresas construc- 
toras; contratos de préstamo e hipoteca, asi como su cancelación; emisión 
de cédulas u obligaciones y su amortización; concesión de anticipos hecha 
por entidades oficiales y paraestatales; contratos de suministro de mate- 
riales y prestación de servicios; herencias, legados, donativos o subvencio- 
nes a favor de los Centros; contratos o transmisiones hereditarias que 
transfieran el dominio de los bienes afectados a estos Centros miertras 
continúen adscritos a dicha finalidad. 

b) Contribución territorial que recaiga sobre edificios y terrenos des- 
tinados a Centros docentes. 

c) Contribución de Utilidades, tarifa 2.', respecto de los beneficios 
que se obtengan por los préstamos concedidos a los Centros docentes para 
las construcciones e instalaciones a que se refiere el presente Decreto por 
parte de entidades o personas privadas, siempre que no sean superiores al 
4 por roo del capital prestado. 

d) Derechos de Aduanas en la importación de elementos de estudio 
e investigación, pudiendo ser eximidos totalmente del pago de derechos en: 
determinados casos. 
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1. Abono de tiempo, para clases pasivas, al Decano y Auditores del 
Tribunal de la Rota española.—Uma Ley de 14 de abril de 1955 (13) ha 
concedido un abono de doce años a incrementar sobre los años que resulten 
abonables con arreglo al Estatuto de Clases Pasivas de 22 de octubre de 
1926, en las clasificaciones de haberes pasivos que se practiquen al Decano 
y Auditores del Tribunal de la Rota de la Nunciatura Apostólica de Espa- 
ña, con la sola condición de haber desempeñado alguno de los expresados 
cargos durante un período efectivo y día por día no inferior a diez años. 

Este beneficio de abono de tiempo tiene por objeto compensar o reducir 
la situación de desventaja en que se encontrarán dichos Magistrados en re- 
lación con los derechos pasivos que normalmente causan los funcionarios 
públicos, puesto que entre las condiciones que exige el Motu Proprio Apos- 
tolico Hispaniarum Nuntio para el nombramiento de Decano y Auditores 
del Tribunal de la Rota de la Nunciatura Apostólica figura la de que el 
personal designado sea de edad madura y posea un alto grado de experien- 
cia eclesiástica (art. 3.°). En la práctica estos requisitos se traducen en un 
ingreso tardío al servicio de ese alto Tribunal, quedando reducido el período 
de desempeño del cargo, con la consiguiente disminución de haberes pasivos. 

La consideración de estas razones esclarece la justicia y el acierto de 
esta medida, pero ignoramos la causa inhibitoria que habrá impedido exten- 
der este mismo beneficio a otras funciones del mismo Tribunal, como son 
el Fiscal y el Defensor del Vínculo, a los cuales también exige el Motu Pro- 
prio de 7 de abril de 1947 las cualidades de edad madura y de prudencia 
y pericia en Derecho (art. 10). 


2. Impuesto del Timbre en actuaciones de jurisdicción eclesiástica.— 
La Ley de 14 de abril de 1955 (14) ha publicado un nuevo texto regulador 
del impuesto de Timbre, que en su integridad entrará en vigor el día 1 de 
enero de 1956 (disposición transitoria cuarta). Al gravar en el título II del 
libro II los documentos y actuaciones jurisdiccionales (artículos 74 al 86) 
dedicó el artículo 84 a la jurisdicción eclesiástica estableciendo que se rein- 
tegrarán con timbre fijo las actuaciones de los Tribunales eclesiásticos siem- 
pre que hayan sido iniciadas a instancia de particulares (número 56 de la 
tarifa), no estando sujetas a reintegro en los demás casos. 


(14) “Boletín Oficial del Estado” de 16 de abril de 1055. 
(14) “Boletín Oficial del Estado” de 15 de abril de 1955. 
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B JURISPRUDENCIA 


I.—MaATRIMONIO 


i. Matrimonio ilegal. El dolo específico en el delito de bigamia con- 
siste en contraer un matrimonio sabiendo que el anterior no está declarado 
nulo.—El Tribunal Supremo se ha pronunciado una vez más (15) sobre 
los elementos y dolo requerido en el delito de bigamia al confirmar la sen- 
tencia del Tribunal de instancia condenando al procesado, que, una vez 
contraído matrimonio canónico en 27 de junio de r942, haciendo caso 
omiso. de la existencia de tal vínculo, contrajo matrimonio en 23 de sep- 
tiembre de 1945 ocultando su matrimonio anterior. Considera el Tribunal 
Supremo : 

a) Que el hecho que el articulo 471 del Código penal sanciona, común- 
mente llamado bigamia, es únicamente el de contraer segundo o ulterior 
matrimonio sin hallarse disuelto legitimamente el anterior. 

b) Que el dolo especifico de ese delito no es otro sino el de que sa- 
brendo el culpable que el anterior matrimonio no está disuelto o declarado 
nulo se hace pasar por soltero y contrae otro posterior. 

c) Que no puede enervarse la acusación a pretexto de aducir defectos 
en la celebración del primer matrimonio que puedan o no afectar a la in- 
validez o inexistencia del mismo, porque el Derecho penal tiene su esfera 
privativa y, dentro de sus preceptos y principios fundamentales, tienen que 
enjuiciarse necesariamente los hechos que caen bajo su imperio. 

d) Que la presunción de voluntariedad en los hechos constitutivos 
qel delito sólo cede ante la demostración de involuntariedad nacida de los 
hechos afirmados en la sentencia de los que resulte tan perfectamente 
comprobada como el hecho mismo, según tiene repetidamente declarado la 
Sala. 

2. Matrimonio ilegal. Se da delito de bigamia cuando coexiste sobre 
un mismo contrayente doble vínculo de los admitidos por la ley —En la 
misma línea doctrinal que la sentencia anterior, si bien sobre la base de un 
presupuesto radicalmente distinto, ya que aquí no se trata de la coexistencia 
de dos vínculos canónicos, sino de la celebración de un matrimonio canóni- 
co existiendo otro civil, se produce una reciente declaración del Tribunal 
Supremo (16). 

^ Los hechos son éstos: J. F. y L. V. contraen matrimonio civil en 1 de 
febrero de 1932, previo acuerdo de no realizarlo canónicamente. 


(15) “Sentencia de 18. de febrero de 1954. 
(16) Sentencia de 14 de enero de 1955. 
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El así casado contrae matrimonio canónico el 3 de septiembre de 1949 
con tercera persona, habiéndole manifestado ser soltero y después de soli- 
citar del Vicariato del Arzobispado la realización del nuevo matrimonio, 
que fué autorizado—no obstante conocerse el anterior civil—por no existir 
razón estrictamente canónica para denegarlo, 

Condenado el procesado en concepto de autor de un delito de bigamia 
del artículo 471 del Código penal, se interpone recurso, alegando infrac- 
ción de los artículos 1.”, 471 y 478 del Código penal, así como un error de 
hecho en la apreciación de los medios probatorios. 

La Sala Segunda del Tribunal Supremo desestima el recurso, conside- 
rando: 

a) Que el conocimiento que exige el dolo existe en la subsistencia del 
matrimonio civil anterior del propio recurrente, que, como establece el 
hecho probado, hizo gestiones para contraer matrimonio canónico, pero no 
para disolver o anular el civil anterior. 

b) Que los dos matrimonios, en su forma civil v canónica, son reco- 
nocidos por la ley, y, en consecuencia, se da el delito de bigamia cuando 
coexisten sobre un contrayente doble vinculo de tales cargos. 

Estamos en presencia de un caso típico de matrimonio contraído du- 
rante la Repüblica, sobre los cuales no se ha llegado aün a una solución 
definitiva y conforme al Derecho estatal y canónico. Gabriel García Can- 
tero hace un detenido análisis de esta sentencia (17), calificándola de “ur 
giro en la doctrina de la Sala Segunda del Tribunal Supremo" por la des- 
viación que supone respecto al criterio seguido en las sentencias de 29 de 
noviembre de 1944, 22 de marzo de 1945 y 6 de junio de 1945 en casos. 
sensiblemente análogos, más concordantes con el espiritu del Derecho canó- 
nico, extranándose el citado comentarista de este viraje precisamente en 
una época de coordinación del Derecho del Estado con el canónico a propó- 
sito del Concordato de 1953. 


3. Separación. Necesidad de la sentencia firme de divorcio para que 
proceda la disolución de la sociedad de gananciales.—La Dirección General 
de los Registros, en resolución de 27 de marzo de 1954 (18), ha hecho una 
interesante declaración acerca de la eficacia civil de la separación entre cón- 
yuges, hecha por autoridad privada. 

El presupuesto de hecho es el siguiente: rota la vida en común de un 
matrimonio por una de las causas del canon 1.129 del Codex Iuris Canonici, 


(17) “Anuario de Derecho civil”, 1955, pp. 648 ss. 


(18) “Boletín Oficial del Estado” de 18 de junio de 1954. “Revista de Derecho Notarial”. 
VIII, abril-junio 1255, pp. 405 sz. 
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otorgan los cónyuges escritura de separación de bienes y liquidan la socie- 
dad de gananciales, solicitando del Registrador la inscripción de algunos 
bienes como propios "por virtud de esta escritura". La inscripción es dene- 
gada por no existir previa sentencia de divorcio dictada por el competente 
Tribunal Eclesiástico, según lo dispuesto en los artículos 80 y I.433 del 
Código civil, 

La calificación del Registrador fué confirmada por el Presidente de la 
Audiencia, y planteada la cuestión a la Dirección General, ratifica ésta el 
auto apelado, declarando : 

4) Que la separación de bienes entre cónyuges sólo tendrá lugar en 
virtud de resolución judicial, salvo el caso del artículo 50 del Código civil. 

b) Que la terminación de la vida común a causa de divorcio por 
autoridad propia, según se desprende de los cánones 1.129 y 1.130 del 
C. I. C., deja subsistente el vínculo y carece de efectos externos y no cabe 
sostener que se disuelva la sociedad de gananciales por aplicación del ar- 
ticulo 1.700 del Código civil, ya que no hay por qué acudir a normas 
supletorias dictadas para supuestos de naturaleza diversa cuando en el ca- 
pitulo dedicado a la sociedad de gananciales hay disposiciones de aplica- 
ción preferente, como son las contenidas en los artículos 1.417, 1.432, 1.433 
y 1.434. 

4. Separación. Efectos. Se mega la condición de natural al hijo en- 
gendrado por padre divorciado civilnente pero subsistente el vínculo ca- 
nónico.—La actora, soltera y madre de un niño, dedujo demanda supli- 
cando se reconociese a dicho niño como hijo natural de ella y de R. B. C., 
pues al tiempo de la concepción éste se hallaba divorciado con arreglo a la 
legislación civil. 

El juez de primera instancia desestimó la demanda y el Tribunal Su- 
premo falló no haber lugar al recurso (19), considerando: 

Que, a tenor de lo que dispone el artículo 119 del Código civil, no puede 
admitirse que haya sido infringido en ningün concepto ni aun em relación 
con la Ley de 23 de septiembre de 1939 (disposiciones transitorias r.' y 
4.*), que deroga la del divorcio de 2 de marzo de 1932. 

Efectivamente, la 1.* establece la facultad de anular las sentencias fir- 
mes de divorcio vincular a instancia de cualquiera de los interesados y la 
4.* reconoce en favor de los hijos nacidos de uniones posteriores a ser de- 
cretado el divorcio vincular que éstos al ser disueltas estas uniones gocen 
de la condición que tuvieran en tal momento. Disposiciones que tienden a 
restablecer la normalidad del matrimonio respetando y reiterando la indi- 


(19) Sentencia de 18 de marzo de 1954. 
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solubilidad del celebrado canónicamente y a no perjudicar a los hijos na- 
cidos de uniones que tuvieran lugar después de obtenida una sentencia de 
divorcio vincular; pero no son aplicables cuando esta unión no ha tenido 
lugar. 

De otra parte, después de la vigencia de la Ley del 32, dicha unión no 
podría tener lugar en virtud de la prohibición contenida en la sexta dispo- 
sición transitoria, que impide que el cónyuge divorciado por sentencia fir- 
me, con arreglo a la ley derogada, pueda contraer matrimonio con tercera 
‘persona en tanto subsista un vínculo canónico. Ahora bien, en la fecha en 
que fué concebido el hijo de la demandada, aquel a quien se imputa su 
paternidad no podía contraer con tercera persona, pues la sentencia de di- 
vorcio no disuelve el matrimonio canónico. 


IINE ONT CBS TONKS 


1. Confesor de última enfermedad. Diferencia entre párroco y cape- 
llán de comunidad.—El Tribunal Supremo, en sentencia de 6 de abril de 
1955 ha hecho unas declaraciones interesantes para la interpretación del 
artículo 752 del Código civil. Prescindiendo de la justificación intima de 
este artículo, vamos a considerar los puntos de interés de esta sentencia 

En 26 de junio de 1935 otorgó testamento el causante, quien confesó el 
I4 de julio siguiente con el Capellán del Asilo de Ancianos Pobres de Ta- 
lavera de la Reina, falleciendo de la enfermedad que sufria desde hacia mu- 
cho tiempo, el 30 de agosto de 1935. La cláusula 6.* del testamento disponía 
que a la muerte de su esposa—o a su óbito, si ésta, fallecía antes que el tes- 
tador—pasasen todos sus bienes al expresado asilo, en concepto de limosna, 
para que los invirtieran en las atenciones y necesidades del establecimiento 
y sostenimiento de los pobres acogidos al mismo. 

El recurrente alega que el Tribunal de instancia debería haber aplicado 
el artículo 752 del Código civil por concurrir las circunstancias de que el 
mencionado capellán confesó en su última enfermedad al testador y dispo- 
ner éste en su testamento que sus bienes se entregasen como legado al Asilo 
de que aquél es capellán. 

El Tribunal Supremo (20) desestima este motivo del recurso, conside- 
rando: 

a) Que el artículo 752 es de interpretación restrictiva, no debiendo 
aplicarse, puesto que el testador otorgó su ültima voluntad dieciocho días an- 
tes de que confesara con el expresado sacerdote, sin que conste—por otra 
parte—que con anterior fuese su director espiritual o lo tratase. Todo ello. 


(20) Sentencia de 6 de abril de 1954. 
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excluye la posibilidad de que el sacerdote hubiera influido de algún modo 
en las disposiciones testamentarias del causante. 

b) La función sacerdotal que el capellán ejerce en el asilo y las rela- 
ciones morales y económicas que tiene con esa institución benéfica no pue- 
den equipararse a las existentes entre un Párroco y su Iglesia, o las que unen 
los que forman parte integrante de un Cabildo, Comunidad o Instituto. Efec- 
tivamente, no es de prever que por la misión que desempeña en el asilo haya 
de obtener un lucro u otra clase de beneficios con la herencia, ya que ni for- 
ma parte de la Comunidad de religiosas que lo rigen, mi de la laica que los 
asistidos constituyen, y, por otra parte, habiendo sido nombrado por el Me- 
tropolitano, puede ser separado por tal alta dignidad, quien retribuye su 
función con los intereses de una fundación o capellanía, que administra el 
propio Prelado. 

La sentencia, según lo expuesto, contiene puntos dignos de un comen- 
tario más detenido, pero que exceden los limites de una exposición de con- 
junto. 


2. Testamento ante el párroco en Cataluña. El Derecho canónico como 
derecho supletorio en aquella región. Requisitos de los testigos.—Recogemos 
algunas afirmaciones que el Tribunal Supremo ha establecido en un intere- 
sante pronunciamiento, y que consideramos de gran valor doctrinal (21). 

a) El testamento ante párroco en Cataluña, que sólo puede hacerse 
cuando no existe notario en su distrito, tenencia o feligresía, es un testa- 
mento especial, que se rige por lo dispuesto en el capitulo “De Testamentis”, 
de las Decretales. 

b) En aquella región tiene preferencia, como derecho supletorio, el 
canónico sobre el romano, pues, como han sostenido los antiguos juris- 
tas catalanes, el Derecho canónico fué aceptado como corrector del roma- 
no y, por tanto, sólo será aplicado este último cuando no se regule la insti- 
tución o acto de que se trata en Derecho canónico y nunca para modificar 
sus disposiciones. 

c) El testamento ante párroco en Cataluña sólo exige que no exista 
notario y que se lleve a efecto ante el párraco y dos o tres testigos idóneos, 
sin que a título de interpretar esta idoneidad pueda exigirse que sean roga- 
dos dichos testigos, aplicando el Derecho romano, ya que el Derecho ca- 
mónico fué aceptado como corrector del romano, siendo, además, esa inter- 
pretación opuesta a la finalidad de esta clase de testamentos, en los que se 
simplifican sus requisitos cuando falta el notario para hacerlos más fac- 
tables. 


(21) Sentencia de 12 de abril de 1954. 
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21 que se prescinda en ellos de un requisito de tan escasa y discutible 
trascendencia no puede causar extrafieza, puesto que la rogación de los tes- 
tigos no es necesaria ni en la legislación del Principado, desde la conce- 
sión del privilegio “Recognoverunt Proceres", por el rey don Pedro III 
de Aragón, en 1283; ni en Barcelona, donde se extendió su vigencia; ni en 
Castilla, que prescindió también de este requisito desde el Ordenamiento de 
Alcalá, en 1348. 


DIDI Ww RITOS DT CC LONE 


Reclamación ante Tribunales civiles de litis expensas causadas en pro- 
cesos eclesiásticos.—Está dentro de la jurisdicción civil la reclamación como 
litis expensas de los gastos realmente causados en los Tribunales eclesiásti- 
cos, sin que el hecho de que hayan sido causados en Tribunal distinto afecte 
a la virtualidad de la reclamación, ya que tal excepción no está reconocida eni 
el número 1.* del artículo 1.408 del Código civil ni en ningún otro precepto 
legal. Efectivamente, no puede negarse que son gastos judiciales que caen 
dentro de la calificación de litis expensas, y que, por otra parte, no pueden 
reclamarse ante el Tribunal eclesiástico por ser cuestión ajena a su compe- 
tencia (22). 


IV.—]JURISPRUDENCIA FISCAL. 


1. Inmuebles de la Iglesia no exentos. Interpretación estricta de las 
exenciones.—Interpuesta por la autoridad eclesiástica reclamación contra 
acuerdo de la Dirección General de Propiedades, denegatorio de exención 
para un inmueble propiedad de la Iglesia, el Tribunal Económico-Adminis- 
trativo Central resuelve desestimar dicha reclamación y confirmar el acuer- 
do del Centro directivo (23). La cuestión versaba sobre si procedía o no la 
excnción absoluta y permanente de Contribución territorial que otorga la 
Ley de 2 de marzo de 1930, en relación con una finca urbana, propiedad de 
la Iglesia, destinada a vivienda del sacristán del templo anejo al inmueble. 

Este Alto Tribunal considera: 

a) Que el texto legal invocado—artículo 1.°, apartado a)—concede ta- 
xativamente la ventaja fiscal pretendida a los "templos católicos abiertos 
al culto público, como asimismo a los edificios y locales anejos a ellos des- 
tinados al ejercicio de culto y su servicio". 


(22) Sentencia de 9 de abril de 1954. 
(93) Acuerdo de 11 de junio de 1954. 
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b) Que, dada la necesidad de interpretar las normas fiscales segün un 
criterio estricto por exigencias doctrinales, legales y jurisprudenciales, y con 
mayor razón si se trata de preceptos de excepción, se ha de denegar el be- 
neficio contributivo intentado en cuanto a la parte de la finca utilizada como 
vivienda. 


2. Legado a favor de Orden religiosa. Cuándo procede aplicar la ta- 
nifa de las instituciones benéfico-docentes en la liquidación de derechos rea- 
les.—Instituído un legado a favor de una Orden religiosa, y presentada a 
liquidación del impuesto la herencia, en la cual dicho legado venía compren- 
dido, la Oficina liquidadora practicó, a cargo de la referida Orden, una li- 
quidación al tipo del 51 por roo. 

Se interpone reclamación económico-administrativa ante el Tribunal pro- 
vincial, pidiendo su sustitución por otra girada por el número 29 de la ta- 
rifa, al 6 por 100, alegando que el artículo 29 del Reglamento fiscal de 1948 
era aplicable al caso por tener carácter de Establecimientos de Beneficen- 
cia e Instrucción los Colegios pertenecientes a la Orden reclamante, por es- 
tar así clasificados, y de otra parte, en cumplimiento del número 5 del ar- 
tículo 20 del Concordato con la Santa Sede de 1953. El Tribunal desestima 
la reclamación. 

Se interpone recurso de alzada ante el Tribunal Económico-Adminis- 
trativo Central, reiterando alegaciones y éste desestima el recurso, ratifica 
el fallo y confirma la liquidación, fundándose en los siguientes princi- 
pios (24): 

a) Que las leyes fiscales han de ser interpretadas estrictamente sin 
admitir interpretaciones extensivas que no estén expresamente autorizadas. 

b) Que la voluntad del causante, manifestada en el testamento, fué la 
de instituir en el legado a las Madres A., establecidas en L. P., sin fijar otro 
destino al legado de cien mil pesetas. 

c) Que el precepto fiscal alegado (Reglamento del impuesto de Dere- 
chos reales, art. 28, núm. 3.°) restringe expresamente la aplicación del tipo 
favorable al caso de que la institución del legado sea precisamente a favor 
del mismo establecimiento de Beneficencia, en este caso el Colegio regido 
por las religiosas, y no a la Casa de Religiosas que lo rige. 

d) Que la diferencia entre Comunidad y Colegio ha de ser mantenida 
a tenor de la misma Orden de clasificación que, de un lado, dedica apartados 
distintos en su parte dispositiva a la Comunidad o Instituto y al Colegio 
que regenta y, de otra, establece la distinción con tan marcada diferencia 


(24) Acuerdo de 15 de febrero de 1955. 
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que mientras niega expresamente el carácter de institución benéfica a la 
Comunidad, por el contrario se la concede al Colegio. 

e) Que el Concordato no tiene efectos retroactivos por lo cual tra- 
tándose de un impuesto devengado por muerte del causante de la sucesión 
hereditaria acaecida en 20 de octubre de 1952, es improcedente entrar a co- 
nocer del alcance del indicado precepto del Concordato de 1953 en relación 
con el impuesto de Derechos reales. 


V.—]URISPRUDENCIA SOCIAL. 


1. Relaciones laborales en que interviene un ente eclesiástico. Conside- 
ración de éstos corno empresa en estas relaciones. Competencia de la juris- 
dicción civil.—Encontramos en la más reciente jurisprudencia del Tribunal 
Supremo una Sentencia que contiene aspectos muy interesantes por tratar 
de la posibilidad de aplicar las leyes sociales a aquellas situaciones laborales 
en que se siente interesado un ente eclesiástico (25). 

Formulada la demanda en reclamación de cantidad por los conceptos de 
horas extraordinarias y gratificaciones en favor de un ayudante de cocina 
y mozo de limpieza que prestaba sus servicios en un Seminario Diocesano, 
la Magistratura declaró su incompetencia, estimando la excepción alegada 
por el demanidado, basándose en los siguientes supuestos: 1.” Atribuir ca- 
rácter doméstico a los servicios prestados por el demandante en el Semina- 
rio, siendo asi que el apartado c) del artículo 2.” de la ley del Contrato del 
Trabajo exceptúa de la reglamentación del contrato laboral el servicio do- 
méstico. 2.” Negar a tal institución el carácter de empresa basándose, en la 
falta de aplicación del articulo 1.” del texto refundido de la ley del Con- 
trato del Trabajo por la inexistencia del lucro o beneficio que pudiera 
obtenerse. 

El Tribunal Supremo declara que la Magistratura del Trabajo es com- 
petente para conocer de la demanda formulada y, casando y anulando la 
sentencia recurrida, ordena la devolución de las actuaciones a la Magistra- 
tura de origen para que resuelva y falle con arreglo a derecho, ya que en 
su pronunciamiento se parte de dos supuestos errores: 

1 La falta de lucro no es en sí bastante para calificar de domésticos 
los servicios que se prestan, sino que han de concurrir los otros elementos 
exigidos por el artículo 8.” de la Ley y Reglamento sobre accidentes de tra- 


(25) Sentencia de 94 de marzo de 1954. 
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bajo en la industria para la calificación del servicio doméstico : a) servicio 
contratado por un amo de casa y no por un patrono; b) ausencia de lucro; 
c) prestación del trabajo en casa particular al servicio exclusivo del con- 
tratante. 

No puede considerarse al seminario como un amo de casa en el sentido 
estrictamente familiar ni como morada o casa particular. 


o 


2. La misma L. C. T., en su artículo 5.” define como patrono no sólo 
al individuo sino a la persona jurídica propietaria o contratista de la obra, 
explotación, industria o servicio donde se presta el trabajo, sin excluir de 
tal condición al Estado, Corporaciones provinciales y locales o entidades 
oficiales representativas de estas Instituciones eni determinados casos. 

En tales circunstancias es obvio que el carácter de empresario o patrono 
encaja en la Institución demandada. 


2. Capellán al servicio de una empresa. El problema de la cualificación 
de su vínculo con la misma como relación laboral.—El Tribunal Supremo 
ha estudiado (26) interesantes problemas de tipo laboral con ocasión de un 
recurso planteado por un sacerdote que ejercía las funciones de capellán en 
el hospital de una empresa minera con la obligación, al mismo tiempo, de 
llevar el registro de defunciones y expedir las certificaciones solicitadas. 
Tanto la Magistratura del Trabajo como el Tribunal Supremo han decla- 
rado la incompetencia de la jurisdicción laboral inspirándose en los siguien- 
tes motivos: 

a) El servicio prestado por el actor no puede ser materia de contrato 
de trabajo porque la asistencia espiritual que la empresa desea se preste a los 
trabajadores “no participa en la producción”, fundamento teleológico del 
contrato del trabajo según definición contenida en el artículo 1.” de la 
poc 

b) La asistencia económica prestada por la empresa al capellán (a la 
cual se atendía con los fondos de una dotación que fué progresivamente 
aumentando) no puede considerarse como salario o retribución debida por 
razón de una relación laboral preestablecida. 

c) El haber emitido el capellán sufragio en la elección sindical por el 
grupo de técnicos titulados no es dato revelador ni apto para definir la 
existencia de un contrato laboral ni de que estuviese clasificado en aquel 


grupo. 


(26) Sentencia de 18 de junio de 1954. 


a ages 


d) La clasificación como técnico titulado no es posible, puesto que en 
el grupo de técnicos titulados del artículo 8.” número 1, de la reglamenta- 
ción de 12 de abril de 1945, de aplicación a las minas metálicas, no figura 
cargo alguno con la denominación y funciones de capellán. 


ALBERTO BERNARDEZ CANTON 


Profesor A. en la Faculiad de Derecho de Madrid. 
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Comentario a la sentencia de 6 de abril de 1954 


Una vez más se ba enfrentado el Tribunal Supremo con la interpre- 
tación del precepto del artículo 752 del Código Civil en la sentencia objeto 
de estas notas. Esto nos proporciona el motivo para, al comentar dicha 
sentencia, realizar una exégesis de los antecedentes, requisitos y efectos 
del precepto en cuestión. 


1. El supuesto.—El caso que contempla la sentencia es, a grandes 
rasgos, el siguiente: Don N. N. otorgó testamento abierto el 23: de junio 
de 1935, en el cual instituyó heredera usufructuaria a su esposa, a cuya 
muerte pasarian los bienes al Asilo de las Hermanitas de los Pobres de 
la población X, y para el caso de que hubiese imposibilidad legal de cum- 
plir esto ültimo, instituyó heredero a un sobrino, Z. 

Este sobrino, una vez fallecida la esposa, interpuso demanda pidien- 
do la nulidad del testamento, fundado en que es nula la cláusula en que 
se instituye heredero al Asilo, pues el Capellán del mismo prestó auxilios 
espirituales al testador, durante su larga enfermedad, al que confesó die- 
ciocho días después de otorgado el testamento, falleciendo pocos días más 
tarde. Y en el supuesto de ser válida la cláusula en cuestión, pidió que se 
considerase que sólo se refería al producto de los bienes enajenables y 
que respecto al metálico y rendimientos de dichos bienes, por no haber 
dispuesto nada el testador, se pongan a disposición de quienes resulten ser 
herederos abintestato del causante. 

Rechazada por la Audiencia en todos sus puntos la demanda e inter- 
puesto recurso de casación, el Tribunal Supremo no da lugar al recurso, ` 
entre otras por las razones que incluye su considerando 2.”, que por ser 
las que tocan con el objeto de este trabajo exponemos a continuación: 


“Considerando que el artículo 752 del Código Civil es de inter- 
pretación restrictiva, por contener una disposición que limita la li- 
bertad de testar en que se inspira nuestra legislación civil, teniendo 
este artículo su antecedente, como ya se ha dicho, entre otras sen- 
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tencias de esta Sala, en la de 25 de octubre de 1928, en la ley 15, 
título XX, libro X de la “Novísima Recopilación”, con la que se trata 
de evitar una posible sugestión o captación de la voluntad, dado el 
estado del testador, lo que lógicamente no puede realizarse cuando el 
testamento es anterior a la confesión; y como en el caso presente, 
segün los casos antes indicados, que el Tribunal "a quo" tiene por 
ciertos, ninguno de los cuales ha sido impugnado en este recurso, 
don N. N. otorgó su ültima voluntad dieciocho días antes de confe- 
sarse con el expresado sacerdote, sin que conste que con anterior'dad 
fuera su director espiritual o le tratara, es manifiesto que no existe 
la menor prueba de que influyera de ningún modo en las disposicio- 
nes testamentarias del causante...; no pudiendo tampoco estimarse 
que el víneulo que une al indieado Capellán con el Asilo de Ancia- 
nos Pobres de X, en cuyas atenciones y necesidades han de emplearse 
los bienes dejados por don N. N., conforme a lo dispuesto en su tes- 
tamento, sea equivalente al que existe entre un párroco y la iglesia 
que regenta, ni que por la misión que desempefia en el Asilo ha de ob- 
tener un luero u otra clase de benefieios con la hereneia de que se 
trata, pues el minucioso examen que en la sentencia recurrida se hace 
de la forma y condiciones en que ejerce su sagrado ministerio. sin 
formar parte de la Comunidad religiosa de las Hermanitas de los Po- 
bres, que lo rigen y asisten a los ancianos recogidos, ni de la laica 
que estos últimos constituyen, habiendo sido nombrado y pudiendo 
ser separado por el Arzobispo de Toledo, quien retribuye su función 
con los intereses de un capital constituído por la fundadora de esta 
Capellanía colativa y mutual que administra tan alta dignidad de la 
Iglesia, justifica cumplidamente que su función sacerdotal en el Asilo 
y las relaciones morales y económicas que con esa benéfica institu- 
ción tiene no pueden equipararse a las existentes entre un párrocc y 
su iglesia, como antes se ha dicho, o a las que unen a los que forman 
parte integrante de un cabildo, comunidad o instituto, procediendo 
por todo lo expuesto desestimar este primer motivo del recurso. 


Como puede observarse, en esta sentencia se plantean diversos pro- 
blemas en torno a la prohibición del artículo 752. Existe, además, en los 
considerandos no transcritos, un problema de indiscutible interés y que ha 
sido objeto de frecuente discusión por la doctrina reciente española. Se 
trata de la naturaleza jurídica de una cláusula testamentaria muy usada, 
sobre todo en testamentos antiguos. Mediante ella se deja el usufructo 
de todo o parte de los bienes de una herencia a cierta persona durante toda 


su vida, disponiendo que pasen después en pleno dominio y libre dispo- 
sición a otra u otras. 


Desde que GONZÁLEZ PALOMINO (1) negó que esta cláusula crease un 


(1) Estudios de arte menor sobre derecho sucesorio. I. Diagnóstico y tratamiento del pseudo- 
usufructo testamentario. “Anales de la Academia Matritense del Notariado”, t. II. pp. 431 ss. 
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verdadero usufructo, han sido varios los trabajos aparecidos sobre la mis- 
ma y el Tribunal Supremo ha podido en reeptidas ocasiones sentar doctrina 
sobre este punto, En esta sentencia de 6 de abril de 1954, recoge el Tri- 
bunal Supremo la tesis de GONZÁLEZ PALOMINO, de que tras la cláusula en 
cuestión, a la que dicho autor ha bautizado con el gráfico nombre de pseu- 
do-usufructo testamentario, se encuentra en realidad camuflada una ver- 
dadera sustitución fideicomisaria, ya que, reuniendo los “requisitos in- 
dispensables para la sustitución fideicomisaria, la doble disposición de 
una misma herencia, la obligación de conservar y restituir, y el orden su- 
cesivo de los herederos, no es preciso que de un modo expreso la imponga 
el testador por llevarla consigo esta institución...”, como literalmente dice 
la sentencia. Y para esta interpretación no es obstáculo la exigencia de 
que los llamamientos fideicomisarios han de hacerse en forma expresa (2), 
pues basta que conste evidentemente la voluntad del testador, con lo cual 
lo que quiere evitarse no es el fideicomiso tácito, sino el presunto (3). 

Pero aun reconociendo lo sugestivo del tema, queda fuera de nuestro 
intento y prescindimos conscientemente de su estudio (4). 


2. Examen de la solución dada por el Tribunal Supremo.—El Có- 
digo Civil, en su artículo 752, dice: “No producirán efecto las disposi- 
ciones testamentarias que haga el testador durante su última enfermedad 
en favor del sacerdote que en ella le hubiese confesado, de los parientes 
del mismo dentro del cuarto grado, o de su iglesia, cabildo, comunidad o 
instituto”. Es interesante intentar un breve examen de los antecedentes 
de este precepto que arrojan luz sobre su fundamento y facilitan la visión 
critica del mismo. 


A) Antecedentes históricos — Es extraordinariamente frecuente en 
la historia la existencia de disposiciones testamentarias por las cuales, de- 
seando los testadores favorecer su alma, ordenan sufragios y misas para 


(2) Art. 785, n. 1.9, del Código Civil. 
(3) Interpretando un precepto similar del Código, VALLET DE GoYtisoLo defiende, en su 
trabajo La Mejora tácita (“Anales de la Academia Matritense del Notariado”, t. VIII, pp. 9 ss.), 
que no cabe confundir lo tácito con lo presunto y:que al exigir el Código en la mejora que 
sea “expresa”, lo que exige es que conste expresamente la volunted de mejorar, aunque no 
use la palabra mejora. 

Esto se confirma con el auténtico sentido del adverbio “expresamente”. En latín expressum 
y expresug se refieren a una manifestación clara y cierta, pero sin requerir que ésta sea 
formalmente expresada, y en castellano suponen manifestaciones o palabras claras, pero no 
palabras ni frases sacramentales. Requieren claridad y certeza, mas no formalismo (VALLET: 
Apuntes de Derecho sucesorio, en “Anuario de Derecho Civil”, t. VIII, fasc. II, p. 347, nota 891). 

(4) Puede verse, sobre este tema, además del citado trabajo de GONZÁLEZ PALOMINO, la 
réplica de Díaz Pastor en sus Disposiciones testamentarias en favor de los no concebidos y 
Apéndice pseudopolémico (Variaciones sobre un tema de Palomino) publicados ambos en el 
tomo VI de los “Anales” citados, y Otra nueva argumentación de GONZÁLEZ PALOMINO em su 
Enajenación de bienes pseudousufructuados, “Anales...”, t. V. 
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después de su muerte. La extensión de éstas, muchas veces en perjuicio de 
parientes que veían frustradas las legítimas expectativas que tenían a la 
sucesión, hicieron que ya en la alta Edad Media fueran muchos los Fueros 
que dictaron medidas restringiendo estas liberalidades. Así ocurre, por 
ejemplo, en el Fuero de Viquera y Val de Funes, Valencia, Vizcaya, Se- 
pülveda, etc. 

Estas restricciones se fundamentan en que muchas de estas mandas, 
más que a un ánimo puro de liberalidad, responden a un espiritu de temor, 
acrecentado, en ocasiones, por la cercanía de la muerte. 

Es fácil comprender la influencia que en dichas disposiciones podian 
tener los confesores y, precisamente para cortar los abusos que se produ- 
jeron, es por lo que el 12 de diciembre de 1713 el Consejo de Castilla 
dicta un auto acordado que es el antecedente directo del articulo 752. 


Declara este auto que “la ambición humana ha llegado a corrom- 
per aun lo más sagrado, pues muchos confesores, olvidados de su 
conciencia, con varias sugestiones inducen a los penitentes, i, 10 que 
es más, a los que están en artículo de muerte a que des dexen sus 
herencias con título de fideicomisos, o con el de distribuirlas en obras 
pías, o aplicarlas a las Iglesias. i Conventos de su Instituto, fundar 
Capellanías, i otras disposiciones pías; de donde proviene que los le- 
gítimos herederos, la Jurisdicción Real, i derechos de la Real Hacien- 
da quedan defraudados, las conciencias de los que esto aconsejan, i 
executan, bastantemente enredadas; i sobre todo, el daño es gravísi- 
mo, y mucho mayor el escándalo...”, y para cortar estos abusos 
"... acordó que no valgan las mandas, que fueren hechas en la enfer— 
medad, de que uno muere, a su Confesor, sea clérigo o religioso, ni «a 
deudo de ellos, ni a su Iglesia, o Religión...” 


Parece ser que en la práctica no se observaba lo dispuesto en el Auto en 
cuestión y por esta razón Carlos III dicta el 8 de agosto de 1771 una Real 
Cedula en la que urge su cumplimiento y declara nulos los instrumentos 
"que se executaren en contrario". Por ültimo, el 30 de mayo de 1830 se 
dicta por Fernando VII otra Real Cédula que, a través de un texto con- 
fuso y prolijo, contiene dos disposiciones que amplían la prohibición an- 
terior, Por la primera, “en lo sucesivo, cuando los testadores dejasen por 
herederas, a sus almas, las de sus parientes, o de otros cualesquiera, o por 
vía de mandas o legados señalasen algunos sufragios, o de cualquier modo: 
mandasen hacerlos, no pudiesen encargarse éstos a los confesores en la 
última enfermedad, ni a sus parientes, y si fuesen religiosos, ni a sus 
religiosos o conventos;...” Por la segunda, “la prohibición de las mandas 
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contenidas en la ley 15, titulo XX, libro X de la “Novisima Recopila- 
ción" (que recogió integramente el auto y la cédula anteriores), se extien- 
de a las de herencias dejadas a los confesores, sus parientes y religiones 
o conventos, 

Este es el camino seguido por la prohibición que nos ocupa en la etapa 
anterior a la codificación. Comenzados los trabajos preparatorios de la 
misma, aparece desde sus primeros momentos un artículo en que se la 
recoge. Así, el proyecto de Código Civil de 1851 (5) establece en su artícu- 
lo 612: Los médicos y cirujanos que hayan asistido al testador en su última 
enfermedad y sus esposas, no podrán percibir cosa alguna a virtud del tes- 
tamento que haya hecho durante la misma; exceptuándose de esta prohibt- 
ción los vnédicos y cirujanos parientes del testador dentro del cuarto grado, 
y en el 613 dice: La prohibición del artículo anterior alcanza a los confe- 
sores del testador en su últuma enfermedad, a los parientes de ellos dentro 
del cuarto grado, y a sus iglesias, cabildos, comunidades o institutos. 

El artículo 612 carece de antecedentes en nuestro Derecho y procede, 
con ciertas podas, del Código francés (6). El 613 recoge los antecedentes 
citados con ciertas variantes. Sustituye, en efecto, la fórmula deudos y pa- 
rientes por la de parientes de cuarto grado, con lo que delimita la extensión 
de la prohibición, y trueca el término “iglesia, religiones y conventos” por 
el más preciso de iglesia, cabildo, comunidad o instituto. 


GARCÍA GOYENA, comentando el precepto (7), dice que en el espíritu de 
nuestro artículo “entra también la prohibición del Real Decreto de 30 de 
mayo de 1830 para que no puedan encargarse a los confesores en la última 
enfermedad ni a sus parientes y, si fuesen religiosos, ni a sus religiones ni 
conventos los sufragios que de cualquier modo mande hacer el testador”. 


B) Derecho comparado.—Como ya indicamos con anterioridad, el 
precepto en cuestión está recogido en el Código de Napoleón, estableciendo 
idéntica prohibición para los médicos (8). El precepto ofrece particularida- 
des interesantes que lo diferencian del artículo 752 del Código Civil. En 
primer lugar, extiende la prohibición a los “ministros del culto” en general, 


(5) Para un estudio de la plasmación del precepto en los proyectos oficiales y particula- 
res anteriores a 1851, vid. Luts TERRADAS SOLER: La llamada prohibición de confesores. Insti- 
tuto Editorial Reus (Madrid, 1948) pp. 73 ss. 

(16) V. el art. 909 del mismo, y ya antes, Ley 9.3, título 52, libro 10 del Código Justinia- 
neo, que prohibe los pactos entre médicos y enfermos, y Ley 3.4, título 13, libro 50 del 
Digesto; pero, como observa GARCÍA GOYENA, en estos textos no aparecen prohibidas las 
mandas e instituciones de heredero. 

(7) FLORENCIO GARCÍA GOYENA: Concordancias, motivos y comentarios del Código Civil es- 
pañol. T. II (Madrid, 1852), pp. 58-60. 

(8) Art. 909 citado. 
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cualquiera que sea la religión a que pertenezcan y no sólo a los sacerdotes 
católicos. En segundo lugar y como consecuencia de lo anterior, la prohibi- 
ción alcanza al que haya asistido al enfermo, no sólo al confesor, con lo 
cual el precepto resulta más amplio en su aplicación. Otra particularidad 
del Derecho francés es la existencia de dos excepciones, La primera excluye 
a las transmisiones remuneratorias. Señalan CoLIN y CAPITANT (9) que 
sólo serán válidas si se hacen a título particular, La segunda, muy lógica y 
que, como veremos, se echa de menos en nuestro Código, la constituyen 
los actos de liberalidad a favor de próximos parientes. Y asi puede dispo- 
nerse en todos los casos si el médico o ministro de una religión es here- 
dero en línea recta ascendente o descendente y cuando el enfermo no deja 
parientes en línea recta si el favorecido lo es en linea colateral dentro del 
cuarto grado. La jurisprudencia, llenando una indudable laguna legal, ha 
extendido la excepción al caso del cónyuge. 

El precepto aparece recogido en múltiples Códigos de las órbitas fran- 
cesa y española, aunque haya diferencias no sustanciales; así lo hacen los 
Códigos del Uruguay, Costa Rica, Argentina, Perü, Colombia, Holanda, 
Portugal, etc. (10). También divergen los Códigos en las excepciones, al- 
gunas de ellas tan lógicas como la de exceptuar de la prohibición la Iglesia 
parroquial a que perteneciere el finado (11). 

En cambio, no aparece la prohibición en los Códigos de cuño germá- 
nico: alemán y suizo. Tampoco aparece esta incapacidad en el Código ita- 
liano. Y esto es curioso porque para ello desdeña los antecedentes de los 
Códigos parmense, estense y borbónico. Este ültimo ampliaba la incapaci- 
dad también al abogado que hubiese aconsejado o dirigido el testamento. 
RUGGIERO, tras manifestar que la supresión se debió a Pisanelli, la critica 
por considerar las razones aducidas por éste, para justificar la omisión, 
insuficientes (12). 


C) Fundamento y crítica del precepto.—Los antecedentes históricos y 
el Derecho comparado, que a grandes rasgos hemos expuesto, demuestran 
la extensión y arraigo del precepto y nos invitan a reflexionar sobre la 
causa del mismo. Es evidente la influencia que sobre el ánimo de los en- 
fermos tiene el consejo de los confesores. En aquellos instantes es induda- 


(9) COLÍN v CAPITANT: Curso elemental de Derecho civil, traducido por “Revista General 
de Legislación" con notas de DE BUEN. Editorial Reus (1928) t. VIII, p. 465. 

(10) Las principales diferencias radican en que algunos restringen Ja prohibición al 
p y Otros la extienden, como hemos visto hace el francés, al Ministro de Culto en 
general. 


(11) Códigos civiles de Costa Rica y Colombia. Vid. TERRADAS, op. cit., PP. 83 ss. 
(12) RUGGIERO: Instituciones de Derecho civil. Ed. española. Reus (1931), vol. II, p. 1119, 
noia 4.2, 
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blemente fácil lograr del penitente una disposición favorable al confesor. 
De esta situación de preponderancia que produce una posibilidad de abuso 
es de la que han partido las legislaciones. En la práctica hubo indudables 
abusos. SÁNCHEZ ROMÁN (13) sefiala la existencia histórica de los llamados 
haeredipetas— postulantes de herencias-—cuyos vicios fueron repetidamente 
condenados por las severas censuras eclesiásticas. El auto acordado de 1713 
parte de que muchos confesores, olvidados de su conciencia con varias su- 
gestiones inducen a los penitentes, i lo que es más, a los que están en ar- 
tículo de muerte a que les dexen sus herencias con titulo de fideicomisos, o 
con el de distribuirlas en obras pías... 

El Estado mismo, en ocasiones, y reconociendo este posible influjo de 
los confesores, quiere ponerlo al servicio de sus fines peculiares, y así, 
dándose el caso de que los vecinos de Ultramar disponían de sus bienes en 
favor de instituciones radicantes en la metrópoli y deseando evitarlo el 
Rey, en uno de mayo de 1543 expidió una real cédula en la que dice “tene- 
mos por cierto, que si por vosotros en las confesiones y en los particulares 
consejos y pareceres que de vos recibieren para descargar sus conciencias 
y ordenar sus testamentos son advertidos de esto los vecinos de esas partes, 
guardarán en las buenas obras y pias que mandaren hacer, la orden que 
son obligados...", y añade la cédula, “... Yo os encargo y mando, que de 
aquí adelante, tengáis cuidado en vuestros sermones, consejos y confesiones 
de dar a entender a los vecinos de esas partes, cómo deben principalmente 
tener atención a las buenas obras que hicieren y mandaren en sus últimas 
voluntades a esa tierra, Iglesias y lugares pios y personas pobres de 
ella... (14). 

Para cortar estos abusos se dictó el precepto que hoy recoge el ar- 
tículo 752. La forma rápida de evitar la posible coacción de los confesores 
sobre sus penitentes es prohibir que éstos puedan disponer a favor de aqué- 
llos de sus bienes. El fundamento del artículo resulta, pues, claro y además 
consigue el objetivo que se propone, pero revela también una posición de 
desconfianza hacia la actuación sacerdotal que, elevada por el precepto a 
norma general, resulta ciertamente ofensiva. 

Algunos autores han buscado al precepto una fundamentación objetiva. 
Así, según SÁNCHEZ ROMÁN (15), la razón jurídica de ese precepto prohibi- 
tivo se deriva de la sana aspiración... “de garantir la libertad del testador 
hasta contra los naturales influjos que en su espíritu puedan ejercer cir- 


(13) SANCHEZ ROMAN: Estudios de Derecho civil. 2.2 ed. (Madrid, 1900), t. III, p. 50. 

(14) Verla íntegramente reproducida en TERRADAs, loc. cit., p. 102, nota 166, quien la 
toma de “Anales de la Universidad Hispalense” (Sevilla, 1941), p. 58, n. III. ] 

(15) Op. cit., t. VI, vol. I, pp. 262 y siguiente. i 
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cunstancias y motivos tan especiales y poderosos de sugestión sobre su 
ánimo, como son, en los trances de muerte, la solemnidad de la ültima 
confesión y los naturales y apremiantes estímulos de un orden espiritual 
que es racional presumir puedan ejercer en él las preocupaciones y senti- 
mientos religiosos y ciertos anhelos de prodigalidad puestos consciente o 
inconscientemente al servicio de aquéllos, es decir, en mejores o peores con- 
diciones de serenidad en instantes tan supremos, del fin religioso de la 
redención del alma y que, además, es lógico suponer no habrían de encon- 
trar resistencia, sino más bien amparo y fomento en los consejos del con- 
fesor, siendo esto hasta natural y disculpable, atendido su sacerdotal mi- 
nisterio que... no sería el llamado a resistir los deseos revelados por e! 
testador en tal sentido..." Pero este criterio, que quizás justificase la su- 
presión o moderación de las mandas pías en general, no sirve para funda- 
mentar esta norma, que lo que prohibe es que de ellas se beneficie el con- 
fesor y sus allegados, 

Creemos, en efecto, totalmente injustificada la existencia actual del 
precepto, por las razones siguientes : 


I.' La capacidad para recibir por testamento es la regla general en 
nuestro Derecho, según se desprende del artículo 745 del Código Civil. 
También es regla general la libertad del testador para disponer de sus bie- 
nes (16); pues bien, una y otra quedan violadas sin un verdadero motivo 
que lo justifique. Es cierto que, como hemos visto, el confesor tiene posi- 
bilidad de influir sobre el penitente para arrancarle una disposición a stt 
favor, pero esto no puede elevarse a regla general y cabe que un testador, 
libérrimamente y sin influencia alguna, desee beneficiar al confesor, con 
el que pueden unirle vinculos de amistad e incluso parentesco, viéndose 


privado injustificadamente de su libertad de testar por la aplicación del 
artículo. 


o 


2. La aplicación general del precepto puede llevar a soluciones ver- 
daderamente contrarias a la libre voluntad del testador, cosa no sólo po- 
sible, sino hasta fácil Piénsese, por ejemplo, en el enfermo que testa en 
pueblo donde sólo hay una parroquia y que si previamente se confesó con 
su párroco, no puede beneficiar a aquélla con sus disposiciones, o en el 
padre que confiesa con su hijo sacerdote, el cual no puede otorgar dispo- 
sición alguna que le beneficie. Y así podrían reiterarse los casos que la 
práctica presenta, todos los cuales demuestran que el precepto es injusto, 


(16) “El que no tuviere herederos forzosos—dice el artículo 763—puede disponer por 


testamento de todos sus bienes o de parte de ellos a favor de cualquier persona que tenga 
capacidad para adquirirlos.” 
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por lo menos en alguna de sus aplicaciones, y que debe ser objeto de re- 
forma. 
3. El fundamento del precepto hemos visto que se encuentra en la 
sospecha de coacciones sobre el testador. Lo procedente sería declarar la 
nulidad del testamento si se produjese efectivamente dicha coacción. Para 
ello bastaría con la aplicación de otros artículos del Código, como el 673 
y el 756, número 6." (17), pero partir del punto de vista contrario es alterar 
la regla general del Derecho que presume la buena fe en las actuaciones 
jurídicas. Además, y si el precepto se basa en la sospecha de coacción, de- 
bería ceder en aquellas situaciones en que existen garantías de que la vo- 
luntad testamentaria se ha expresado libremente. E] notario, por ejemplo, 
que da fe en el testamento de que el testador expresa libremente su voluntad 
ve puesta en entredicho su declaración por la propia ley, que presume de 
modo absoluto la existencia de coacción, Quizás por ello hubiera sido opor- 
tuna una excepción para el caso de intervención notarial y limitar el su- 
puesto a una recomendación—semejante a la que con otros motivos hace 
a los jueces el artículo 1.248—-hecha al fedatario de una mayor precaución 
ante este tipo de disposiciones. Y es curioso anotar que esta norma no hu- 
biese carecido totalmente de antecedentes, pues en el Fuero de Vizcaya (tí- 
tulo XXI, ley 5.) hay una disposición prohibiendo que “testador alguno 
que tenga decendientes o acendientes, pueda mandar a extraños más de un 
tercio” en testamento que “no passare en presencia de Escrivano público”. 
Tampoco se comprende por qué no se mantuvo igual norma para el 
médico, como en el proyecto de 1851, y se arbitró fórmula semejante para 
el pariente, el abogado o el enfermero, Es cierto que—como advierte Ru- 
GGIERO (18)—el confesor goza de un ascendiente del que carece el amigo o 
pariente, pero muchas veces el cariño logra unos resultados más eficaces 
que la confesión, cuyos efectos son normalmente de carácter transitorio. 


o 


4. Aun admitiendo la existencia del artículo, tampoco es compren- 
sible por qué no se admite la prueba en contrario, dando lugar al absurdo 
de que, aun pudiéndose demostrar la ausencia de captación de voluntad 
por parte del confesor, se mantengan los efectos de la norma dictada para 
prevenir dicho peligro. Piénsese, por ejemplo, en la posibilidad de que el 
testador reitere en dicho testamento disposiciones piadosas ya recogidas 
en otros anteriores o que haya manifestado con reiteración y que resulten 
incursas en la prohibición. 

(17) El artículo 673 dice: “Será nulo el testamento otorgado con violencía, dolo o fraude". 
Y el 756 dice: “Son incapaces de suceder por causa de indignidad:... 6.» el que con amenaza, 


fraude o violencia, Obligare al testador a hacer testamento O a cambiarlo”. 
(18) Loc. cit. en la nota 12. 
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También debería haber excepciones, como vimos en el Código francés, 
para ciertos casos en que las disposiciones mo tienen carácter sospechoso, 
como ocurre con los parientes próximos, evitándose así algunas de las in- 
congruencias que antes indicamos. 


5, No podemos entrar en el estudio del choque que se produce entre 
la norma del artículo 752 y las del Codex Juris Canonici (19), choque que 
en cierto modo contradice la disposición del artículo 4.” del Concordato 
actual (20), pues representa una limitación a la capacidad adquisitiva de 
las entidades eclesiásticas. Que el precepto viola la inmunidad eclesiástica. 
lo reconocía el auto de 1713 que señala la necesidad de obtener el Concor- 
dato, o asenso pontificio a la prohibición, 

Pero cualquiera que sea el juicio que merece el precepto, el hecho es 
que existe vigente y ha de aplicarse en la práctica. Veamos, pues, los limites 
del mismo, para la determinación de algunos de los cuales es de gran utili- 
dad la sentencia que comentamos. 


D) - Delimitación de la aplicación del precepto a la luz de la sentencia 
de seis de abril de 1954. 

a) Criterio general.—Siendo el precepto una norma prohibitiva que 
restringe la capacidad para ser heredero (que con carácter general proclama 
el artículo 745), y en cierto modo la libertad del testador para ordenar su 
ültima voluntad (que consagra el artículo 763), debe ser interpretado res- 
trictivamente, lo que significa que no cabe extenderlo a casos distintos de 
aquellos expresamente comprendidos en él y que incluso en la fijación de 
éstos debe adoptarse un criterio que limite en lo posible sus efectos. Así lo 
declara expresamente la sentencia que comentamos, al decir que “el artícu- 
lo 752 es de interpretación restrictiva, por contener una disposición que 
limita la libertad de testar en que se inspira nuestra legislación civil". Ya 
con anterioridad el Tribunal Supremo había realizado idéntica declaración 
y la sentencia de 25 de octubre de 1928 llega a decir que “únicamente 
cuando concurran todas las condiciones o circunstancias requeridas por el 
precepto al definirla puede ser rectamente aplicada". 


(19) Por ejemplo, con los cánones 1.495, 1.499, 1.513, 1.514 y 1.515, etc. En el canon 1.513, 
no obstante, se establece que "serventur, si fieri possit, sollemnitates iuris civilis”; pero 
añade “hae si omissae fuerint, heredes moneantur ut testatoris voluntatem adimpleant”. 
Aunque este precepto se refiere indudablemente a las formalidades en la expresión de la 
voluntad testamentaria y revela el espíritu del Derecho canónico, que desea por encima de 
todo el cumplimiento de la voluntad de los testadores, libremente formada. 


(20) “El Estado español reconoce la personalidad jurídica y la plena capacidad de ad- 


quirir, poseer y administrar toda clase de bienes a todas las instituciones y asociaciones. 
religiosas existentes en España... 
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Veamos ahora estas condiciones de aplicación del precepto: 


b) Qué se entiende por confesor.—El artículo 752 habla del “sacer- 
dote que le hubiera confesado”. Esto significa una importante restricción 
en la aplicación del precepto, en un doble sentido. Por una parte limita el 
precepto a los sacerdotes de la religión católica, a diferencia, como vimos, 
del Código francés, que se refiere genéricamente a “ministros del culto”. 
Esta limitación es evidente, porque habla de “sacerdote”, lo que en tér- 
minos normales se refiere en nuestra patria al católico, y, sobre todo, por- 
que la confesión es sacramento sólo practicado en la Iglesia católica. Esta 
limitación resulta injusta, pues si el precepto se basa en la posibilidad de 
sugestión, idéntica la tiene el ministro que asista en los últimos momentos 
al perteneciente a distinta religión. Comprendiendo esta identidad de mo- 
tivos cree MANRESA (21) que será extensiva la incapacidad a dichos minis- 
tros de cualquier religión positiva. Pero los términos literales del precepto, 
claros en este punto, y el criterio restrictivo que hemos visto adopta el 
Supremo en su interpretación, no abonan dicha opinión, 

La segunda limitación a que mos referimos es también injustificada. 
Es preciso que el sacerdote haya “confesado” al testador. Esta exigen- 
cia hace dudar, en primer término, sobre la razón de ser del precepto. Pa- 
rece, en efecto, que el artículo arroja sobre el sacramento de la confesión 
en sí la posibilidad de abuso. En realidad, si el artículo fuese concorde con 
su fundamento, basaría la norma en la asistencia espiritual—como hace el 
francés—con independencia de que exista o no confesión. 

El problema se plantea, sobre todo, en torno al director espiritual. Este 
tiene un ascendiente sobre el dirigido que supera con mucho al simple con- 
fesor—quizás eventual—. Es más, el auto de 1713, origen, como es sabido, 
del artículo 752, parece referirse, más que al confesor eventual de una per- 
sona, al que lo es habitualmente. lo que en términos actuales llamaríamos 
director espiritual. Por eso declara no válidas las mandas hechas a "su 
confesor", sin que parezca exigir que la confesión haya de ser hecha, como 
el testamento, en la última enfermedad. Hay que tener en cuenta también 
que la dirección espiritual puede llevarse con independencia de la confesión, 
por lo que, dándose en realidad el peligro que se trató de prever con dicho 
artículo, éste no sea aplicable. 

El Tribunal Supremo no ha dejado de hacerse eco del problema. En la 
sentencia de veinticinco de abril de 1899 baraja, en efecto, nuestro alto 
Tribunal como sinónimos los términos “confesor” y “director espiritual". 


(21) MANRESA: Comentarios al Código Civil español. 5.a ed. (1921), t. VI, p. 40. 
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Y es más, en la sentencia de seis de abril de 1954 que provoca este comen- 
tario, uno de los motivos para rechazar el recurso es que se había otorgado 
el testamento dieciocho días antes de confesarse con el expresado sacerdote, 
“sin que conste que con anterioridad fuera su director espiritual". Con 
esta frase el Supremo parece dar a entender que su fallo hubiera podido 
ser otro en el caso de que dicho sacerdote fuera el director espiritual de la 
causante, hubiese o no confesado a ésta. Pero creemos que esto no es 
exacto; los términos claros del precepto exigen que haya confesado al tes- 
tador, y es la demostración de dicha confesión la que haría entrar en fun- 
ción el precepto. El ser o no director espiritual es totalmente indiferente; 
y, Si bien es cierto que el director espiritual puede tener una influencia so- 
bre el dirigido, faltando el apoyo de la declaración del artículo 752, habrá 
de probarse que efectivamente ha influido sobre la voluntad testamentaria 
torciendo el verdadero deseo del testador, para que pueda declararse la 
nulidad de la disposición al amparo del artículo 673 o del 756, número 6.". 

Que es imprescindible que exista confesión lo tiene declarado, además, 
el Tribunal Supremo, y así, en su sentencia de 8 de enero de 1896, que, 
aunque dictada contemplando la legalidad vigente con anterioridad al Có- 
digo Civil, es razonablemente aducible para interpretar en este punto, éste 
dice que no infringe la Sala la ley 15.*, título XX, libro X de la “Novisima 
Recopilación”, sino que la aplica rectamente porque el párroco “si bien 
prestó al testador auxilios espirituales e intentó confesarlo, no llegó a veri- 
ficarse la confesión”. 


Plantea, por último, otro problema en este punto el precepto. Vinculada 
su aplicación a la existencia de confesión y siendo precisa para ésta que 
exista absolución (22), es preciso probar que se ha producido la misma 
para que el artículo sea aplicable. Pero la confesión se realiza normalmente 
estando solos confesor y penitente; si aquél niega haber dado la absolución 
resultará difícil probar que se produjo la misma. Por esto el Tribunal Su- 
premo, en la sentencia de veinticinco de octubre de 1928, declara que no es 
suficiente la “presunción que consiste en que estuvo el sacerdote solo en la 
alcoba con el moribundo en los postreros dias de su vida, y es lógico pensar 
que le invitara a confesarse, cumpliendo los deberes de su sagrado minis- 
terio”. 

c) El requisito de “última enfermedad”.—No deja de producir difi- 
cultades determinar la aplicación de este requisito. En primer lugar, dudan 
los autores sobre qué debe entenderse por “última enfermedad”. Es evi- 


(22) El canon 870 dice que “In poenitentiae sacramento, per iudicialem absolutionem..." 
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dente—como advierte ScAEvoLA (23)—que hay enfermedades tan largas 
que llenan la vida de una persona; así ocurre con las hereditarias o cons- 
titucionales. Ante la indeterminación de los términos legales y fundándose 
en la razón de ser del precepto, que está en la debilitación de las facultades 
mentales que la enfermedad produce, y en el temor a la otra vida, creen 
muy cuerdamente autores, como MANREsA (24), que el testador se encuen- 
tre "en peligro de perder la vida", o, como con más exactitud apunta 
SCAEVOLA (25), que el mal haya llegado a tal punto que “el enfermo em- 
piece a darse cuenta de su estado y a desechar la esperanza de curación y 
preocuparse del arreglo de sus cosas para el porvenir", El Tribunal Supre- 
mo, en su sentencia de veintidós de diciembre de 1884 (26), dice que “la 
ley se refiere a aquellos testadores que se encuentran en peligro de per- 
der su vida, que es cuando el confesor puede influir más en su ánimo". Y 
TERRADAS (27) considera desacertada esta doctrina. Hoy, además, el texto 
legal no proporciona apoyo alguno a la exigencia de peligro de muerte. Pero 
el Tribunal Supremo, en su sentencia de veinticinco de octubre de 1890, 
corrobora claramente la tesis expuesta, pues considera que no puede ser 
considerado el párroco como confesor en la última enfermedad “si para 
ello se funda en que si bien la padecía ya cuando aquél se confesó con di- 
cho sacerdote, lo verificó cerca de dos meses antes de su fallecimiento y no 
por razón del peligro de muerte, sino en cumplimiento del precepto pascual, 
concurriendo al efecto, como los demás fieles, a la iglesia del pueblo, y ha- 
llándose en estado que le permitía salir de casa, atender a sus ocupaciones 
y trasladarse a la capital del partido para otorgar el expresado testamento”. 
Y poco más de un mes después de la sentencia que provoca este trabajo, 
el veinticuatro de mayo de 1954, el Tribunal Supremo declaró no aplicable 
el precepto si “la testadora no padecía enfermedad alguna al tiempo del 
otorgamiento”, sobreviniéndole la que le produjo el fallecimiento varios 
meses después. 

Lo que sí es evidente es que no se precisa que la muerte aparezca como 
inminente. El Tribunal Supremo, en su sentencia de 25 de abril de 1899, 
estimó aplicable el precepto aun cuando la testadora falleció diez meses des- 
pués. Y es también aplicable el artículo conforme a esta misma sentencia 
aun cuando la muerte se produzca por accidente distinto a la enfermedad 
padecida, siempre que ésta persista al tiempo de la muerte. 


(23) QUINTUS MUCIUS SCAEVOLA: Código Civil, 5.2 ed. comentada y revisada por FRANCISCO 
ORTEGA LORCA, f. XIII, p. 337. 

(24) Op. cit., p. 39. 

(25) Op. cit., p. 338: 

(26) Cit. por TERRADAS, p. 114, nota 189. 

(27) Op. y loc. cit. en nota anterior. 
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Si el testador, aun cuando el testamento se hiciera en peligro de muerte, 
sana de su enfermedad, desaparece la prohibición y el testamento otorgado 
durante la misma es válido y eficaz, quizás por entender el legislador que 
en este caso, al no revocar el causante el testamento, demuestra que efec- 
tivamente responde a su voluntad. 


‘=a 


d) ¿Debe ser el testamento posterior a la confesión? —Este es el pun- 
to, sin duda, clave de la sentencia de seis de abril de 1954, que literalmente 
establece que "como en el caso presente, segün los hechos antes indicados, 
que el Tribunal *a quo" tiene por ciertos, ninguno de los cuales ha sido 
impugnado en este recurso, don N. N. otorgó su ültima voluntad dieciocho 
días antes de confesarse con el expresado sacerdote, sin que conste que con 
anterioridad fuera su director espiritual o le tratara, es manifiesto que no 
existe la menor prueba de que influyera de ningün modo en las disposi- 
ciones testamentarias del causante". Con esto viene a aclarar una cuestión 
que estaba oscura en la doctrina, pues el artículo no distingue. SCAEVO- 
LA (28) y TERRADAS (29) creen aplicable la prohibición, cualquiera que sea 
el momento del testamento, ORTEGA LORCA (30) entiende, por el contrario, 
que el término “hubiese” que emplea el artículo, en pretérito de subjunti- 
vo, parece indicar que el hecho de la confesión debe ser previo al testamento 
para que resulte aplicable el precepto. El Tribunal Supremo, a nuestro juicio 
con acierto, prescinde de estos argumentos gramaticales, siempre sutiles, 
para atender al fundamento del artículo y al criterio restrictivo que su ca- 
rácter excepcional impone en su aplicación. 

Es cierto que—como observa ORTEGA Lorca—cabe, si el confesor es 
habitual, que la influencia provenga de anteriores confesiones; pero en este 
caso habría que atender a la existencia de éstas y, además, esta crítica sólo 
es un reflejo de la que ya expusimos señalando como incongruente que el 
Código exija el hecho de la confesión más que el de una dirección espiritual, 
que es la que verdaderamente concede la posibilidad de abuso. La tesis, por 
último, que sostiene el Supremo, no es nueva y aparece ya apuntada en la 
sentencia de veinticinco de octubre de 1928, a la que ya nos hemos refe- 
rido con anterioridad, si bien desde otro punto de vista, 


e) Extensión subjetiva de la prohibición.—Alcanza ésta al confesor en 


los términos ya indicados, a sus parientes dentro del cuarto grado y a su 
iglesia, cabildo, comunidad o instituto. 


(28) En las primeras ediciones de su Códige Civil, según dice TERRADAS, loc. cit., p. 113, 
nota 187. 


(SONO CACTUS 
(30) 5.2 ed., p. 341. 
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Vamos a apuntar muy brevemente algunos de los problemas planteados 
por este punto. Primero, resulta excesiva la extensión de la incapacidad 
hasta el cuarto grado, recogida en el Código quizás por inercia, intentando 
concretar la indeterminación de nuestros antecedentes legales. Los Códigos 
extranjeros suelen reducir la prohibición a ascendientes y descendientes. 
En segundo lugar, pueden producirse verdaderas injusticias en el caso 
—que ya apuntamos—de que el testador—o sus parientes—tengan vínculos 
de parentesco entre sí. El Tribunal Supremo, en una vieja sentencia de 
tres de noviembre de 1871, anuló la manda a favor de unos sobrinos del 
causante sólo porque éstos resultaban primos del confesor. Por último, 
creemos, siguiendo a SCAEVOLA (31), que el precepto no alcanza a los afines 
del confesor, pues cuando el Código habla de parientes genéricamente, suele 
referirse sólo a los legítimos, y porque no debe olvidarse el criterio res- 
trictivo que la jurisprudencia adopta en la interpretación del precepto. 

La sentencia de seis de abril de 1954 arroja mueva luz al intentar de- 
terminar qué se entiende por “su” iglesia. De los términos de la sentencia 
parece deducirse que ha de tratarse ya de una parroquia que regente el con- 
fesor, ya, en términos generales, una iglesia respecto de la cual se encuentre 
éste en situación que le permita obtener “un lucro u otra clase de beneficio 
con la herencia”. Por eso, acertadamente, la sentencia niega que la rela- 
ción existente entre el capellán y el Asilo en cuestión dé lugar a la inca- 
pacidad, pues “el examen de la forma y condiciones en que ejerce su sa- 
grado ministerio, sin formar parte de la Comunidad religiosa de las Her- 
manitas de los Pobres, que lo rigen y asisten a los ancianos recogidos, ni 
de la laica que estos últimos forman, habiendo sido nombrado y pudiendo 
ser separado de su cargo por el Arzobispo de Toledo, quien retribuye su 
función con los intereses de un capital, constituído por la fundadora de 
esta Capellanía colativa y mutual, que administra tan alta dignidad de la 
Tglesia, justifica cumplidamente que su función sacerdotal en el Asilo y las 
relaciones morales y económicas que con esa benéfica institución tiene no 
pueden equipararse a las existentes entre un párroco y su iglesia, como 
antes se ha dicho, o a las que unen a los que forman parte integrante de 
un cabildo, comunidad o instituto” 

En cuanto a los términos cabildo, comunidad o instituto, no ofrecen 
lugar a dudas y es preciso que el confesor pertenezca a ellos para que re- 
sulten incapaces de recibir nada de la herencia. 


f) Disposiciones a que alcanza la prohibición. —El artículo es muy 


(31) Loc. cit., p. 349. 
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amplio; dice “disposiciones testamentarias en favor”. Caerán dentro de la 
misma toda atribución de bienes a título universal o singular y, en general, 
cualquier disposición que le beneficie, aunque su contenido no sea directa- 
mente económico. 

En el Código francés se exceptúan de la prohibición las disposiciones 
remuneratorias. Nuestro Código no recoge la excepción; pero, establecien- 
do el artículo 622 respecto a las donaciones remuneratorias que sólo se re- 
girán por las normas de la donación "en la parte que excedan del valor 
del gravamen impuesto", con lo cual quiere significar que sólo en cuanto. 
al exceso respecto al servicio que se remunera puede considerarse existe 
puro ánimo de liberalidad, creemos no sería imposible extender al supuesto 
que nos ocupa el espíritu que se desprende de este precepto y entender vá- 
lidos los legados remuneratorios hasta el valor del servicio prestado por 
el confesor o sus parientes. Es innecesario advertir que el hecho de la con- 
fesión en sí, por grandes que sean los beneficios espirituales que el testador 
conceda, es inapreciable económicamente y no puede servir de base a una 
remuneración. 

Hoy no existe el problema, discutido antes de la promulgación del 
Código Civil, de si el confesor podia ser nombrado heredero fiduciario 
para distribuir los bienes con arreglo a instrucciones reservadas, pues el 
articulo 670 veda con carácter general esta clase de instituciones. 

Más interesante es el problema de si el confesor puede ser nombrado 
albacea. La jurisprudencia anterior al Código Civil lo resolvió en sentido 
afirmativo (32). También lo creen posible hoy la generalidad de los auto- 
res (33). Se funda en que el articulo 752 está en el capítulo de la incapa- 
cidad para suceder y el albaceazgo no implica sucesión, y en que el artícu- 
lo 893 no recoge esta incapacidad. Creemos, no obstante, que si el testador 
asignase al confesor-albacea una retribución reaparecería la causa que mo- 
tivó el precepto y ésta sería inválida si excediese de la normal retribución 
que merezca el trabajo de albacea (34). Por razones semejantes a las in- 
dicadas creemos posible nombrar al confesor tutor testamentario, ya que, 
además, no se encuentra ésta entre las incapacidades del artículo 237, con 
la única especialidad, que apuntan SÁNCHEZ ROMÁN y SCAEVOLA, de que 
haya sido asignada una retribución por el testador, en cuyo caso habrá de 


(32) Sent. de 18-VI-1864, 21-XII-1866 y 2-1-1882. 


(33) SÁNCHEZ ROMÁN, op. cit., t. VI, vol. I, p. 266; SCAEVOLA, loc. cit., p. 346; CASTÀN 
TOBENAS: Derecho civil español, común y foral, 6.2 ed., t. IV, p. 272; TERRADAS, op. cit., p. 115. 
(34) En cambio, creemos válida la asignación de una retribución justa, pues estarían:os 
ante una situación similar al legado remuneratorio que, según hemos defendido, sólo caería 
dentro del radio de acción del artículo en cuanto exceda del valor del servicio que se presta. 
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atender a si su cuantía es o no excesiva, para dictaminar sobre su vali- 
dez (35). 


Un problema que la doctrina no suele plantear es el de si podría ser 
beneficiado el confesor en la ültima enfermedad por medio de una donación 
u otra disposición entre vivos. El artículo 752 habla de "disposiciones tes- 
tamentarias"; por tanto, no alcanza la prohibición a donaciones y contra- 
tos onerosos (por ejemplo, de seguros). Es cierto que el artículo 755 dice 
que "será nula la disposición testamentaria hecha a favor de un incapaz, 
aunque se la disfrace bajo la forma de contrato oneroso o se haga a nom- 
bre de persona interpuesta"; pero, aparte de la incongruencia que repre- 
senta el decir que puedan hacerse disposiciones testamentarias en contratos 
onerosos (36), el artículo en cuestión no puede alcanzar a prohibir aquellos 
actos que no tengan vínculo alguno con las disposiciones "mortis causa", 
como ocurre con las donaciones "inter vivos" cuya efectividad sea inme- 
diata y no se subordine al fallecimiento del donante (37). 


g) Efectos.-—Si concurren las circunstancias que hemos examinado 
entra en función la incapacidad que establece el articulo. La disposición 
hecha a favor del incapaz es nula de pleno derecho (artículo 755) y si hu- 
biese entrado éste en la posesión de los bienes hereditarios estará obligado 
a restituirlos con sus accesiones y con todos los frutos y rentas que haya 
percibido (art. 760). La acción para hacer efectiva esta incapacidad caduca 
a los cinco años. Así lo establece el articulo 762, que el Tribunal Supremo, 
en su sentencia de veintiuno de mayo de 1910, ha declarado aplicable al 
supuesto del artículo 752. 


JosÉ María DE PRADA 


Notario 


(35) En este caso y en el anterior la nulidad parece que sólo alcanzará a lo que exceda 
de la retribución justa (pára el tutor la establece el art. 276). No obstante, surge una obje- 
ción. El artículo 725 se fundamenta en una presunción de coacción; si el confesor no se 
beneficia la base de Ja presunción desaparece y el artículo no se aplica, pero si se beneficia 
entra en juego el artículo y en este caso quizás lo más concorde con el espíritu del mismo 
sería anular totalmente el acto, pues la coacción es de suponer alcanzase no sólo al exceso 
de retribución, sino al nombramiento en sí. 

(36) El testamento es esencialmente “acto de disposición” (art. 667). 

(37) Otra solución habría que dar al problema si se tratase de donaciones mortis causa, 
en el supuesto de que con VALLET DE GOYTISOLO se admitiese su posibilidad, pues, en este 
caso, la asimilación a las disposiciones de última voluntad, que impone el artículo 620, llevaría 
a considerarlas incursas en la prohibición. En cuanto a las donaciones inter vivos, pero 
con entrega post mortem”, o aquellas en las que exista una weserva del usufructo a favor del 
donante, parece ser que podría apreciarse la existencia de una simulación o por lo menos 
un subterfugio para violar el precepto, y les sería aplicable el articulo 755. 
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NOTAS 


EL CARDENAL VIVES Y LA 
CODIFICACION DEL DERECHO 
CANONICO (*) 


En septiembre de 1950, al inaugurarse en San Andrés de Llavaneras un 
monumento a la memoria de su ilustre hijo el Cardenal José Calasanz 
Vives y Tutó, pronuncié unas palabras y apunté entonces, en sustancia, 
que escudriñando a fondo la historia de la codificación del Derecho ca- 
nónico, decretada por el Santo Pontífice Pío X en los albores de su glo- 
rioso pontificado y llevada a término (segün él mismo había previsto y 
predicho) (1) por su sucesor, después de quince años de asiduo trabajo, se 
llegaría a demostrar claramente que el gran Cardenal prestó su coopera- 
ción tan asidua como (a lo menos hasta ahora) oculta a esa empresa. 

Esa misma conjetura habia sido adelantada inmediatamente después 
de la muerte del Cardenal, por parte del P. EVANGELISTA DE MONTAGUT, 
en el articulo publicado en el nümero extraordinario de "Estudios Fran- 
ciscanos”, bajo el título “El Cardenal Vives, canonista, y su labor al frente 
de la Congregación de Religiosos" (2); repetida después y también (en 
cuanto era posible) documentada por el P. ANTONIO MARÍA DE BARCELONA 
en la biografía del Cardenal, editada em 1916 (3). 

Lo que entonces no pudo ser dicho (porque, por otra parte, el Código 
de Derecho Canónico no estaba aün promulgado) es que la conjetura em- 
pieza a revelarse muy bien fundada, 

Y es precisamente esto lo que intenté decir en San Andrés de Llavane- 
ras y que hoy pretendo demostrar. 

A la verdad, el título de este estudio pudiera sugerir la idea de que el 
Cardenal Vives fué uno de tantos... espectadores o colaboradores comunes 
(insignes, por lo demás) del importante trabajo; desde luego, un espectador 
o colaborador singular, en el sentido de que pudo seguir la grande empresa 


(*) Esta nota reproduce casi textualmente la conferencia dada por su autor en la Semana 
de Estudios celebrada en Barcelona en mayo de 1954, con ocasión del centenarío del Carde- 
nal Vives. 

(1) Cfr. GASPARRI, Card. Pietro: Storia della codificazione del Diritto Canonico per la Chiesa 
Latina, en “Acta Congressus Iuridiei Internationalis, 1934" (Romae, 1937), p. 4. 

(2) Ibidem, p. 65 ss. 

(3) Cfr. ANTONIO M. DE BARCELONA: El Card. Vives y Tutó (Barcelona, 1916), p. 393 ss. (cfr. 
también la ed. centenario, 1951). 
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muy de cerca, ya que fué ciertamente discutida antes de su elevación al 
Cardenalato y en los primeros años del ejercicio de tan alto cargo, y en 
todo caso fué decidida y llevada adelante en el decenio que constituyó el 
período más activo y más conclusivo de su vida terrena. 


No. El Cardenal Vives no fué sólo un espectador o colaborador común 
de la codificación del Derecho canónico; fué un destacado cooperador. 

Para colocar en sus justos términos y límites adecuados la cooperación 
a tan grande empresa, voy a distinguir, sin más tardanza: 


—su cooperación directa de la indirecta; 

—su cooperación manifiesta de la oculta; 

— su cooperación positiva de la negativa. 

Las tres distinciones tienen naturalmente importancia y valor muy di- 
versos; alguna no es sino complementaria, quiero decir que uno de sus tér- 
minos está simplemente en función del otro. 

Así, más o menos, la directa permite suponer cuál haya sido la imdirec- 
ta; la manifiesta arroja rayos de luz sobre la oculta; la positiva viene a 
estar condicionada por la que he llamado negativa, y luego se comprenderá 
por qué. 

Pero, antes de entrar en materia, quiero hacer una aclaración aun con 
peligro de causar desilusión en quienes pudieran creer que yo, viviendo en 
Roma..., estaría en condición de poseer los "secretos" de los archivos ro- 
manos... Téngase en cuenta que la misma publicación, tan discreta en sí 
misma, de los “Schemata” del Código, después del ensayo parcial sobre el 
libro IV “de processibus" (4), está prácticamente en suspenso. ¿Continuará 
esta publicación? Puede ser que sí, puede ser que no. Lo más probable es 
que la cosa siga algún tiempo entre el sí y el no, hasta que el uno o el otro 
prevalezca definitivamente. 

Entretanto, emprendamos la ardua tarea de sacar de la escasa docu- 
mentación disponible y de los indicios en ella contenidos, por medio de in- 
ducciones y deducciones, las pruebas del argumento arriba enunciado. Claro 
está que se corre el riesgo de afirmar algo que más tarde habrá que corre- 
gir, completar o desarrollar más ampliamente. 

Para un estudioso, por lo demás, es más agradable trabajar en esta 
forma. Además, así se junta admirablemente el trabajo de investigación 
histórico-científica con el ejercicio de la virtud (en nuestro caso, especial- 
mente el de la santa humildad...), siguiendo en esto el ejemplo admirable 


(4) Cfr. Codicis Iuris Canonici Schemata, Lib. IV De Processibus, I. De Iudiciis in genere 
(Polygl. Vatic., 1940). 
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del mismo Vives, que solía sazonar sus variadas publicaciones, sobre los 
más diversos argumentos, con llamadas a la virtud y a la devoción, 

¡Qué reposo proporcionan aquellos descansos o “requies animae" con 
que el piadoso Cardenal solía cerrar sabiamente las diversas partes o ca- 
pítulos de sus obras, y que encontramos aun en sus publicaciones de carác- 
ter jurídico, ante todo en su Compendium Iuris Canonici (5) del que ha- 
blaremos más tarde! 


I. He dicho que la cooperación directa del Cardenal Vives a la codi- 
ficación del Derecho canónico permite suponer fundadamente la indirecta. 

Pero, ¿cuál fué la directa? 

Todo está dicho con decir que el Cardenal Vives y Tutó fué, desde el 
principio, miembro no sólo de la Comisión Cardenalicia Plenaria, de que 
se habla en el Motu Proprio 4rduum sane munus (6) del 19 de marzo de 
1904, sino también de la Comisión Especial, instituída por el Santo Pon- 
tífice poco después con el objeto de acelerar la terminación de la ardua em- 
presa (7). 

¿Está dicho todo? ¡Sí y no! 

Si, porque, si quisiéramos preguntarnos cómo y cuánto trabajó o cola- 
boró el Cardenal Vives en dichas Comisiones, encontraríamos dificultad en 
precisarlo, por las razones arriba apuntadas. Escasas son las noticias que 
hasta ahora se han traslucido. 

He tenido ante los ojos los dos documentos del nombramiento de nues- 
tro Cardenal como miembro, respectivamente, de la Comisión Plenaria (2 de 
abril de 1904) y de la Comisión Especial (3 de mayo de 1904) (8). 

Por el contenido de esta segunda sabemos que la tarea de la Comisión 
Especial fué examinar y aclarar solícitamente "los puntos que no presentan 
grave dificultad e innovación en el Derecho en vigor". E] indicio encuen- 
tra por otra parte confirmación en el contenido del Reglamento de la Co- 
dificación, en el sentido de que la Comisión Especial debía reunirse en el 
Vaticano el tercer domingo de cada mes (mientras la Plenaria se reunía so- 
lamente por especial convocatoria) y que a la misma pasaba directamente 
el trabajo de los Consultores, para ser después propuesto sin más a la de- 
finitiva aprobación del Padre Santo (mientras que a la Comisión Plenaria 
quedaban reservados solamente “los puntos más importantes, especialmente 


(5) Cfr. Compendium Iuris Canonici, Beatae Mariae Virgini dicatum, auctore Fr. Iosepho 
£. Card. Vives, O. M. C., ed. 4.2 (Pustet, 1905). , 

(6) Cfr. Pii X Pontificis Maximi Acta, vol. I (Polygl. Vatic., 1905), p. 919. 

(7) Cfr. Praefationem ad Codicem Iuris Canonici. 

(8) En Archivo Provincial de PP. Capuchinos, Barcelona-Sarriá. 
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aquellos que incluyen serias modificaciones o adiciones al Derecho vi- 
gente") (9). 

Claro está, pues, que el Cardenal Vives tomó parte directa en la revisión 
de todo el trabajo de codificación, hasta el 1913. 

Sabemos también por el P. ANTONIO Maria DE BARCELONA que “la 
codificación del Derecho canónico fué la labor que más ocupó los últimos 
años de la vida del Cardenal, y en ella trabajó hasta el fin. Sobre la mesa 
de su escritorio dejó, al morir, para enviar a la Comisión, el último pe- 
quete de pruebas impresas, con notas de su mano en el margen de casi cada 
una de las páginas” (10). 

¿Qué habrá quedado de las correcciones, de las notas, de las propuestas 
de nuestro Cardenal (que podemos muy bien inferir copiosísimas y docu- 
mentadísimas, en los innumerables borradores que pasaron por su escrito- 
rio, del 1904 al 1913)? 

¡Siempre estamos delante del mismo enigma! 

Pero, indudablemente, alguna cosa habrá quedado... 

Por ejemplo, sabemos por el ilustre monseñor RoBERTI, bajo cuya di- 
rección fueron publicados los “Schemata” del libro IV “de processibus", 
que entre los eminentisimos Cardenales "qui in hac Codicis parte revi- 
senda aliquam. partem. habuerunt" estaba también el Cardenal Vives (11). 
Claro está, no sabemos, al menos por ahora, cuál y cuánta parte corres- 
ponda a nuestro Cardenal en comparación con los otros seis Cardenales allí 
nombrados. 

Pero, por otra parte, el mero hecho de ser nombrado miembro de di- 
chas Comisiones cadenalicias, sobre todo de la Especial, y de haber traba- 
jado por diez años en ellas, hace suponer una no común cooperación indi- 
recta de nuestro Cardenal a la codificación. 

Y por esto no está todavía dicho todo... 

El Cardenal GASPARRI, verdadero artifice de la codificación, en la his-- 
toria que de ella trazó en el famoso Congreso Jurídico Internacional de 
1934, dijo claramente que “la codificación canónica no la habría hecho ja- 
más León XIII"; y que para ello se requería un Pontífice “convencido de 
la necesidad del Código y dispuesto a superar todas las graves dificultades: 


(9) Cfr. Reglamento cit., nn. 15, 18. 


(10) Cfr. ANTONIO M. DE B., o. c., p. 394. Atestiguan además los supervivientes de aquella 
época que el Cardenal GASPARRI, a la muerte del Cardenal Vives, se lamentaba por la pérdida; 


de uno de los más valiosos y asiduos colaboradores en la obra de la codificación, que, por: 
lo demás, estaba ya muy avanzada. 


(11) Cfr. RoBERTI, Franciscus: Codicis Iuris Canonici Schemata de Processibus, en “Acta — 


Congressus Iuridici Internationalis, 1934", vol. IV, p. 30. Sin duda que, de ser publicados los. 


demás “Schemata”, si es que llegaren a serlo, el nombre del Card. Vives no dejará de sear 
recordado del mismo modo, síno más claramente. 
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que necesariamente debía presentar su compilación” (12), Tal fué precisa- 
mente el Santo Pontífice Pío X. 

Hasta ahora mo consta positivamente qué pensó sobre esto el Cardenal 
Vives. j 

El Papa Pio X, en el citado Motu Proprio Arduum sane munus, afirma 
que “non pauci etiam e S. R. E. Cardinalibus magnopere flagitarunt ut 
universae Ecclessiae leges... lucido ordine digestae, in unum colligeren- 
tur” (13). No creemos exagerado el afirmar, como lo hacemos, que la elec- 
ción del Cardenal Vives como miembro de las ya citadas Comisiones car- 
denalicias, designadas “nominatim” por el mismo Papa (14), significa algo 
más que una elección más o menos casual, y responde más bien a prece- 
dentes méritos específicos, que fueron tal vez de mayor importancia que la 
postura por él adoptada respecto a la debatida necesidad u oportunidad de 
la codificación; postura que aun podrá fácilmente aclararse consultando mi- 
nuciosamente las cartas personales del Cardenal hasta ahora desconci- 
das (15). l 

Ya con ocasión de su prematura muerte, como he dicho, no faltó quien 
hiciera resaltar la competencia jurídica del Cardenal Vives, los reflejos que 
tuvo en la legislación de la Iglesia, sus influencias en el trabajo de reforma 
y de codificación en que participó durante su estancia en Roma antes y des- 
pués de ser nombrado Cardenal (16). 

Hablando de la obra reformadora de la legislación eclesiástica, en que 
tomó parte el Cardenal Vives, y de su ya citada obra Compendium Iuris 
Canonici, el mismo P. EVANGELISTA DE MONTAGUT escribe textualmente: 
“Visto a través del C. I. C., se desvanecen los perfiles de aquellas institu- 
ciones felices que nos dejan entrever el prisma de sus reformas; pero ha- 
llamos en él el carácter práctico que tiende a reducir los conceptos e ideas 
salientes al menor número posible, para dominar el material complejo que 
al derecho pertenece; por cuanto nos ha dado quintaesenciado el jugo de la 
legislación eclesiástica, resumiendo en pocas líneas los puntos fundamenta- 
les de esta ciencia y sus cuestiones más complejas, sin descuidar ni un mo- 
mento la claridad y el orden tan precisos en toda producción jurídica" (17). 


(19) Cfr. GASPARRI, l. c., p. 4. 

(43) Cfr. M. p. Arduum sane munus, l. c., p. 221. 

(14) Cfr. M. p. cit., ibidem. 

(15) Sería muy interesante encontrar la eventual correspondencia con sus confidentes: 
p. ej., la que tuvo con su hermano P. Joaquín, con el P. Pío de Langogne (Mons. Sabadell), etc. 


(16) Cfr. P. EVANGELISTA DE MONTAGUT, O. F. M. Cap.: El Cardenal Vives y su labor al 
frente de la Congregación de Religiosos, en "Estudios Franciscanos", nümero extraordinario 


(1913). 
(17) Cfr. P. EVANGELISTA DE MONTAGUT, l. C., p. 73. 
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Diríase que el Cardenal Vives está ahí retratado al vivo en sus aspira- 
ciones y en sus cualidades, en lo que mira propiamente a lo que constituía 
la aspiración de muchos, sin que naturalmente resplandeciesen en todos ellos 
las cualidades y las aptitudes necesarias para satisfacer esa aspiración (18). 

Apreciaciones semejantes se encuentran también, y mas abundantes, en 
la ya citada biografía compuesta por el P. ANTONIO MARÍA DE BARCELONA; 
el cual, a propósito de los resúmenes que el Corista fray José Calasanz de 
Llavaneras había compuesto para su uso personal durante sus estudios, ano- 
ta: “Cada uno de estos resúmenes..., es un modelo de método y de cla- 
ridad que revela su manera sintética de estudiar y la labor personal que po- 
nía en cada curso, en cada tratado y en cada una de las cuestiones que deja 
apuntadas, señalando cuidadosamente lo que es doctrina de la Iglesia y lo 
que es opinión y controversia” (19). 

Y cuando llega a referirse al origen de “sus celebrados Compendios (de 
Teología Moral, de Teología Dogmática, de Sagrada Escritura, de Teología 
Ascético-Mística, y, el para nosotros más importante, de Derecho canóni- 
co), observa agudamente: “Con singular talento de selección y síntesis, y 
una claridad y seguridad de criterio admirable, supo compendiar en ellos lo 
más jugoso y macizo de los grandes autores católicos, y presentarlo de tal 
modo que aun insensiblemente, con poco esfuerzo y a manera de incentivo 
y estimulante, pudiese penetrar la ciencia por la puerta del espíritu” (20). 

Estas cualidades brillan también en las obras de carácter jurídico que 
más tarde compuso; por ejemplo, en su De regwnine Episcoporum y De 
Jurisdictione Cardinalium; de la cual todavía se conservan documentos fe- 
hacientes de la mucha estimación con que fué recibida por sus Colegas en cl 
Cardenalato (21). 

De todos modos, es sintomático que uno de los más agudos críticos de 
la codificación canónica, nada dispuesto ciertamente a tener indulgencia con 
los autores de la misma, haya notado que entre los miembros de la Comisión 
cardenalicia sólo tres eran canonistas: el Cardenal Gennari, el Cardenal Ca- 
vagnis, el Cardenal Vives y Tutó; y éste, gracias precisamente a su citado 
Compendium luris Canonici (22). 

Verdaderamente la comparación del Cardenal Vives (con su Compen- 
dium Iuris Canonici) a los dos celebérrimos canonistas Gennari y Cavagnis, 
puede también parecer forzada y casi fortuita, 


(18) Cir. tr. también las otras obras jurídicas de Vives: en las cit. biografías del P. ANro- 
NIO M. DE BARCELONA, p. 481 sS. y p. 115 ss. 

(29) Gir. P ANTONIO M. DETB 0. Co, De 79. 

(20) Ibidem, p. 112: 

21) En el archivo provincial de Barcelona-Sarriá, se conserva una carta, muy signifi- 
cativa sobre el particular, del Cardenal L. Tripepi. 

(22) Cfr. FALCO, Mario: Introduzione allo studio del C. I. C. (Torino, 1925), p. 21. 
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Hemos advertido el énfasis con que el Cardenal Vives, a su muerte, 
fué ensalzado como uno de los más grandes canonistas (23)! 

Pero, si es verdad, como nota el P. ANTONIO María DE BARCELO- 
NA (24), que tal juicio fué del P. Francisco JAVIER WERNZ, autor celebra- 
disimo del Jus Decretalium, colaborador de Vives en el Concilio Plenario 
Latino-Americano y en la codificación, etc., después General de la Compa- 
nia de Jesús, alguna cosa de verdad debe existir. 

A mi modesto modo de ver, la afirmación va completada por otra, re- 
ferida por el mismo biógrafo, y atribuida a un Prelado romano: “El 
P. Llavaneras... ha encontrado el verdadero sentido práctico del Derecho 
canónico" (25). 

Y porque también esta afirmación no aparezca enfática, advertimos que 
la codificación del Derecho canónico era tan deseada a causa del estado casi 
caótico en el que ese Derecho había venido a parar: representaba un ver- 
dadero laberinto, en el cual los mismos canonistas más experimentados se 
perdían, ¿Y quién mejor que el Cardenal Vives, con su prodigiosa memo- 
ra, con su versada y vasta cultura, con su capacidad de síntesis, con su ta- 
lento práctico (digámoslo claramente) de buen catalán... podía orientarse, 
mejor que cualquier otro, en semejante laberinto? 

Me parece verlo, como refiere su biógrafo, en los varios oficios de la 
Santa Sede, interesado, junto a sus colegas, en las graves y complicadas 
cuestiones de competencia de la asamblea: “Cuando en el seno de alguna 
Sagrada Congregación se buscaban las antecedentes sentencias pronuncia- 
das sobre una cuestión entonces agitada—ha dicho el Ilmo. Mons. Gra- 
nello, Comisario del S. Oficio—decian: “Esperemos al P. Llavaneras; él 
nos dirá en seguida qué es lo que sobre ello se ha legislado o resuelto. Y, en 
efecto, propuesto el caso al P. Calasanz, se dirigía a la biblioteca y volvía 
al instante con la solución pedida" (26). 

Finalmente, sabido es que el P. Llavaneras, antes de ser Cardenal y 
también después, había tomado parte activa y preponderante en algunas 
codificaciones (llamémoslo .así) de carácter particular, para su Orden y 
para el renacimiento de las Provincias de España. Por ejemplo: las Or- 


(23) Verdaderamente, la competencia del Cardenal Vives, en materia jurídica, no se 
valora solamente a base de su Compendium Iuris Canonici; ni tampoco atendiendo a todas sus 
publicaciones de carácter jurídico, que no he dejado y no dejaré de citar en su lugar; sino 
que viene considerada en la totalidad de sus vastos y precisos conocimientos, también dentro 
del campo jurídico; fruto todo ello del estudio y de la observación, tales como aparecen de 
su vasta actividad, qce abraza casi medio siglo, la cual no ha sido aún adecuadamente ex- 
plorada. 

(24) Cfr. ANTONIO M. DE B., 0. C., P. 394: 

(25) Ibidem, pp. 213 y 394. 

(26) Ibidem, p. 184. 
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denaciones del Capítulo General del 1884 y Comentarios relativos (27); 
las Ordenaciones y el Manual Seráfico para las Provincias de Espa- 
fia (28); las Constituciones de la Orden, promulgadas después en 1908 (29). 

También esta labor, que había encontrado en el P. Calasanz un sujeto 
preparadísimo, debía contribuir no poco a darle una experiencia, especial- 
mente en lo que atafie al derecho y disciplina regular, como pocos otros 
podían tener (30). 

Y no dejaremos, más abajo, de advertir, aunque brevemente, qué re- 
flejos provienen en el trabajo de coordinación de la legislación eclesiástica 
común, en preparación de la codificación. 

Pero hay algo más. 

Vives, siendo todavía simple capuchino, aunque investido de los más 
altos cargos en el seno de la Orden y dé la Curia Romana, habia tomado 
parte activa y preponderante en un memorable acontecimiento, ya am- 
pliamente ilustrado por otros en esta misma Semana de Estudio (31): el 
Concilio Plenario de la América Latina (32). 

De esta codificación quiero recordar simplemente lo que tuve ocasión 
de notar hace ya años, cuando hacía mis primeras armas en la carrera de 
los estudios canónicos. No es que quiera atribuirme el mérito de un des- 
cubrimiento; se trata de una sencillisima comprobación: en el Código de 
Derecho Canónico se encuentran cánones que reproducen a la letra decre- 
tos de aquel Concilio (33). Me refería entonces a los cánones "de Semi- 
nariis", más de uno de los cuales se inspira en la terminología o en la 
parte dispositiva de los decretos "de institutione clericorum" de aquel Con- 
cilio (34). 

Bastará confrontar, a modo de ejemplo y de indicación para ulteriores 
cotejos, los siguientes tres puntos: 


(27) Cfr. Analecta Ordinis Fr. Min. Cap., 11 (1886), p. 225 ss.; III (1887), p. 8 ss. 
(28) Cfr. Manual Seráfico de los FF. MM. Capuchinos de las Prov. de España y sus Mi- 
siones (1890). 


(29) Cfr. las indicaciones que sobre el trabajo de adaptación y de reelaboración que se hizo 
desde el año 1896 al 1908, se dan en los discursos capitulares del P. Bernardo de Andermatt, 
en A. O. F. M. C. (1896 y 1908). 

(30) En este mismo Congreso se han propuesto interesantes y reveladores estudios sobre 
la participación del Cardenal Vives en algunas de las sobredichas codificaciones. Análogos 
estudios podrían ütilmente hacerse sobre su colaboración, no sólo en el Analecta Ordinis, sino 
también en el Analecta Ecclesiastica (Roma, 1889 ss.) en la que se lee su nombre hasta el 
año 1899. 

(31) Cfr. Relación del P. Pío DE MONDREGANES. 


(32) Cfr. Acta et Decreta Concilii Plenarii Americane Latinae (Polygl. Vatic. 1900), pp. XLII, 
LIX, LXVI y passim. 


CM SUE AGATHANGELUS A LANGASCO: De institutione clericorum (Polygl. Vatic. 1936), 
pp. 91-70. i 


(34) Cfr. cán. 1.353 ss. Y Decr. 607 ss. 
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D. 607: Satagant itaque parochi 
et confessarii, ut qui pueri atque ado- 
lescentuli ad Deo in opus ministerii 
vocati esse apparent, eos a saeculi con- 
iagiis arceant, ad pietatem et studia 
incitent, divinaeque in eis vocationis 
germen foveant... 


D. 609: Unaquaque dioecesis suum 
liabet Seminarium. Optandum imo est, 
ut duplex habeatur, minus scilicet pro 
pueris, humanis litteris instituendis, 
maius pro alumnis, philosophiae et 
theologiae vacantibus atque mox sa- 
eris ordinibus initiandis. 


D. 611: Episcopi singuli, pro Semi- 
nariis suis dioecesanis, de consilio duo- 
rum canonicorum seniorum et gra- 
viorum rite electorum... quamprimum 
edant, ut quid sentire, quid agere. quid 
Observare oporteat, tum ii doceantur 
qui in iisdem Seminariis in spem 
Ecclesiae aluntur et instruuntur, tum 
qui in eorumdem institutione operam 
suam impendunt. 


C. 1.353: Dent operam sacerdotes, 
praesertim parochi, ut pueros, qui in- 
dieia praebeant ecclesiásticae vocatio- 
nis, peculiaribus curis a saeculi con- 
tagiis arceant, ad pietatem informent, 
primis litterarum studiis imbuant di- 
vinaeque in eis vocationis germen fo- 
veant... 


€. 1.354. 8 1: Unaquaeque dioecesis 
in loco convenienti ab Episcopo electo 
Seminarium seu collegium habeat, in 
quo... 


8 2: Curandum ut in maioribus 
praesertim dioecesibus bina consti- 
tuantur Seminaria, minus, seilicet, pro 
pueris litterarum seientia imbuendis, 
maius pro alumnis philosophiae ac 
theologiae vacantibus. 


C. 1.357. 8 1: Episcopi est omnia 
et singula quae ad rectam administra- 
tionem, regimen... 

$ 3: Unumquodque Seminarium suas 
leges habeat ab Episcopo approbatas, 
in quibus quid agere, quid observare 
debeant, doceantur tum qui in eodem 
Seminario in spem Ecclesiae institu- 
untur, tum qui in horum institutio- 
nem operam suam impendunt. 


No quiere esto decir que se trate de materia elaborada por el Carde- 


nal Vives; pero también sobre este punto se podrán ciertamente hacer 
estudios más amplios, con la probabilidad de hallar otros puntos de con- 
tacto entre las dos codificaciones; y más profundos, con la posibilidad de 
comprobar hasta dónde llegó la colaboración de Vives en ambos trabajos; 
pero sobre todo más indicativos de su.efectiva influencia en toda la labor 
de ajuste, por decirlo así, que presidió, en materia de legislación canónica, 
a la decisión de la codificación y a la codificación misma. 

Lo que llevamos dicho arroja una luz bastante viva sobre la coopera- 
ción indirecta de Vives a la codificación del Derecho canónico. Pero su 
cooperación directa e indirecta resaltarán mejor de lo que nos queda por 
decir sobre su cooperación manifiesta y oculta. Esta distinción me parece 


` 
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que corresponde mejor a su trabajo efectivo como Cardenal miembro de 
la Comisión Pontificia para la codificación y después Prefecto de la Sagra- 
da Congregación de Religiosos o miembro de otras Congregaciones de la 
Curia Romana (35). 


II. Si la cooperación directa permite suponer la indirecta, la coopera- 
ción manifiesta del Cardenal Vives a la codificación arroja rayos de luz 
aun más viva sobre la oculta. 

Sentamos ante todo el hecho, por lo demás bien conocido, de que el 
trabajo de la codificación del Derecho canónico, decretada por el Santo 
Pontífice Pío X, a la semana de su elevación al solio pontificio, fué em- 
prendido prontamente y llevado adelante en múltiples frentes: trabajaba la 
Comisión Pontificia de la codificación juntamente con otras Comisiones 
o Subcomisiones coligadas, pero al mismo tiempo trabajaban todas las otras 
Congregaciones de la Curia Romana, especialmente después de su reorga- 
nización hecha por el mismo Santo Pontifice con la bien conocida Consti- 
tución Apostólica Sapienti consilio, del 29 de junio de 1908 (36), para cuya 
preparación (como para otros importantes documentos) también había sido 
consutada previamente la Comisión del Código (37). 

El Cardenal Vives, que formaba parte tanto de esa Comisión como de 
diversos Dicasterios, entre los más importantes, tuvo evidentemente oca- 
sión, por no decir más, de empeñarse a fondo en la intensa labor que a su 
muerte estaba ya no sólo delineada, sino casi acabada. 

Como León XIII había apreciado en el Cardenal Vives una doctrina 
nada común, hasta el punto de designarlo con el apelativo de “Cardenal 
docto”, Pío X, además de apreciar su insigne virtud y piedad hasta el punto 
de llamarlo “Cardenal santo” (38), debió descubrir en él el temple de 
aquellos hombres leales y fieles, emprendedores y decididos, que se necc- 
sitan cuando se trata de llevar a buen término, lo más pronto y del mejor 
modo posible, una reforma de tan largo alcance como debía ser la codifi- 
cación del milenario Derecho de la Iglesia. 

Sondeando la documentación existente y accesible sobre la parte que 
tuvo el Cardenal Vives en la preparación del Código, pero sobre todo en 


(35) Perteneció, primero como Consultor o Colaborador y después como Cardenal, a las 
siguientes Congregaciones: S. Oficio. S. C. de Sacramentos, S. C. de Propaganda Fide aun pare 
los asuntos de Rito Oriental, S. C. de Ritos, S. C. de Asuntos Eclesiásticos Extraordinarios; y 
además a las Comisiones de Estudios Bíblicos, para la Preservación de la Fe, para la Codi- 
ficación del Derecho canónico. 

(SO) Cire A ALS T1909) 2:88: 

(37) Cfr. FERRETO, Giuseppe: La riforma del B. Pío X, en "Apollinaris", XXV (1952), p. 54. 
Cfr, también, p. ej., tl prólogo del Decreto Ne temere (2 de agosto de 1907), en Pii X. Pont. 
Max. Acta, vol IV, p. 41. 

(38) CT. A. O. F. M. (C, XXX (1914), pL 59: 
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la preparación de la legislación que lo precedió inmediatamente o lo “pre- 
formó”, como suele decirse, queda uno sorprendido... y desilusionado, por- 
que a duras penas, hasta ahora, se logra ver su nombre. Baste como ejemplo 
la historia de la:reforma curial, llevada a cabo con la citada Sapienti con- 
silio: el nombre de Vives no aparece entre los eminentisimos Cardenales 
que "tomaron parte activa en las discusiones" (39). 

Y, sin embargo, por aquellos tiempos en Roma estaba en boga un dicho 
satírico, un juego de palabras sobre sus dos apellidos (Vives y Tutó), del 
cual puede deducirse que el Cardenal ejercía en el gobierno de la Iglesia 
una influencia bien decisiva: "Vives é tutto", se decía (40). 

Sin duda hay que quitar a este dicho el resabio de prevención y animo- 
sidad que pudo haberlo dictado (41); pero yo creo que contiene una parte 
de verdad, si lo referimos, por ejemplo, a la intensa labor de reforma y 
revisión, podríamos decir también de puesta al día, que caracterizó a la 
Congregación de Religiosos, nacida con la Constitución Sapienti consilio, 
y cuyo primer Prefecto fué el Cardenal Vives. 

Pero ante todo es necesario hacer una distinción muy importante, esen- 
cial. La legislación de la Iglesia no es nunca o casi nunca el producto per- 
sonal de uno solo. Un documento cualquiera, antes que llegue a ser fir- 
mado por el que debe hacerlo, especialmente si se trata de Prelados infe- 
riores al Sumo Pontífice, pasa por muchas manos y bajo muchos ojos y se 
enriquece de las ideas y conceptos de muchas personas... Es muy fre- 
cuente el caso de una idea o de un concepto, que está (por así decirlo) en 
germen, en el estado de ánimo y en la expectación de muchos. En tal caso, 
mo sería justo atribuir a uno o a otro una norma, por el simple hecho de 
que fueron muchos a proponerla, sostenerla y convalidarla con los argu- 
mentos de doctrina y de experiencia. 

Existen después los casos más raros, aunque no infrecuentes, en los 
cuales, justamente porque el trabajo preparatorio ha sido cumplido por una 
Comisión o en el Congreso o la Congregación Plenaria del Dicasterio 
romano, la aportación personal está sujeta a la mayoría, Y puede también 


(39) :Gfr. FERRETO, |. C., p. 78, nota 7. 

(ENCERADO E MO ACA DOS Y 

(41) Hay que tener en cuenta que la obra reformadora y especialmente la acción antl- 
modernista del Santo Pontífice Pío X provocaron notables reacciones por parte de quienes 
se sintieron heridos. Y naturalmente, las reacciones tomaban por objetivo los más íntimos 
colaboradores del Pontífice. El mismo, escribiendo el 18 de diciembre de 1912 a un sacer- 
dote, decía: “...Quanti vanno propalando che sono tre Cardinali [Merry del Val, De Lai, 
Vives y Tutó] che comandano, sono di quegli esseri inqualificabili che non mancano mai 
nella Chiesa, i quali per sottrarsi all’ossequio doveroso, vogliono farsi là coscienza di non 
essere Obbligati, perchè non e il Papa che comanda." Cfr. DAL-GAL, P. GIROLAMO: Il Papa Santo 


Pio X, 1.2 ed. (1954), p. 326, in nota 1. 
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suceder que el documento deba después ser firmado por quien no estaba 
. de acuerdo con una o más ideas o conceptos en aquél contenidos. 


Completamente común y ordinario es, en fin, el caso de un documento 
que no dice relación con toda la idea de uno ni con toda la de otro. Preva- 
lece a menudo por encima de las ideas de cada uno un espíritu, una "mens", 
que es después la "mens Ecclesiae", y que todos aceptan y hacen propia, 
al menos por espíritu de obediencia. En tal caso sería aún menos justo ad- 
judicar el documento a uno o a otro, porque de hecho todos han contri- 
buído, y el documento ha venido a ser así patrimonio de todos. 


Resta, por lo tanto, sólo el caso de las propuestas adelantadas de uno, 
sobre las cuales otros no habían pensado o las habían contradicho, y des- 
pués han prevalecido por la valía del talento, o la agudeza, o la experimen- 
tada sabiduría de quien las ha propuesto. 


Si queremos ahondar en el análisis de la legislación preformativa al 
Código, a la que el Cardenal Vives pudo contribuir, sería como para vol- 
verse loco, con el riesgo de hallar poco o nada, por las razones ya dichas 
o aun por decir. 


Pero no faltan episodios en los cuales justamente resultaría que el Car- 
denal Vives fué sin duda uno de los Purpurados más interpelados, por el 
mismo Pontífice y por otros, en el inmenso trabajo de coordinación y de 
clasificación legislativa que ha precedido y acompañado a la codificación. 

El P. Antonio M, DE BARCELONA evoca los episodios del Decreto Ne 
temere y del caso "Lahytton" (42). Ejemplos semejantes, como se pueden 
encontrar también antes de la elevación del P. Calasanz al Cardenalato 
—caso de las ordenaciones anglicanas y del doctorado de San Beda (43)—, 
se multiplicaron ciertamente en muchas otras ocasiones. Examinando la 
escasa correspondencia personal del Cardenal salvada de la destrucción o 
de la archivación hasta ahora secreta, abundan las misivas del Papa o del 
Cardenal Merry del Val o de otros, en las cuales se alude ciertamente a 
documentos para examinar, a las citas urgentes y reservadas, a pareceres 
sobre decisiones ya tomadas o en vías de elaboración (44). Sabemos, por 
otra parte, positivamente que fué el mismo Padre Santo Pío X quien or- 
denó perentoriamente que el Cardenal Vives abandonase el Convento de 
Vía Boncompagni y se estableciese en el Colegio Español (Palazzo Al- 
temps) para tenerlo más cerca del Vaticano y más disponible a cualquier 


(42) Cfr. ANTONIO M. DE B., o. €., p. 395. 
(43) Ibidem, pp. 180-182. 
(44) En Arch. Prov. de PP. Capuchinos, Barcelona-Sarriá. 
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llamada; el traslado tuvo lugar en 1906; a tiempo, pues, para que las lla- 
madas o las interpelaciones del Vaticano se multiplicasen... (45). 

Después de lo dicho, podemos sin duda pasar a dar una ojeada, aunque 
sólo sea fugaz, al mencionado trabajo de reforma y de revisión de la le- 
gislación canónica, como preparación o preformación de su codificación.. 

En lo que respecta al Derecho regular, abramos el volumen sexto de 
Fontes Codicis Iuris Canonici y encontraremos allí nada menos de veinti- 
tisés documentos, algunos de mucha importancia, promulgados por la 
Sagrada Congregación de Religiosos durante la Prefectura efectiva del 
Cardenal Vives (46), sin contar los publicados durante su enfermedad o 
después de su muerte, en los cuales pudo hacerse sentir todavía su influen- 
cia, ni aquellos que no han sido alegados en Fontes (47). 

Evidentemente, por las razones antedichas, no basta que encontremos 
la firma del Cardenal Vives en dichos documentos, para concluir que él fué 
su autor o inspirador o al menos su promotor. Sería preciso tener a mano 
las “minutas” y “votos”, las "actas de secciones" y las "correcciones", 
para comprobar hasta qué punto llegó la obra personal del Prefecto de la 
Sagrada Congregación. 

Pero examinando más a fondo algunos de dichos documentos encon- 
tramos con facilidad los singulares puntos de contacto con ideas y concep- 
tos que el Cardenal Vives había ya patrocinado y divulgado con anterio- 
ridad, y precisamente en la época de su colaboración a la reorganización 
de su Orden y de las Provincias de España. 

Es cierto que quedaría por desentrañar si verdaderamente aquellas 
ideas eran totalmente “suyas”, para evitar cualquiera de las distinciones 
expuestas más arriba, si además han permanecido “suyas” hasta el mo- 
mento de entrar en la legislación de la Iglesia. 

Otros han intentado ya semejante cotejo (48) y no es el caso de repe- 
tirlo y aun: menos discutirlo en este lugar, tanto más si damos importancia. 
a las reservas hechas hasta aquí (49). 


(45) En Arch. Prov. de PP. Capuchinos. Barcelona-Sarriá. 

(46) Cfr. Codicis Iuris Canonici Fontes, vol VI, nn. 4391-4416. 

(47) Ibidem, n. 4417 ss. Véase más abajo, n. III. 

(48) Cfr. ANTONIO M. DE B., o. c., p. 156 ss, y también EVANGELISTA DE MONTAGUT, l. c. El 
irabajo podría ciertamente llevarse más a fondo, confrontando toda la producción jurídica 
salida de la pluma del Cardenal Vives. Aunque el trabajo debiese llegar sólo a conclusiones 
aproximativas, por las razones ya señaladas o que señalaré, sería, sin duda, una magnifica 
aportación para conocer la personalidad del grande purpurado capuchino. 

(49) Merece mencionarse uno de los documentos más importantes, uno de los primeros 
que salieron con la firma del Cardenal Vives, el Decreto De eleemosynis colligendis, del 21 de 
noviembre de 1908 (Fontes, n. 4391). 

El biógrafo lo presenta casi como fruto de su iniciativa (o. c., p. 289). Pero he aquí lo 
que hay de verdad. De la posición de Archivo, en la S. C. Rel, resulta que la cuestión había 
sido ya tratada y decidida en la Plenaria de los Cardenales el día 8 de mayo de 1908, sobre: 
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A lo sumo podemos añadir que la cosa merecería un examen mucho 
más minucioso y profundo del que hasta ahora ha podido hacerse. 


Con todo, séame permitido poner en guardia contra los demasiado fá- 
ciles acercamientos: por las razones ya dichas y por muchas otras que 
podrían decirse y que de otra parte pueden fácilmente intuirse, no basta 
encontrar puntos de contacto en la doctrina, tampoco argumentar a base 
del estilo, y mucho menos aün formular un argumento por el hecho de 
que un documento haya pasado por las manos de nuestro Cardenal, sea 
simplemente al revisarlo, o también al apostillarlo... La büsqueda debe 
ahondar más, si no se quiere incurrir fácilmente en errores o equívocos 
que podrían después resultar hasta ridículos, 


Y lo mismo cabe decir de tantos otros trabajos que sin duda pasaron 
por las manos del Cardenal Vives en aquel fecundo decenio que va desde 
la elección de Pío X hasta la muerte de su fidelisimo colaborador (50). 

No pudiendo hacer más, a lo menos por ahora, contentémonos con 
aguardar... a que en el porvenir pueda hacerse algo más, y... a la conclu- 
sión que he prometido para el final de esta Conferencia. 


la base de los votos de varios Consultores, en este sentido: “detur Instructio ad normam 
votorum PP. Consultorum, audito prius Emo. Card. Vives". Se halla también la minuta del 
Decreto como salió de una serie de reuniones entre los PP. Pedro Bastien, O. S. B., y José 
Kauffmann, CO. P. M., y el Cardenal Vives (éste es el orden de las firmas en una apostilla 
añadida a la minuta). 

¡Una prueba más clara y fehaciente, de cuanto llevo dicho, no podía haber llegado a mis 
manos! 


(50) Examinemos algún otro documento entre los indicados por el biógrafo (0. c., p. 156 
“Re VED et) SER 

El Decreto Quum minoris, del 15 de junio de 1909 (Fontes, n. 4393), resulta redactado 
sobre puntos fijados “ex Aud. SS.mi”. Presentado al Papa el texto definitivo, éste, en un 
gracioso autógrafo, fechado el 20 de junio de 1909, contestó al Cardenal Vives: “Eminen- 
tissimo Signor Cardinale, Placet in omnibus; e se PE. V Rev. ma aggiungerà anche la proibi- 
zione di insegnare nelle Università nelle quali si danno le Lauree, farà opera compiuta e 
gradita a chi si conferma. Suo obbl.mo e aff.mo Pius PP. X." "s 

El Decreto Sacrosancta Dei Ecclesia, del 1 de enero de 1941 (Fontes, n. 1407), está redac- 
tado principalmente sobre un voto del Ab. Mauro Serafini, O. S. B., Consultor y más tarde 
Secretario de la S. C. Rel. Una nota de puño y letra del Cardenal Vives dice: *Nel? Ud. del 
15 nov. 1910, nella quale furono accordate cinque dispense di voti solenni, il Santo Padre 
ha detto che nel Decreto si dica che in nessun caso faccia i voti solenni il laico che non 
avrà compiuti '30 anni di età. Card. Vives." Detalle, este último, que efectivamente apareció 
después en el Decreto. 

El Decreto Quum singulae, del 16 de mayo de 1811 (Fontes, n. 4409), había salido de la 
Plenaria del día 3 de marzo de 1911, siendo Ponente el Cardenal Gennari, después de una 
anterior del día 13 de enero de 1911, en la cual había sido Ponente el Cardenal Vives. 
Existe una traza manuscrita que podría ser del Cardenal Vives, pero cuyos caracteres pueden 
también ser de otra mano. La elaboración fué larga y compleja, con la colaboración de 
muchos Consultores, entre los cuales ciertamente se encontraban el Ab. M. Serafini, O. S. B.; 
el P. G. Bucceroni, S. J.; el P. Pío de Langogne, O. F. M. Cap., etc. 1 

De estos tres ejemplos queda nuevamente confirmado cuanto llevamos dicho sobre la pa- 
ternidad de los documentos pontificios. 

En fin, que en los documentos que se examinaban hayan podido pasar también ideas 
propias del Cardenal Vives es una cosa lógica y muy explicable; pero esto no contrasta 
con las mismas distinciones antedichas. 
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Por lo demás, si las fuentes ya mencionadas tardan en salir a la luz, 
no por eso ha quedado inactiva la búsqueda de los estudiosos. Así, por 
ejemplo, no hace mucho se ha publicado una amplia reseña o estudio muy 
analítico y minucioso sobre el trabajo de las Sagradas Congregaciones du- 
rante el Pontificado de Pío X (51). Ojeándolo con paciencia y atención, 
no se tarda en comprender la armonía y concordia con que pudo proceder 
la colaboración entre el Pontífice reformador de la disciplina eclesiástica 
y su fiel colaborador el Cardenal Vives. 


Pueden reconstruirse dos actividades paralelas: la del Pontífice, que 
ha sido descrita de esta manera: “Legislatio et iurisprudentia vere copioso 
renovatarum SS. Congregationum quae illo tempore (1908-1914) magna 
ex parte ad Codicem consulto ordinabatur vel etsi ex occasione daretur 
limata et in non paucis restricta ac melius definita in Codice recipiebatur, 
non tantum ob suos oculos praeparabatur ac sua confirmatione et aucto- 
ritate edebatur, sed suo influxu (qui ex ipsis documentis certus esse solet, 
alias coniici non dubie potest) frequenter initium capiebat, et fere semper 
sub immediato ac vigili suo ductu conficiebatur" (52). La del Cardenal, 
que, al menos en lo que mira a los religiosos, apoyaba al Santo Pontifice, 
aun a costa de exponerse a las iras de los que luego querían ver, en la legis- 
Jación y en la jurisprudencia que se estaba preparando, la mano oculta del 
Cardenal, empeñada en hacer valer sus opiniones y hasta sus miras inte- 


resadas (53). 


En la obra citada se tiene cuidado de poner bien de manifiesto la parte 
de aquella legislación y jurisprudencia anterior al Código que ha quedado 
en pie, o sea que ha pasado al mismo Código (54); y seria ciertamente 
muy interesante si pudiéramos poner en claro la parte que toca a nuestro 


Cardenal (55). 


En espera de lo que se podrá hacer o intentar a ese respecto, se com- 
prende fácilmente con cuánta razón hemos podido afirmar que la obra ma- 
nifiesta del Cardenal Vives, especialmente como miembro de la Comisión 
del Código y más aún como Prefecto de la Sagrada Congregación de Re- 


(51) Cfr. LARRAONA, A-GOYENECHE, S., C. M. F.: De SS. Congregationum, Tribunalium et 
Officiorum constitutione et interna ordinatione post Const. “Sapienti consilio", en “Apollina- 
pis" UTO Pwo SS: 

(59) Ibidem, p. 89. 

(53) Merece citarse lo que dice el Cardenal V. La Puma: Evoluzione del Diritto dei Reli- 
giosi da Pio IX a Pio XI, en *Acta Congressus Iuridici Internationalis, 1934”: vol. IV (1937), 
p. 201: “Il periodo della prefettura del Vives viene contrassegnato dalla sua fecundità; ed ebbe 
nel Diritto un'impronta assai profonda che ha raccolto il Codice di Diritto vigente." Juicio muy 
significativo de uno de los que ya en tiempo de nuestro Cardenal era agregado de la S. C. Rel. 

(54) Cfr. LARRAONA, A.-GOYENECHE, S., 0. C., especialmente en las abundantes notas 

(55) Cfr. nota prec. 48 
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ligiosos, arroja rayos de luz sobre la obra oculta por él efectuada durante 
los diez años de Cardenalato que coincidieron con el Pontificado de Pio X. 

Es muy de desear que alguno capte y recoja esos rayos y los haga con- 
verger decididamente sobre los puntos de la legislación y jurisprudencia 
que más vivas lleven las contraseñas de la personalidad y doctrina del Car- 
denal Vives, y haga resaltar sus méritos efectivos a ese respecto. 

Nosotros nos contentaremos, por ahora, con trazar una débil pista, con 
encauzar, por decirlo así, la búsqueda, haciendo notar que la obra del 
Cardenal no fué ciertamente sólo positiva, sino también negativa. 


III. Sí, lo hemos dicho ya: la cooperación positiva del Cardenal Vi- 
ves a la codificación está condicionada y en cierto modo racionada por la 
negativa, 

Y voy a explicarme, según lo he prometido, suponiendo, no afirman- 
do, que en los documentos preformativos del Código, especialmente los que 
atañen a los religiosos, el Cardenal Vives tuviera un influjo personal y 
preeminente. 

Podrá parecer menos exacto el término de cooperación negativa, por- 
que, hablando con propiedad, no se trata de una “aportación negativa” a la 
codificación, lo que sería no-cooperación, sino sólo de una contribución 
por... exclusión. 

De lo arriba apuntado se puede colegir fácilmente lo que quiero decir. 

Entre los documentos “preformativos” del Código, aun entre los que 
llevan la firma del Cardenal Vives, no faltan, antes bien, abundan los 
que luego fueron abandonados o a lo menos mitigados en la definitiva re- 
dacción del Código. 

El Decreto Ecclesia Christi, del 30 de septiembre de 1909, sobre la 
entrada en religión de aquellos que hubiesen salido de otras religiones o de 
colegios eclesiásticos. De este Decreto se observó autorizadamente: “Haec 
legislatio... in Codice, si pauca satis vestigia excipias, ut nimis rigida non 
fuit conservata" (56). | 

Las célebres declaraciones sobre el Decreto Auctis admodum, publica- 
das el 7 de septiembre de 1909, 31 de diciembre de 1909, 31 de mayo de 
I9IO, acerca de los estudios de los religiosos. Estas declaraciones ni si- 
quiera fueron alegadas en Fontes, sin duda porque se las consideraba ya 
superadas. Pero no se dejó de volver a tomar más tarde (quisiera decir 
¡demasiado tarde!) el plan en ellas contenido, el plan de una Instrucción 
sobre los estudios de los religiosos, que ya entonces habría debido publi- 


(56) Cfr. LARRAONA, A.-GOYENECHE, S., 0. ©., p. 91. 
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carse... ¡Y no se volvió a hablar de ella hasta después de treinta y cuatro 
anos! (57). 

El Decreto Sacrosancta Dei Ecclesia, del 1 de enero de 1911, acerca de 
los hermanos legos de las Ordenes religiosas. También de este Decreto se 
ha escrito: "... cuius, quia nimis rigidum, vix aliquod in Codice remansit 
vestigium" (58). 

Y podríamos continuar poniendo ejemplos, como habríamos podido 
hacerlo arriba, formando una lista de los documentos legislativos que lue- 
go tuvieron un reflejo en el Código. He querido citar algunos de los que 
después resultaron excluidos, omitiendo los más numerosos que al menos. 
en parte fueron acogidos en el Código, precisamente para dar razón de la 
que llamé cooperación negativa a la codificación. Negativa, decía, por vía 
de exclusión, en cuanto se trata de elementos existentes y ya superados 
o que en todo caso no respondían ya a la necesidad. Negativa, repito, por- 
que pone de relieve una prerrogativa de Vives, la de cierto rigor en con- 
cebir, imponer, exigir. 

Cooperación negativa, pero que no carece de lados positivos. Pues es 
claro que al emprender, y sobre todo al actuar una reforma, hay que rom- 
per las inútiles demoras, tantear la situación, experimentar su superación. 
De lo contrario, se permanece en el campo de los piadosos deseos y de los 
inútiles y dañosos proyectos. 

Y eso sin contar los benéficos resultados conseguidos con aquellas ac- 
titudes decididas y enérgicas. Muchas prescripciones pudieron muy bien ser 
consideradas como superadas al tiempo de la redacción definitiva de ciertos 
cánones, precisamente porque al menos parcialmente, al menos por vía de 
una nueva mentalidad y de un nuevo impulso habían conseguido el fin 
que el legislador se había prefijado y propuesto. 

Además, si el Cardenal Vives pudo haber pecado por rigor, otros des- 
pués de él pueden haber pecado por... reacción contra el mismo rigor. Y ni 
que fuera de propósito, he aquí que estos últimos años ha sido preciso 
volver a las materias tratadas en los citados documentos (59) de la época 
del Cardenal; y se ha hecho, para dar nueva vida a una parte, al menos, de 
aquellos documentos, cuyo rigor, quizás, fué motivo para que fueran ex- 
cluídos de la codificación. i 

Y henos aquí, casi sin darnos cuenta, llegados a poder hacer el balan- 
ce; el Cardenal Vives cooperó a la codificación del Derecho canónico 


(57) Cfr. LARRAONA, A.-GOYENEUHE, S., 0. €., p. 91, nota 23. 


(58) Ibidem, p. 95. ; : 
(59) Cfr. A. A. S., XXXIII (1941), p. 371; XXXVI (1944), p. 213; y, además, Enchiridion de 


Statibus Perfectionis (Romae, 1949), p. 561. 
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tanto indirecta como directamente; mas en forma oculta que manifiesta; 
positivamente, aun en los mismos aspectos negativos de su obra. 


Pero éste es un balance que sólo puede interesar a los estudiosos. A nos- 
otros, sus hermanos de hábito y admiradores, nos interesan más otros 
puntos relevantes. 


Hemos oído al artífice de la codificación del Derecho canónico, el 
gran Cardenal Pedro GASPARRI, afirmar de León XIII que en su Ponti- 
ficado “no se habría hecho la codificación canónica”. De Pío X dijo que 
a su elección al Sumo Pontificado “todo hacía prever... que él sería el 
Papa de la codificación” (60). Finalmente, de sí mismo dejó escrito: 
* .. La Divina Providencia, que quería de mí la cooperación a la codifica- 
ción del Derecho canónico, me condujo, a pesar mío, a ese puesto (de Se- 
cretario de la Sagrada Congregación de Asuntos Eclesiásticos Extraordi- 
narios). Ahora yo lo reconozco y le doy gracias por ello...” (61). 


¿Qué diremos de nuestro Cardenal Vives? ¡De pobre huérfano en San 
Andrés de Llavaneras y Mataró..., a novicio capuchino en Guatemala; de 
estudiante capuchino en California, en Estados Unidos, en Francia, en el 
Ecuador, de nuevo en Francia..., a sacerdote capuchino en Francia, Espa- 
ña, Roma; de oficial de la Curia Generalicia, a... Visitador de los Capu- 
chinos de España y Definidor General; de Consultor de varias Congrega- 
ciones de la Curia Romana, a... Cardenal, Presidente del Concilio Plena- 
rio Latino-Americano, miembro de la Comisión para la codificación del 
Derecho canónico y primer Prefecto de la Sagrada Congregación de Re- 
ligiosos! Tampoco aquí pudo faltar un especial designio de la Providencia, 
para dar al gran León XIII y al Santo Pío X un activísimo y fidelísimo 
colaborador. 

Hemos pasado en rápida revista su obra, su cooperación a la grande 
labor de la codificación del Derecho canónico. Y tal vez alguno no ha 
quedado del todo convencido y satisfecho de las excusas que he aducido 
para sincerarme de no haber descendido más a casos particulares; de no 
haber calado más a fondo en la vasta y profunda actividad de Vives en 
Roma; de no haber querido violar el secreto en que yacen envueltas aún 
tantas memorias, que para él podrían resultar gloriosas. 


Pero téngase en cuenta que ese mismo secreto casi inviolable es no 
menos glorioso para él: secreto discrecional, fruto de una virtud típica- 
mente suya, la virtud de saber trabajar en silencio, sin dejar huellas, a 


(60): Cfr. GASPARRI, l. C., p. 4. 
(61) Ibidem, p. 8. 


24 


EL CARDENAL VIVES Y LA CODIFICACION DEL DERECHO CANONICO 
a 


no ser en el desgaste (62) de su propia persona y de sus fuerzas físicas 
y psíquicas; secreto de oficio, que, como un alambique, filtra las innume- 
rables experiencias de la vida humana y las compone en normas sin nom- 
bre y sin figura; secreto Pontificio, con que fueron ligados todos los cola- 
boradores en la codificación del Derecho canónico (63). 

He aquí la explicación de lo que sobre los áltimos momentos de su vida 
narra su biógrafo: “Tan honda era en él la convicción de que su carrera 
en este mundo estaba para terminar, que, antes de partir de su ordinaria 
residencia, ordenó y arregló en paquetes, con el rótulo de su correspon- 
diente destinación, los montones de papeles y documentos que tenía de 
diversas Congregaciones y Comisiones romanas...” (64). 

Y en otro lugar: “Desgraciadamente, el Cardenal quedó durante aque- 
llos días casi todas las cartas particulares, apuntes suyos privados, etc., que 
conservaba...” (65). 

Lo que el biógrafo, como buen historiador y hermano de religión, 
refiere con acento de queja y con palabras de pena, contiene a su tiempo 
un aspecto de gloria para el Cardenal Vives y de satisfacción para nos- 
otros, como decíamos al principio. 

Dícese que Pío X, al enterarse de la muerte de nuestro Cardenal, excla- 
mó: “Hemos perdido al amigo más fiel de la Santa Sede—Fuit semper 
amicus verus, sincerus, fidelis” (66). Lo ha dicho un Santo, y, por lo tanto, 
podemos creerlo. Y también podemos comentarlo. Yo entiendo que uno de 
los mayores méritos y de las más características grandezas del Cardenal 
Vives consiste precisamente en esto: en haber trabajado al servicio de dos 
grandes Papas, al servicio de la Iglesia, en silencio, con discreción, con 
humildad franciscana. 


P. AGATÁNGEL DE LANGASCO, O. F. M, C. 


(62) Nota su biógrafo que “la vida del P. Calasanz en Roma fué una contnua oblación... 
*Gástense por amor de Cristo, sacrificándose por las almas, como la cera que se gasta ardiendo 
ante el altar de Dios.” Esta exhortación que en 1890 dirigía a los Misioneros de Colombia, él 
la cumplía al pie de la letra en los cargos y Oficios que la obediencia le señalaba” (0. c. p. 149). 

(63) Cfr. GASPARRI, l. C., p. 8 

(64) Cfr. ANTONIO M. DE B., 0. C., p. 430. 

(65) Ibidem, en nota 1. 

(66) Cfr. A. O. F. M. C., XXX (1914), pp. 49-50. 
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NORMAS PRACTICAS SOBRE EL «STYLUS» 
DE LOS DICASTERIOS ROMANOS 


Invitado por la Dirección de Revista EsPANOLA DE DERECHO CANÓ- 
NICO, hemos redactado estas notas sobre. la manera práctica con que en 
Roma se tramitan ciertos asuntos de uso frecuente, y cuyo conocimiento 
puede interesar, ante todo, a los agentes de preces de las Curias diocesanas. 
No tienen, por lo tanto, como es lógico, un fin doctrinal, aunque indirec- 
tamente pueden aportar datos de interés teórico para la interpretación de 
algunas disposiciones del Código. Pero nosotros no entramos en cuestiones 
teóricas. Nos limitamos a describir la “praxis”, que nos es fácil conocer 
por nuestro cargo de agente de preces. Queremos con todo ello satisfacer 
los deseos de la mayor parte de los agentes diocesanos, muchos de los cua- 
les nos han venido insistiendo en la conveniencia de un trabajo de esta 
clase. En ellos pensábamos cuando lo escribiamos; tal vez por eso salió 
espontánea la forma que muchos de ellos llevan, como si fueran una carta 
más de las que tan frecuentemente hemos de escribirnos. 


A. MISAS DE MEDIANOCHE 


Me escribía un Sacerdote amigo: 

“Desde hace poco más de un año me encuentro en esta parroquia, de 
unos 6.000 habitantes. La gente es fría; indiferente por tradición. Tengo, 
sin embargo, un grupo de hombres y de jóvenes de un espíritu admirable. 
De ellos partió la idea de tener mensualmente una vigilia extraordinaria 
en la iglesia, para pedir por el reinado de Cristo en el pueblo, La acepté 
y desde hace algún tiempo así lo venimos haciendo, a pesar del sacrificio 
que para ellos supone, ya que se pasan todo el día trabajndo en el campo. 
Se abre el Sagrario a las diez y media de la noche, tenemos luego una hora 
santa y hacia las doce les doy la bendición. 

Y ahora viene mi propuesta: ¿No podría conseguirse de la Santa Sede 
la facultad de celebrar la Santa Misa a esa hora? Seguro estoy de que esta 
circunstancia los animaría muchísimo y atraería tal vez a muchos otros... 


Espero contestación.” 


JUAN SANCHEZ 


Va la contestación pedida, por medio de las páginas de Revista ESPA- 
ÑoLa DE DERECHO CANÓNICO. Así llegará al celoso párroco, autor de las 
líneas anteriores, y a tantos otros que quizá se encuentren en circunstancias 
idénticas. 

Mucho se escribió años atrás sobre las Misas de medianoche. La Sagra- 
da Congregación de Sacramentos decidió dar una norma clara y segura en 
su decreto de 22 de abril de 1924 (A.A.S., XVII, 10), con el que encauza 
definitivamente su criterio en esta materia. 


¿Cuál es la praxis actual? 


Vamos por partes. Digamos dos palabras, primero, sobre las Misas de 
Navidad y de final de año, y pasemos luego a las demás Misas de media- 
noche. (Prescindimos expresamente de la parte teórica, que será fácil encon- 
trar en cualquier manual, para fijarnos en la práctica, en lo que pudiéra- 
mos llamar el “stylus Curiae” actual en esta materia.) 


MISAS DE NAVIDAD 


“En la noche de Navidad puede a la medianoche empezarse solamente 
la Misa conventual, o la parroquial, pero no otra sin apostólico indulto.” 
Canon 821, $ 2. 

Se puede, según esto, celebrar la Misa conventual o la parroquial; las 
otras dos no pueden decirse a continuación, si para ello no se ha conseguido 
antes indulto apostólico. Esto aparece claro de las palabras mismas del ca- 
non. Y lo confirma la práctica de la Sagrada Congregación de Sacramentos, 
que, al conceder la facultad de celebrar Misa la noche de Navidad en los 
oratorios públicos, la concede solamente para UNA Misa, a fin de que los 
fieles no encuentren diferencia entre éstos y las iglesias conventuales o pa- 
rroquiales. 

Nótese de paso dos cosas; y con ello contestamos a varias consultas so- 
bre el tema: a) No es necesario que la Misa sea cantada; el canon nada 
dice. b) La Misa no podrá comenzarse antes de la medianoche. Contra esta 
prescripción faltaría quien se contentase con que la consagración se hiciese 
después de dar las doce. 

Por el $ 3 del mismo canon podrán decirse las tres Misas de Navidad 
por la noche “en todas las casas religiosas o pías con facultad de tener ha- 
bitualmente reservada la Santísima Eucaristía”. 

Para celebrarlas en los oratorios privados, tengan o no facultad de re- 
servar el Santísimo Sacramento, hay que acudir a la Santa Sede, que con- 
cede la gracia sin dificultad, generalmente “ad triennium”. 
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¿Y donde no tienen privilegio de oratorio privado? 


. "p . - . NES m 
Desde hace tiempo, algunas diócesis españolas tienen presentado un 


pequeño problema al llegar las Navidades. Muchas familias ilustres, que 
ante las nuevas normas, más severas, de la Congregación de Sacramentos, 
han perdido el privilegio de oratorio, o no pueden ya conseguirlo, piden, al 
menos, la facultad de poder celebrar en sus casas la Misa del gallo. Se 
trata, por lo general, de familias muy buenas, muchas de ellas de una tra- 
dición profundamente religiosa, que siempre conocieron este privilegio en 
casa de sus antepasados. Me consta que, por un conjunto de circunstancias, 
el caso ha llegado a preocupar. Tanto, que, al fin, el Ordinario de X recu- 
rrió no hace mucho a la Sagrada Congregación con unas preces muy ra- 
zonadas, Tardaron en contestarlas. Pero, al fin, la gracia ha sido concedida 
recientemente con el rescripto número 3930/55, que por la importancia que 
tiene y porque, sin duda, ha de servir de alivio a muchas Curias, trans- 
cribo íntegramente: 
"Beatissime Pater, à 
X. X. X. Dioecesis...: ...suppliciter postulat a S. V. ut in sacratis- 
sima nocte natali D. N. J. C. tres Missas celebrari possint loco honesto 
ac decenti domus suae, cum facultate pro adstantibus ut ad sacram 
Synaxim accedere queant et festivo praecepto satisfacere... 
Sacra Congregatio de disciplina Sacramentorum, vigore facultatum 
a Ssmo D. N. PIO Papa XII sibi tributarum, attentis expositis et com- 
mendatione Ordinarii... benigne committit eidem Ordinario ut gera- 
tiam indulgeat iuxta preces, cauto ne quod inconveniens exinde oria- 
tur, et debita divinis ministeriis reverentia ab omnibus praestetur... 
etc. Praesentibus valituris ad triennium. Datum..." 


Se trata de una gracia importantísima, que rarísima vez se concedía 
antes. Convendrá que en las Curias seleccionen bien las peticiones y que no 
sean muchas las que a Roma lleguen; así la gracia perdurará más tiempo. 


MISAS DE FINAL DE ANO 


Desde hace varios años, en muchas parroquias se promueven prácticas 
especiales de piedad en la última noche del año, tanto para reparar los 
escándalos que en esa noche se cometen, como para, santamente, despedir 
el año viejo y comenzar el nuevo. Bien pronto se acudió a la Santa Sede, 
para que autorizase terminar dichas reuniones con la santa Misa y la co- 
munión de los fieles. La Sagrada Congregación de Sacramentos concede 
hoy día la facultad, cuando se trata de parroquias u oratorios públicos con- 
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curridos, ya que sólo en ellos se da la "publica ac sollemmis causa", que 
exige para tales concesiones. Cuando se trata de oratorios privados o semi- 
públicos suele poner dificultades. La Sagrada Congregación de Religiosos 
concede la gracia con criterio amplio, en los casos que son de su compe- 
tencia. 

Hay Seminarios en España que gozan de este privilegio; pero ello se 
debe, en algún caso, al menos, que recuerdo, a que solicitaron la gracia 
con mucho interés directamente a la Sagrada Congregación de Seminarios, 
y el eminentísimo señor Cardenal Prefecto, al no tener facultad para conce- 
derla, la hizo objeto de audiencia especial del Padre Santo; y el Papa accedió 
con gusto a la petición. Los que regenta la Hermandad de Sacerdotes Ope- 
rarios la tienen por privilegio especial a ella concedido. 


OTRAS MISAS DE MEDIANOCHE 


Más arriba aludimos a la declaración, que hizo la Sagrada Congrega- 
ción de Sacramentos con fecha 22 de abril de 1924. En ella se dispone que 
en lo sucesivo, no se concederá la facultad de celebrar Misa a medianoche, 
sino cuando existan las siguientes circunstancias: a) Caso extraordinario. 
b) Que la Misa comience media hora después de la medianoche. c) Que el 
ejercicio piadoso dure todo él alrededor de las tres horas. d) Que se evite 
todo peligro de irreverencia. 

Veamos cuál es la práctica actual, por lo que se refiere principalmente 
al primer punto, 


a) Caso extraordinario. 


Lo verdaderamente difícil será acertar con el criterio de la Sagrada 
Congregación, para distinguir el caso extraordinario del caso ordinario. 
Cuando los señores Obispos envían las preces a Roma, están generalmente 
convencidos de que en ellas se da el caso extraordinario. Y, sin embargo, 
con alguna frecuencia, se encuentran por toda contestación con el desagra- 
dable “satis nos adsunt causae”. No hace mucho, se envió una comunicación 


a cierta diócesis española, con el número de protocolo 2611/55, que de- 
cía asi: 


“Tllme ac Rev.me Domine. 


Relate ad petitionem Amplitudinis Tuae, qua facultatem postulasti 
permittendi Missae celebrationem media nocte diei 31 maii eurrentis 
anni, occasione conclusionis curriculi academici iuvenum actionis ca- 
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tholicae, haec S. Congregatio respondendum censuit: NON ADSUNT 
CAUSAE. Quae dum..." 


segün el criterio de la Congregación, no se trata aquí de un caso ex- 
traordinario, ya que se da todos los años, en casi todas las diócesis, y gene- 
ralmente para cada una de las ramas de Acción Católica. Y si para cada 
uno de esos casos hubiera que dar la facultad, serían demasiadas veces. 

Un párroco de cierta capital pidió autorización para celebrar la Misa 
a medianoche en la festividad de la Santísima Virgen del Carmen. 


, "Causa est—escribía—satisfacere votis fidelium id exoptantium et 
magis magisque fovere devotionem erga Beatam Virginem Mariam." 


Ya era de prever el NON ADSUNT CAUSAE, que efectivamente vino. 

Cuando se presenta el caso realmente extraordinario: misiones, vigilias 
especiales de penitencia, aniversarios de asociaciones numerosas, etc., la 
Congregación concede la gracia sin dificultad. La ültima tramitada lleva 
fecha de 3 de noviembre, "occasione quinquagessimi anniversarii fundatio- 
nis Operis v. d. Adoración Nocturna Parroquial”. 

No hace mucho, llegaron unas preces algo raras, sobre las que hubo que 
pensar y discutir en la Congregación, El asunto se llevó a congreso. Pero 
por fin se concedió la gracia. Las preces decían así: 


"Beatissime Pater, 

Ordinarius X. in Hispania, ad pedes S. V. provolutus humiliter 
postulat facultatem permittendi alternatim in ecclesiis Vicariae Fo- 
raneae X. unius Missae celebrationem media nocte singulis mensibus, 
pro solis viris, occasione conventuum ad perducendam in praxim pon- 
tificiam doctrinam de “mundo meliori". 


La Sagrada Congregación contestó : 
“Vigore facultatum...; attentis...; facultatem benigne tribuit iux- 


ta preces, dummodo initium Missae celebrandae ne fiat ante dimidiam 
horam post mediam noctem..., etc.” 


Se trata, como se ve, de una cosa nueva; de secundar el movimiento “por 
un mundo mejor", iniciado por el Papa en Roma y que poco a poco va 
extendiéndose por todas partes. Por eso la Congregación lo conceptuó ex- 
traordinario y concedió la gracia. 

En resumen. Dado el criterio restrictivo de la Sagrada Congregación, 
convendrá no multiplicar las peticiones, sino hacerlo solamente cuando se 
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presente de verdad el caso extraordinario. Cuando de ello se dude y el 
Prelado tenga verdadero interés en que la gracia se conceda, convendrá que, 
al recomendar las preces, haga constar de un modo especial este interés, y 
ello facilitará mucho la concesión. 

b) Que la Misa comience media hora después de la wnedianoche.— 
La Congregación tiene un especial interés en esta cláusula, de la que rarísi- 
ma vez dispensa. (Véase en A.A.S., XVII, 104 ss., las razones que para 
ello hay.) La Sagrada Congregación de Religiosos nunca la pone en sus 
rescriptos. 

C) Que el ejercicio piadoso dure alrededor de las tres horas.—La praxis 
actual ha cambiado en este punto. No son ya tres, sino dos, las horas que 
se exigen como duración de todo el ejercicio. Así lo dice el formulario que 
la Congregación usa para semejantes gracias: 


"Dummodo... sacrae supplicationes perdurent spatio duarum ho- 
rarum, in his eomprehenso celebrationis Missae tempore". 


i Qué contestar, después de cuanto hemos dicho, al celoso párroco que 
nos consulta ? 

Ante todo, que exponga la cuestión al señor Obispo. Si él da su consen- 
timiento para que se acuda a Roma, conviene que en las preces se hagan 
constar todos los pormenores del caso. Tal vez, al menos mientras duren 
las presentes circunstancias del pueblo, la Sagrada Congregación lo considere 
extraordinario. Como otra solución me atreveria a proponerle que estudie 
la manera de “encuadrar” su parroquia dentro del movimiento “por un 


mundo mejor", y habria así una garantía mayor para que Roma acceda a 
sus deseos. 


B, TELEGRAMAS DEL AGENTE DE PREGES 


Escribe el ilustrisimo señor Vicario General de X.: 

“Mi querido D. ...: Acabamos de recibir su telegrama: “Concedida 
dispensa edad solicitada.” Se lo he presentado al señor Obispo inmediata- 
mente; pero me dice S. E., que esta sola noticia no le autoriza a él para 
ordenar al individuo en cuestión, Se apoya para ello en el canon 53. Cierta- 
mente usted nos envía la noticia de la concesión de la gracia, pero no nos 
consta si esto lo hace usted por su cuenta o por orden de la Sagrada Con- 
gregación, "auctoritate rescribentis”. Las Ordenes serán el día 10, y si 
usted no se da prisa en enviar el rescripto, me temo que el pobre X. no 
puede ordenarse. Por otra parte, esta actitud del señor Obispo, que, como 
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usted sabe, acaba de llegar a la diócesis, me ha dado mucho que pensar, ya 
que con el señor Obispo anterior, en estos casos urgentes, apenas llegaban 
sus telegramas, se procedía a la ejecución de la gracia, sin esperar el res- 
cripto. Y esto se hizo alguna vez, recuerdo, cuando se trataba de dispensas 
de impedimentos matrimoniales, que en este caso resultarían inválidos... En 
fin; le ruego me conteste pronto, aclarándome, por favor, todos estos puntos, 
pues le digo sinceramente que me encuentro preocupado. Suyo..." 


x OK ox 


Le agradezco muy de veras su carta, señor Vicario. Con ella me ofrece 
usted una magnífica ocasión para tratar desde las páginas de Revista Es- 
PANOLA DE DERECHO CANÓNICO, y de cara a todos, de un tema importante 
y del que ya varias veces he tenido que escribir en cartas particulares. Per- 
mítame que resuma un poco. Y que oriente estas líneas en orden a la prác- 
tica. Si hubieran de tocarse todas las cuestiones a que da pie su breve carta, 
habria para escribir mucho rato. 

Ante todo me apresuro a decirle que deseche usted toda preocupación 
respecto al pasado. Verá usted que no hay motivo alguno para estar intran- 
quilo. 

Naturalmente, la mismísima cuestión que usted me plantea se me plan- 
teó a mi, que ya había leido y releído el canon 53, la vez primera que, como 
agente de preces, tuve que comunicar una gracia por telegrama. Recuerdo 
perfectamente que pedi entonces el debido permiso al Secretario de la Con- 
gregación, que aquella vez era la de Sacramentos: santa costumbre que he 
venido observando en los muchísimos casos parecidos que posteriormente 
se han ido presentando, También, por supuesto, en los que su señor Obispo 
anterior ejecutó sin esperar el rescripto. 

Porque sé que va a interesarle, le describo a continuación el resultado 
de unas aclaraciones que no hace mucho se pidieron. Precisamente sobre el 
asunto de que tratamos. 

Dice así el canon: "Rescripti exsecutor invalide munere suo fungitur 
antequam litteras receperit earumque authenticitatem et integritatem re- 
cognoverit, nisi praevia earumdem notitia ad eum fuerit auctoritate rescri- 
bentis transmissa." 

Por supuesto que el agente no puede comunicar la gracia antes que la 
Congregación la conceda, aun en los casos en que le conste que la gracia 
será concedida. ¡Evidente! Pero, una vez que la Congregación entrega al 
agente el rescripto, firmado y sellado con todas las de la ley, ¿no podrá 
éste, sin más, comunicar al Obispo que la gracia ha sido concedida, y el 
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señor Obispo, en virtud de esta comunicación, ejecutarla? (Nótese de paso 
que no hablamos de los rescriptos concedidos en forma graciosa, sino de 
los concedidos en forma comisoria, que es la más frecuente.) 

Pongamos el caso siguiente, frecuentísimo, por otra parte: De la dió- 
cesis X piden dispensa de edad para la ordenación de tres presbíteros. Por 
un olvido del Secretario de Cámara, no se hace constar en las preces la 
causa canónica para la dispensa (no es raro tampoco el caso), y lógicamente, 
la Congregación la exige. En el “papeleo” se emplea tiempo y se acercan 
las vísperas de la ordenación sin que lleguen los suspirados rescriptos. Y..., 
por fin, el angustioso telegrama al agente de Roma: “Urgen rescriptos dis- 
pensa edad, órdenes próximo domingo, avise telegrama." Al pasar aquel 
día por las Congregaciones, el agente encuentra los rescriptos recién fir- 
mados. La Congregación ya ha concedido la gracia, ya ha hecho cuanto 
tenía que hacer. ; Bastará ahora que el agente ponga el suplicado telegrama, 
diciendo, más o menos, “concedidas dispensas edad solicitadas, van rescrip- 
tos", para que el sefior Obispo los ordene sin esperar a que éstos lleguen? 
¿O será tal vez necesario, aun en este caso, permiso especial de la Congre- 
gación para telegrafiar? 

Me dirá usted en seguida, señor Vicario, que la última parte del ca- 
non 53 es clarísima y que sería demasiada arrogancia para un pobre agente 
considerarse como "auctoritas rescribens". 

Así opinaba yo también, Pero observaba, con un poco de extrañeza, que 
mis compañeros de “cuerpo” (el francés, varios italianos...), con frecuencia, 
apenas recibir un determinado rescripto, sin decir a nadie ni palabra, salían 
a toda prisa al puesto de telégrafos más cercano a comunicar la gracia por 
telegrama. Y es claro que en la parte de allá se contentaban con esta noticia, 
para ejecutarla. 

Ante esto, estudié, consulté, discutí. Recuerdo que un día lancé la cuestión. 
ante un pequeño grupo de viejos agentes y noté que les desagradaba. “Yo 
soy aqui—me dijo uno, y no está mal la salida—el representante de los 
Obispos de mi nación, reconocido como tal por la Sagrada Congregación 
Consistorial, y por lo tanto, al entregarme a mí cualquier Dicasterio ro- 
mano un rescripto, es como si se lo entregara al Obispo a quien represento, 
y una vez en mis manos, yo puedo comunicar la gracia de la manera que 
mejor me parezca." 

Bien contrario, por cierto, al parecer de los autores, alguno de los cuales 
se expresan clarisimamente. Jone, e. g. (Commentarium in Codicem. Juris 
Canonici, vol. I, p. 69), dice: "Nuntius a procuratore (vel agente) Romae 
degente ad exsecutorem transmissus rescriptum esse concessum et ad trans- 
mittendum iam tabellariis publicis traditum, non est habendus ut nuntius 
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auctoritate rescribentis factus. Requiritur enim, ut procurator, seu agens, 
nuntium illum exsecutori (non oratori) transmisserit ex mandato vel con- 
cessione rescribentis, e. g. praefecti vel secretarii alicuius Congregationis 
romanae." BEsTE (Introductio in Codicem, p. 116) se expresa así: “Idcirco 
non sufficit nuntium praevium thelephonice, thelegraphice vel aria quavis 
ratione de concesso vel expedito rescripto accepisse a persona privata, quam- 
vis forsan sit ipse agens vel procurator curialis." Y, respecto a las dispen- 
sas matrimoniales, el Santo Oficio, a la duda "se via valida una dispensa 
matrimoniale eseguita dall'Ordinario dietro l'avviso telegrafico, prima di 
avere ricevuto il documento autentico della grazia concessa", respondía el 
24 de agosto de 1892: “Negative, nisi notitia thelegraphica transmissa fue- 
rit ex officio, auctoritate Sanctae Sedis" (Gasparri: Fontes, IV, n. 1159). 

No obstante la claridad de estos textos, decidí elevar una consulta por 
escrito. Y como los casos que se presentan a diario suelen ser de competen- 
cia de varias Congregaciones, a todas ellas elevé la consulta. El escrito de- 
cla asi: 


“Beatissime Pater, 

X. X. Dioecesium Hispanicarum in Urbe Procurator, ad pedes S. V. 
provolutus, humiliter exponit: 

Frequenter inter negotia, quae Sacrae Congregationi... tractanda 
committit, quaedam urgentiora inveniuntur, quae sollicitam exigunt 
responsionem, ab ipsis Ordinariis non raro thelegraphice rogatam. 
Istis in casibus, praxis, ut audivi, invaluit secundum quam Procura- 
tores, simul ae rescriptum obtinuerint, gratiam concessam Ordinariis 
thelegraphice communicant, qui, ea sola notitia contenti, ad exsecu- 
tionem procedunt. Cum vero, hie agendi modus non plene conformis 
appareat saltem cum littera c. 53 C. J. C, orator humiliter quaerit 
quomodo in -praxi sese gerere debeat." 


La respuesta tardó; pero llegó. Cada una a su manera, por supuesto, 
pero en el fondo coincidiendo todas. 

La Congregación de Religiosos, después de escribir en la consulta: “no- 
tetur ad normas", con miras a las normas especiales que esta Congregación 
prepara desde hace tiempo, cambió la consulta en preces de esta manera: 


«Cum vero hie agendi modus non plane appareat conformis sal- 
tem cum littera c. 53 €. J. C. orator humiliter (aquí viene el cambio) 
petit, quatenus opus sit, ut in casibus ut supra, cum Ordinarius talem 
notitiam ab eo habuerit, ad exsecutionem procedere possit. Et Deus..." 
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Y contestó: 


' 1 
“Vigore facultatum a Ssmo Domino Nostro concessarum, S. Con- 
gregalio Negoliis Religiosorum Sodalium praeposita, attentis expositis, 
benigne annuit pro gratia iuxta preces ad triennium, servatis ser- 
vandis. Contrariis quibuslibet non obstantibus." 


Por lo tanto, en orden a la práctica y para los rescriptos de esta Con- 
gregación, ya saben a qué atenerse las Curias. El Ordinario podrá ejecutar 
la gracia en cuanto reciba la comunicación del agente, aunque no llegue 
el rescripto. La gracia está concedida "ad triennium", que el agente no ol- 
vidarà de renovar. 

Las Sagradas Congregaciones del Concilio y Penitenciaría hicieron 
prácticamente lo mismo. Pero de palabra y sin limitar el tiempo. Excep- 
tuando—j natural !—los casos en que se trate de cosas delicadas, que no sea 
conveniente poner en conocimiento de cualquier empleado de telégrafos. 

La de Sacramentos exige que cada vez se obtenga el debido permiso para 
telegrafiar. 

El Santo Oficio tiene por norma, desde muy antiguo, no conceder tales 
permisos, sino que en los casos urgentes pone la misma Congregación el te- 
legrama, firmado generalmente por el señor Cardenal Secretario; y ésa fué 
la contestación que me dieron, 

Con tales normas, la cuestión en orden a la práctica queda esclarecida. 
Bien está que las Curias lo sepan y que tengan la seguridad de que el agente 
las observará escrupulosamente. 

Y... esto es todo, señor Vicario. Me congratulo muy de veras con usted 
y con esa diócesis de que el Señor les haya enviado un Obispo que “sepa 
de leyes". Pero creo que no obró mal su antecesor cuando, para ejecutar 
las gracias en los casos urgentes, se contentaba con el telegrama del agente 
de Roma. Ya podía suponer él—y tal vez así se lo comunicaron mis ante- 
cesores—que estábamos aquí enterados del canon 53 y que antes de telegra- 
fiar se habría obtenido siempre el debido permiso. 

Fuera, pues, preocupaciones respecto del pasado. Y en cuanto al porve- 
nir... ya ve que vamos sobre seguro. 


C. DISPENSA DE SERVICIO CORAL 
“En nombre del señor Obispo—me decía no hace mucho el agente de 
preces de cierta diócesis—le hago la consulta siguiente, para que usted se 


informe donde proceda, y nos diga qué hemos de hacer. 
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Goza este Cabildo fama de haber sido siempre observante de todos sus 
deberes, y muy en especial, por lo que al servicio de coro se refiere. Mafiana 
y tarde asisten los Capitulares puntualmente a las horas canónicas. Hasta 
hace unos aíios, era ésa su principal y casi su ünica ocupación, al menos 
para la mayor parte de ellos. Hoy día las cosas han cambiado radicalmente. 
Al escasear los sacerdotes después de la guerra, el señor Obispo les enco- 
mendó los ministerios más importantes y son ellos los que prácticamente 
Hevan el peso del movimiento apostólico en la diócesis: predicación, Semi- 
nario, ejercicios, Acción Católica... Por otra parte, los frutos de la Canon- 
jía son hoy insuficientes y aun bajo este punto necesitan de esos otros mi- 
nisterios. 

El señor Obispo, ante este problema, está dispuesto a pedir a Roma la 
reducción del servicio coral, Pero no sabe qué fórmula emplear. ¿Querrá 
usted informarnos de cómo convendrá proceder para no exponernos a la 
negativa n... Afmo...” 


Mi querido D. S.: Apunta usted un problema que tienen hoy planteado 
el ochenta por ciento, al menos, de los Cabildos. Muchos ya, en España, 
han buscado solución. Son bastantes los que a Roma han acudido última- 
mente, exponiendo la situación en que se encuentran y pidiendo alguna re- 
ducción o dispensa. Y Roma—siempre Madre—ha salido al encuentro de 
las presentes necesidades con soluciones concretas. 

'* La primera ha sido la dispensa del coro vespertino para aquellos Cabildos 
cuyos Capitulares—todos, o en su mayor parte—llevan la dirección de las 
diversas obras apostólicas diocesanas: consiliarías, círculos... Ni necesita- 
ban más, ni pedían tampoco más. Con las horas de la tarde libres, pueden 
atender bien a los diversos cargos que el Prelado les tiene encomendados, 
y por la mañana “in choro ad psallendum instituto, himnis et canticis Dei 
nomen reverenter, distincte, devote laudant”, como quiere de ellos el Tri- 
dentino. 

Tengo delante de mí al menos diez copias de los rescriptos pasados en 
estos ültimos meses por la agencia con esta dispensa. Como sé que algunas 
Curias me lo van a agradecer, pongo dos a continuación: en ellos podrán 
observarse las diversas causas motivas que la Congregación ha tenido en 
cuenta al dar el rescripto. 

1) Beatissime Pater, 
Capitulum Ecclesiae Cathedralis G., in Hispania, ad pedes S. V. hu- 
militer provolutum, quae sequuntur exponit: 
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Maior pars Capitularium servitium vespertinum chorale praestare 
non valet ob nimia onera ipsis ab Episcopo imposita, attento, sacer- 
dotum defectu. Undecim enim Canonici in Seminario Dioecesano varias 
disciplinas docent, alii vero—inter quos et quatuor Seminarii Profes- 
sores—religionem aliasve disciplinas tradunt in Ecclesiae scholis, 
gymnasiis, lyceisque parificatis huius civitatis. Plerique operam tna- 
vant uti delegati ab Ordinario vel Consiliarii in Actione Catholica. Fere 
omnes uti moderatores, consiliarii, cappellani in coetibus fidelium, 
sive religiosae, sive civilis, sive militaris indolis. 

Quapropter Capitulum orator a S. V. vehementer expostulat dis- 
pensationem a servitio chorali post meridiem, exceptis tamen diebus 
non ferialibus, Hebdomada Sancta et duplicibus primae elassis ac festis. 
suppressis, ut commodius et utilius memoratis muneribus attendere 
possint. Et Deus... 

Sacra Congregatio Concilii, attenta Episcopi G. commendatione, 
Eidem benigne committit ut, pro suo arbitrio et conscientia, gratiany 
reductionis ac moderalionis servitii choralis iuxta preces, per trien— 
nium, impertiatur... 


2) Beatissime Pater, 

Capitulum Metropolitanum..., in Hispania, ad pedes S. V. provo- 
lutum, ea quae sequuntur humiliter exponit: 

Maxima huius Ecclesiae Canonicorum ac Beneficiariorum pars ob 
magnam penuriam Sacerdotum, ministeriis ecclesiasticis et laboribus. 
incumbit non solum in Curia, in Seminario atque pro Actione Catho- 
lica, verum etiam in Universitate Civili in gymnasiis aliisque institu- 
tionibus tum ecclesiasticis tum civilibus, neenon in paroeciis, verbum 
divinum praedicando et religiosarum «confessiones excipiendo. 

Adest insuper, difficilis temporum aeconomica conditio, quae om- 
nibus capitularibus attigit et ad alia munera obeunda cogit ut vitae 
necessitatibus providere possint. 

Ob civitatis demum incrementum, aliqui beneficiarii longe ab 
Ecclesia Cathedrali habitant. 

Quae cum ita sint, Capitulum orator a S. V. dispensationem a choro 
vespertino expostulat, pro totius anni mensibus. 

Sacra Congregatio Concilii, attenta commendatione Archiepiscopi... 
Eidem benigne committit ut pro suo arbitrio et conscientia gratiam. 
iuxta preces ad triennium impertiatur, exceptis tamen sollemnitati- 
bus in C. 306 C. J. C. relatis..." 


Pero esta solución no puede aplicarse a todos los Cabildos. Por varias 
razomes. Porque tal vez algün Capitular, fiel a la tradición y a "ese ser 
escrupulosamente observante de sus deberes" de que usted hablaba, no presta. 
fácilmente su voto para la petición de la dispensa (más de un caso conozco); 
o porque los Capitulares "taliter onerati" son los menos. Y no sería razo- 
nable pedir una dispensa general para todo el Cabildo, cuando la mayor 


— 488 = 


NORMAS PRACTICAS SOBRE EL "STYLUS" 


parte iba a quedar libre. Ni sería justo tampoco, Y más cuando la legislación 
de la Iglesia es tan seria en este punto. 

Para casos semejantes, a un sefior Obispo se le ocurrió una magnífica 
solución, que la Sagrada Congregación del Concilio aprobó en rescripto 
número 5703 del año en curso. La petición venía redactada en estos tér- 
minos: 


“Beatissime Pater, 

Ordinarius..., in Hispania, ad pedes S. V. humiliter provolutus, 
exponit: 

Ob Sacerdotum inopiam, aliqui Canonici seu Beneficiarii, vel ani- 
marum curam exercere debent, vel Actioni Catholicae in hac civitate 
operam praestare. Quapropter Ordinarius orator, facultatem a $. V. 
expostulat dispensandi praedietos Capitulares a servitio chorali die- 
bus quibus illi curam animarum exercent, vel muneribus Actionis Ca- 
tholicae attendunt, amissis distributionibus inter praesentes tantum". 


Y ]a Congregación contestaba así: 


Sacra Congregatio Concilii, attentis expositis ab Ordinario... Eidem 
benigne facultatem in omnibus tribuit iuxta preces, dummodo nihil 
Obstet ex parte Capituli Cathedralis. Praesentibus valituris ad trien- 
nium. 


Me alegraría, mi querido D. S., que en cualquiera de estos rescriptos 
encontrara su sefior Obispo la solución que va buscando. Si alguna vez 
se le ocurriese a Su Excelencia, concebida en términos parecidos, tal vez 
tenga semejante acogida en la Congregación del Concilio. 


Juan SANCHEZ, Pbro. 


Vicerrector del Colegio Español de Roma 
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LITERATURA JURIDICO-CANONICA EN EL AÑO 1954 


A) DE LAS PERSONAS 


Forum externum et forum internum 


^ 


Bajo este epigrafe publica el P. BENDER un artículo en la revista 
"Ephemerides Iuris Canonici" (1), del cual damos a continuación el si- 
guiente resumen. 

La distinción entre fuero externo y fuero interno, conocidísima y 
aceptada en Derecho canónico, a los jurisperitos no eclesiásticos antójaseles 
contradictoria. Ello se debe a que en el Derecho civil semejante distinción 
es desconocida totalmente, no por defecto de la ciencia jurídica, sino por 
la misma naturaleza de la cosa, puesto que la vida jurídica civil no puede 
admitir más que el fuero externo o püblico. 

Mas no porque en el Derecho canónico se admita el fuero interno y su 
distinción del externo, debe ello hacerse sin las convenientes explicaciones, 
para no exponerse a incurrir en falsos conceptos acerca del sentido y al- 
cance de una y otro. 

A evitar semejantes peligros y a poner las cosas en claro se ordenan 
las observaciones de nuestro autor. 

La razón de admitir en Derecho canónico el fuero interno deriva de 
la naturaleza de la Iglesia, que es una sociedad sobrenatural, y su obra 
también lo es. 

El orden en el cual actúa el cristiano en cuanto tal, y la Iglesia como 
sociedad sobrenatural, es un orden divino. Mas no por eso deja de ser un 
orden social, o sea de esta vida, en la que los hombres conviven y mutua- 
mente se comunican. Por el hecho de ser un orden divino, su rector prin- 
cipal es Dios, que no sólo conoce las cosas püblicas, mas también las se- 
cretas, e intuye nuestros actos externos y los internos. Aún más, a El 


(1) D. BENDER, O. P.: «E. I. C.”, 10 (1954)7 9-27. 
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compete regir a los hombres tanto en las acciones püblicas como en las 
ocultas. 


Por consiguiente, en el orden social sobrenatural establecido y regido 
por Dios puede El comprender los actos de los fieles, ya públicos, ya ocul- 
tos, externos e internos. Para que los actos ocultos e internos queden com- 
prendidos dentro del orden social sobrenatural se requiere y basta que 
Dios así lo haya dispuesto y, en consecuencia, que a las personas a quienes 
ha constituído en su Iglesia con potestad espritual les haya conferido poder 
extensivo a los actos internos y ocultos, como efectivamente lo hizo, dando 
a la Iglesia facultad para imponer ayunos y abstinencias, y para absolver 
los pecados ocultos. 


Dios constituyó un orden sobrenatural y divino, que, respecto del fin 
sobrenatural, es instrumental. Este orden es social y, sin embargo, se ex- 
tiende a los actos humanos, aun los ocultos e internos, toda vez que Dios 
interviene como agente principal. 

El hecho de que las acciones ocultas e internas caigan bajo el orden 
social y jurídico sobrenatural, o sea, bajo la actividad jurídica de la Iglesia, 
explica el porqué puede darse fuero interno en Derecho canónico y la con- 
siguiente distinción entre el fuero externo y el fuero interno, a pesar de 
que en el Derecho civil no hay más que fuero externo. 


De lo anteriormente apuntado fluyen algunas consecuencias: 


1." El Derecho canónico es un Derecho verdadero, o sea, estricta y 
propiamente dicho. Eso no quita que debamos también admitir que es un 
Derecho swi generis, de índole particular. Esa índole particular, si bien 
por un lado no quita ni disminuye la “juridicidad” al Derecho canónico, 
por otro hace que se encuentren en él ciertos elementos que no hallamos ni 
podemos hallar en el Derecho civil. 


En primer lugar, el Derecho canónico se halla en el orden sobrenatural, 
y, por ende, pertenece al orden teológico, no al orden puramente filosófico. 
Lo cual no quiere decir que no tengan aplicación al Derecho canónico mu- 
chas de las cosas que se enseñan en filosofía, 

2. Incurren en un error los canonistas cuando, para probar que el 
Derecho canónico es verdadero Derecho, aducen como razón que el Dere- 
cho canónico rige la vida de la Iglesia externa y pública de una manera 
eficaz aplicando sanciones con potestad pública. En efecto, quienes alegan 
esa razón, O bien excluyen del Derecho canónico todas aquellas cosas que 
en el Codex se encuentran referentes al fuero interno, o presentan un ar- 
gumento que tiene un valor parcial tan sólo... 
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3.  Yerran los canonistas que, al establecer la diferencia entre el orden 
jurídico y el orden moral, afirman que dichos dos órdenes se distinguen 
y oponen entre sí, como un orden externo y un orden interno o de la con- 
ciencia... Lo cierto es que dichos dos órdenes se oponen como la parte 
y el todo. El orden jurídico es una parte del orden moral. 

La distinción del fuero eclesiástico en externo e interno es una distin- 
ción merced a la cual la parte del orden jurídico que constituye el fuero 
eclesiástico se subdivide en otras dos partes. 

En Derecho canónico muchos actos internos y ocultos pertenecen al 
orden jurídico, aunque no siempre de la misma forma ni con igual ampli- 
tud que los actos externos y püblicos. 

El criterio para distinguir ambos fueros nos lo proporciona el. modo 
diverso de realizarse los actos. Un acto puede verificarse de forma que se 
pueda probar jurídicamente, y otro de suerte que no pueda probarse jurídi- 
camente. La prueba jurídica es aquella que de suyo es idónea para conven- 
cer a cualquier varón prudente de la verdad del hecho. Siempre que un 
acto jurídico haya sido realizado de manera que se pueda probar con prueba 
juridica, su realización ha tenido lugar en el fuero externo. En el caso 
contrario hase realizado en el fuero interno. 

Hablando en sentido estricto no se dan actos que hayan sido puestos en 
el fuero externo ünicamente. A decir verdad, los actos se distinguen en: 
actos puestos en el solo fuero interno, y en actos puestos en ambos fueros. 
Todas las cosas que atañen al fuero eclesiástico pertenecen al fuero inter- 
no; ya que todas ellas dicen orden a la vida que se rige por la conciencia 
o ciencia privada, Pero algunas pertenecen además a aquella parte del fuero 
eclesiástico cuya norma es la ciencia püblica, es decir, la que se apoya en 
pruebas jurídicas o en elementos que pueden llegar al conocimiento de to- 
dos, y convencerlos de la verdad de los hechos. Por donde, el fuero interno 
y el fuero externo más bien se relacionan entre sí como el todo y la parte. 
Los actos pertenecen o bien al solo fuero interno, o al interno y externo 
juntamente. De ahí que la convalidación de un acto verificada püblicamen- 
te o en el fuero externo y la convalidación oculta o en el fuero interno 
coinciden en que ambos actos por su naturaleza surten efectos jurídicos 
tocante al fuero interno de la conciencia. Tratándose del matrimonio, ambas 
convalidaciones dan por resultado que los cónyuges puedan en conciencia 
hacer uso lícitamente de los derechos matrimoniales. La diferencia consiste 
en que merced a la primera pueden además conducirse püblicamente como 
casados, sin que nadie se lo pueda impedir, no así en virtud de la segunda. 
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Por consiguiente, la diferencia no atañe a los efectos relativos al fuero 
interno, sino sólo a los efectos del fuero externo. 


* k x 


El error común en la asistencia delegada al matrimonio 


En orden a la respuesta de la Comisión Intérprete, con fecha 26 de 
marzo de 1952, expone el P. IRIBARNE, en la revista “Estudios”, de los 
Mercedarios (2), los puntos siguientes: 1. Estado de la cuestión; 11. Rela- 
ción entre bien común y error común; III. Error común; IV. Error común 
en la asistencia delegada a un matrimonio; V. Argumentos extrínsecos; 


VI. Dificultades. 


Acerca del primer punto el autor advierte que la Comisión, al contestar 
“afirmativamente a la duda sobre si lo establecido en el canon 209 debe 
aplicarse al sacerdote que, careciendo de delegación, asiste a un matrimonio, 
no se propuso si el referido canon se ha de aplicar a la asistencia al matri- 
monio, antes bien, si se ha de aplicar en el caso del sacerdote que, care- 
ciendo de delegación, asiste al matrimonio. Pero evidentemente la segunda 
duda contiene implícitamente a la primera, y la respuesta afirmativa reci- 
bida se extiende igualmente a ésta. 

En cuanto a si la Iglesia suple la potestad delegada, contestan los auto- 
res distinguiendo entre la potestad delegada general, cual puede concederse 
en virtud del canon 1.096, $ 1, a los vicarios cooperadores para que asistan 
a cualquier matrimonio dentro de sus territorios, y la potestad delegada 
particular que, en virtud del canon 1.095, $ 2, pueden conceder el párroco 
y el Ordinario del lugar a un sacerdote determinado para un matrimonio 
determinado. 

Respecto a la delegación general, ha sido y es doctrina común: moral- 
mente cierta que la Iglesia suple. La Comisión no ha hecho más que con- 
firmarla. La dificultad asoma respecto a la delegación particular. ¿La ha 
resuelto la Respuesta auténtica que comentamos? 


“Hoc opus, hic labor est.” 


Relación entre bien común y error común 


Puesto que la Comisión Intérprete se ha expresado en términos ilimi- 
tados, mientras no aparezca otra cosa por el contexto, en la locución de- 


(2) P. RAMÓN IRIBARNE, O. de M.: “Estudios”, 10 (1954), 367-383. 
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legatione carens, se ha de entender tanto la delegación general como la 
particular. La duda versaba respecto de esta última, según dejamos in- 
dicado. 

A nuestro juicio, la exclusión del delegado particular puede aparecer 
de la imposibilidad de verificarse el error comün en la asistencia a un ma- 
trimonio determinado. Pues si no se diera en verdad tal error (que en 
nuestra opinión se da), la Iglesia no supliría, Por ello estimamos cuestión 
clave de la dificultad la verificación o no verificación del error común. 

Improcedente, por tanto, nos parece pretender solucionar la dificultad 
metiendo de por medio el bien común como norma reguladora del error 
común, según había hecho algún autor antes de la mencionada respuesta de 
la Comisión, y lo siguen haciendo otros después, confundiendo la razón de 
la ley con la ley misma. 

Dichos autores entendieron el bien común en sentido cuantitativo. Y 
sobre esta falsa base argumentaban : siendo objeto de la ley velar, en aten 
ción al bien público, por la potestad, real o virtual, pero ineficazmente 
ejercida sobre muchos, se sigue que en la delegación para un solo matri- 
monio, no llegando los damnificados, mi real ni virtualmente, al número 
objeto de la ley, se hace inaplicable la suplencia en tales casos. Estos auto- 
res transfirieron al bien común el concepto cuantitativo que es propio del 
error común. 

Hoy, por el contrario, se insiste en el concepto cualitativo del bien co- 
mún, que, en nuestro caso, consiste en el carácter social y, por ende, pú- 
blico del matrimonio. Este, en efecto, es una institución eminentemente 
social que interesa al bien social o común de la Iglesia no sólo en su aspecto 
genérico, sino también en cuanto contraído por alguno de sus miembros, 
porque de este matrimonio individual siempre deben derivarse bienes para 
la sociedad y con frecuencia se siguen positivos males. 

Esta nueva concepción del bien público y su referencia al matrimonio 
nos parece se impone...; pero no hay que exagerarla, como si la Iglesia 
quisiera suplir en todos los casos en que el interés püblico ande por medio. 
Primero, porque es tan sólo la razón de una ley; segundo, porque la Iglesia 
sólo suple cuando el bien püblico se encuentra en contingencias por ella 
expresamente determinadas, v. gr., en casos de error común. 

Por todo lo cual, más correctamente proceden otros canonistas, quienes 
toman distinto camino y afirman o niegan la suplencia, segün se verifique 
o no el error común en la asistencia delegada a un matrimonio. 
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Error común 


Acerca de este punto expone el autor las nociones corrientes de error 
común real o de hecho, y virtual o de derecho, y acepta la suficiencia de 
este último para que la Iglesia supla la jurisdicción, entendido el error co- 
mún virtual en el sentido tradicional, pues rechaza la nueva doctrina por 
algunos excogitada que amplía enormemente el ámbito del error común 
virtual haciéndolo derivar del carácter público de la potestad, en cuyo caso 
habríamos de admitir la suplencia en concomitancia con el error privado. 

Sin embargo, termina con esta salvedad: Esta nueva concepción, criti- 
cable in ture condito, quizá pueda significar un avance im iure condendo. 


Error comin en la asistencia delegada a un ynatrimono 


No pocos y graves autores recelan en admitir el error comün en la de- 
legación particular. Cuéntanse entre ellos: CAPPELLO, BIDAGOR, VER- 
MEERSCH, los cuales encuentran una diferencia muy marcada entre el sa- 
cramento de la penitencia y el del matrimonio, en lo que atañe a suplir la 
jurisdicción; ya que, segün ellos, así como a un sacerdote que, sin licen- 
cias, se sienta en el confesonario colocado en una iglesia, pueden acudir 
muchos fieles que no recibirían la absolución, si la Iglesia no supliera la 
necesaria jurisdicción; en cambio, tratándose de la asistencia a un matri- 
monio determinado, el daño lo experimentarian únicamente las dos perso- 
nas que intentan contraer matrimonio, toda vez que los demás asistentes 
al acto no es fácil que pretendan contraerlo en aquel momento. 

Mas siendo una cuestión de hecho la que hay que ponderar—según ad- 
mite el mismo CAPPELLO—, ¿no se podría adaptar con ligeros retoques el 
caso descrito del confesor y derivarlo a la asistencia matrimonial? Supon- 
gamos al sacerdote no ya en el confesonario, sino en las gradas del altar, 
revestido de los ornamentos prescritos para asistir al matrimonio; agregue- 
mos, entre los muchos detalles que presenta la asistencia a una boda, el 
especial ornato del templo y la noticia que tienen los novios de que otro 
sacerdote que su párroco, y a quien quizá no conocen, ha de recibir el con- 
sentimiento matrimonial. Se pregunta: ¿acaso mo se reproduce y verifica 
también aquel conjunto de circunstancias que inducirían a los contrayentes 
y público presente a creer que dicho sacerdote tiene potestad o licencia para 
asistir al matrimonio? ¿En qué difieren sustancialmente las circunstancias 
concurrentes en la administración de la confesión de las concurrentes en 
la asistencia delegada al matrimonio, para que en esta última se niegue la 
verificación del error común? ¿Qué fiel dudaría de la habilitación del 
sacerdote en el caso propuesto? 


405) 
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La analogía, evidentemente, no se puede negar. De consiguiente, tam- 
poco sus consecuencias jurídicas. Lo que pasa es que los autores han que- 
rido encontrar la verificación del error comün no en la misma asistencia 
al matrimonio, sino en los preliminares de éste. 

La admisión del error comün en la asistencia a un matrimonio deter- 
minado, cuya analogía con la administración de la penitencia hemos puesto 
de relieve, se hace más evidente aün si se recuerdan los siguientes puntos 
doctrinales: 1) que la razón de la ley no interviene en la práctica de la ley; 
2) que el bien común no consiste necesariamente en una pluralidad de per- 
sonas; 3) que una y misma es la noción sobre el error común virtual apli- 
cable a la absolución de los pecados y a la asistencia del matrimonio; 4) que 
basta que la causa o fundamento del error sea público por su naturaleza y 
no por el número de las personas que lo conozcan; 5) que no se requiere que 
exista el peligro de que acudan éstas al sacerdote; 6) ni tampoco que de 
hecho acudan. 

En conclusión: en nuestra opinión, el error común virtual en los casos 
de delegación particular puede ocurrir no difficulter, vix aut ne vix, non 
facile—según afirman los partidarios de la opinión contraria—, sino con 
facilidad. 


Argumentos extrinsecos 


La doctrina que defiende la suplencia de la jurisdicción delegada para 
un matrimonio determinado se apoya en antecedentes legales, tomados del 
Derecho romano y de las Decretales. 

Tampoco carece en la actualidad del apoyo de la autoridad extrínseca, 
pues son varios los autores que la defienden. Por consiguiente, aun cuando 
la Iglesia, en el caso que nos ocupa, no supliera*la jurisdicción en virtud 
del error comün, la supliría en virtud de la duda positiva y probable, que 
es el otro motivo apuntado en el canon 209. 


Dificultades 


A la doctrina expuesta suele objetarse que si la Iglesia supliese aun en 
un caso aislado, quedaría prácticamente anulado el canon 1.094. 

Respondemos: la doctrina del error virtual, que tan fácilmente se acep- 
ta en orden a la absolución de los pecados, ¿destruyó acaso la gravísima 
ley (cans, 872; 874, $ 1) que exige para la validez de la absolución la de- 
legación recibida del Ordinario local? ¿Por qué, entonces, ha de creerse que 
destruirá la ley que regula la asistencia matrimonial? 


E e 
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Conclusión 


De todo lo dicho podemos concluir que el sentido de la mencionada 
Respuesta auténtica es el siguiente: en el error común, actual o virtual, la 
Iglesia suple, así en el fuero externo como interno, en el caso del sacerdote 
que sin delegación general o particular asiste al matrimonio. 


x x x 


El derecho de representación 


Sobre esta cuestión estudia el P. CABREROs los puntos siguientes en la 
nueva revista “Salmanticensis” (3): I. Posición histórica y planteamiento 
idel problema; II. Concepto de representación; 111. Elementos personales, 
reales y formales; IV. Título y base de la representación; V. Extinción del 
derecho de representación; VI. Casos de representación legal y voluntaria 
en el Código de Derecho Canónico. 

El autor, en los cinco primeros apartados, expone, en lineas generales, 
la doctrina sobre el derecho de representación adaptada al carácter particu- 
lar del Derecho canónico. En el apartado sexto enumera y clasifica las fi- 
guras principales del derecho de representación en el Codex, a saber: 
a) El Vicario; b) Delegado; c) Procurador; d) Los padres y el tutor o el 
curador; e) Representantes de las personas jurídicas o morales; f) El pa- 
drino; g) El ejecutor de un rescripto; h) Los compromisarios electorales. 

Como colofón de este apartado y de todo el estudio figuran estas pa- 
labras: "Hay, sin duda, otros casos de representación legal o voluntaria, 
pero estos que hemos enumerado son los principales y son, por otra parte, 
suficientes para dar idea de todo el alcance que la institución de la repre- 
sentación jurídica tiene en Derecho canónico y del estudio atento que me- 
rece ya en general, ya en cada una de sus diversas manifestaciones." 


x 
* 
* 


Distribuciones corales, cuando se suprime el coro por las tardes 


En varias catedrales de Espafa—no sabemos si también del extran- 
jero—, debido a que los capitulares en su mayor parte desempeñan clases 
en el Seminario y diversos cargos en la Curia diocesana, concedió la Santa 
Sede dispensa del coro por la tarde. Al poner en práctica la dispensa, algu- 


(3) P. MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F.: “Salmanticensis”, 1 (1954), 72-86. 
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nos capitulares plantearon la cuestión sobre si las distribuciones correspon- 
dientes a las horas canónicas de la tarde debían acumularse a la gruesa, 
o sólo tenían derecho a percibirlas quienes asistieran al oficio de la mañana. 

E] P. REGATILLO se ocupó de ello en “Sal Terrae" (4) examinando las 
razones alegadas en favor de cada una de tales opiniones, e indicando la 
solución que estima preferible. 

Los partidarios de la primera opinión argüían que: 1) Suprimido el 
coro vespertino, deben quedar suprimidas las distribuciones de las horas 
vespertinas, pues no hay lugar a diligentes y negligentes en cuanto a esas 
horas. 2) El P. REGATILLO, en su obra Casos de Derecho Canónico, tomo 1, 
número 136, resolvió que en los Cabildos donde por privilegio sólo tienen 
coro dos dias a la semana, los capitulares, en los días en que no hay coro, 
deben percibir los frutos y las distribuciones cotidianas, lo mismo que si 
asistiesen a coro. 

Los partidarios de la segunda tendencia alegaban: 1) La ley de la asis- 
tencia a coro (can. 414), y la que ordena las distribuciones (can. 395), son 
distintas e independientes. Por tanto, la dispensa de la una no lleva consigo 
la dispensa de la otra, mientras así no se exprese. 2) La dispensa es strictae 
interpretationis (can. 85), y en nuestro caso nada se dice de las distribucio- 
nes. Por tanto, no quedan dispensadas o concedidas las de la tarde a los que 
no asistan por la mañana. 3) Si se suprimiesen las de la tarde, perdería 
mucho de su eficacia la ley; pues reducidas a la mitad las distribuciones 
verisimiliter contemnerentur, que es lo que quiso evitar el legislador 
(eit, Can. 20%, 3 1). 


¿Cuál de las dos sentencias debe prevalecer? 


Ambas tienen en su favor fuertes argumentos, contesta el P, REGA- 
TILLO. 

Si se atiende—añade—a la mente del legislador al instituir las distri- 
buciones, nos parecería más conforme a ella la segunda tendencia. 

Entre otras razones, aduce para probar su aserto lo del canon 395, $ 1; 
2) las distribuciones están destinadas a premiar la asistencia a las horas de 
coro que existan. Es así que en el caso no existen más que las matutinas. 
Luego todas han de acumularse al coro de la mañana, 

A los argumentos de la primera sentencia—agrega—pudiera respon- 
derse: 1) Cierto que suprimido el coro vespertino no hay lugar a diligentes 
y negligentes en cuanto a las horas vespertinas; pero si queda lugar a es- 


(4) P. E. REGATILLO, S. I.: “S. T.”, 42 (1954), 234-238. 
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timular más la asistencia a las horas de la maíiana, ünicas que quedan; 
y ese estímulo es precisamente el fin de las distribuciones; por lo cual 
parece debieran acumularse a las de la maííana. 2) Ni nos hace fuerza lo 
que escribimos en la obra citada. El caso es muy distinto del actual. 


Pero no tenemos criterio cerrado en esta cuestión. Aunque atendiendo 
al fin de las distribuciones pueda parecernos más conforme a la mente de 
la ley que se acumulen las distribuciones vespertinas a las matutinas, sin 
embargo reconocemos que la razón de equidad tiene gran fuerza en contrario. 


o 


1. En efecto, ese privilegio de suprimir el coro por la tarde, si bien 
favorece a todos los capitulares, librándolos de la carga vespertina, perju- 
dica a los que no pueden asistir por la mañana, y asistirían por la tarde, 
si hubiese coro. 


o 


2.” Algunos alegan esta otra razón: Por ficción de derecho se consi- 
deran presentes a coro, y ganan las distribuciones, los impedidos de asistir 
- por enfermedad u otro impedimento físico (can. 420, $ 1, n. 5). Ahora 
bien, no habiendo coro por la tarde, todos están físicamente impedidos de 
asistir a él. Luego deben todos percibir las distribuciones de las horas ves- 
pertinas. 

Esta razón nos parece un tanto ilusoria: el citado canon supone que 
hay coro, y establece esa ficción del derecho en favor de los que no pueden 
asistir a él por impedimento físico. 

Los Cabildos españoles que han obtenido la supresión del coro por la 
tarde: unos han adoptado el sistema de la acumulación; otros la no acu- 
mulación; otros han adoptado un sistema intermedio: acumulando las dis- 
tribuciones cuando se trata de los capitulares a quienes los cánones 420 y 


421 conceden excusa de coro, negando todas las distribuciones a todos los 
demás que no asistan a coro por la mañana. 


Ponderadas las razones en pro y en contra, nos pronunciaríamos por 
el sistema intermedio, ampliándolo un tanto, a saber: que ganasen las dis- 
tribuciones vespertinas: a) los que asistan al coro de la mañana; b) los 
que no asistan, excusados por el canon 420; c) los dispensados por la San- 
ta Sede con derecho a distribuciones; d) los excusados por el canon 421 
para todo el día, o para las horas en que estén ocupados en sus cargos, si 
están ocupados por la mañana; e) otros dispensados por la Santa Sede 


por razón de algün cargo que el Prelado les encomiende, siempre que ten- 
gan que ejercerle por la mañana. 
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Visita de turistas a las Catedrales y otros lugares sagrados 


A propósito de tales visitas examina el señor ARIÑO, en la revista 
"Resurrexit" (5), el caso siguiente: El Cabildo Catedral ha organizado la 
visita de los turistas a la Catedral; esta organización ha supuesto tener 
dos dependientes encargados de enseñar los objetos a los turistas; se ha 
señalado una cuota por la visita de los mismos y se ha puesto a un Capitu- 
lar como inspector de estos servicios. 


El Cabildo ha acordado distribuir los fondos recaudados del turismo 
en la forma siguiente: 25 por 100 para la Fábrica de la Catedral; 25 por 
100 para dotación de los empleados, y el 50 por 100, descontados los gas- 
tos de material (billetaje, etc.), para mesa capitular; estos fondos de mesa 
capitular ha acordado distribuirlos poniendo distribuciones en determina- 
dos días, para praniar la asistencia a Coro. Al tratar de llevar a efecto 
este acuerdo, un señor Beneficiado ha sugerido la duda de que estos fondos 
del turismo pertenecen íntegros a la Fábrica y, por tanto, si se distribuyen 
en la forma propuesta, se incurre en las penas señaladas en el canon 2.346. 


Antes de resolver el caso nuestro autor se fija en los bienes del Cabil- 
do y en los bienes de la Iglesia o llamados de Fábrica, y luego formula 
estas conclusiones: 


a 


I' No procede, según derecho, distribuir los fondos recabados de 
turismo en la forma acordada, por tratarse de frutos de bienes no propios, 
los cuales, además de pertenecer al propietario de los bienes raíces, tienen: 
señalado un fin concreto. 


2. Puede el Cabildo percibir en concepto de derechos de administra- 
ción de los bienes de Fábrica una módica retribución, que no será la del 
50 por 100, aun después de satisfacer los gastos de la misma, 


3. Puede igualmente el Cabildo hacer efectiva dicha distribución en- 
tre los capitulares en la forma que creyere más conveniente, como bienes 
que son propios. Se apunta el inconveniente de hacerlo en la forma acor- 
dada de remunerar la asistencia a coro en determinados días, como dis- 
tribución mter praesentes. 


4. En todo este asunto debe entender el Prelado diocesano, por ser 
parte imprescindible en la administración de los bienes llamados de Fá- 
brica de la Catedral. 


(5) ANTONIO ARIÑO ALAFONT: “Resurrexit”, 14 (1954), 197-200. 
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Esta solución no satisfizo al señor DE Las Heras, el cual, en la mis- 
ma revista (6), rebatió los argumentos alegados por el señor ARIÑO, y, 
entre otras cosas, dice: “Consideramos propiedad del Cabildo los ingresos 
percibidos con motivo de las visitas del turismo a lugares u objetos de la 
Iglesia, aunque éstos sean propiedad de la Fábrica." 

Poco después afiade: "Podemos afirmar que si tales ingresos no pue- 
den ser considerados bienes de Fábrica y sí beneficiales, entre éstos deben 
incluirse y dedicarlos al sustento de los beneficiarios, máxime cuando la 
dotación es incongrua, como actualmente." 

Finalmente cierra su estudio con esta CONCLUSIÓN : 


A) No son bienes de Fábrica los ingresos del turismo en catedrales 
u otros lugares sagrados. 


B) Son bienes propiedad del Cabildo, quien, por tanto, puede admi- 


nistrar como quiera. 


C) Se debe dar participación a la Fábrica de la iglesia, como se hace 
en casos semejantes. 


D) Para destinar estos bienes a otros fines que los del sustento de 
los beneficiarios debe hacerse a tenor del canon 101, $ I, número 2.': 
Quod omnes uti singulos tangit, ab omnibus probari debet. 


* ok ok 


Los Institutos seculares 


Con este epígrafe publica el P. PUERTO, en “Ilustración del Clero” (7), 
un articulo distribuido en los siguientes apartados: Documentos pontificios 
referentes a los Institutos seculares, Un poco de historia. Definición y 
características de los Institutos seculares. Clases de miembros de los Ins- 
titutos seculares. Institutos seculares y vida religiosa. Los Institutos secu- 
lares y las Asociaciones, Acción Católica, etc. Transformación de las Aso- 
ciaciones en Institutos seculares. 

Toda Asociación piadosa 


consigna en el último apartado—con ga- 
rantía de solidez en su existencia y que reúna las condiciones exigidas para 
ios Institutos seculares “debe” pedir su transformación en los mismos. Así 
lo establece Pío XII en su Motu proprio Primo feliciter. 

Muchas han sido, en efecto, las solicitudes de transformación recibidas 
en la Sagrada Congregación de Religiosos... Hasta noviembre de 1950 


(6) DE Las HERAS Y JIMÉNEZ Zazo: “Resurrexit”, 14 (1954), 226-298. 
(7) P. GERMÁN PUERTO, C. M. F.: "I. C.", 47 (1954), 406-419. 
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habían pedido el "Nihil obstat" para erigirse en Institutos seculares 113 
Asociaciones piadosas, de las que 30 habían recibido respuesta afirmativa. 

Existen Institutos seculares en 18 países; cinco han sido aprobados 
definitivamente como de derecho pontificio, a saber: Opus Dei (15 junio 
1950); Institución Teresiana (29 junio 1951); Operarios Diocesanos (27 
noviembre 1951); Sociedad del Sagrado Corazón de París (10 diciembre 
1951); Las Misioneras de la Realeza de Nuestro Sefior Jesucristo (7 ju- 
lio 1953). Han conseguido el decreto de alabanza, cuatro; treinta han sido 
erigidas como de derecho diocesano, con el “Nihil obstat" de la Sagrada. 
Congregación. 

El total de solicitudes presentadas y estudiadas hasta la fecha se eleva 
a 130, de las que 30 son de Asociaciones de varones, y de ellas, 12 cle- 
ricales; las 100 restantes son de mujeres. 


B) DE Las cosas 


De iuridica natura impedimenti consanguinitatis in theologia et in ture’ 
canonico a S. Petro Damiano usque ad Decretales Gregorii IX (cáno-- 
nes 1.063-1.234). 

Así reza el epigrafe de un artículo publicado en la revista " Ephemeri-- 
des Theologicae Lovanienses" (8) por M. VERBAARSCHOT, cuyo objeto es 
investigar en virtud de qué derecho impide la consanguinidad el matrimo- 
nio segün los primeros escolásticos, los Decretistas y los primeros Decreta- 
listas; y además, cuál ha sido la aplicación de esta doctrina tocante al ma- 
trimonio de los infieles convertidos a la fe. 

Para lograr su intento distribuye el autor su trabajo de esta forma: 


I. Doctrina apud priores Scholasticos. 

1. Ratio impedimenti consanguinitatis. 2. Doctrina circa naturam 
iuridicam impedimenti consanguinitatis. 

II. Evolutio doctrinae apud Gratianum et Decretistas atque priores 
Decretalistas (1140-1234). 

I. De ratione impedimenti consanguinitatis. a) Causa mysterii et di- 
latandae caritatis; b) Ratio moralis honestatis; c) Ratio eugenetica. 

2. Natura iuridica impedimenti. Decretistae: a) De linea recta; b) De 
linea collaterali. 

TIT. raxis pastoralis circa enatrimomia consanguineorum ante con— 
versionem celebrata. 


a 
7-739. 


(8) M. VERBAARSCHOT, S. V. D.: “E. T. L.", 30 (1954), 69 
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1. De doctrina et praxi usque ad Decretalem "Interrogatum" Clemen- 
tis III (can. 1.190). 

2. Decretales Clementis III et Innocentii III. 

3. Interpretatio Decretalium apud Decretistas et Decretalistas. 


Conclusio. En ella resume la doctrina expuesta, que se puede reducir 
a las siguientes proposiciones: 

1. Razones del impedimento.—Los primeros Escolásticos y los De- 
cretistas se fijan primariamente en el fundamento social del impedimento. 
Después la razón de difundir la caridad se invocó como causa principal del 
impedimento. Por SAN ANSELMO y otros autores fué considerada como el 
ünico motivo de la prohibición. 

La razón de la honestidad, que en el Derecho romano y en la edad pa- 
trística se urgía principalmente, también era alegada por muchos autores 
escolásticos. 

Los Decretistas, fieles a GRACIANO, aparte la razón de caridad, ale- 
gaban también la causa mística del impedimento, aduciendo el ejemplo de 
JESUCRISTO, que, abandonando a los judíos, fundó la Iglesia entre los gen- 
tiles, en virtud de lo cual tomó esposa de gente extrafia, por cuyo motivo 
los cristianos no deben casarse con consanguineas. 

La razón eugenética parece haber sido totalmente ignorada por los 
autores escolásticos. 


2. Naturaleza jurídica del impedimento.—Por lo que atañe a la línea 
recta, SAN PEDRO DAMIANO y SAN Ivo CARNUTENSE enseñan que el im- 
pedimento de consanguinidad se extiende hasta el infinito por derecho na- 
tural. Esta doctrina, tomada del Derecho romano, fué abandonada por 
casi todos los teólogos a partir del siglo XII. 

En la línea colateral, no aparece claro en SAN PEDRO DAMIANO y en 
SAN ANSELMO en virtud de qué derecho se prohibe el matrimonio. 

3. La práctica pastoral era sumamente rígida. San Ivo CARNUTENSE 
y Huco DE SAN VÍCTOR enseñaban que no podía tolerarse ningún matri- 
monio de consanguinidad entre cristianos, y estimaban que el contraído 
por los infieles debía disolverse una vez convertidos. 


Era grande la diversidad de opiniones entre los autores acerca de este 
punto, lo cual ocasionaba bastante confusión e incertidumbre, 
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Intentio contrahendi et intentio sese obligandi 


Sobre este tema desarrolla los puntos siguientes E. GRAZIANI, en la 
revista "Ephemerides Iuris Canonici" (9): r. Volizione e volontà norma- 
tiva.—2. Volontarismo e positivismo (Foro interno e foro esterno).— 
3. L'intento giuridico.—4. Il consenso naturalmente sufficiente. Consenso 
e forma. Consenso e capacitá.—5. Scindibilità de la volontà normativa dalla 
volizione. 

Es un estudio interesante donde se encuentra una exposición de los cá- 
nones 1.081, 1.082 y 1.086, relativos al consentimiento matrimonial. 


E 


De potestate marital 


Ocúpase de esta materia el P. Risk en “Periodicá de re morali, cano- 
nica, liturgica” (10), examinando estos tres puntos: 1) fundamentum na- 
turale subordinationis uxoris; 2) Sacrae Scripturae positiva doctrina; 
3) oracula pontificia et ius Codicis. 

A ellos sigue un Commentarium breve in quaestionem propositam, 
donde prueba que el marido puede imponer preceptos a su esposa, quedan- 
do ésta obligada a cumplirlos, siempre que no la excuse alguna de las 
siguientes razones: a) amissio vel suspensio auctoritatis maritalis; b) inca- 
pacitas viri physica vel mentalis; c) praecepta quae bono domestico nocent ; 
d) defectus auctoritatis quoad materiam praeceptam. 

Finalmente prueba que el marido puede corregir a la esposa en forma 
medicinal, no vindicativa, toda vez que sólo a la potestad püblica compete 
imponer penas vindicativas. 


La separazione dei coniugi in Diritto canonico 


En la revista “Ephemerides Turis Canonici" (11) trata esta cuestión 
SABATTANI, distribuyéndola en siete apartados, a saber: r) Naturaleza e 
historia de la separación; 2) Separación consensual por un fin superior; 
3) Separación por causa de un cónyuge: a) perpetua, b) temporal; 4) Se- 
paración temporal "ad cautelam" impuesta por la autoridad; 5) Necesi- 


(9) ERMANO GRAZIANI: “E. I. C.”, 10 (1954), 28-61. 
(10) P. IAcoBUS Risk, S. I.: “Periodica”, 43 (1954), 
(11) AURELIO SABATTANI: “E. I. C.”, 10 (1954), 20% 
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dad de causa justa: diversidad del sistema civil; 6) Procedimiento; 7) Con- 
secuencias de la separación. 

Como se echa de ver por estos epígrafes, el estudio versa sobre la 
separación corporal de los cónyuges que regula el Codex en los cánones 
1.129-1.132, y, además, de la que pueden establecer aquéllos de común 
acuerdo, bien sea perpetua: para abrazar, uno o los dos, el estado religioso, 
o para recibir el marido las órdenes sagradas; bien temporal, para dedicar- 
se a la oración, a los estudios, etc. 


* kx 


La instrucción y la inquisición en el sacramento de la penitencia 


Con el intento de proporcionar unas normas concretas acerca de cómo 
deben conducirse los confesores en el ejercicio de su delicado ministerio, 
expone el Doctoral de Alcalá en “Resurrexit” (12) los siguientes puntos: 
I. Introducción.—II. Oficios del confesor.—III. La obligación inquisito- 
rial—IV. Reglas en orden a la realización de la interrogación penitencial. 
V. Los preceptos del Código.—VI. La inquisición del cómplice.—V II. Cues- 
tiones inútiles y meras consideraciones.— VIII. Consejos e instrucciones. 
IX. Las confesiones de mujeres.—X. Instrucción y educación de los sacer- 
dotes para este ministerio.—XI. Conclusión. 


x work 


Cremación de los restos de cadáveres destinados a la fosa común 


En la misma revista (13) contesta el citado autor a la siguiente Con- 
SULTA: Admitiendo, naturaknente, la doctrina y práctica de la Iglesia con- 
tra la cremación de los cadáveres, ¿condena también la Iglesia esta crema- 
ción cuando se hace tan sólo con los restos de los osarios, a fin de dejar 
espacio en los cementerios para nuevos cadáveres por falta de sitio? 

Antes de resolver la duda propuesta, examina los siguientes puntos: 
1, Notas históricas. 2. La cremación y el cristianismo. 3. Renacimiento de 
la cremación. 4. La cremación de los cadáveres en España. 5. Doctrina de 
la Iglesia antes del Código. 6. Disciplina vigente. 7. Motivos para prohi- 
bir la cremación. 8. Conclusión y respuesta. 

En el último apartado dice: Fuera de circunstancias extraordinarias, 
prohibe la Iglesia la cremación de los cadáveres, incluyendo también bajo: 


(12) DOROTEO FERNANDEZ Rutz: “Resurrexit”, 14 (1954), 305-308. 
(13) DOROTEO F. Ruiz: “Resurrexit”, 14 (1954), 315-318. 
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este nombre los huesos o reliquias. Así, surgieron en los cementerios los 
sarios o fosas comunes. 

Entre estas circunstancias extraordinarias, los autores nunca han co- 
locado la estrechez de lugar, que puede fácilmente ser superada con la am- 
pliación del cementerio o con la apertura de uno nuevo. 

La ünica solución, conforme a la tradición cristiana, sentimiento pia- 
doso de los pueblos y legislación eclesiástica para el caso propuesto es la 
erección de nuevo cementerio en lugar distante del caserío urbano, sin ago- 
bios de espacio y sin asfixia de sepulturas perpetuas. 


x K ox 


La enseñanza en el nuevo Concordato (español) 


Sobre un tema de tanta actualidad ha publicado el P. Lopos un ar- 
tículo en la revista “Estudios Eclesiásticos” (14), cuyo Sumario reza así: 


Introducción.—1. Importancia del tema.—2. Partes del estudio. 


I. El espíritu católico en la escuela.—3. Alcance del espíritu católico. 
4. Vigilancia del Ordinario y sus efectos en orden al material pedagógico 
y al catedrático. 

Il. La cátedra de Religión.—5. Su categoría académica; 6, Derecho 
comparado; 7, imperativo religioso, para el creyente; 8, exigencia de la 
cultura y del amor patrio, para todos.—9. El maestro en la escuela prima- 
ría estatal.—Los catedráticos en Centros oficiales, medios y superiores: 
IO, Suficiencia pedagógica; 11, nombramiento; 12, consideración acadé- 
mica; 13, remoción; 14, la persona; 15, preparación científica.—I6. El 
profesor en Centros no oficiales. —17. Programa y libro de texto. 

II. Cursos sistemáticos.—18. En la Universidad del Estado.—19. En 
la Universidad de la Iglesia. 

IV. Opinión pública y asistencia social.—20. El servicio de informa- 
ción pública.—Las obras de asistencia social. 

V. Centros docentes de la Iglesia.—Los sagrados: 22. Su dependen- 
cia exclusiva de la Iglesia; 23, efectos de los títulos académicos que con- 
fieren.—Los profanos: 24, derecho a fundarlos; 25, necesidad y conve- 
niencia de su ejercicio; 26, efectos civiles de sus estudios.—27. Colegios 


mayores. 


(14) P. FRANCISCO LODOS, 


S. T: "Est EA 98 (oe) 16232194; 
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Conclusión.—28. Síntesis y juicio valorativo de conjunto. 


El contenido de este ültimo nümero es como sigue: Recogiendo ahora 
las impresiones más salientes del itinerario, en la primera etapa veíamos 
el espíritu católico que ha de animar la escuela española y el alcance de la 
vigilancia que a este fin ha de ejercer el Magisterio eclesiástico. 

En la segunda, analizábamos las características de la enseñanza reli- 
giosa en todas las escuelas de España; que se impone, a los creyentes, en 
virtud de un imperativo de conciencia, y a todos, en nombre de la cultura 
y del amor patrios. 

Siguióse después el análsis de la norma concordataria que facilita a los. 
seglares el coronar su formación académica en ciencias eclesiásticas, bien 
organizándoles cursos sistemáticos en la Universidad del Estado, bien 
abriéndoles las aulas de la Universidad Pontificia. 

En cuarto lugar, enunciamos lo establecido acerca del adoctrinamien- 
to religioso en los servicios de información pública y en las obras de asis- 
tencia social. 

Y, por último, declarábamos los términos en que España reconoce y ga- 
rantiza a la Iglesia el libre ejercicio de su derecho a organizar y regir es- 
cuelas propias, de todos los órdenes y grados, de todas las ciencias, y aun 
para seglares. 

Al hacer esta exposición sistemática, fuimos enmarcándola en los prin- 
cipios del Derecho público cristiano, del Código de la Iglesia y de las esti- 
pulaciones concordatarias, antiguas y modernas, de todos los países. 

Si, como consecuencia del estudio, quisiéramos emitir un juicio valo- 
rativo de conjunto, diríamos que, en materia de ensefianza religiosa y de 
reconocimiento de los derechos docentes de la Iglesia, ningún Concordato 
supera ni aun iguala al español de 1953. El cual, “lejos de poner fronteras 
al desenvolvimiento de la ciencia y de la enseñanza en España, lo que busca 
[y consigue] es fomentar un enriquecimiento de la educación con la savia 
vital de la fe cristiana...", y franquearle a la Iglesia "las puertas de la 
sociedad española, singularmente por lo que toca a la formación de la ju- 
ventud”, según decía FRANCO en su Mensaje a las Cortes, el 24 de octubre 
de 1953. 


C) DE Los PROCESOS 


L'actio rescissoria nel Diritto canonico 


En la revista "Il Diritto Ecclesiastico" (15) expone G. OLIVERO dicho 
tema conforme al siguiente Sumario: 1. Rescissione e annullamento.— 


(15) GIUSEPPE OLIVERO: “Il D. E.”, 65 (1954), 181-195. 
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2. La rilevanza dell'atto guiridico rescindibile—3. La funzione dell'actio 
rescissoria: actio quod metus causa e doli —4. Actio ex errore.—5. La 
legittimazione passiva rispetto alla rescissione.—6. La legittimazione pas- 
siva del soggetto estraneo al contratto.—7. La legittimazione passiva nell 
azione ex errore—8. Rescissione e restituzione in intiero. 


D) DE LOS DELITOS Y PENAS 


De vi canonis 2.254, $ I, in ordine ad absolvendusn a peccatis ratione sus 
reservatis 


He aquí los términos en que se expresa este canon: “Em los casos más 
urgentes, esto es, cuando las censuras /atae sententiae no pueden obser- 
varse exteriormente sin peligro de escándalo grave o de infamia, o si le es 
duro al penitente permanecer en pecado mortal durante el tiempo necesa- 
rio para que el Superior competente provea, entonces cualquier confesor 
puede en el fuero sacramental absolver de dichas censuras, como quiera 
que estén reservadas, imponiendo bajo pena de reincidencia la obligación 
de recurrir en el plazo de un mes, al menos por carta o por medio del con- 
fesor, sin expresar el nombre, si puede recurrirse sin incomodidad grave, a 
la Sagrada Penitenciaría o al Obispo o a otro Superior que goce de facul- 
tades al efecto, y la obligación también de atenerse a sus mandatos”. 

A su vez, el canon 900 dispone que cesa toda reservación de los pecados 
por sí mismos reservados, entre otros casos, cuando, a juicio de confesor, 
no se puede pedir facultad al Superior legítimo sin incomodidad grave del 
penitente. 

Algunos autores: CAPPELLO, TEODORI, ROBERTI, FANFANI, etc., Opi- 
man que lo establecido en el canon 2.254, $ 1, de poder absolver cualquier 
confesor de las censuras reservadas cuando se den las circunstancias allí 
especificadas, se aplica también por analogía a lo del canon goo, 

Otros, en cambio, son de parecer contrario, y defienden que no hay lu- 
gar a tal analogía, sino que los pecados por sí mismos reservados se rigen, 
tocante a la absolución, únicamente por el canon 9oo. 

Cuéntanse entre estos últimos: loro, MERKELBACH, UBACH. i 

Se adhiere a ellos el P. ZaLBA en el artículo que, bajo el título arriba 
transcrito, publica en la revista “Periodica” (16), donde reproduce los tex-. 
tos de los autores mencionados en favor de cada una de las opiniones, y 
luego añade: “Controversia sic stante, potestme sine immodestia aliquid 
tanquam definitivum proferri m favorem alterutrius opinionis, ita ut alia 


(16) P. M. ZarBA, $. 1.: “Periodica de Re Morali, Canonica, Liturgica”, 43 (1954), 161-174. 
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possit ac debeat oblivioni amandari, saltem ut plane inutilis efficaciae ad 
finem cui vult consulere, sin minus probetur improbabilis ?"' 

Y a continuación añade: *Censemus, demonstrari posse extensionem fa- 
cultatis per can. 2.254, $ 1, concessae ad absolutionem censurarum in casi- 
bus urgentoribus, fieri ad peccata reservata minore rigore iuridico, et ideo 
recusandam utpote inutilem et minus benignam ad subveniendum incommo- 
dis." (Aquí faltan algunas palabras en el texto, lo que impide entender el 
pensamiento completo.) 

Los argumentos que luego aduce para probar su aserto, se pueden re- 
sumir asi: 

a) El Codex señala diversas normas tocante a la reservación de los 
«pecados y de las censuras, y en cuanto a la facultad de absolver de unos 
y otras; por ende, no hay lugar a la analogía, sino que a cada cual se ha 
«de aplicar lo establecido para cada uno. ` 

b) No se puede admitir que tenga hoy aplicación el decreto de la Sa- 
grada Penitenciaría, del año 1888, el cual comprendía también la absolu- 
ción de los pecados reservados sin censura; pues, con ser cierto que el 
Codex conserva la reservación de ambas especies, sin embargo, tocante a 
la absolución, en los casos urgentes, es diferente la disciplina establecida en 
æl canon goo y en el canon 2.254. 

c) No hay razón para interpretar con más rigor la "grave incomo- 
«didad del penitente” por esperar a que el confesor pida facultad al Supe- 
rior competente (can. 900, 2.”), y lo de que “le resulte duro permanecer en 
«pecado, mortal durante el tiempo necesario para que el Superior competente 
provea" (can. 2.254), mi, por tanto, para que sea menester aplicar la fa- 
cultad de este último canon a lo del canon goo. 

Y la dificultad aumenta si nos fijamos en que, al hacer dicha aplica- 
ción, se suprime, por autoridad privada, la obligación de recurrir luego al 
Superior competente intra mensem. 

En vista de todas esas razones, al P. ZALBA le parece que la opinión 
«contraria carece de probabilidad no sólo intrínseca, más también extrin- 
«seca, pues dice que "in rebus controversis in quibus hinc inde existunt 
«Opiniones inter auctores catholicos, probabilitas extrinseca tantum valet et 
tantum ab eius patronis sustinetur quantum argumenta in quibus fun- 
datur". 

Fr. Sabino ALONSO MORAN, O. P. 


Catedrático en la Facultad de Derecho Canónico 
de Salamanca 
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Il. RECENSIONES (1) 


LAS SENTENCIAS ROTALES DE 1945 (*) 


El volumen XXXVII de las Sentencias de la Sagrada Rota Romana, corres- 
pondientes al afio 1945, contiene ochenta y una sentencias, de las que sólo una 
—la LXXIX—es "Jurium", tratando las ochenta restantes de nulidad de ma- 
trimonio, nulidad que se aprecia en treinta y nueve y no se reconoce en las 
«demás. 


Distribuídas por capítulos, arrojan un total de 29 (veintinueve) por el ca- 
pítulo de vis et metus (13 en favor de la nulidad, 16 en eontra), 20 (veinte) por 
€zclusión de la prole (12 nul, 8 vál), 14 (catorce) por impotencia del varón 
(2 nul., 12 vál.), 3 (tres) por impotencia de la mujer (todas en favor del matri- 
monio), 7 (siete) por condición puesta al consentimiento matrimonial (4 nul., 
6 vál), 5 (cinco) por exclusión de la indisolubilidad del matrimonio (todas a 
favor del matrimonio), 3 (tres) por amencia (2 nul, 1 vál), 2 (dos) por simu- 
lación del consentimiento (ambas en favor del matrimonio), una por error de 
«cualidad redundante en error de la persona (vál), una por razón de la forma 
sustancial, por falta de delegación en el sacerdote que asistió al matrimonio 
fvál.), una por razón de impedimento de pública honestidad (vál.), una por 
ignorancia del matrimonio (nul.), una por razón del impedimento de crimen 
(nul), una por razón del impedimento de afinidad “ex copula illicita" en ma- 
trimonio celebrado antes de la vigencia del Código de Derecho Canónico (nul.) 
y una en la que se declara nulo un matrimonio soviético. 


Por la novedad de la materia diremos algo sobre esta última causa, que 
leva el número XIII, coram CANESTRI, Vilnen. "Nullitatis matrimonii", pági- 
nas 107-142. Se trata de un matrimonio contraído el 21 de junio de 1921, se- 
gún la costumbre del lugar, en la Rusia soviética, entre dos cismáticos, de !os 
euales la mujer, en el año 1937, se convirtió a la Iglesia católica y solicitó la 
declaración de nulidad de su matrimonio. La solución dada por el tribunal 
eclesiástico de Vilna fué contraria a los deseos de la actora, que apeló al Sa- 
grado Tribunal de la Rota Romana, que estudia en esta causa la naturaleza 
del matrimonio soviético en orden a la validez o nulidad del mismo. De este 
matrimonio se transcribe la siguiente declaración enviada por el excelentísimo 
señor Arzobispo Metropolitano de Vilna: “a) Matrimonia civilia coram civile 
magistratu sovietico in Russia contrahebantur ab anno 1919-1921, His saltem 
temporibus usque ad annum 1923, contrahebantur simplieissimo modo: no- 
mina et cognomina contrahentium solummodo inscribebantur in registro Sta- 
tus. b) Nullae erant caeremoniae et peculiares formae adhibitae in talibus ma- 
trimoniis, ut interrogationes in qualibet forma praeseripta et designata. Talis 
consuetudo erat, saltem ad annum 1923. Nune satis est declarare voluntatem 
contrahendi matrimonii. De excussione veri et slabilis consensus matrimonii 
in perpetuum, minime curat magistratus. Contrahentes matrimonium sciunt 


(*) Sacrae Romanae Rotae decissiones seu Sententiae, anno 1945, vol. XXXVII, 786 pp. 
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se facile posse contractum talem solvere coram eodem magistratu. c) Nulla re- 
latio est inter matrimonia civilia et ea quae in Ecclesia graeco-schismatica 
celebrantur; nam d) Ecclesia haec non recognoscebat et non recognoscit valo- 
rem matrimonii civilis, cognoscit solummodo matrimonium contractum coram 
ministro sacerdote sui ritus. Juxta doctrinam Ecclesiae graeco-schismaticas,' 
sacerdos est minister sacramenti. e) Forma declaratoria nullitatis matrimonii 
civilis adhibita in Ecclesia graeco-schismatica est simplicissima: “Cum tale 
matrimonium contractum sit non eoram ministro ritus nostrae Ecclesiae. de- 
claramus hujus matrimonii nullitatem". 

En cuanto a la naturaleza del matrimonio soviético, su fundamento es el 
sentimiento de amor. Su constitución jurídica es indefinible, y se llega a esta 
conclusión: *Matrimonium sovieticum falsum matrimunium cum sit, qui in 
illud intendit, nil agit". 

Estudia después la sentencia la cuestión de la necesidad de la bendición del 
sacerdote para el valor del matrimonio entre los orientales, y se llega a esta 
conclusión: “Acceptantes matrimonium sovieticum prout in se est, nihil agunt 
cum desit prorsus objectum contractus sacri; per hane vero unionem, inten- 
dentes veras nuptias, Orientales ordinarie invalide contrahunt, ob defectum 
praesumptae in suis locis legis necessitatis benedictionis". 

El matrimonio se declara nulo y lleva esta nota: “Ex audientia Sanetissimi 
diei 10 augusti 1945. Sanctissimus, audita relatione, concedere dignatus est 
dispensationem super tertia instantia, attentis deductis quoad legem matrimonia- 
lem s.d. sovieticam, in casu." 

En la eausa L, Gratianopolitana, "Nullitatis matrimonii", coram WYNEN, 
se trata de la nulidad de un matrimonio coniraido entre cismáticos, uno de 
los euales, el varón, para poderse casar con una joven católica, presentó anie 
el tribunal eclesiástico la acusación de su matrimonio. Poco después se con- 
virtió a la Iglesia católica. En esta causa, como también ocurre en la XIII. se 
presentó la dificultad de hacer llegar la citación a la parte demandada, pues 
vivía en Moscú, y había comenzado ya la guerra. "Citatio vero per edictum—dice 
la sentencia L, numero 3—, fieri non potuit, quia ejusmodi citatio licita est tan- 
tummodo si ignoretur “ubi commoretur reus" (can. 1.720), 1), id quo in casu 
nulla tenus verificatur. “Summus Pontifex... benigne dispensavit a nova cita- 
lione partis conventae ". 

Entre las causas de nulidad por el capítulo de “vis et metus" hay dos, una 
coram CANESTRI (XL), y otra coram HearD (LIII), que abiertamente se decla- 
ran amañadas por las partes. Leemos en la primera, número 11: “Concludendo 
itaque dicendum est praesentem causam prorsus construetam esse ab actore, 
et quidem mediis quae hodie tandem communia facta sunt in componendis cau- 
Sis; texturam scilicet conficiendo partim ex factis fucatis aut detortis ad 
pravum finem exhibendi nullitatem matrimonii, partim ex apertis mendaciis". 
Y concluye: "Neque abstinendum duxere Padres ab improbanda una cum te- 
meritate actoris, procacitate eorum qui sive testando sive (quod gravius est) 
patrocinium sumendo hujus generis causarum suae probitatis aestimationem. 
in discrimen proiiciunt”., 


ee 
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En la causa XLIII, coram CawESTRI, "Nullitatis matrimonii" por exclusión 
de la iprole, se trata ampliamente de la inhabilidad del actor para acusar la 
nulidad de su matrimonio, resolviendo que, en el caso, era hábil el actor. 

Entre las causas de nulidad por impotencia tiene cierta importancia la 
XVIII, coram PECORARI, en que se detiene algún tanto en la cuestión de la 
eyaculación del semen en el órgano femenino. 

La causa XXXVI, coram JuLLIEN, Decano, "Nullitatis matrimonii et dispen- 
sationis super rato", estudia en tercera instancia la cuestión, después de dos 
sentencias conformes en favor del vínculo, por haber aceptado la revisión de 
la causa a tenor del canon 1.989, toda vez que el actor presentó nuevos docu- 
mentos—"nempe declarationem mediei P. G. qui mense junio 1931 Magdale- 
nam sponte examen potentem inspicere ob ejus “phobiam” frustra tentave- 
rat; el novam declarationem periti doctoris M. C.". 

Acerca del valor de la declaración de las partes en las causas de matrimo- 
nio, leemos en la causa XI, Westmonasterien: "Nullitatis matrimonii" coram 
JULLIEN, nümero 8: "Quoad autem dicta ab actrice, muliere verace quidem, 
haec in specie notentur: sane ob maximam utilitatem quam habere coniuges 
in causa matrimonii sui quae etiam ad bonum publicum spectat, lex statuit 
judicialem eorum depositionem non esse aptam ad probationem contra matri- 
monii valorem constituendam. Verumtamen si conjux contra matrimonium de- 
ponens probetur fide dignus attenta personae qualitate attentaque ratione de- 
ponendi, lex quae vetat ab eo probationem plenam quidem praestari, sinit tamen 
ex ajus dictis erui indicium, quod per se non plene probat intentionem partis, 
sed juxta aestimationem prudentis Judicis adiuvare seu adminiculare potest 
alia adjuncta ad probandum; idque maxime ubi agitur de iis quae sunt ipsius 
partis. Puta, ea de intime animi conscientia aut de vitae arcanis meliu prae 
ceteris omnibus scire debet quae voluerit ipsa quaeve fecerit". 

Finalmente, en lo referente a la dispensa de matrimonio rato, figuran doce 
casos en que se estudia esta cuestión, en cinco de los cuales se define la con- 
veniencia de aconsejar al Sumo Pontífice se diene conceder la dispensa, por 
constar de la inconsumación del matrimonio y de las causas para la concesión 
de la dispensa; en los siete casos restantes se niega tal consejo, por no corstar 
de la inconsumación del matrimonio. En la causa IL, coram HEARD, el himen, 
según testimonio de los peritos, estaba roto, y no se prueba que esto no fuera 
debido a la cópula matrimonial. En otros casos, no obstante ser duduso el 
impedimento de impotencia, la inconsumacién no es cosa que quede fuera de 
duda, v. gr. eausa X, coram CANESTRI; XXXL coram TEODORI; causa XXXVI, 
coram JULLIEN, en la que la impotencia, por razón del vaginismo en la mujer, 
no se demostró que fuera anterior a! matrimonio ni perpetua. 

Esto es lo que nos ha parecido más digno de notar en este volumen de 
sentencias rotaies, que viene a enriquecer la colección de Decisiones de la 
Sagrada Romana Rota. 


I. PRIETO 
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"HL MATRIMONIO EN EL DERECHO PARTICULAR (*) 


Este libro de don LAMBERTO DE ECHEVERRÍA se presenta al mercado en una 
postura original, al margen de los estudios usuales del Derecho canónico. Pero 
apresurémonos a explicar su contenido, para que el lector mismo juzgue de 
la exactitud de esa apreciación. 

Como el título indica, se trata de un estudio sistemático de las normas ma- 
“trimoniales de las fuentes de Derecho particular, emanadas después de haber 
entrado en vigencia el Código de Derecho Canónico. Puntualicemos que esas 
fuentes son los Concilios plenarios y provinciales y los Sínodos diocesanos. 
Las fuentes están agrupadas en el libro por familias; éstas se constituyen 
por una fisonomía común de un grupo de fuentes, la cual depende casi exc'u- 
sivamente del factor geográfico y del lingüístico. Cada familia constituye un 
capítulo del libro, y son diez los capítulos; Italia y Malta: Francia, Argel y 
Suiza francesa; Países Bajos; Europa Central; Commonwealth e Irlanda; Es- 
paña; Hispanoamérica; Países de habla portuguesa; Estados Unidos, y China. 

Dentro de cada capítulo la materia va distribuída en secciones de IX a XV, 
según la abundancia de los materiales, y en la exposición se sigue ^l erden 
de los cánones “de matrimonio" del Codex, si bien con cierta flexibilidad, acon- 
sejada por los textos de que el autor dispone en cada caso. Así, en los Sínodos 
italianos y franceses se trata en sección especial de la intervención del Ordi- 
nario en el expediente de libertad, y en el capítulo dedicado a Estados Unidos 
hay una sección que estudia los matrimonios mixtos; ninguna de estas rübri- 
eas aparece en el Código de Derecho Canónico. Cada capítulo va encabezado 
por una introducción en la que se examinan las características eclesiásticas d» 
la zona que se estudia, sobre todo su división, y se refieren las fuentes utiil- 
zadas y sus peculiaridades derivadas de la situación jurídica de los paises a 
que se refiere. 

Dos sistemas cabrían en la exposición. El de la mera recopilación ordenada 
de textos y el de un desarrollo sistemático de las normas halladas en cada 
familia de fuentes. Este último es científicamente más perfecto, ya que su 
característica es ordenar y organizar la materia que se expone. En cambio fie- 
ne el grave inconveniente de perder autenticidad, que sólo se da en el texto 
legal original. 

El autor, acertadamente, ha seguido un sistema mixto. No hubiera podido 
dar una recopilación completa de textos sin abultar extraordinariamente el 
tratado; téngase en cuenta que son ciento cuarenta y siete los volúmenes (Sí- 
nodos o Concilios) estudiados. Por eso, sin duda, se ha limitado a poner en su 
texto original las disposiciones más relevantes de cada sección, condensando 
las demás normas en una redacción orgánica, entreverada con los textos elegidos 
y formando un cuerpo con ellos. La lectura de una cualquiera de las secciones 
deja adivinar el esfuerzo de concentración y ordenación realizada por el autor 
en su monografía. A pesar de ese esfuerzo, la lectura del libro deja una im- 
presión de cosa descarnada, como de almacén de materias primas que esperan 


(*) LAMBERTO DE ECHEVERRÍA: El matrimonio en el Derecho canónico particular posterior 
al Código. Editorial del Seminario (Vitoria, 1955), 499 pp., 24 em. 
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su elaboración. Ello es meditable en un libro que tiene que dar al lector tantos. 
datos acumulados. Pero apresurémonos a decir que no falta en el libro una 
visión panorámica perfectamente elaborada; aludimos al capítulo final, que, 
eon el título de “Conclusiones”, ha escrito el autor. Este capítulo, unido 
al preliminar o introductorio, resulta por demás interesante y pone a visía 
de pájaro ante el lector una hermosa síntesis de lo que es el libro. 

Con lo dicho, creemos que el lector tiene una idea sucinta de lo que en- 
contrará en el libro del señor ECHEVERRÍA. Arriba lo hemos calificado de ori- 
ginal: ya se adivina por qué. El autor se ha dedicado durante años a una pa- 
eienzuda búsqueda de fuentes de Derecho particular, logrando una colección 
que no tiene pareja, que sepamos. En das treinta y cinco páginas primeras del 
volumen que reseñamos, hallará el lector la descripción bibliográfica completa 
del centenar y medio de fuentes utilizadas; ya hemos dicho que esas fuentes 
son sólo las posteriores al Código de Derecho Canónico. El autor anuncia un 
catálogo completo de su colección. Sabemos que esta colección está siendo 
utilizadas por varios estudiosos (1); no nos parece exagerado hablar de una 
escuela de Derecho particular. que empieza a perfilarse en Salamanca, de, la 
cual el libro del señor ECHEVERRÍA constituye el primer fruto sazonado. 

Es realmente notable la escasa atención que los canonistas han prestado al 
Derecho particular vigente. De hace algunos años a esta parte, los historiadores 
franceses están utilizando los sínodos antiguos como filón para sus investi- 
gaciones. Recientemente, en “L,Année canonique”, E. DieBoLD ha explicado 
cómo los estatutos particulares franceses fueron aceptando el llamado impe- 
dimento de clandestinidad establecido en el IV Concilio de Letrán (2). Los es— 
tatutos sinodales, dice el mncionado DIEBOLD, son una de las fuentes más úti- 
les para conocer la introducción de los decretos conciliares en la legislación y 
en la práctica local; normalmente el Derecho general se ha hecho diocesano 
por medio de ellos. 

A. ARTONE (3) ha estudidado los Sínodos diocesanos franceses del siglo XIII 
en relación con el Concilio tridentino, y L. GUIZARD, en una breve nota (4) se 
refiere al valor histórico de los estatutos medievales del Languedoc, subrayan- 
do el valor de los Estatutos de Nimes elaborados por el canónigo Pierre de 
SAMPSON, con varias indicaciones blibliográficas. La Societé d'histoire éclesias- 
tique de France tiene el propósito de editar una colección completa de Sínodos 
antiguos. 

Como se ve, los historiadores justiprecian el valor múltiple del Derecho 
particular como fuente histórica. No podemos decir lo mismo de los exposi- 
tores de] Derecho vigente y pensamos que esa omisión se debe a la dificultad 
de tener a mano los Concilios y Sínodos, humildes volúmenes que se hacen en 


(1) Cfr., por ejemplo, LAUREANO PÉREZ MIER: Sistemas de dotación de la Iglesia católica 
(Salamanca, 1949), p. XX. 

(9) L'application en France du canon 51 du IV Concile du Letran d'tpres les anciens 
statuts synodauz, en “L'Année Canonique”, If (1953), p. 187 ss. 

(3) Les statuts synodaux diocésains français du XIIe. s. au Conc. de Trente, en “Rev. 
«Hist. de l'Eglise de France", XXXVI (1950), p. 168 ss. 

(4) Louis GUIZARD: Teztes de legislation diocésaine en Languedoc au Moyen Age, en. 
“Bulletin de Littérature Ecclesiastique” (1955), p. 167. 


— 517 — 


BIBLIOGRAFIA 


ediciones restringidas, que salen poco de los territorios para los cuales se han 
promulgado y que parece que no se atreven a presentarese en las bibliotecas, 
cuando lo deseable sería que cada uno de ellos, al aparecer en público, se di- 
fundiera ampliamente en los centros cultivadores del Derecho canónico. Porque, 
aparte del interés sociológico-religioso que la legislación particular ofrece, 
al indicarnos cuales son los problemas que inquietan más vivamente a la jie- 
rarquía eclesiástica de cada nación, presentándonos—dice el señor ECHEVE- 
RRÍA—un cuadro vivo, muchas veces animado y colorista, de toda la proble- 
mática católica de cada país, también el jurista utilizará con grande fruto 
esas fuentes particulares, que al completar la sobria legislación codicial y 
adaptarla a las peculiaridades de cada región, ofrece soluciones prácticas de 
indudable interés en la esfera jurídica y pastoral. 

Testimoniemos, pues, al docto autor nuestra felicitación por su trabajo 
puntero y señero y digamos, para terminar esta nota, que el libro se presentó 
en la Facultad de Derecho de Madrid como tesis doctoral; que obtuvo premio 
extraordinario, y que está editado en la colección “Victoriensia” de Publicacio- 
nes del Seminario de Vitoria; por Gráficas Ibarra, con gran dignidad y pul- 
eritud. 


Tomás G. BARBERENA 


EFECTOS DE LA “SANATIO IN RADICE" (*) 


Contiene esta tesis doctoral, tras una introducción, una parte histórica v 
otra dogmática. La primera nos describe el desarrollo histórico de la "sanatio 
in radice", no sólo en cuanto a los efectos jurídicos, tema de la tesis, sino 
también en los demás aspeetos de esa institución. Teniendo en cuenta que la 
sanatio no ha tendo grande desarrollo, ni en la doctrina ni en la práctica, hasta 
épocas relativamente recientes, el reverendo RYAN no ha tropezado con grandes 
dificultades al hacer la historia de las sanaciones radicales de matrimonios 
inválidos. Acertadamente se fija, en especial, en sendos capítulos, en las cor- 
troversias sobre renovación del consentimiento (junto con el problema para- 
velo sobre el comienzo ex tunc o ex nunc del vínculo) y en la doctrina de Bene- 
dieto XIV sobre el tema estudiado. 

En conjunto, la parte histórica nos parece una acertada síntesis del asunto. 
Acaso sobran las noticias de los orígenes de la ficción de derecho en la lex 
Cornelia, puesto que éste es un asunto accesorio al tema. 

En la segunda parte encontramos una exposición precisa y ordenada de 
toda la doctrina canónica relativa a la “sanatio in radice". Pero, a nuestro en- 
tender, el autor no ha elaborado suficientemente el concepto fundamental de la 
sanatio. Ni siquiera, sgún creemos, ha recogido lo que sobre ello se encuentra 
en libros que están al alcance de todos y que desde luego aparecen alistados 


(*) Rev. THOMAS CHARLES RYAN, J. C. L.: The juridical effects of the “sanatio in radice". 
A historical synopsis and a commentary. The Catholic University of America Press (Washing- 
ton, 1955), X + 137 pp., 23 cm. 
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en la bibliografía que trae el autor. Para éste, la sanatio es sólo una suma de 
elementos; los del canon 1.138, $ 1.”, y, aunque en las páginas 37 y 47, parece 
realizar un intento de jerarquización de esos elementos, afirmando que la sa- 
natio consiste en el primero de ellos, la convalidación; pero en las cuestiones 
estudiadas a lo largo del libro no se tiene en cuenta esa precisión del concepto 
y los raciocinios, al carecer de una sólida base conceptual, tienen que resultar 
a veces vacilantes. Así, al considerar la sanatio como una dispensa y al estu- 
diar la culpabilidad del canon 81 al caso. Al estudiar la diferencia entre la con- 
validación simple y la sanación radical establece el autor muy bien el carácter 
pasivo de esta última. Pero no se atreve a explicar en qué consiste el papel acti- 
vo del Papa en la convalidación, es decir, en la formación del vínculo. Dado este 
earácter pasivo, y dada la perseverancia del consentimiento según la doctrina 
común que el autor recoge, parecería deber admitir la tesis de CAPPELLO de la 
sanabilidad de los matrimonios cuando uno de los falsos cónyuges pierde la 
razón. Pero se aparta de él alegando la razón de que el loco está, para el caso, 
muerto; pero hay que tener en cuenta que los muertos no pueden estar casa- 
dos, pero los locos sí. 

Salvo ciertas incongruencias y cierto defecto de rigidez de lógica y de sis- 
tema, cosa explicable en esta difícil materia, el autor ha conseguido una expo- 
sición llena de interés, bien redactada y ordenada. Los lectores de su libro 
hallarán en él una idea detallada y ajustada del tema que el autor les ofrece. 

A] final del libro, el doctor RYAN ha dado, en once conclusiones, un resumen 
cenidisimo de las ideas madres de su estudio y, a continuación, un elenco 
bibliográfico selecto y un índice alfabético. La edición realizada en los talleres 
de la Universidad Católica de Washington, digna y decorosa, responde a! mo- 
delo seriado que esa Universidad vienen utilizando en las tesis doctorales que 
elaboran sus alumnos. Nuestra enhorabuena al nuevo doctor. 

TE Grebe 


DIPLOMATARIO DE SAN RAIMUNDO DE PEÑAFORT (*) 


Una figura de la talla histórica como la de San Ramundo de Peñafort. con 
su carácter de universalidad, con tantas modalidades y facetas distintas y va- 
riadas, con la grande actividad que representa su vida y su obra, requieren 
forzosamente estudios como el presente. No es éste el primer trabajo de esta 
índole sobre San Raimundo. El P. Miguel Llot, Francisco Peña, el P. Diagn y 
los PP. Balme, Pabán y Collomb entre los antiguos, y en nuestros días Valls 
y Taberner, han abierto el camino a la obra que hoy reseñamos. 

"El presente trabajo de monseñor Ríus recoge cuidadosamente los documen- 
tos ya publicados, y otros hasta ahora inéditos que hacen referencia a San Rai- 
mundo de Peñafort después de su canonización, 


(*) San Raimundo de Peñafort, Diplomatario. (Documentos, vida antigua, crónicas, pro- 
cesos antiguos.) Edición de Mons. José Rius SERRA, Prelado doméstico de Su Santidad. (Barce- 
lona, 1954.) Un vol. de XVI + 353 pp. Universidad de Barcelona. Facultad de Derecho. 


^4 
- 59 = 


BIBLIOGRAFIA 


En la Introducción a la parte documental (I-XIII), a base de una crítica. 


imparcial y fundada en los mismos documentos que publica, estudia el autor 
algunos puntos de la vida de San Raimundo. Asegura plenamente que fuera. 
natural de Peñafort. El paso milagroso del Santo desde Mallorca a Barcelona 
lo atribuye a leyenda más o menos fundada. Deja en suspenso, sin ánimo de 
resolver, los puntos de si San Raimundo fué preceptor de Jaime I; si fué o no. 
fué canónigo de Barcelona, fundador de Ja Merced, Arzobispo de Tarragona, y 
hasta la fecha exacta de su nacimiento. 

Con respecto al documento II de la primera parte (p. 4), apunta el autor 
sue dudas acerca de la historicidad de la aparición de la Virgen en la frontera. 
calo-suiza, que refiere dicho instrumento, suceso que San Raimundo llegó a 
conocer camino de Bolonia. Igualmente hace notar que aparece con todas las 
netas contrarias a la autenticidad el documento LX (pp. 65 y s, esto es, la 
carta que San Raimundo, dimisionario del supremo Magisterio de la Orden de 
Predicadores, escribiera a San Pedro Nolasco, gran Maestre de la Orden de 
la Merced. 

Los documentos I-CXLVII (pp. 3-201) llevan las fechas comprendidas entre 
los años 1204 al 1542. En una segunda parte (pp. 205-265) se publica el pro- 
ceso antiguo de canonización de San Raimundo. Aquí se reproducen los ma- 
nuseritos 4153, 1456 (que son copia uno de otro) del Archivo de la Sagrada 
Congregación de Ritos, tomados ambos, afirma el autor, del mismo original. 
En él se hacen desfilar los testigos que deponen sobre trece de los milagros 
del Santo. ! 

La tercera parte de este Diplomatario recoge la vida antigua de San Rai- 
mundo (pp. 269-327) segün los manuscritos 1-3-4 del fondo de Santa Catalina 
en la Biblioteca de la Universidad, confrontada en estudio crítico textua! com 
los manuscritos 221 y 223 del Archivo de la Congregación de Ritos. 

Por úitimo, en su cuarta parte (pp. 331-353) se recogen fragmentos de las 
Crónicas que hacen referencia al Santo. Como se podrá observar, la obra es. 
Ge un valor científico positivo, y en adelante tendrá que figurar necesaria- 
mente junto a otras obras valiosas del Santo de esta misma índole, como som 
Raymundana, Capítulos y Crónicas de la Orden de Predicadores, entre las an- 
tiguas, y junto a las recientes, Diplomatari de San Ramón de Penyafort. de 
Valls y Taberner y Fetíu. 

Una obra así requiere una acabada presentación. Por eso mismo hemos ob- 
servado con no pequeña extrañeza alguna que otra deficiencia en la conjuga- 
ción de ciertos datos históricos de los que el autor no concluye muchas veces: 
una postura definida. No creemos que eso sea cosa fácil muchas veces; otras, 
sf. Esperábamos una mayor seguridad en algunas conclusiones; y ello no para 
que se diera como. cierto y seguro lo que no lo es, sino todo lo contrario, es 
decir, ofrecer como cierto, falso o inseguro científicamente lo que realmente 
le parezca así al autor a la luz d una sana crítica. Esto vale lo mismo por lo 
que se refiere a la Introducción como en las observaciones sobre los documen- 
los que reproduce. Hemos observado igualmente la ausencia absoluta de ín- 
dices, que hubieran hecho más útil y provechosa la obra para quienes en un 


momento dado se ven forzados a consultar la inmensa variedad de documentos 
que reproduce. 
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En la Bibliografía esperábamos igualmente que figurara el trabajo de 
R. Bausells, La personalidad y obra jurídica de San Raimundo de Peñafort 
(Rev. Esp. DE DER. Can., I, año 1946, pp. 7-47), tan característica del Santo, ya 
que figuran otras obras de igual o menor mérito. 4 

Con todo, este Diplomatario de monseñor Ríus habrá de ser necesariamente 
consultado con provecho siempre que se trate de hacer algún estudio de in- 
vestigación acerca del esclarecido autor de la Summa luris. 


A. ARIÑO ALAFONT 


DE LAS REGLAS DE DERECHO (*) 


Se trata de una segunda edición de la tesis doctoral del ilustre señor doctor” 
V. BARTOCCETTI (1), añadida y retocada, que terminaba de imprimir en la pa- 
sada primavera (abril de 1955). La razón de esta nueva impresión, anota el 
autor, fué, agotada la primera edición, el dar gusto a numerosos amigos que- 
así se lo pidieron, creyendo él de utilidad el publicarla en latín, para mayor- 
difusión de la materia. 

Después del Prefacio, divide su trabajo el autor en una sobria Introducción: 
(pp. 3-27), pasando al Examen analítico de cada una de las Reglas (pp. 29-261), 
terminando con seis Apéndices (pp. 263-301), una brevísima Síntesis bibliográ- 
fica (p. 302), la Serie de Reglas de Derecho comentadas (pp. 303-306) y el 
Indice final. 

Modesto en sus aspiraciones y asaz humilde en sus juicios, invoca la be— 
nignidad del lector para que sea indulgente con los errores u omisiones que 
puedan notarse en la obra, achacándolo mo a su negligencia o descuido, sino: 
al poco tiempo que se le ha concedido para su trabajo. 

Hace un estudio sumario sobre las Reglas de Derecho en general, para de— 
tenerse en las 88 Reglas de Derecho que se encuentran en <l Libro VI de los 
Decretales de Bonifacio VIIL que fueron compuestas por Dino Rosoni Mu- 
gelli en 1297, por mandato del Papa; intenta disponer lógicamente las Reglas- 
de Derecho, dividiéndolas en cinco elases (aunque después, en el Apéndice IV,. 
las reduce a cuatro, aludiendo a un artículo del insigne Decano de la Facul- 
tad de Derecho de la Universidad Católica de Washington, doctor E. Roe!ker,. 
que las rebaja a tres); indica sus fuentes u origen, declarando seis sólo “las 
4, 2, 4, 5, 12 y 17) de origen eclesiástico, y las restantes, derivadas del Dere- 
cho romano. 3 

Fiel a su programa, trae la explanación de las 88 Reglas de Derecho de» 
Bonifacio VIII, comentándolas, indicando las fuentes de donde proceden, el 
valor legal que se les ha dado, los cánones del Codex Iuris Canonici, que citan: 
las Reglas de Derecho y los cánones que podrían citarlas, a juicio del autor. 


(*) Vicrorius BARTOCCETTI: De Regulis Iuris canonici. Angelo Belardetti (Roma, 1955, 
(1) La primera edición fué impresa en Roma, en 1939, con el título Le Regole canoniche- 
di Diritto in relazione al Codice Piano-Benedettino. 
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Sigue, en su explicación y análisis, el orden numérico de las Reglas de De- 
recho propuesto en los Decretales y no el sugerido o intentado por él ev la 
Introducción y Apéndice. 

Es, desde luego, la parte central y más laudable de su trabajo. No sin ra- 
zón afirma que día y noche revolvió centenares de veces los 2.414 cánones del 
Codex Iuris Canonici para descubrir las relaciones de identidad o semejanza 
con las Reglas de Derecho. El Coder Iuris Canonici, en sus fuentes o notas, 
cita 210 veces las Reglas de Derecho, extendiéndose a 56 las Reglas de Derecho 
distintas que se mencionan en las Notas, como fundamento y confirmación de 
lo dispuesto y ordenado por el legislador; ello no quiere decir, como es sabido, 
que se dé valor legal en la actualidad a las Reglas de Derecho, por varias 
razones, siendo la principal, porque las anotaciones de las fuentes no son obra 
del legislador, sino del Cardenal J. Seredi, bajo la vigilancia del inmortal 
P. Gasparri. 

El servicio prestado por el Cardenal Seredi al autor, cuando éste confeccio- 
naba su tesis, es de excepcional importancia y da un valor y seguridad a sus 
aserciones que, sin su colaboración, hubiera salido la obra más imperfecta. Lo 
reconoce agradeceido el autor (pp. 4 y 24). 

En el Apéndice 3. relaciona las Once Reglas de Derecho del Libro V de los 
Decretales, considerándolas como el origen del procedimiento seguido por Po- 
nifaeio VIII, ya que, al igual que Gregorio IX, cierra sus Decretales con las 
88 Reglas de Derecho. Aunque son las Reglas de Derecho de Gregorio IX de 
índole más bien ascétieo-moral que jurídica, sigue el autor el mismo sistema 
de explicación que empleó en las Regias de Derecho bonifacianas. 

Respetamos el eriterio del autor con relación al ordenamiento y disposición 
de su tesis, así como la aprobación y el visto bueno del profesor de la Univer- 
sidad romana que dirigiera el trabajo del autor; pero se nos antoja que no es 
materia adecuada ni muy propieia para una tesis doctoral, al menos, en la 
forma en que se nos presenta el trabajo: las síntesis y esos esfuerzos por com- 
pendiar en pocas páginas lo que podría ser asunto de gruesos volúmenes, hay 
gue dejarlo para obras de divulgación o manuales de cultura elemental. o en- 
eiclopedista. 

El título de la obra no nos parece exaeto ni científico, menos el de la edi- 
ción latina que el de la italiana; ambos enunciados nos hacen pensar en su- 
puestos bien diferentes del perseguido por el autor. Más verídico y lógico 
hubiera sido el título De Regulis Iuris in Libro VI Decretalium. Hay que ad- 
vertir, para descargo del autor, que en el subtílulo de la portada interior ya 
se declara paladinamente su intención. 

Nos nos convence del todo el contenido de la Introducción ni la ordenación 
de los Apéndices: se hubiera podido y debido decir más, descender a numerosos 
detalles que van ofrciéndose copiosamente a medida que se avanza en la in- 
vestigación, en suma, ofrecer al lector un conjunto de pormenores jurídicos, 
bibliográficos, históricos y de otra índole, que serían de agradecer en obras 
como la que reseñamos. 

Por lo demás, su parte principal o central la ha desarrollado acertada v 
meritoriamente. à 


Fr. ARCÁNGEL BARRADO, O. E. D. 
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LA SIMPLE REMOCION DE UN OFICIO (*) 


La remoción de un oficio puede ser triple: remoción judicial, cuyo proceso 
viene detallado en el Código de Derecho Canónico, en los títulos 30 al 32° re- 
moción administrativa, que se analiza en los cánones 2.157-2.161, y la simple 
remoción, que es la que estudiaremos en esta recensión de la tesis doctoral 
norteamericana. 

Recorre THompson la historia de la cuestión de la simple remoción; antes 
del Concilio de Trento y desde éste a la codificación del Derecho canónico. En 
este repaso histórico van estudiándose los siguientes oficios: arcediano, Vi- 
cario general, arcipreste rural, deán rural, vicario foráneo, vicarios parro- 
quiales. En la parte que se refiere al período postridentino, THomPsoN copia 
las normas de los Papas y de las Sagradas Congregaciones, la jurisprudencia 
más importante emanada de la Santa Sede y la remoción de los párrocos en 
los Estados Unidos antes del Código. Conviene destacar la resonancia que 
tuvieron los Concilios plenarios de Baltimore (U. S. A.). 


Al comenzar la parte canónica de su tesis, THompson estudia la noción de 
oficio. Recordemos que el Código dedica los cánones 145-195 a los oficios. Ac'a- 
remos brevemente algunas cuestiones a propósito de la noción de oficio. Los 
oficios no beneficiales, como el Vicario general o el provisor, son personas 
jurídicas. Tratándose de un vicario capitular, tenemos que la intermitencia 
de tal cargo repugna a la estabilidad necesaria al oficio canónioe; por consi- 
guiente, los cargos intermitentes no son estrictamente oficios. Importa dejar 
sentado que el cargo de ecónomo no es oficio propiamente dicho; el ecónomo 
no tiene oficio propio, sino en administración, y no en nombre propio, sino en 
lugar del párroco, y no en perpetuidad, sino en precario; de ahí viene que el 
ecónomo no incurre en las penas de los párrocos irresidentes. Tampoco está 
sujeto a las penas del párroco negligente, pues es precisamente removible a 
voluntad del Obispo. 

En la noción de oficio, el vocablo “jurisdicción” no hay que restringirlo; 
encierra tanto la jurisdicción propiamente dicha como la potestad adminis- 
trativa o económica privada. Desde luego, para el oficio estricto hace falta 
que la potestad sea estable y fija; se requiere que sea ordinaria; no basta la 
potestad delegada, pues la delegada, a veces, está al arbitrio del delegante. 

El autor norteamericano disiente y afirma que el ecónomo tiene en rigor 
un oficio, y dice que tiene la suficiente estabilidad requerida por el Derecho 
para constituir un oficio en sentido estricto. THOMPSON afirma que se requiere 
la potestad ordinaria de jurisdicción para la constitución de un oficio en senti- 
do estricto. 

Siguiendo el texto del canon 192, $ 3, THOMPSON afirma que el recurso a la 
Santa Sede contra el decreto del Obispo es en devolutivo. Aclaremos que tal 
recurso tiene algo de suspensivo; mientras pende el recurso, el Ordinario no 
püede válidamente conferir en título la parroquia a otro distinto. El canon 192, 
$ 3, es claro. Pero no es tan claro el canon 2.146; no se ve por qué no pueda 

\ 


(*) CH. J. THOMPSON: The Simple Removal from Office. The University Catholic of Ame- 
rica (Washington, 1951), XII + 142 pp. 
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ser el recurso aquí en suspensivo, puesto que en el canon 2.287 se establece 
expresamente que contra la irrogación de las penas vindieativas (como es la 
incluída en el canon 2.146) se da recurso en suspensivo. 

El Vicario general goza de potestad ordinaria, excepto en las cosas que el 

Ordinario se reserve o requiera un mandato especial. Notemos que el Vicario 
general, que tiene especial mandato, posee también en este caso polestad or- 
dinaria, con todas las consecuencias, y no únicamente potestad delegada: sería 
esto restringir la potestad del Vicario general. THOMPSON sostiene que respecto 
a la simple remoción, el Vicario general tiene idéntica potestad que el Obispo; 
claro está, advierte THOMPSON, que conviene que el Vicario, por prudencia, 
consulte al Obispo. Tienen idéntica potestad que el Obispo el Vicario general, 
e] Vicario delegado o administrador y los Superiores mayores de institutos 
religiosos exentos clericales. 
- THoMPSON habla de los sujetos pasivos de la remoción; emplea acertada- 
mente el método de la analogía. Para tal simple remoción se requiere justa 
causa, que se observe la equidad natural y que se notifique el decreto de 
simple remoción. Supone THoMPsoN que un Vicario general ha decidido la 
simple remoción; el interesado podrá recurrir al Ordinario, en vez de a la 
Santa Sede. Si el Obispo está en desacuerdo con e! Vicario general, puede que— 
dar revocada tal decisión del Vicario general. Si coincide con la decisión del 
Vicario general, cabe al interesado el recurso en devolutivo a la Santa Sede. 
Aunque no es aconsejable ni prudente, pero sí jurídicamente exacto, en el caso 
de que un Vicario general decida la simple remoción no cabe otro recurso cue 
el devolutivo a la Santa Sede; se daría una especie de advocación a la Santa 
Sede, en lo cual los inferiores deben abstenerse de actuar. 

Sobre la manera concreta de realizar el recurso a la Santa Sede hav que: 
completar el comentario de THompsoN diciendo que, además del inglés, del 
frances y del italiano, la Santa Sede reconoce como idioma de la Curia Roma- 
na también el español; recordemos que esta decisión fué dada cuando el Con- 
cordato español de 1953. 

Entre la bibliografía citada por THOMPSON se ven algunas lagunas, debido 
al desconocimiento de idiomas. Cita “lus Pontificium", “Apollinaris” y ia. 
revista norteamericana “The Jurist”; de las demás revistas jurídicas no dice 
ni cita nada. Tampoco menciona ninguna obra de REGATILLO. 

Entre los autores norteamericanos citemos los siguientes: ZAPLOTNIK, I.: De 
Vicariis foraniis, University of America (Washington, 1927); Connor, M.: The 
Administrative Removal of Pastor, editado en 1937 por la Universidad Católica 
de Washington; Beste, U.: Introductio in Codicem, 2. ed. (Collegeville, 
Minn. 1944). Cita al húngaro Sipos, S.: Enchiridion Iuris Canonici ad usum 
scholarum et privatorum (Pecs, 1926). 
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LOS OBISPOS Y SUS PRIVILEGIOS CANONICOS (*) 


Empieza McELroY dando las definiciones de privilegios de los canonistas 
VERMEERSCH-CREUSEN, CAPPELLO y CORONATA. Recordemos nosotros, va que el 
autor comentado lo silencia, que REGATWLO define el privilegio objetivamen- 
te, como favor especial concedido establemente por la legítima autoridad; sub- 
jetivamente, como derecho o facultad moral de bacer o de omitir algo. espe- 
cialmente en virtud de esa gracia concedida; causativamente o normativamen!e, 
como una disposición de la legítima autoridad concediendo tal favor. Va dando 
a continuación las divisiones y categorías de los Obispos. Respecto al canon 254, 
8 2; y para entender plenamente el sentido v el contenido de la frase * prorsus, 
inhabiles", debe consultarse la tesis doctora! de LvNcH: Coadjutors and Auri- 
liaries of Bishops, presentada en la Universidad de Washington. iis 

Interesante es la cuestión que MCELROY plantea a propósito de la frase del 
canon 349, $ 4, 1.°. Las palabras del Código son las siguientes: “Dummodo non 
teneantur celebrare in Cathedrali." Esta restricción respecto al uso del priv." 
regio de celebrar una Misa privada el Jueves Santo merece una aclaración. 
VERMEERSCH-CREUSEN y Toso exponen que, cuando el Obispo está obligado a 
celebrar en la Catedral, no puede gozar del aludido privilegio ni tampoco pue- 
de mandar a otro sacerdote que celebre allí por él. CORONATA e HYNES no res- 
tringen nada tal privilegio. Sin embargo, debe admitirse la restricción, pues 
los Obispos, el Jueves Santo, tienen obligación de consagrar los santos óleos y, 
por consiguiente, celebrar en la Catedral. 

El día de Navidad, los Obispos, como los sacerdotes, tienen facultad de 
celebrar tres Misas. “El Obispo—aclara McELroy—tiene facultad para decir 
las tres Misas en la Catedral, todas seguidas, y no una sola.” Aquí cita el autor 
a REGATILLO. También puede el Obispc decir una Misa en la Catedral, v luego 
las otras dos puede decirlas en su oratorio privado. 

Tratando del privilegio del altar portátil, MCELROY alude a la viabilidad 
de poder emplearlo en los viajes aéreos; él cita el caso del padre Schulte, que 
celebró una Misa en el avión “Hindenburg”, habiendo obtenido el permiso 
de la Santa Sede a través de la Nunciatura. Nosotros podemos traer el ejemplo 
de una Misa de Angelis cantada por cuarenta niños cantores de la Cruz de 
Madera, oficiada por monseñor Maillet, sobre el Atlántico. 

El autor norteamericano sigue la opinión de REGATILLO respecto a la per- 
misión concedida a los Obispos “a iure" de celebrar la Misa, usando del pri- 
vilegio del altar portátil, en su propio domicilio. Para los demás fieles les 
está prohibido. MCELROY y REGATILLO dan la razón de que el dormitorio es lu- 
gar no decoroso. La razón esta no es excesivamente eonvincente; hay bastantes 
eanonistas (BARIN, CORONATA, Lopos, SoLANS-VENDRELL) que no excluyen el 
dormitorio para el altar portátil. Los privilegios deben ser interpretados es- 
trictamente, pero no de manera que no sea concedida ninguna cosa favorable. 
McELroy maneja el REgATILLO de 1945 (Ius Sacramentarium). En la edición 


(*) The privileges of Bishops. Tesis doctoral de FRANCIS J. MCELROY. The Catholic Univer- 
sity of America (1951), The Catholic University of America Press (Washington, D. C.), 
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del año 1949 sostiene lo mismo. Sin embargo, en el libro moral sobre los sa- 
cramentos editado por la B. A. C. el año 1954, en abril, silencia, sin duda de 
intento, su opinión sobre el dormitorio episcopal; dice que, en general, el dor— 
mitorio (“cubiculum”) es lugar no decoroso. El dormitorio corrido de un hos- 
pital puede ser lugar apropiado para usar del privilegio del altar portátil. 

Respecto a los camarotes, REGATILLO opina en la -edición de la B. A. C. que 
en los camarotes es lícito celebrar la santa Misa, sobre todo si se adornan un 
poco. Los Obispos tienen privilegio de celebrar la Misa no solamente en un 
viaje transatlántico, sino en un pasaje a través de un río o de un lago. “Tal 
extensión—dice McELroy—está basada en una respuesta de la Sagrada Con- 
gregación de la Propagación de la Fe y en la facultad del Delegado apostólico 
de conceder a los simples misioneros el permiso de decir la santa Misa en las 
travesías de océanos, de ríos o de lagos.” Se detiene MCELROY a apuntar los 
litúrgicos privilegios de los Obispos respecto a la celebración de la santa Misa. 
.Se cita una excelente obra canónica norteamericana: Woywop: A practical 
commentary on the Code of Canon Law, décima edición, edit. Wagrier (Nueva 
York, 1946). 

Aludiendo a las indulgencias concedidas por los Obispos, cita el autor estu- 
diado a REGATILLO en el Jus Sacramentarium; olvida y desconoce el insuperable 
libro suyo sobre las indulgencias. En los litigios, los Obispos residencia!es 
gozan de foro especial. De manera especial y con detenimiento trata MCELROY 
de las indulgencias concedidas por los Obispos residenciales en sus propias 
diócesis. Repasa el privilegio de conceder la papal bendición con indulgencia 
plenaria. También estudia el autor norteamericano el privilegio episcopa! de 
establecer diaria y perpetuamente altares privilegiados. 

Para terminar. MCELROY recoge los privilegios de los Obispos en la prece- 
dencia dentro de la propia diócesis, el privilegio de ser nombrado en el canon 
de la Misa y el privilegio de ser enterrado dentro de una iglesia. 

Ordenadamente y con gran claridad resume en un breve capítulo todas las 
más principales conclusiones sacadas a lo largo de la estupenda tesis doctoral. 

Aparte de las revistas clásicas en materia de Derecho canónico, utiliza las 
tres excelentes revistas americanas “The Jurist", “The American Ecclesiasti- 
cal Review” y “American Catholic Quarterly Review”. 

Para gusto y utilidad de los bibliófilos, vendrá a continuación una pequeña 
lista de autores norteamericanos analizados por MCELROY : 

AYRINHAC: Administrative Legislation in the New Code of Canon Law 
(Nueva York, 1930), y Penal Legislation in the New Code of Canon Law (Nue- 
va York, 1936); DEvoLACQUA: De Episcopi seu Ordinarii ex Nova Codice Ca- 
nonico luribus ac Obligationibus (Nueva York, 1921); ROELKER: Principles of 
Privilege according to the Code of Canon Law (Washington, 1926); WUEST: 
Matters liturgical, sexta edición (Nueva York, 1944). 

McELroY ha ido recogiendo y transcribiendo a lo largo de su tesis doctoral 
los privilegios episcopales; tal vez sería de desear mayor originalidad, algo 
más de independencia en sus juicios y opiniones; la experiencia y los estudios 


D. 


le irán dando mayor aplomo a este novel investigador. 


Lic. VALENTÍN SORTA 
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LA MALA FE EN LA PRESCRIPCION (*) 


Nos vemos muy honrados con poder presentar a los lectores de l& REVISTA 
ESPAÑOLA DE DERECHO CANÓNICO la reciente obra canónica del R. P. TIMOTEÓ 
URQUIRI, doctor y profesor de Derecho Canónico, en el Teologado que los Pa- 
dres del Corazón de María tienen en Zafra (Badajoz). 

El tema de la obra, original, abordado con valentía, profundidad y rigor 
vrdaderamente científicos, lo insina así el mismo autor: 

“Nos referimos a la prescripción considerada substantivamente como modo 
de adquirir derechos o de librarse de obligaciones. Enfrentándonos con esta 
prescripción respecto de las personas morales eclesiásticas, tratamos de ave- 
riguar lo siguiente. Como la buena fe es requisito esencial para toda prescrip- 
eión (can. 1.512), ¿la mala fe que, en un principio, hubiera tenido la persona 
moral eclesiástica en la posesión va de una cosa, ya de un derecho, o en la 
insolvencia de una obligación, le impide necesariamente el que pueda pres- 
cribir, aun dado el caso de que se lograra, con el tiempo, cambiar justamente 
en buena fe la mala fe inicial? Se trata de investigar si puede ser sanada o 
iransformada en buena fe la mala fe inicial no en el sentido de que pueda 
llegar un tiempo en que la misma mala fe inicial se haya de considerar como 
buena, sino en el sentido de que la mala fe inicial puada no parjudicar a la 
buena fe que después legítimamente sobreviniere,.. Aquí únicamente se trata 
de la hipótesis en que los administradores y representantes o miembros res- 
ponsables de las ¡personas morales comenzaron de mala fe la posesión de una 
cosa o derecho, o la insolvencia de una obligación, y después no ellos, sino 
sus sucesores siguen de buena fe en la posesión o insolvencia, durante todo el 
plazo de tiempo prefijado por el Derecho para poder prescribir. 

En esta hipótesis, ¿es sanable la mala fe de los primeros mediante la buena 
fe de sus sucesores? Es decir: ¿la mala fe de los primeros tiene, ante el De. 
recho, fuerza o eficacia para perjudicar o anular la buena fe de los sucesoras 
en orden a conseguir las efectos jurídicos de la prescripción? 

Planteamos y solucionamos el problema para aquellas naciones cuyos orde- 
namientos civiles no lo prevean. En caso de que lo previera el Derecho civil, 
no existiría dificultad especial. La labor se reduciría a encontrar el artículo 
correspondiente del Código y aplicarlo en toda su integridad y objetividad... 
Suponemos que esa legislación no presenta colisiones con el Derecho divino, 
natural o positivo, ni contra el Derecho eclesiástico... El Código Civil de Es- 
paíia, en modo alguno prevé nuestro problema jurídico, ni es fácil que lo pre- 
vean los Códigos de las demás naciones; al menos no tenemos noticia de ello” 
(pp. 12-13). 

Consta la obra, además de una rica bibliografía y de una muy orientadora 
Introducción, de cuatro largos capítulos, íntimamente trabados entre sí. 

En el Capítulo primero, se recogen aquellas nociones que se juzgan nece- 
sarias, al menos muy útiles para la exposición fundamentada del estudio (p 19). 


(*) TIMOTEO URQUIRI, C. M. F.: Sanabilidad de la mala fe para la prescripción en las per- 
sonas morales eclesiásticas. Editorial Coculsa (Madrid, 1954), 223 pp., 19,50 X 14 cm. 
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"Bn el artículo primero, las nociones sobre las personas morales eclesiásticas; 
en el segundo, sobre la prescripción, y en el tercero, acerca de la buena fe en 
da prescripción. No trata el autor directamente en este capítulo sobre el con- 
cepto de sanabilidad, por haberlo desarrollado ampliamente en la Introducción 
(pp. 11-13). En el artículo segundo y tercero, encontramos aclaraciones muy 
notables, acerca de los bienes a que se refiere el canon 1.508 (pp. 36 ss.), de la 
«capacidad preseriptiva de las personas morales eclesiásticas (pp. 41 ss.), de la 
buena fe teológica y jurídica (pp. 46 ss., y de las leyes civiles que no piden 
‘buena fe (pp. 56 ss.) 

En el Capítulo segundo, que comprende desde la página 63 hasta la 126, se 
“traza la historia de la cuestión. El mérito de este capítulo es notabilísimo, 
como quiera que todo estaba por hacerse, y se ha elaborado trabajando direc- 
tamente sobre las obras de los canonistas más destacados, comenzando por los 
glosadores del Decreto y de las Decretales y terminando con los autores de 
muestros mismos días. Es fácil comprender la aportación tan interesante que 
supone este capítulo para la ciencia canonística, por la riqueza de textos ori- 
.ginales que se aducen y se analizan, y por la agudeza con que se rechazan 
ciertas interpretaciones indebidas, admitidas hasta el día, de algunos pasajes 
«de autores antiguos. Se aproximan a cincuenta los autores cuyos textos se 
aducen y se examinan. 

Para nosotros, el capítulo más original, profundo y crucial de toda la obra 
es el tercero, intitulado “Refutación de las opiniones negativas”. Se deshacen, 
:à lo largo de él, “las razones urdidas por los autores contra la sanabilidad de 
la mala fe” (p. 127), con agudeza, claridad, eficacia y valentía difícilmente su- 
‘perables. No conocemos autor alguno que antes del P. URQUIRI se hubiera 
-arriesgado a tal empresa. 

En el artículo primero, descompone el autor el argumento de los que pre- 
‘tenden negar la sanabilidad de la mala fe, afirmando que se requiere buena fe 
‘para prescribir desde el comienzo de la posesión, en virtud del canon 1.512. 
El P. UrquiriI, partiendo de una distinción original suya, responde que para 

la prescripción es necesaria y suficiente la buena fe desde el principio de la 
posesión, entendido el principio no en un sentido absoluto, sino relativo; es 
decir, desde el comienzo de aquel tiempo de posesión, precisamente réclamado 
por la ley como necesario para la prescripción (pp. 131 ss.). 

En vez de ponderar, por nuestra cuenta, la fuerza de la argumentación só!ida 
«del autor en favor de la nueva distinción, que es fundamental para la solución 
«que da al problema general de la obra, vamos a transcribir las palabras con 
‘que ya la ha valorizado el P. ZALBA: “Totum tempus plerique interpretantur 
sensu absoluto, ita ut si initio possesionis non adfuerit bona fides in primo 
'possidente, reliquae personae diversae penes quas fuerit possessio rei per 
'tempus habile ad praescribendum (vel primus ipse possesor qui deinde fuerit 
‘in bona fide) non valeant frui iure praescripto; recentur bonis argumentis hane 
opinionem impugnavit T. URQUIRI, et sustinuit interpretationem sensu relativo, 
ita ut sufficiat possessio bona fide per tempus requisitum habita apud eandem 
vel apud diversas personas, sive physicas sive morales, quamvis initio mala 
Tuerit fides, et deinde mutata" (Theologiae Moralis summa, II, B. A. C. ( Madrid, 
4955], n. 555, nota 43). 
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En el artículo segundo, se enfrenta el autor con otro argumento. mil veces 
repetido por los adversarios de la sanabilidad de la mala fe. Como la persona 
moral siempre es la misma, si comienza a poseer algo con mala fe, siempre 
lo seguirá poseyendo con esa mala fe. 

Se analiza con serenidad este argumento por el autor, hasta poner en evi- 
dencia su inconsistencia probativa; porque una cosa es que la persona moral 
Siga siendo la misma, y otra cosa bien distinta que haya de ser invariable 
siempre la mala fe de esa persona moral. 

¡Cuánto pueden aprender aquí algunos tratadistas de Teología moral, que, 
al hablar de la prescripción, no acaban de centrar la solución de ciertas cues- 
tiones, por no caer en la cuenta de que ya no rige en materia de prescripción, 
respeoto del tiempo requerido, el Derecho romano, sino el civil de cada nación 
respectiva! 

En el último capítulo —cuarto—, que se intitula “Nuestra posición”, pro- 
cede el autor con paso firme y seguro, marcando claramente, en el artículo 
primero, los límites en que él entiende la sanabilidad de la mala fe, y termi- 
nando por prever y resolver cuestiones de gran interés práctico sobre la buena, 
ta dudosa y la mala fe de las diversas clases de personas morales en orden a la 
prescripción. 

En los dos artículos siguientes—segundo y tercero—se exponen seis argu- 
mentos en favor de la tesis sostenida por el autor. Al finalizar la lectura re- 
posada de los seis argumentos queda en el ánimo la firme persuasión de que 
la solución sostenida en la obra es firmemente sólida. Esos argumentos se 
fundan, respectivamente, en los fines de la prescripción, en la sanabilidad de 
la mala fe inicial en las personas físicas, en la inexistencia de ley prohibitita, 
en la posibilidad de la buena fe en los sucesores, en la doctrina de los autores 
antiguos en favor de la sanabilidad y en una célebre sentencia rotal. 

Al llegar al epílogo del libro se impone por sí misma la conclusión del 
autor: “Es sanable, en las personas morales eclesiásticas, en orden a la pres- 
eripción, la mala fe de los primeros administradores o miembros, por la buena 
fe de los sucesores, perdurando la buena fe de éstos por todo el plazo prescrip- 
torio" (p. 219). 

Felicitamos cordialmente al autor por esta valiosísima aportación a 'a to- 
davía escasa literatura de la ciencia canonística posterior al Código, en le re- 
ferente a los bienes materiales de la Iglesia. No hay por qué decir que ni los 
' eanonistas, ni los civilistas, ni los moralistas que pretendan escribir o tratar 
en adelante de la buena y mala fe en la prescripción, pueden prescindir de 
esta nueva obra, que marea verdadero avance científico en la materia abordada. 

Obra es ésta que honra a la Universidad de Comillas, en cuya Facultad 
de Derecho Canónico se presentó y se defendió, en calidad de tesis doctoral, 
mereciendo la calificación suprema del Tribunal, en el que figuraban canonis- 
tas de fama mundial. Deseamos' la mayor difusión de obra tan original, clara 
y valiente. 

¡Que no sea ésta la última producción canonística que nos regale la fecun- 
da y decidida pluma del joven doctor y profesor de Derecho canónico! 


Francisco DE ORUE-REMENTERIA, C. M. F. 
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PZSOFEURDRITOSS 


Mons. LEÓN DEL Amo (Defensor del Vínculo en el Tribunal de la Rota de Madrid) : 
Los matrimonios civiles y el delito de bigamia. Páginas 287 a 323. 


SUMARIO: 

I. Texto de la sentencia del Tribunal Supremo de 14 de enero de 1955.—II. El con- 
flicto de los matrimonios civiles legalmente indisolubles y canónicamente inválidos.—III. An- 
helos de resolver el conflicto.—IV. La solución que consideramos más viable.—V. La 
“cierta especie de bigamia" en el caso de la sentencia.—VI. Posibles influjos en el hecho 
delictivo según la sentencia.— VII. La razón de bigamia en el Registro Civil—VIII. El 
concepto de bigamia en Derecho camónico.—IX. El delito de bigamia en el fuero civil 
español. —X. La intención criminosa según la doctrina jurisprudencial.—XI. Retorno al 
sentir común sobre culpabilidad.—X]I. Consecuencia de las sentencias penales por bigamia 
en el área del Derecho privado. : 


MaRcELINO CaBREROs DE ANTA, C. M. F. (Catedrático de la Facultad de Derecho Ca- 
nónico de Salamanca): La prórroga de la competencia judicial y el fuero de la cone- 


xión. Páginas 325 a 351. 


SUMARIO: 
I. Jurisdicción y competencia. 


II. Clasificación de la competencia. 
III. Prorrogabilidad de la competencia. 
IV. Prórroga voluntaria. 


V. Prórroga necesaria de la competencia por razón de la conexión de las causas: 
A) Figuras de conexión: |. Conexión, continencia y litispendencia. 2. Conexión objetiva 
y subjetiva. 3. Subordinación y coordinación de las causas conexas.—B) La conexión de 
Jas causas y la prórroga de la competencia territorial: |. Unidad procesal. 2. La ley de la 
prevención. 2. Límites de la prevención y de la unidad procesal. 4. Prórroga de la compe- 
tencia en cada una de las figuras principales de la conexión.—C) Prórroga abusiva de la 
competencia y sus remedios. 


Rogue Losapa Cosme, Pbro. (Profesor en la Facultad de Derecho Canónico de Sala- 
manca): La unificación interna del Derecho y las colecciones anteriores a. Graciano. 


Paginas 353 a 382. 


La tesis del autor es que la unidad interna del Derecho canónico y su sistematización 
científica han sido logradas por la ciencia canénica posterior a Graciano. Antes de él. el 
Derecho canónico vive en una fase acientífica. En los siglos V y VI comienza una era de 
mayor certeza y claridad normativas, que quedarán reconocidas en las colecciones Adriana 
e Hispana. La costumbre de las Islas abre un horizonte amplio a la jurisprudencia y a la 
doctrina; las colecciones posteriores no logran superar la contradicción interna entre la le- 
gislación insular y la: romana. 

Con Gregorio VII se origina un período de selección y de crítica, poniendo como base 
la aprobación pontificia; bajo Urbano II se inicia la interpretación textual, con base his- 
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tórica y dialéctica; a pantir de entonces, Ivo y Bernoldo inician la solución al problema 
de la armonía del Derecho, que completará felizmente Graciano, 


Eupoxio ¡CASTAÑEDA (Comandante General del Ejército de Tierra): Las causas de sepa- 
ración temporal por amencia. Páginas 383 a 409. 


Es doctrina común entre los canonistas que la amencia, cuando crea peligro para el 
cuerpo y para el alma, es causa suficiente para conceder la separación en cuanto al lecho, 
mesa y habitación. Pero los canonistas, ni antiguos ni modernos, explican suficientemente 
cuándo se da de'hecho ese peligro en los casos de amencia de uno o de ambos cónyuges. 

En las dos partes de su trabajo el autor intenta dar normas para el caso. En la pn- 
mera se refiere a la jurisprudencia de la Rota Romana, examinandc en dos secciones dis- 
tintas las causas de separación del lecho solamente y del lecho y habitación. 

En la segunda parte el autor examina las doctrinas de los psiquíatras para buscar crite- 
rios suficientes en orden a discernir el estado de peligrosidad de los enfermos mentales. 
A continuación da las reglas que puede seguir el juez en la determinación de la peligrosi- 
dad de los dementes para conceder con causa suficiente la separación temporal. 


DOCUMENTOS Y JURISPRUDENCIA COMENTADOS 


José María pe PRADA (Notario): La incapacidad para suceder del confesor. Páginas 437 
a 453. 


El Tribunal Supremo, en sentencia de 6 de abril de 1954, resolvió un caso de herencia 
a favor del Asilo de las Hermanitas de los Pobres, después de que el capellán del Asilo 
había prestado sus auxilios espirituales al testador durante la enfermedad de la cual murió. 
La sentencia fué en favor de la validez del testamento. El autor examina la solución dada 
por el Tribunal Supremo y comenta su contenido en los siguientes capitulos: 

A) Antecedentes históricos. 

B) Derecho comparado. 

C) Fundamento y crítica del precepto. 


D) Delimitación de la aplicación del precepto a la luz de la sentencia de 6 de abril 
de 1954: a) Criterio general. b) Qué se entiende por confesor. c) El requisito de ültima 
enfermedad. d) ¿Debe ser el testamento posterior a la confesión? e) Extensión subjetiva 
de la prohibición. f) Disposiciones a que alcanza la prohibición. g) Efectos. 


NO TETAS 


AGATANGEL DE Lancasco, O. F. M. C.: El Cardenal Vives y la codificación del Derecho 
canónico. Páginas 457 a 475. 


En esta nota se reproduce casi íntegramente la conferencia dada por su autor en la 


Semana de Estudios celebrada en Barcelona, en mayo de 1954, con motivo del centenario 


del Cardenal Vives. 
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El autor explora la actividad del Cardenal Vives en las Comisiones encargadas de la 
codificación de Derecho canónico, distinguiendo su cooperación directa de la indirecta: la 
manifiesta, de la oculta; la positiva, de la negativa. A falta de documentos, el autor exami- 
na los indicios de la amplia labor del Cardenal, concluyendo que ésta fué importantísima. 


Juan SANCHEZ (Agente de preces en la Curia Romana): Notas prácticas sobre el “stylus” 
de los Dicasterios romanos. Páginas 477 a 489. 


Consiste este trabajo en unas notas sobre la manera práctica con que en Roma se tra- 
mitan ciertos asuntos de uso frecuente y cuyo conocimiento puede mteresar, ante todo, a 
los agentes de preces de las Curias diocesanas. Se refiere en primer lugar al criterio 
que actualmente existe sobre concesión de Misas de medianoche, señalando las condiciones 
que en Roma se exigen para tal concesión. En un segundo apartado trata de la validez 
de la ejecución de un rescripto, que llega a conocimiento del Ordinario por telegrama de su 
agente de preces. Por último, en la sección tercera menciona las causas que la Sagrada 
Congregación admite como suficientes para la dispensa del coro. 
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STUDIA 


Mons. Leo pEL Amo (Defensor Vinculi in Tribunali Rotae Nunciaturae matritensis) : De 
matrimoniis civilibus atque de delicto bigamiae. Paginae 287-323. 


SUMMARIUM: 

I. Textus sententiae Supremi Tribunalis hispanici die 14 ian. 1955 lata—II. Quaestio 
de matrimoniis civilibus quae sunt iuxta leges indissolubila et iuxta canones invalida.— 
HI. Conamina ad solvendum conflictum.—IV. Solutio quae praeferenda videtur.—V. De 
"certa species bigamiae" in casu de quo sententia .—V]l. Quaenam, iuxta sententiam, im 
delictum influxerint.—V ll. Ratio bigamiae in Regesto Civili.— VIII. Bigamiae conceptus 
canonicus.—IX. Bigamia in legibus hispanicis.— X. De intentione criminali iuxta iurispru- 
dentiam.— XI. lteratur sententia communis de culpabilitate.— XII. Consequentiae senten- 
tarum de delicto bigamiae in sphaera luris privati. 


MARCELLINUs CABREROS DE ANTA, C. M. F. (in Facultate Juris Canonici salmanticense 
Professor): De prorrogatione competentiae deque foro connexionis. Paginae 375-351. 


SUMMARIUM: 


I. Turisdictio et competentia. 
Il. Competentiae genera. 
III. Competentiae prorrogabilitas. 
IV. De prorrogatione voluntaria. 


V. De prorrogatione necessaria competentiae ratione connexionis causarum: A) Con- 
nexionis figurae: 1. Connexio, continentia et litispendentia, 2. Connexio obiectiva et subiec- 
tiva. 3. Causarum connexarum subordinatio et coordinatio —B) Connexio causarum et 
prorrogatio competentiae territorialis: |. Unitas processualis. 2. Praeventionis lex. 2. Prae- 
ventionis et unitatis processualis limites. 4. Prorrogatio competentiae in singulis connexionis 
figuris.—C) Prorrogatio competentiae illicita et remedia contra ipsam ponenda. 


RocHus Losapa Cosme (in Facultate Iuris Canonici salmanticensi Professor): De unifi- 
catione luris interna deque collectionibus Gratiano prioribus. Paginae 343-382. 


i 

Auctor monstrare contendit unitatem Iuris canonici internam eiusque systematizationem 
scientificam opus fuisse scientiae canonicae Gratiano posterioris, Ante Gratianus, lus cano- 
mcum vivit in periodo ascientifica. 

Saeculis V et VI normae canonicae maiore claritate et certitudine proponuntur et hae 
notae praevalebunt in collectionibus Adriana et Hispana. Insularum consuetudo locum dedit 
ampliori iurisprudentiae doctrinaeque; posteriores collectiones nondum se liberant a con- 
tradictione interna inter leges romanas et insulares. 


Auspice Gregorio VII, incipit periodus selectionis et critica ex approbatione pontificia 
legibus requisita. Sub Urbano II originem habet interpretatio textualis methodo historico- 
dialectica facta; postmodum lvo et Bernaldus prima solutionis tentamina offerunt quaestio- 
mi de interina luris, cui operi fastigium feliciter Gratianus apponet. 
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EupoXiIUs CASTAÑEDA (Doctor luris canonici, Cappellanus militum): De causis separatio- 
nis ob amentiam, Paginae 383-409. 


Pacificum inter doctores est amentiam, si periculum facesset animae vel corporis, causam 
esse sufficientem separationis quoad thorum, mensam et habitationem. At quando de facto 
tale periculum existat ratione amentiae alterutrius vel utriusque coniugum, iuristae tum vete- 
res, tum hodierni, vix explicant. Auctor id enucleare contendit in duabus suae dissertationis 
partibus, quarum prima agit de iurisprudentia Sacrae Rotae Romanae. In sectionibus dis- 
tinctis huius partis, auctor examinat causas separationis ob amentiam quoad thorum tantum 
et quoad thorum et habitationem. 

In altera parte, auctor quaerit m doctrinis psychiatrarum criteria ad discernendum statum 
periculositatis eorum qui mente sunt capti. Talibus doctrinis innixus, auctor regulas statuit 
quibus iudex manuduci poterit in dignoscenda periculositate sufficienti amentis ut separatio 
concedi possit, quam auctor censet esse debere perpetuam. 


DOCUMENTA ET IURISPRUDENTIA COMMENTARIA 


, 


loserH Maria pe PRADA (Notarus): De incapacitaie confessarii ad succedendum. Pa- 
ginae 437-453. 


Tribunal Supremum hispanicum die 6 aprilis 1954 sententiam dedit in casu haereditatis 
in favorem Asyli congregationis "Sororum Pauperum", postquam cappellanus Asyli auxi- 
lus spiritualibus muniverat testatorem durante morbo ob quem e vita decesserat. Sententia 
lata est in favorem validitatis testamenti. Auctor solutionem a Tribunali datam elucidat se- 
quentibus capitibus: 

A) Praenotamina historica. 

B) lus comparatum. 

C) Fundamentum et crisis praecepti. l 

D) De aplicatione praecepti iuxta tenorem sententiae latae die 6 aprilis 1954: a) Cri- 
terium. generale. b) Quis confessarii nomine veniat. c) Morbus quinam dicatur ultimus. 
d) Debeatne testamentum esse confessione posterius. e) De extensione vetiti subiectiva. 
f) Materia prohibitions. g) Effectus. 


NOTAE 


AGATHANGELUs DE Lancasco, O. F. M. C.: De participatione Cardinalis Vives, in codi- 
dificatione luris canonici. Paginae 457-475. 


Haec notula fere ad verbum continet dissertationem quam habuit auctor im conventu 
hebdomadario studiorum, Barcimone mense maio habitu, occassione commemorationis cente- 
nariae Cardinalis Vives. 

Auctor enucleat quaenam fuerint partes Cardinalis Vives in Commissionibus [uri cano- 
nico codificando. Distinguit autem cooperationem eius directam ab indirecta, publicam ab 
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occulta, positivam a negativa, Deficientibus documentis, auctor indicia examinat quae ex- 
tant ampli laboris Cardinalis, ut concludat quanti momenti fuerit activitas Cardinalis in 
codificatione. 


JOHANNES SANCHEZ (Procurator agens, praecibus ad Curiam Romanam mittendis): No- 
tae pro praxi utiles circa stylum Dicasteriorum remanorum. Paginae 477-489. 


Auctor quasdam notulas pro praxi utiles exhibet circa modum quo nonnulla negotia 
‘usu frecuentiora in Urbe expediuntur. Eorum notitia praecipue utilis est procuratoribus sive 
agentibus, ut alunt, precum Curiarum dioecessanarum. Agit imprimis de criteriis quibus pcn- 
deratur sufficientia causarum ad concedendum indultum celebrandi Missam medianocte. In 
secundo loco explicat validitatem executionis rescriptorum quorum notitia ad Ordinarium 
pervenit ope nuntii telegraphici ab agente precum missi. In tertia sectione causas indicat 
quas Sacra Congregatio uti sufficientes admittit ad concedendam dispensationem a lege chori. 
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R EIS U MENES 


STUDIES 


Mons. LEoN DEL Amo (Defender of the Bond in the Rota Tribunal, Madrid) : Civil marria- 
ges and the crime of bigamy. Pages 287-323. 


SUMMARY: 


L The text of the Supreme Tribunal verdict, 14th of January, 1955.—II. The conflict 
between civil marriages which are legally indissoluble and yet canonically invalid.—III. De- 
sires to resolve the conflict. —IV. The solution which seems the best.—V. The “certain type 
of bigamy” in the verdict quoted above.— VI. Possible influences of the fact of the crime 
according to the sentence.— VII. The crime of bigamy in the Civil Register.— VIII. The 
crime of bigamy in the Code of Canon Law.—IX. The crime of bigamy in the Spanish. 
civil forum.—X. The criminal intention according to the teaching of jurisprudence.— 
XI. The return to the common opinion with regard to culpability.—XII. The consequences 
of penal sentences for bigamy in the field of private Law. 


MARCELINO CABREROS DE ANTA, C. M. F. (Professor in the Faculty of Canon Law of 
Salamanca): The extension of judicial competency and the Law of connexion. Pa- 


ges 325-351. 


SUMMARY: 


I. Jurisdiction and competency. 

II. Classification of competency. 
IIT. The extensibility of competency. 
IV. Voluntary extension. 


V. Necessary extension of competency due to connexion of causes: A) Forms of 
connection: |. Connection, content and causes "pendente lite". 2. Objective and subjetive 
connexion. 3. Subordination and co-ordination of connected causes.—B) Connection of 
causes and the extensión of territorial competency: |. Unity of actions at Law. 2. The Law 
of prevention. 2. The limits of prevention and of the unity of actions at Law. 4. The ex- 
tension of competency in each of the principal forms of connexion.—C) |Misapplied exten-- 
sion of competency and its remedies. 


Roque Losapa CosME (Professor in the Faculty of Canon Law, University of Salaman-- 
ca): The internal unification of Law and the collections anterior to Gratian. Pa- 


ges 353-382. 


The author's thesis is that the internal unity of Canon Law and its scientific systema- 
tization have been achieved posterior to the work of Gratian. Before his time Canon Law: 
was passing through a strictly unscientific phase. The V and VI centuries saw the begin- 
nings of a period of greater certainty and clarity in all that pertams to Law, which can be 
recognised in the Hadrianic and Hispanic collections. The custom of the Islands amplified 
the horizon of jurisprudence and speculative doctrinal principles; while the posterior collec- 
tions do not succeed in overcoming the contradictions between the Insular amd the Romas. 


legislation. 
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With Gregory VII begins a period of careful selection and critical judgment, having 
as its basis pontifical approbation; while with Urban II begins the textual interpretation on 
an historical and dialectic basis. From that period Ivo and Bernoldo begin to provide the 
final solution to the problem of the harmony of the Law which Gratian brought to a 
happy term. 


Eupoxio CasTANEDA (Military Chaplain): Cases of temporary separation for insanity. 
Pages 383-409. 


The common teaching of the canonists is that insanity, when it gives rise to danger for 
body and soul, is sufficient reason for allowing separation "quoad thorum et habitationem". 
But neither older nor more recent canonists explain sufficiently when this danger de facto 
exists in cases of insanity on the part of either or both spouses. 

In the two parts of his work the author attempts to lay down rules in such cases. In 
part one he expounds the Law of the Roman Rota, examining in one section cases of se- 
paration "quoad thorum" only, and in another, cases of separation "quoad thorum et habiia- 
tionem". In part two he considers the teachings of psychiatrists to find suitable criteria 
for determining when mental defectives are to be considered dangerous. Following on this 
he gives rules a judge may use to estimate the degree of danger sufficient for permitting 
temporary separation. 


COMMENTS ON DOCUMENTS AND JURISPRUDENCE 


Jose Maria DE PRADA (Notary): The confessor's inability to inherit. Pages 437-453. 


The Supreme Tribunal in a verdict of the 6th of April, 1954, agreed to the mheritance 
of the Little Sisters of the Poor when the chaplain of the orphanage had assisted spiritually 
to the testator during the last illness from which he died. The author examines the solution 
to the case given by the Supreme Tribunal and deals with its contents in the following 
sections : 

A) The historical background. 

B) The Law compared. 

C) The foundation and criticism of the precept. 

D) The limitation of the precept in the light of the verdict of the Supreme Tribunal, 
6th of April, 1954: a) The general criticism. b) What is understood by confessor. c) The 
condition of last illness. d) Must the will be posterior to the confession? e) Subjective ex- 


tension of the precept of prohibition. f) Wilis which are affected by the prohibition. 
£) Effects. 


N:O T ES 


AGATANGEL DE Lancasco, O. F. M. C.: Cardinal Vives and the codification of Canon 
Law. Pages 457-475. 


In this summary the conference given by the author during the study week held in 
Barcelona, in May of 1954, to celebrate the centenary of Cardinal Vives is repeated in full. 


Ad Ñ 
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The author discusses the activity of the Cardinal in the various Commissions set up to 
codify the Canon Law, and he distinguishes his direct and indirect cooperation, manifest 
and occult, positive and negative. He also studies the indications of the immense work dcne 
by the Cardinal and concludes that it was of extreme importance. 


JUAN SANCHEZ (Agent in the Roman Curia): Practical notes on the "stylus" of the Ro- 
man Congregations. Pages 477-489. 


This work contains some brief notes on the practical methods used in the tramitatiom 
of certain affairs in the Roman Curial Offices the knowledge of which will be of particular 
interest for those ho have the office of agent in diocesan Curias. The author refers in the 
first instance to the criterion which actually exists in Rome with regard to granting petitions 
for Mass at midnight and the conditions which are demanded before such a petition is 
answered favourably. In a second section he deals with the validity of execution of a rescript 
when the knowledge that it has been granted has reached the Ordinay through means of a 
telegram from his agent in Rome. In the third section he mentions the causes which the 
Sacred Congregation admits as sufficient for a dispensation from attendance at choir. 
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